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AÑO 1982 * 
1 
DERECHO A UN PROCESO CON GARANTÍAS.—Art. 10.2 de la Consti-
tución. Art. 14.5 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos de 
las N.U. 
Tribunal Constitucional (Pleno): SENTENCIA DE 1 4 DE DICIEM-
BRE DE 1982. Cuestión de inconstitucionalidad n.° 4 1 1 / 1 9 8 2 . Ponen-
te: D. Antonio Truyol Serra. 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
5. La referencia del Abogado del Estado y del Ministerio Fiscal al 
artícuol 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos de 
16 de diciembre de 1966, ratificado por España, cualquiera que sea la 
necesidad de tenerlo en cuenta para la decisión de la cuestión que nos 
ocupa, no puede dejar de ser objeto de alguna consideración. A tenor del 
referido artículo, que forma parte de nuestro ordenamiento interno (art. 96.1 
de la Constitución Española) y sirve a la vez de pauta para interpretar 
las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que 
la Constitución reconoce (artículo 10.2 de la misma), «toda persona de-
clarada culpable de un delito tendrá derecho a que el fallo condenatorio 
y la pena que se le haya impuesto sean sometidos a un Tribunal superior, 
conforme a lo prescrito por la ley». De su lectura se desprende claramente 
que no establece propiamente una «doble instancia», sino una sumisión 
del fallo condenatorio y de la pena a un «Tribunal superior», sumisión 
que habrá de ser conforme «a lo prescrito por la ley», por lo que ésta, en 
cada país, fijará sus modalidades. En ocasión anterior indicó este Tribunal 
(sentencia número 42/1982, de 5 de julio, en recurso de amparo número 
366/1981, fundamento jurídico 3; «Boletín Oficial del Estado» de 4 de 
agosto) que el mandato del artículo 14.5 del Pacto en cuestión «no es 
bastante para crear por sí mismo recursos inexistentes, pero obliga a con-
siderar que entre las garantías del proceso penal a las que genéricamente 
se refiere la Constitución en su artículo 24.2 se encuentra la del recurso 
ante un Tribunal superior y que, en consecuencia, deben ser interpretadas 
en el sentido más favorable a un recurso de ese género todas las normas 
del Derecho procesal penal de nuestro ordenamiento». En el proceso re-
(*) I n c l u i m o s a q u í e s t a s en tenc ia y la s igu ien te , n o c o m p r e n d i d a s e n 
n u e s t r o a n t e r i o r v o l u m e n , p o r r a z ó n de su pub l i cac ión m á s t a r d í a . 
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guiado por la Ley Orgánica 9/1980 el Tribunal superior existe, y el legis-
lador ha creado el recurso ante él; pero lo abrió al Ministerio Fiscal, 
excluyendo del mismo a los condenados a menos de tres años de priva-
ción de libertad. De esta última exclusión deriva la inconstitucionalidad 
del artículo 14 de la Ley Orgánica 9/1980; inconstitucionalidad que no nace 
de su contradicción directa con el artículo 14.5 del Pacto, sino de su con-
tradicción en el artículo 24 de la Constitución, por cuanto, creado un re-
curso en materia penal en nuestro ordenamiento, como en el caso pre-
sente el recurso de casación, tal garantía procesal (según vimos en el fun-
damento jurídico anterior) ha de estar a disposición de todas las partes. 
(BJC, 1983421, pág. 25). 
2 
LIBERTAD SINDICAL.—Art. 10.2 de la • Constitución. Interpreta-
ción de la Constitución y las leyes conforme a los Tratados rati-
ficados por España. 
Tribunal Constitucional (Sala 1.a): SENTENCIA DE 20 DE DICIEM-
BRE DE 1982. Recurso de amparo n.° 73/1982. Ponente: D. Rafael 
Gómez-Ferrer Morant. 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo número 73/1982, interpuesto por don Vicente 
Barber Delgado, representado por el Procurador don Argimiro Vázquez 
Guillen, bajo la dirección del Letrado don Ricardo Peralta Ortega, contra 
sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 30 de enero de 1982. En el 
recurso han comparecido el Ministerio Fiscal y la empresa «Ford España, 
S. A.», representada por el Procurador don Gonzalo Castelló y Gómez-
Trevijano, bajo la dirección del Letrado don Vicente Peiró Romero, y ha 
sido ponente el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer Morant, quien expresa 
el parecer de la Sala. 
I . ANTECEDENTES 
1. En 9 de marzo de 1982 el Procurador don Argimiro Vázquez Gui-
llen, en nombre de don Vicente Barber Delgado, formula recurso de am-
paro contra la sentencia del Tribunal Central de Trabajo de 30 de enero 
de 1982, recaída en el recurso interpuesto por «Ford España, S. A.» con-
tra la sentencia de la Magistratura de Trabajo número 1 de Valencia de 
13 de diciembre de 1979, con la súplica de que se dicte sentencia otor-
gando el amparo que se solicita en cuanto: A) Declarar que la decisión de 
«Ford España, S. A.» de negar al demandante el acceso al centro de tra-
bajo y, por ende, el ejercicio de las facultades de representación de los 
trabajadores es nula. B) Reconocer el derecho del actor al ejercicio pleno 
de sus funciones de representante de los trabajadores mientras se sustancia 
el recurso de casación interpuesto por la empresa contra la sentencia de-
claratoria de la improcedencia de su despido. C) Reconocer al actor el 
derecho a que se le restablezca en la integridad de sus funciones de repre-
sentación, para lo cual le deberá ser facilitado el acceso al centro de tra-
bajo con todo lo demás que proceda para el eficaz cumplimiento de su 
• función. -
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2. Los antecedentes que expone la parte actora, extraídos del resul-
tado de hechos probados, son los siguientes: El actor presta servicios des-
de el año 1976 como especialista para la empresa «Ford España, S. A.» 
en el centro de Almusafes, habiendo sido elegido miembro del Comité de 
Empresa por la Candidatura de la Central Sindical de Comisiones Obreras; 
ostentando dicha representación, en 9 de noviembre de, 1978 fue despedido 
de la empresa y dicho despido fue declarado improcedente por sentencia de 
la Magistratura Provincial de Trabajo número 5 de Valencia de 12 de 
diciembre del mismo año, que fue objeto de recurso de casación, aún no 
resuelto, preparado y formalizado por la empresa; de conformidad con el 
artículo 227 del texto refundido de la Ley de Procedimiento Laboral, la 
empresa comunicó al actor que durante la tramitación del recurso optaba 
por abonarle la retribución sin que por el mismo se prestaran servicios 
a la empresa, como así ha venido haciéndose; asimismo la empresa ha 
negado al señor Barber Delgado el acceso al centro de trabajo y el ejercicio 
de las facultades de representación de los trabajadores. 
Ante esta situación el actor formuló demanda que fue resuelta por la 
Magistratura de Trabajo número 1 de Valencia en 17 de diciembre de 
1979, declarando el derecho del demandante a ejercitar sus funciones de 
representante de los trabajadores mientras se sustancia el recurso de casa-
ción interpuesto por la empresa contra la sentencia que declaraba la impro-
cedencia del despido, e interpuesto recurso de suplicación por la empresa 
«Ford España, S. A.», el Tribunal Central de Trabajo dicta sentencia de 
30 de enero de 1982 estimando el recurso y, revocando la sentencia de 
instancia, absuelve a la empresa. 
3. En cuanto a los fundamentos jurídicos de su pretensión, el actor se 
refiere al artículo 28, apartado 1, de la Constitución en relación con los 
Convenios 87, 98 y 135 de la OIT (todos ellos ratificados por nuestro 
país) que han de servir como elementos de interpretación de conformidad 
con lo dispuesto en el artículo 10, apartado 2, de la propia Constitución. 
En especial se refiere al Convenio número 135, relativo a la protección y 
facilidades que deben otorgarse a los representantes de los trabajadores en 
la empresa, interpretado conforme a la Recomendación 143 de la OIT. 
La actitud de la empresa de negar al actor el acceso «al centro de trabajo 
y, por ende, al ejercicio de las facultades de representación de los traba-
jadores» —como señala la sentencia de la Magistratura— supone a su jui-
cio una negación radical de las facultades de representación que constituyen 
contenido sustancial del derecho de libertad sindical, y a su vez implica un 
acto de injerencia empresarial en la actividad sindical de los trabajadores 
contraria al mismo derecho. 
La afirmación anterior, prosigue la representación del actor, no queda 
desvirtuada con el doble fundamento que, a tal efecto, se utiliza en la 
sentencia del Tribunal Central impugnada. En primer lugar, el relativo a 
que en tanto se sustancia el recurso contra una sentencia declaratoria de 
la improcedencia del despido, el contrato de trabajo se encuentra suspen-
dido, salvo en un elemento fundamental que es la retribución, tesis que 
a juicio del actor supone una interpretación inadecuada del artículo 227 
de la Ley de Procedimiento Laboral y que, en todo caso, viene a desco-
nocer el derecho de carácter fundamental de representación sindical, que 
es tanto del representante como de los electores a ser representados por 
el elegido, derecho que no puede quedar suspendido por la voluntad uni-
lateral de una empresa, y en tal sentido se pronunciaba ya el Decreto de 
Garantías Sindicales 1978/1971, de 23 de julio (artículo 6.°, a). El se-
gundo argumento de la sentencia impugnada se basa en la posibilidad de 
transferencia del derecho de representación a otros trabajadores, afirmando 
que tal posibilidad no puede depender de la simple voluntad empresarial 
como sucedería en este caso, vulnerándose el artículo 2 del Convenio 98 
de la OIT, que prohibe toda ingerencia empresarial en los derechos sin-
dicales. 
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4. Para concretar el alcance del artículo 28.1 de la Constitución, que 
consagra el derecho de libertad sindical, hemos de interpretarlo de acuerdo 
con el criterio fundamental que fija el criterio de que: 
«Las normas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades 
que la Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la De-
claración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos in-
ternacionales sobre las mismas materias ratificados por España.» 
Como ya señalábamos en la anterior sentencia número 62/1982, de 15 
de octubre («Boletín Oficial del Estado» de 17 de noviembre, Fundamento 
Jurídico 1), la Constitución se inserta en un contexto internacional en 
materia de derechos fundamentales y libertades públicas, por lo que hay 
que interpretar sus normas en esta materia de conformidad con la De-
claración Universal de Derechos Humanos y los tratados y acuerdos in-
ternacionales que menciona el precepto. Y añadimos ahora no sólo las 
normas contenidas en la Constitución, sino todas las del ordenamiento 
relativas a los derechos fundamentales y libertades públicas que reconoce 
la norma fundamental. 
En consecuencia, para interpretar el alcance del derecho a sindicarse 
y de la libertad sindical que consagra el artículo 28.1 de la Constitución, 
habremos de tener en cuenta los tratados y acuerdos internacionales sobre 
la misma materia ratificados por España y, en concreto, los Convenios 
números 87, 98 y 135 de la Organización Internacional de Trabajo, que 
son, respectivamente, el Convenio sobre la libertad sindical y la protección 
del derecho de sindicación de 9 de julio de 1948; el Convenio relativo 
a la «Aplicación de los principios del derecho de sindicación y de nego-
ciación colectiva», de 1 de julio de 1949, y el Convenio de 23 de julio 
de 1971 sobre «Protección y facilidades a representantes de los trabaja-
dores en la empresa». 
FALLO 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la auto-
ridad que le concede la Constitución de la Nación Española, 
Ha decidido: 
1. Estimar en parte el recurso de amparo y a tal efecto: 
a) Declarar la nulidad de la sentencia del Tribunal Central de Tra-
bajo impugnada, de 30 de enero de 1982, recaída en el recurso de supli-
cación número 198/1980, con los efectos precisados en el último Funda-
mento Jurídico de esta sentencia. 
b) Reconocer que don Vicente Barber Delgado tiene derecho a ejer-
citar sus funciones de representante de los trabajadores mientras se sustan-
cia el recurso de casación interpuesto por la empresa «Ford España, S. A.» 
contra la sentencia de la Magistratura número 5 de Valencia de 12 de di-
ciembre de 1978, por la que se declara improcedente su despido; todo 
ello en los mismos términos contenidos en el fallo de la sentencia núme-
ro 576, de 13 de diciembre de 1979, de la Magistratura de Trabajo nú-
mero 1 de Valencia, y con el alcance que precisa el último Fundamento 
Jurídico de la presente sentencia. 
2. Desestimar el recurso en todo lo demás. 
(BJC, 1983-21, pág. 51). 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
AÑO 1983 
3 
MONEDA EXTRANJERA.—Cambio de divisas en operación de im-
portación. Devaluación de moneda. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm0): SENTEN-
CIA DE 15 DE ENERO DE 1983. Ponente: D. Manuel Pérez Tejedor. 
Es recurso de apelación interpuesto por el Abogado del Estado contra senten-
cia dictada por la Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo 
de la Audiencia Nacional en 29 diciembre 1980 sobre Res. de 29 abril 1976 del 
Banco de España sobre liquidación por diferencias de cambio de dólar en ope-
ración de importación, apareciendo como parte apelada la Entidad Compañía In-
dustrial y de Abastecimiento (CINDASA). 
El T. S. lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que las cuestiones planteadas en esta apelación son 
reiteración de las resueltas por esta misma Sala, mediante S. de 25 no-
viembre 1982, e incluso afectan a las mismas partes, sin más variación 
que referirse a operaciones comerciales distintas pero con idéntico contenido 
sustancial y, por cuanto subsiste la procedencia de las consideraciones re-
, flejadas en la referida sentencia y en las que la misma cita, debe ser reite-
rada su doctrina y habrá de ser confirmada la sentencia apelada que se 
adapta a tal doctrina jurisprudencial. 
(RJA, 1983, n.° 274, pág. 203). 
4 
CONTRATO DE TRABAJO. COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL DE 
LOS TRIBUNALES ESPAÑOLES.—Contrato hecho en España por tra-
bajador español con empresa extranjera para prestar servicios 
en el extranjero. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): SENTENCIA DE 20 DE 
ENERO DE 1983. Ponente: D. Carlos Bueren y Pérez de la Serna. 
El T. S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
Jesús Angel G. G. contra la sentencia de la Mag. Trab., dictada en autos promo-
vidos por el recurso contra Cape Proyects Incorporated Establishment, sobre des-
pido. 
CONSIDERANDO: Que la primera y primordial cuestión que ha de 
ser resuelta es la excepción de incompetencia de jurisdicción territorial es-
timada en la sentencia que se impugna, por el carácter preferente que dicha 
cuestión encierra, determinando por ello, el necesario examen del conjunto 
de la prueba practicada en el proceso ya que los hechos declarados proba-
dos en la relación fáctica no obstaculizan aquel examen y su correspon-
diente ponderación; a esos efectos, aparece como plenamente acreditado, 
que el actor estipuló en Madrid el 27 de julio ,1981, un contrato para que 
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como soldador prestara sus servicios a la Empresa Cape Proyects Incorpo-
rated Establishment, con domicilio social en Vaduz, Liechtenstein, en las 
obras que la misma posee en Sudáfricá, conviniendo el referido contrato con 
quien actuaba en nombre y representación de la Empresa y cuyo contrato 
comenzaría a surtir efectos desde el día de partida del trabajador del lugar 
de origen a la obra; que la empresa despidió al actor mediante carta de 
29 octubre 1981 por las razones que en la misma expresa, y por último, 
que en el mencionado contrato se sometieron ambas partes a la jurisdicción 
de los organismos de Sudáfricá, lo que revela y patentiza que la excepción 
ha sido correctamente apreciada por el Juzgador de Instancia, porque abs-
tracción hecha de la cláusula de sumisión expresa que contiene el contrato, 
es que, establecido literalmente en el art. 2° de la L. Pro. Lab., que «será 
Magistratura competente para conocer de las contiendas suscitadas en esta 
rama del derecho la del lugar de la prestación de los servicios o la del 
domicilio del demandado, a elección del demandante», es visto, que ninguna 
de dichas circunstancias concurren en el caso de examen porque, de una 
parte, el lugar de prestación de los servicios del actor fue en Sudáfricá, 
y, por otra parte, el domicilio de la empresa demandada es Liechtenstein, 
de lo que resulta claro y patente la imposibilidad de que pueda conocer de 
la cuestión suscitada la jurisdicción española; como además de ello, la 
empresa demandada no es española lo que excluye la posible aplicación 
de la legislación laboral según el núm, 4° del art. 1° del E. T. y subsidia-
riamente se establece por el ap. 6.° del art. 10 del C. Civ. que las obliga-
ciones derivadas del contrato de trabajo, en defecto de sometimiento ex-
preso de las partes, les será de aplicación la Ley del lugar donde se presten 
los servicios, ha de concluirse en la desestimación del recurso sin necesidad 
de entrar en el examen y subsiguiente resolución de los motivos que se 
aducen por haber sido estimada rectamente en la. sentencia de excepción 
de incompetencia de jurisdicción, todo ello, de conformidad con el dicta-
men del Ministerio Fiscal. 
(R]A, 1983, n.° 103, pág. 72). 
5 
EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO.—No necesidad para los tra-
bajadores subditos de Estados hispanoamericanos. Ley de 30 de 
diciembre de 1969. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm°): SENTEN-
CIA DE 21 DE ENERO DE 1983. Ponente: D. Julio Fernández Santa-
maría. 
La Sala de Las Palmas dictó sentencia el 11 mayo 1981, estimando en parte 
el recurso interpuesto por doña Laureana Teresa E. G. contra resolución del De-
legado de Trabajo de Las Palmas que le denegó a la recurrente el permiso de tra-
bajo solicitado. El fallo de dicha Sala declara el derecho que asiste al actor a 
que le sea otorgado el referido permiso. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S., confir-
mando la sentencia apelada, lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que el Abogado del Estado impugna la sentencia 
apelada en base al siguiente argumento: la Ley de 30 diciembre 1969 esta-
blece que los trabajadores iberoamericanos queden exentos de la obligación 
de proveerse del permiso de trabajo que exigía el D. de 27 julio 1968 
308 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
y, por tanto, si con posterioridad a dicho Decreto, surge otra norma del 
mismo rango —D. de 2 junio 1978— que viene a exigir para todos los 
trabajadores la obtención del permiso de trabajo, es indudable que ha de 
hablarse de normas del mismo rango y considerar vigente a la posterior. 
CDO.; Que esas razones del Abogado del Estado no tienen fuerza 
jurídica para desvirtuar los acertados fundamentos de la sentencia apelada, 
que asumimos; pero, además, esta Sala en SS. de 5 y 2 noviembre 1982, 
entre otras, ha sentado sobre la cuestión debatida lo siguiente: a) en la 
Ley 118/69 de 30 diciembre, se pretendió el reconocimiento especial y 
pormenorizado de la igualdad de derechos de los trabajadores hispanoame-
ricanos, entre otros, residentes en nuestro país, y la equiparación a los 
nacionales, llegándose a decir en su preámbulo que «a la vista de la muy 
excepcional significación del tema, parece aconsejable dictar una disposi-
ción de la máxima jerarquía que, con la solemnidad que su propio rango 
le confiere, efectúe con carácter general una expresa proclamación de la 
equiparación a todos los efectos de aquellos trabajadores con los trabaja-
dores españoles», «de esta suerte el Estado Español, de modo unilateral, 
superando el procedimiento de acuerdo pactado o de la reciprocidad con-
venida, se adelanta con la presente Ley al establecimiento de esa justa y 
avanzada equiparación»; b) como expresión de esta equiparación y cum-
pliendo lo mandado en la Disposición Adicional de la citada Ley 118/69, 
que faculta al M. Trabajo para dictar las disposiciones necesarias para 
su desarrollo y ejecución, se publica la Orden Ministerial de 15 enero 1970, 
eximiendo, entre otros, a los subditos hispanoamericanos que «trabajen en 
territorio español, o pretendan trabajar en él, por cuenta propia o ajena», 
«de la obligación de proveerse del permiso de trabajo que, con carácter 
general y para todos los extranjeros que realizan una actividad laboral en 
España, preceptúa el art. 4." del D. 1870/68 de 27 julio ...» c) a la vista 
de ello no ofrece duda que el R. D. 1874/78 de 2 junio —vigente a la 
fecha de la petición respecto a la concesión y renovación de permiso de 
trabajo a los extranjeros— no era aplicable al supuesto examinado, al tra-
tarse de un extranjero hispanoamericano, que queda fuera de dicha Regu-
lación general, ya que existe una específica contenida en la Ley y Orden 
citada; y no puede estimarse derogada esta O. de 15 enero 1970, que 
desarrolla y ejecuta la Ley 119/69, por el D. 1874/1978, en donde no 
figura ninguna disposición que la deje expresamente sin efecto, como 
ocurrió con el D. de 27 julio 1968 en relación con el D. de 16 abril 1948 
que en su art. 1* equiparaba a efectos laborales los trabajadores de nacio-
nalidad argentina a los españoles. 
CDO.: Que, en consecuencia, y dado que el permiso de trabajo lo 
solicita una subdita uruguaya, procede desestimar el presente recurso de 
apelación; y no se hace expresa condena de costas en segunda instancia, 
al no concurrir temeridad ni mala fe. 
(RJA. 1983, n.' 358, pág. 258). 
6 
EXTRANJEROS.—Convalidación de títulos profesionales. Conve-
nio de Cooperación Cultural hispano-argentino de 23 de marzo 
de 1971 de Cooperación Cultural. 
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Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm°): S E N T E N -
C I A D E 21 D E E N E R O D E 1983. Ponente: D. José L. Ruiz Sánchez. 
La Sección 2.a de la Sala de lo contencioso-administrativo de ta Aud. Nac, 
dictó sentencia en 16 abril 1981, estimando el recurso interpuesto por doña María 
A. H., contra resolución de 26 abril 1978 de la Secretaria General Técnica del 
Ministerio de Educación y Ciencia, por la que se denegó la convalidación del título 
de odontólogo, obtenido en Argentina por su equivalente español. El fallo de dicha 
Sala declara el derecho de la recurrente a que se le convalide el citado título. 
Considerandos de la sentencia apelada: 
CONSIDERANDO: Que para resolver la cuestión planteada en el pre-
sente recurso, es preciso acudir al Convenio de Cooperación Cultural cele-
brado entre España y Argentina de fecha 23 marzo 1971 y ratificado por 
Instrumento de 17 noviembre 1972, publicado en el B. O. E. de 3 abril 1973, 
que constituye la cobertura legal de la pretensión de la recurrente, puesto 
que dicho convenio en su art. 2.° establece que las partes firmantes con-
vienen en reconocerse mutuamente los títulos académicos de todo orden 
y grado tal como los otorgue o revoque el otro país oficialmente, precepto 
claro, que no hace más que extender a cada territorio nacional la validez 
del título académico del otro país firmante del acuerdo, sin ninguna clase 
de condicionamientos ni requisitos, por lo que pretender ahora de forma 
unilateral introducir en dicho convenio cuestiones no contempladas por las 
partes cuando lo celebraron y sin que exista constancia alguna de que 
el otro país firmante lo haya entendido así para supuestos análogos, supone 
dejar sin contenido tal regla general que dicho artículo consagra, en 
cuanto que sería preciso en cada caso concreto realizar una valoración y 
estudio detallado de sus circunstancias con posibilidad de apreciaciones 
subjetivas que chocan abiertamente con el significado bilateral que tiene 
todo tratado Internacional, el cual al ser ratificado por todas las partes 
intervinientes, conforme a lo dispuesto en el art. 4." del C. Civ., y art. 96 
de la Const., una vez publicados forman parte de su ordenamiento jurídico 
y obligan a su cumplimiento, por lo que al resultar acreditado en autos 
de las pruebas practicadas, que la recurrente ostenta el título de Odontó-
logo expedido en Argentina después de cursar los estudios correspondientes 
y que en España, aunque no se expidan desde 1948 títulos de Odontólogo, 
existe dicho título y son numerosos los profesionales afiliados a los respec-
tivos Colegios que ostentan el mismo título de Odontólogo careciendo del 
moderno y más especializado título de Estomatólogo que expide en la actua-
lidad, es evidente que al pedir la recurrente que se le convalide en España 
su título de Odontólogo argentino, no está pidiendo más qué aquello a 
lo que tiene derecho por estar así reconocido en el Tratado Internacional 
concertado entre ambos países pues otra cosa sería que la solicitante pre-
tendiese que se le convalidase su título de Odontólogo por el de Estoma-
tólogo que se expide actualmente en España y para el qué es condición 
indispensable haber realizado la Licenciatura de Medicina, pues ello signi-
ficaría el cambio de un título diferente y de mayor especialidad que el que 
ella ostenta y efectivamente vulneraría el principio sagrado de ocasionar 
perjuicio a los profesionales Nacionales Estomatólogos, más ello no es el 
supuesto que contemplamos en cuanto que los Odontólogos no estoma-
tólogos españoles que actualmente ejercen la profesión en España, han rea-
lizado unos estudios similares a los de la recurrente y tienen la misma 
opción de convalidar su título de Odontólogo para ejercer la profesión en 
Argentina, lo que significa una igualdad y reciprocidad de trato plenamente 
conforme con el espíritu del Tratado Internacional firmado entre ambos 
países. 
CDO.: Que a la misma conclusión anterior llegaremos al estudiar el 
Reglamento de los Colegios Oficiales de Odontólogos y Estomatólogos de 
España de 13 noviembre 1950, fecha que como se puede apreciar es poste-
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rior al año 1948 en que se dejaron de conceder en España los títulos de 
Odontólogos, y sin embargo, en su art. 39 se establece que pertenecerán 
obligatoriamente a los Colegios respectivos, según lo dispuesto en la base 
34 de la Ley de Sanidad de 25 noviembre 1944, todos los Estomatólogos y 
Odontólogos Españoles o habilitados para ejercer la Estomatología y la 
Odontología en territorio Nacional, ya tengan título de Cirujano Dentista, 
de Odontólogo o de Estomatólogo, que practiquen el ejercicio profesional 
en cualquiera de sus modalidades. De dicho precepto se pueden hacer 
evidentemente las siguientes conclusiones: A) Que la Legislación Española 
vigente, posterior a 1948, declara la vigencia de los títulos de Odontólogo. 
B) Que la misma contempla la posibilidad de la convalidación del título de 
Odontólogo, en cuanto que en ella se distingue entre Odontólogos Espa-
ñoles o habilitados para ejercer la Odontología en Territorio Español, es 
decir Odontólogos no nacionales que hayan convalidado su título de origen. 
C) Que en España actualmente existen por lo menos dos tipos de profe-
sionales con acceso a los colegios profesionales, cuales son los Estomató-
logos y los Cirujanos dentistas u Odontólogos. Es pues indudable que con 
arreglo a la citada Reglamentación, la recurrente, Odontóloga Argentina, 
tiene derecho a la convalidación del título que posee por su equivalente, 
existente en España, de Odontólogo Español. 
CDO,: Que tal conclusión se refuerza por el conocimiento que esta 
Sala tiene en supuestos análogos al que se examina, que al menos tres 
subditos argentinos que ostentaban título idéntico al de la recurrente han 
conseguido su convalidación en España durante los años 1975 y 1976 y 
que se hallan ejerciendo tal profesión de Odontólogos como miembros 
inscritos del Colegio Oficial de Odontólogos y Estomatólogos de la 2.* Re-
gión de Cataluña, por lo que negar ahora tal posibilidad a la recurrente sin 
concurrir ninguna circunstancia específica implica que la Administración 
al dictar la Orden del Ministerio de Educación y Ciencia a través de su 
Secretaría General Técnica, de 26 abril 1978, por la que se deniega la 
convalidación del título a la recurrente, así como la denegación por silencio 
administrativo del recurso de Reposición interpuesto contra la primera, ha 
vulnerado el principio de igualdad ante la Ley informante de nuestro Orde-
namiento Jurídico dictando resoluciones que no son conformes al ordena-
miento jurídico vigente y procede en consecuencia la estimación del recurso 
contencioso-administrativo interpuesto contra las mismas. 
Considerandos del Tribunal Supremo: 
CONSIDERANDO: Que la pretensión de convalidar en España el tí-
tulo de Odontólogo, obtenido en la Argentina, está respaldada por el Conl 
venio de Cooperación Cultural celebrado entre España y Argentina en 
23 marzo 1971, ratificado por Instrumento de 17 noviembre 1972 y publi-
cado en el Boletín Oficial del Estado de 3 abril 1973, que constituye la 
cobertura legal de la petición formulada, dada la amplitud en que está 
concebido su art. 2," exponiéndose en la sentencia objeto de impugnación, 
los razonamientos que, apoyados en una pura y correcta ortodoxia jurídica, 
desvirtúan los argumentos alegados dé contrario, especialmente la ausencia 
de base para una. correcta homologación entre el título de odontólogo expe-
dido por las Autoridades Académicas de Argentina, y otro análogo expe-
dido en España, pues su equivalente inmediato hace unos 33 años que dejó 
de librarse en España—desde 1948— y, el de Médico-Estomatólogo exigido 
actualmente, excede en sus posibilidades convalidantes al título que se pre-
tende homologar, se extravasan los fines ya que a la circunstancia de extin-
ción del título análogo, el que pudiera estimarse como susceptible de seme-
janza, exige la cpcurrencia personal, para el ejercicio profesional, de la 
cualidad de Licenciado en Medicina y Cirugía, con lo que a tal circuns-
tancia, se une el trato de especial favor que se concedería a los títulos 
de odontónogos argentinos para ejercer tal precesión en territorio Nacional 
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extravasándose los límites de la normativa general '•—D. 1676/1969 de 24 
julio y Orden Ministerial de 25 agosto 1969. 
CDO.: Que tales argumentos, combatidos certeramente por el Tribunal 
«a quo», tienen su consagración en las sentencias de esta Sala de 30 junio 
y 27 octubre 1982, que señala la naturaleza prevalente, como integradora 
del Ordenamiento jurídico, del indicado Convenio, por fuerza de lo dis-
puesto en el art. 4.° del C. Civ., y 96 de la Constitución, y, si la posibilidad 
de título análogo en España, para ser objeto de equiparada convalidación 
con el que se cuestiona, desapareció hace tanto tiempo, tal situación pudo 
tener su corrección previsora en el Convenio e Instrumento de Ratificación, 
por ello cuando se analiza la cuestión en la sentencia dubitada, se desprende 
claramente cómo esa actividad interpretativa supone ir contra el espíritu 
del acuerdo realmente querido por el legislador, y a la consecuencia dedu-
cible de la libertad del ejercicio profesional como expresión querida y con-
sagrada por nuestro ordenamiento Constitucional como consustancial a los 
derechos humanos, situación que por otro lado, encuentra su paliativo con 
la subsistencia de titulados odontólogos nacionales que ejercen su profesión, 
consecuencia que tiene su plasmación en el Reglamento de los Colegios 
Oficiales de Odontólogos y Estomatólogos de España de 13 noviembre 1950, 
por lo que procede la confirmación de la sentencia apelada con desestima-
ción del recurso de apelación, sin que sea de apreciar la existencia de cau-
sas o motivos suficientes para hacer expresa imposición de las costas cau-
sadas en esta apelación a parte determinada. 
(RJA. 1983, n.° 5555, pág. 4216). 
La misma doctrina se reitera en las sentencias de 24 de ene-
ro y de 8 y 10 de marzo de este año (vid. RJA. 1983, números 
5556, 5557 y 5558, pág. 4.217). 
7 
C O N T R A T O D E TRABAJO .—Suscrito en España por trabajador es-
pañol con empresa extranjera para prestar servicios en el ex-
tranjero. Ley aplicable. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): S E N T E N C I A D E 24 D E 
E N E R O D E 1983. Ponente: D. L. Santos Jiménez Asenjo. 
El T. S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Ángel Mariano R. M. contra la sentencia de la Mag. Trab., dictada en autos 
promovidos por el recurrente contra J. B. C. Limited, sobre extinción del contrato. 
CONSIDERANDO: Que con amparo procesal en él num. 1 del art. 167 
de la L. Pro. Lab. se formula un motivo único en el que se alega que la 
sentencia recurrida ha infringido por interpretación errónea el art. 1* ap. 4.* 
del Estatuto de los Trabajadores, y se fundamenta en que según los tér-
minos del documento que obra al folio 13 de los autos, que es el contrato 
suscrito en la ciudad de Gijón, el día 21 febrero 1981 entre don José P. S. 
yy el señor R. M., resulta que, debería «...realizarse una vez incorporado 
al mismo el correspondiente contrato dé trabajo de acuerdo con la legisla-
ción del país donde se prestan los mismos», lo qué, a juicio de la recu-
rrente, significa que el contrato de trabajó como tal debería suscribirse y 
por tanto nacer como fuente de derechos y obligaciones para las partes, 
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una vez que el señor R. M. se incorporara a su puesto de trabajo en 
Nigeria, de acuerdo con lo legislado en la materia en este país y en cuyo 
momento también cobraría eficacia la sumisión hecha por los contratantes 
a la legislación vigente en Nigeria, pero como el contrato que hubo de 
formalizarse en esta nación no llegó a producirse, no pudo entrar en vigor 
la legislación nigeriana ni la sumisión de las partes a ella, existiendo sola-
mente entre la sociedad demandada y el recurrente el pacto escrito del 
folio 13 de las actuaciones, por lo que la relación laboral formalizada en 
Gijón reúne todos los requisitos exigidos por la legislación española y co-
rresponder su conocimiento a esta jurisdicción y no la Nigeriana, como ha 
entendido la sentencia de instancia. 
CDO.: Que del examen del documento citado por la recurrente, el 
obrante al folio 13 de las actuaciones, resulta que el día 21 febrero 1981 
don José P. S., actuando en representación de la empresa J. B. C. Limited, 
y el actor, don Antonio Mariano R. M., suscribieron un contrato en Gijón, 
por virtud del cual el segundo se comprometió a prestar servicios profe-
sionales de Ingeniero Industrial en IMOSTEI (Nigeria), siendo las condi-
ciones las de incorporarse al trabajo de forma inmediata, que la empresa 
le facilitaría alojamiento, comida, transporte y el importe de los viajes de 
desplazamiento, que tendría derecho a un mes de vacaciones cada seis me-
ses, que la jornada laboral sería la propia y legislada en el lugar de trabajo, 
que la remuneración, pagadera por meses, sería de 25.000 nairas año, siendo 
los impuestos de cargo de la empresa, y que el contrato era por tiempo 
de seis meses prorrogables de común acuerdo, pactándose expresamente el 
sometimiento de las partes a la legislación nigeriana, es evidente que, 
como dice el informe preceptivo del M.° Fiscal, no es un simple proyecto 
de contrato de trabajo, sino un efectivo contrato en el que constan todos 
los elementos del de trabajo, y por tanto así ha de ser considerado, por 
lo que tratándose de un contrato de trabajo celebrado en España por un 
trabajador español con una empresa extranjera para prestar los servicios 
contratados en país extranjero, es llano que no es de aplicación al mismo 
la legislación laboral española a tenor de lo dispuesto en el art. 1." núm. 4." 
del Estatuto de los trabajadores, que sólo permite la aplicación de la legis-
lación laboral española al trabajo que presten los españoles contratados en 
España al servicio de empresas españolas en el extranjero, solución que 
fue la adoptada por la sentencia recurrida, de ahí que al no haber incidido 
en la infracción denunciada procede con la desestimación del motivo la del 
recurso, de acuerdo con el parecer del M.° Fiscal. 
(RÍA. 1983, n.° 116, pág. 81). 
8 
E X T R A N J E R O S . P E R M I S O D E T R A B A J O . — N o necesidad para los tra-
bajadores subditos de Estados hispanoamericanos. Ley de 30 de 
diciembre de 1969. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm°): S E N T E N -
C I A D E 27 D E E N E R O D E 1983. Ponente: D. Julio Fernández Santa-
maría. 
La Sala de Las Palmas dictó sentencia en 5 febrero 1981, estimando el recurso 
interpuesto por doña Malba Rosa B. F. contra resoluciones del Delegado de Tra-
bajo de Las Palmas de 14 mayo 1980, denegándole permiso de trabajo, siendo ta 
adora subdita uruguaya. 
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El fallo de dicha Sala declara el derecho de la adora a obtener el permiso de 
trabajo en cuestión. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S. confir-
mando la sentencia apelada, lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que el Abogado del Estado impugna la sentencia 
apelada en base al siguiente argumento: La L. de 30 diciembre 1969 esta-
blece que los trabajadores iberoamericanos queden exentos de la obligación 
de proveerse del permiso de trabajo que exigía el D. de 27 julio 1968, 
y, por tanto, si con posterioridad a dicho Decreto, surge otra norma del 
mismo rango —D. de 2 junio 1978—, que vuelve a exigir para todos los 
trabajadores extranjeros la obtención del permiso de trabajo, es indudable 
que ha de hablarse de normas del mismo rango y considerar vigente a la 
posterior. 
CDO.: Que esas razones del Abogado del Estado no tienen fuerza 
jurídica para desvirtuar los acertados fundamentales de la sentencia ape-
lada, que asumimos; pero, además, esta Sala, en sentencias de 5 y 2 no-
viembre 1982 entre otras,ha sentado sobre la cuestión debatida lo siguiente: 
a) en la L. 118/69 de 30 diciembre, se pretendió el reconocimiento especial 
y pormenorizado de la igualdad de derechos de los trabajadores Hispano-
americanos, entre otros, residentes en nuestro país, y la equiparación a los 
nacionales, llegándose a decir en su preámbulo que «a la vista de la muy 
excepcional significación del tema, parece aconsejable dictar una disposición 
de la máxima jerarquía que, con la solemnidad que su propio rango le 
confiere, efectúe con carácter general una expresa proclamación de la equi-
paración a todos los efectos de aquellos trabajadores con los trabajadores 
españoles, «de esta suerte el Estado Español, de modo unilateral, supe-
rando el procedimiento de acuerdo pactado o de la reciprocidad convenida, 
se adelanta con la presente Ley al establecimiento de esa justa y avanzada 
equiparación»; b) como expresión de esta equiparación y cumpliendo lo 
mandado en la Disposición Adicional de la citada L. 118/69, que faculta 
al Ministerio de Trabajo para dictar las disposiciones necesarias para su 
desarrollo y ejecución, se publica la Orden Ministerial de 15 enero 1970, 
eximiendo, entre otros, a los subditos hispanoamericanos que «trabajan en 
territorio español, o pretenden trabajar en él, por cuenta propia o ajena», 
«de la obligación de proveerse del permiso de trabajo que, con carácter 
general y para todos los extranjeros que realizan una actividad laboral en 
España, preceptúa el art. 4." del D. 1870/68 de 27 julio ...»; c) a la vista 
de ello no ofrece duda que el R.D. 1874/78 de 2 junio, vigente a la 
fecha de la petición respecto a la concesión y renovación de permiso de 
trabajo a los extranjeros no era aplicable al supuesto examinado, al tra-
tarse de un extranjero hispanoamericano, que queda fuera de dicha Regu-
lación general, ya que existe una específica contenida en la Ley y Orden 
citada; y no puede estimarse derogada esta Orden de 15 enero 1970, 
que desarrolla y ejecuta la L. 118/69, por el D. 1874/1978, en donde no 
figura ninguna disposición que la deje expresamente sin efecto, como ocu-
rrió con el D, de 27 julio 1968 en relación con el D. de 16 abril 1948 
que en su art. 1." equiparaba a efectos laborales los trabajadores de nacio-
nalidad argentina a los españoles. 
CDO.: Que, en consecuencia, y dado que el permiso de trabajo lo 
solicita una subdita uruguaya, procede desestimar el presente recurso de 
apelación; y no se hace expresa condena de costas en segunda instancia, 
al no concurrir temeridad ni mala fe. 
(RJA. Í983, n.° 474, pág. 335). 
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9 
T R Á F I C O D E DROGAS.—Convenio de las N.U. de 1961. 
Tribunal Supremo (Sala 2.a de lo Criminal): S E N T E N C I A D E 31 
D E E N E R O D E 1983. Ponente: D. B. F. Castro Pérez. 
CONSIDERANDO: Que la adquisición, transporte y tenencia efectuada 
por los procesados, hoy recurrentes, de un kilo, cuatrocientos gramos de la 
sustancia conocida con el nombre de Griffa, obtenida de la planta deno-
minada vulgarmente «cáñamo indio» y científicamente «cannabis indicae» 
incluida como producto estupefaciente en las listas del Convenio de las 
Naciones Unidas de 1961 sobre tales sustancias, constituye en virtud de la 
ratificación por España de dicho Convenio, un delito contra la salud pú-
blica previsto y penado en el art. 344 del C P 
(RJA, 1983, n.° 75, pág. 53), 
Una referencia semejante a las listas I y IV del Convenio Úni-
co de las Naciones Unidas de 1961 se encuentra en la sentencia 
de esta misma Sala de 7 de mayo de 1983 (RJA, 1983, n.° 2656, 
pág. 1.999). 
10 
E X T R A N J E R O S . P E R M I S O D E TRABAJO.—Denegación. Excedente de 
mano de obra española. Decreto 1870, de 27 de julio 1968 y De-
creto 1874/1978, de 2 de junio. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm"): S E N T E N -
C I A D E 31 D E E N E R O D E 1983. Ponente: D. José Garralda Valcárcel. 
La Sala de Las Palmas dictó sentencia en 12 febrero 1981, estimando el re-
curso interpuesto por la empresa H. C, S. L., contra la resolución de la Dele-
gación Provincial de Trabajo de Las Palmas que le denegó el permiso de trabajo, 
solicitado a favor de un subdito de nacionalidad marroquí. El fallo de dicha 
Sala declara la procedencia de la concesión de permisos de trabajo solicitado. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S., confir-
mando la sentencia apelada cuyos considerandos que acepta a continuación se 
transcriben, lo desestima. 
Considerandos de la sentencia apelada:. 
1." Que el presente recurso contencioso-administrativo tiene por objeto 
el examen de la legalidad de la resolución del Delegado Provincial de Tra-
bajo de Las Palmas de fecha 29 abril 1980 por la que se deniega a la 
empresa recurrente Her Costa, S.L., permiso de trabajo por cuenta ajena, 
como encargado en actividad de comercio, solicitado en favor de don El 
G. A. M., de nacionalidad marroquí, por el informe desfavorable de la 
Comisión Provincial de Gobierno, en el que se dice que ía situación pro-
vincial de empleo refleja un incremento en el paro de trabajadores, y 
también por no crear riqueza en la Provincia de Las Palmas. ¡ 
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2.° Que el D. de 27 julio 1968, sobre regimen de empleo, trabajo y 
establecimiento de extranjeros, expresa en su preámbulo la pretensión de 
«armonizar en sus normas la tendencia internacional dominante, favorable 
a la movilidad de la mano de obra, con la necesidad de evitar a nuestra 
población trabajadora, en su amplia graduación profesional, una competen-
cia que pudiera entorpecer la eficacia práctica de la acción del Estado en 
materia de formación y promoción profesional», con lo que se viene a 
consagrar, como pórtico inspirador de su articulado, el principio favorable 
al otorgamiento de permisos de trabajo a extranjeros, con el límite de que 
ello suponga perjuicio para los trabajadores nacionales. 
3." Que, en lo concerniente a solicitudes de concisión de Permisos de 
Trabajo por cuenta ajena, el aludido límite encuentra su expresión en el 
art. 10.1.° «a», en el que se dispone que tales solicitudes serán desesti-
madas cuando la petición se refiera a actividades en las que existieran, a 
juicio de la Dir. Gral. Trabajo, excedentes de mano de obras nacional sin 
colocar, texto en el que parece fundarse la resolución impugnada en su 
motivación por reenvío al informe de la Comisión Provincial de Gobierno, 
en el que se dice que la situación provincial de empleo refleja un incre-
mento en el paro de trabajadores, más, tal situación de hecho no está 
avalada en el expediente por el juicio de la Dir. Gral. Trabajo, ni se 
concreta su afectación a la actividad a que se refiere la solicitud, conforme 
lo exige el texto reglamentario, por lo que no puede servir de apoyo para 
fundar una excepción como lo es la denegación del permiso, frente a la 
regla general cual es su concesión. 
4.° Que, ya sin contemplar la situación del empleo nacional, esto es, 
aunque no existiera desempleo, el art. 9 del Decreto garantiza la prefe-
rencia del ciudadano español para ocupar el puesto de trabajo apetecido 
por el extranjero, y habiéndose actuado a tales efectos la publicidad regla-
mentariamente establecida, no consta que en el caso de autos hayan existido 
trabajadores españoles aspirantes al mismo, lo que refuerza la ilegalidad del 
acto denegatorio de la pretensión del recurrente. 
5.° Que, por añadidura la vigencia temporal de estos permisos, deri-
vada de lo prevenido en el art. 5° del D. de 1968, por su remisión al 4.° 
de la Ley de 20 junio 1968, unido al mecanismo de renovación estable-
cido en los arts. 17 y 19 del referido Decreto que dejan siempre a salvo 
la situación de empleo nacional, suponen una cláusula legal de salvaguardia 
del trabajador español, que abonan igualmente la procedencia de aplicar 
la regla general de otorgamiento del permiso al extranjero solicitante. 
6." Que no existen méritos para un pronunciamiento relativo a costas 
procesales. 
Considerandos del Tribunal Supremo: 
CONSIDERANDO: Que el D. 1874/1978 de 2 junio, relativo a conce-
sión y renovación de permisos de trabajo y autorización de residencia de 
trabajadores extranjeros, a la sazón vigente y en el que apoya su argu-
mentación la parte apelante para impugnar la sentencia apelada, tiene en 
realidad un mero carácter adjetivo o procesal, al limitarse a señalar el trá-
mite o conferir a dichas solicitudes presentadas conjuntamente como pre-
viene y fuera de la facultad que otorga al Gobernador Civil de la Pro-
vincia el párr. 1.° del art. 2. para acordar sin más el archivo de la solicitud 
correspondiente, cuando mediaren razones de orden público que así lo im-
pongan y que es precepto que no ha jugado en el caso de autos, el propio 
art. 2 en su párr. 2° señala el cauce a dar al expediente por la Delegación 
de Trabajo, remitiéndose al efecto a lo establecido en el D. 1870/68 de 
127 julio y disponiendo que habrá de mediar el informe de la Comisión 
Provincial de Gobierno previo a la resolución del mismo como ordena el 
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art. 3, de donde se sigue que el análisis de las normas pertinentes de 
este Decreto y de tal informe base de la denegación, será la vía adecuada 
para enjuiciar el problema en cuestión. 
CDO.: Que la sentencia de primera instancia razona atinadamente en 
torno a los dos problemas señalados que vienen a estar en íntima relación, 
pues por lo que se refiere a la situación provincial de empleo que según 
dicha Comisión refleja un incremento en el paro de trabajadores y que 
pudiera entrañar la causa de desestimación de la solicitud prevista en el 
art. 10.1 a) del D. 1870/1968, pese a que no consta el informe preceptivo 
de la Dir. Gfal. Trabajo, quedan enervados sus efectos por la presunción 
derivada de la interpretación a contrario del art. 9 del mismo, en el que 
se establece que no se concederán permisos de trabajo a extranjeros cuando 
algún español manifieste el deseo de ocupar el puesto solicitado y a cuyo 
efecto dispone el párr. 2° del propio artículo, que se considerará que no 
existen trabajadores nacionales aspirantes al puesto, si en el plazo de un 
mes a contar de la fecha de solicitud ningún español hubiera pretendido 
la adjudicación del mismo, luego si no hay trabajador español que haya 
pretendido la concesión del puesto de trabajo a que aspira el extranjero, 
pese a la publicidad dada a la pretensión de éste mediante comunicación 
cursada por la Delegación Provincial de Trabajo al Director Provincial del 
SEAF-PPO, se ha de concluir estimando, de un lado que no existe exce-
dente de mano de obra nacional sin colocar en esa actividad que pudiera 
servir de base fáctica para la aplicación del art. 10.1,a) mencionado y de 
otro, que en defecto de español procede adjudicar el puesto de trabajo al 
extranjero, concediéndole la autorización oportuna. 
CDO.: Que en lo tocante a no crear riqueza en la Provincia de Las 
Palmas la pretensión del trabajador, a que también alude el informe de la 
Comisión Provincial de Gobierno, es exigencia que no aparece impuesta como 
requisito para la concesión de permiso de trabajo en ningún precepto y 
por consiguiente no puede oponerse como argumento válido en que fundat 
la negativa. 
CDO.: Que por todo ello procede desestimar el recurso de apelación 
y confirmar la sentencia apelada, sin que a efectos de costas sea de apre-
ciar la concurrencia de circunstancias determinantes de su imposición. 
(RJA, 1983, n.° 1343, pág. 992). 
1 1 
E X T R A N J E R O S . L I B R E E L E C C I Ó N D E R E S I D E N C I A Y VISADOS .—Cons-
titución 1978. Ley de 26 de diciembre de 1978. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm°): S E N T E N -
C I A D E 31 D E E N E R O D E 1983. Ponente: D. José Garralda Valcárcel. 
La Sala de Barcelona dictó sentencia en 29 noviembre 1982, desestimando el 
recurso interpuesto por doña Petronila C. y otros, de nacionalidad filipina, con-
tra circulares de la Dirección General de Asuntos Consulares del Ministerio de 
Asuntos Exteriores, sobre necesidad de un visado especial para residir y trabajar 
en territorio español. 
CONSIDERANDO: Que en los autos motivadores del presente recurso 
de apelación se ejercita la garantía contencioso-administrativo prevista en 
el art. 6 de la Ley de Protección Jurisdiccional de los derechos funda-
mentales de la persona de 26 diciembre 1978, interpuesta por los recu-
rrentes contra actos de la Administración Pública sujetos a derecho admi-
nistrativo, consistente en la desestimación presunta de la petición formu-
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lada por aquéllos, de nacionalidad filipina, encaminada a obtener del Go-
bierno Civil de Barcelona y Delegación Provincial de Trabajo y Seguridad 
Social de la misma ciudad, la declaración de nulidad de la Circular 
núm. 2928 de 19 septiembre 1980, y de la núm. 2963 de 22 octubre 1981, 
complementaria de la anterior y dictadas ambas por la Dirección General 
de Asuntos Consulares del Ministerio de Asuntos Exteriores, por entender 
que tales resoluciones, en cuanto condicionan el otorgamiento de autoriza-
ciones de residencia y permisos de trabajo para extranjeros a la previa 
obtención por éstas de un visado especial o certificado equivalente que lo 
reemplace, conculca la Ley 118/1969 de 30 diciembre sobre igualdad de 
derechos sociales de los trabajadores de la Comunidad Iberoamericana y 
Filipina, quedando así reducido el problema controvertido a la determina-
ción de si esos actos afectan al ejercicio de los derechos fundamentaels de 
la persona o por el contrario no es así, con la consecuencia inherente a 
este segundo supuesto, de la inidoneidad de la vía procesal emprendida y 
que denuncian, tanto el Ministerio Fiscal como el Defensor de la Ad-
ministración. 
CDO.: Que los actos en cuestión han surgido en el desarrollo de expe-
dientes administrativos conducentes a la expedición de permisos de trabajo 
y autorización de residencia de los recurrentes, que citan como preceptos 
constitucionales infringidos determinantes de la protección especial planteada, 
los arts. 9, 13.1, 19 y 35, más vistos estos preceptos y en particular el 
13.1 y 19 sobre los que se centra el juego y lo actuado en los expedientes, 
se llega a la conclusión de que la denegación presunta ahora impugnada, 
no puede afectar de modo inmediato y directo al derecho fundamental de 
libertad de residencia y circulación de los reclamantes, en los términos que 
establezcan los tratados y la Ley, puesto que se limitará a dejar en pie la 
exigencia inicial del visado que surtirá en el expediente el efecto oportuna 
y cuya decisión no resulta intangible, desde el momento en que puede ser 
impugnada en vía jurisdiccional ordinaria, es decir, de la simple subsisten-
cia de las mencionadas Circulares no surge la vulneración pretendida, sino-
en principio acaso sólo de la Ley 118/1969 de 30 diciembre y posiblemente 
en un segundo momento y como consecuencia de actos posteriores, bien 
que relacionados con los precedentes, podría quizás producirse la vulne-
ración que ahora no existe. 
CDO.: Que lo sentado en el precedente condiciona el tratamiento del 
segundo punto cuestionado, ya que partiendo de la base de que no se han 
podido vulnerar derechos fundamentales para cuya protección arbitró la 
Ley un procedimiento específico y exclusivo para tal fin, es evidente que 
el planteamiento del recurso contencioso por el cauce especial indicado, 
supone haber seguido un procedimiento inadecuado que impide llegar a un 
pronunciamiento sobre él fondo y al haberlo apreciado así la sentencia 
apelada con indudable acierto, procede desestimar el recurso de apelación 
y confirmar la resolución del Tribunal «a quo». 
(RJA., 1983, n.° 490, pág. 349). 
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COMERCIO.—Canon de comercialización de aceites lubricantes 
extranjeros. 
Tribunal Supremo (Sala 3." de lo Contencioso-Adm°): SENTEN-
C I A D E 2 D E F E B R E R O D E 1 9 8 3 . Ponente: D. Diego Espín Cánovas. 
La Sección 2.' de ta Sala de lo Contenicoso-administrativo de la Audiencia Na-
cional dictó sentencia en 9 febrero 1981, estimando el recurso interpuesto por 
3 1 8 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
«BP. Española de Petróleos, S. A.» contra la confirmación en alzada del acuerdo 
dictado por la Delegación del Gobierno de CAMPSA en 20 diciembre 1970, sobre 
el canon a satisfacer por las rentas de Petróleos por los aceites de marca extran-
jera. El fallo de dicha Sala declara el derecho de la entidad recurrente a abonar 
el canon de forma que el beneficio de la renta de Petróleos, sea equivalente al 
obtenido con las marcas nacionales. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S., confir-
mando la sentencia apelada, lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que la litis plantea fundamentalmente la interpre-
tación y aplicación de la O. de 26 julio 1973, que establece las normas 
para la fijación del canon de los aceites lubricantes de marca extranjera, 
precisando que los precios de venta al público que había de señalar la 
Delegación del Gobierno en CAMPSA lo serían «de forma que el beneficio 
de la Renta de Petróleos sea equivalente al obtenido de las marcas nacio-
nales» (art. 9), norma que suscita una diversa interpretación de las partes, 
pues en el acto recurrido de 20 diciembre 1977 de la expresada Delegación 
del Gobierno en CAMPSA, mantenido en el presunto acto resolutorio de 
la alzada, se llega a una aplicación diferencial de esta norma para las 
marcas nacionales y para las extranjeras, insistiéndose en esta apelación 
por el representante de la Administración en este criterio por vía de la 
aplicación de otros acuerdos de la Delegación del Gobierno que no han 
servido a la fundamentación y cuestión debatida en este recurso, aunque 
puedan haberlo sido en otros similares, que aquí no pueden ser tenidos 
en cuenta al suscitar cuestiones nuevas en esta apelación, por: lo que al 
no resultar desvirtuadas las argumentaciones de la sentencia apelada han de 
mantenerse por su propia virtualidad. 
CDO.: Que la fórmula por la que se llega a precisar e^ canon discutido 
tiene como modo de expresión una relación de equivalencia con otro canon, 
el de las marcas nacionales y por ende cualquier interpretación debe rea-
lizarse a partir del significado idiomáticp de esa equivalencia según el 
art. 23 de la Ley General Tributaria que alude al sentido usual de las 
palabras en tanto no sean definidas por la Ley, y según el Diccionario de 
la Real Academia Española, la equivalencia hace referencia a igualdad en 
el valor, estimación, potencia o eficacia de dos o más cosas, significación 
de igualdad que también registra en el adverbio equivalentemente y en el 
verbo equivaler, por lo que mientras no se defina de otro modo por una 
norma el término equivalente ha de buscarse su significación sobre la base 
de la igualdad entre dos cosas, que en el caso presente está representada 
por la diversa procedencia de los aceites, de marca nacional o¡ extranjera, 
interpretación que a tenor del art. 3,1 del C. Civ. ha de orientarse hacia 
el, espíritu y finalidad de la norma, que en este punto conlleva al manteni-
miento de la relación de igualdad efectiva que se desprendé de forma 
semántica de la norma, criterio que ya ha mantenido esta Sala en su 
S. de 12 noviembre 1982 y que ahora se reitera. 
(RJA., 1983, n.° 504, pág. 367). 
14 
E X T R A N J E R O S . P E R M I S O D E TRABAJO.—Denegación. Excedente de 
mano de obra española. Decretos 1870/1968 de 27 de julio y 1874/ 
1978, de 2 de junio. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm°): S E N T E N -
C I A D E 4 D E F E B R E R O D E 1983. Ponente: D. José L. Ruiz Sánchez. 
La Sala de Las Palmas dictó sentencia en 4 febrero 1981, estimando el recurso 
interpuesto por don Gangaran D. D. contra resolución de la Delegación Provincial 
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de Trabajo de Las Palmas denegatoria de solicitud de nacionalidad hindú. El jallo 
de dicha Sala declara la procedencia de conceder el permiso de trabajo solicitado. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T, S., confir-
mando la sentencia apelada cuyos considerandos que acepta a continuación se 
transcriben, lo desestima. , , • ., 
Considerandos de la sentencia apelada: 
1° Que el presente recurso contencioso-administrativo tiene por objeto 
el examen de la legalidad de la resolución del Delegado Provincial de 
Trabajo de Las Palmas de fecha 17 marzo 1980, por la que se deniega a 
la empresa recurrente, Gangaran B. D. (Casa Metheram) el permiso de 
trabajo por cuenta ajena como encargado en actividad de Comercio-Bazar, 
solicitado en favor de don Washi G. H., de nacionalidad hindú, por el 
informe desfavorable de la Comisión Provincial de Gobierno, en el que 
se dice que la situación provincial de empleo refleja un incremento en 
el paro de trabajadores y también por no crear riqueza en la Provincia 
de Las Palmas. 
2." Que el D. de 27 julio 1968, sobre régimen de empleo, trabajo y 
establecimiento de extranjeros, expresa en su preámbulo la pretensión de 
«armonizar en sus normas la tendencia internacional dominante, favorable 
a la movilidad de la mano de obra, con la necesidad de evitar a nuestra 
población trabajadora, en su amplia graduación profesional, una competen-
cia que pudiera entorpecer la eficacia práctica de la acción del Estado en 
materia de formación y promoción profesional», con lo que se viene a 
consagrar, como pórtico inspirador de su articulado, el principio favorable 
al otorgamiento de permisos de trabajo a extranjeros, con el límite de 
que ello suponga perjuicio para los trabajadores nacionales. 
3.° Que, en lo concerniente a solicitudes de concesión de Permisos 
de Trabajo por cuenta ajena, el aludido límite encuentra su expresión en 
el art. 10, 1.° «a», en el que se dispone que tales solicitudes serán deses-
timadas cuando la petición se refiera a actividades en las que existieran, a 
juicio de la Dirección General de Trabajo, excedentes de mano de obra 
nacional sin colocar, texto en el que parece fundarse la resolución impug-
nada en su motivación por reenvío al informe de la Comisión Provincial 
de Gobierno, en el qu ese dice que la situación provincial de empleo 
refleja un incremento en el paro de trabajadores, mas tal situación de 
hecho no está avalada en el expediente por el juicio de la Dirección 
General de Trabajo, ni se concreta su afectación a la actividad a que se 
refiere la solicitud, conforme lo exige el texto reglamentario, por lo que no 
puede servir de apoyo para fundar una excepción como lo es la denegación 
del permiso, frente a la regla general cual es su concesión. 
4° Que, ya sin contemplar la situación del empleo nacional, esto es, 
aunque no existiera desempleo, el art. 9 del Decreto garantiza la prefe-
rencia del ciudadano español para ocupar el puesto de trabajo apetecido 
por el extranjero, y habiéndose actuado a tales efectos la publicidad regla-
mentariamente establecida, no consta que en el caso de autos hayan exis-
tido trabajadores españoles aspirantes al mismo, lo que refuerza la ilegali-
dad del acto denegatorio de la pretensión del recurrente. 
5." Que, por añadidura la vigencia temporal de estos permisos, deri-
vada de lo prevenido en el art. 5 ° del D. de 1968, por su remisión al 4* 
de la L. de 20 junio 1968, unido al mecanismo de renovación (de estos 
permisos) establecido en los arts. 17 y 19 del referido Decreto, que dejan 
siempre a salvo la situación de empleo nacional, suponen una cláusula legal 
de salvaguardia del trabajador español, que abonan igualmente la proce-
dencia de aplicar la regla general de otorgamiento del permiso al extran-
jero solicitante. 
3 2 0 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
6° Que hd existen méritos para un pronunciamiento relativo a cos-
tas procesales. 
Considerandos del Tribunal Supremo: 
CONSIDERANDO: Que .en la sentencia apelada, se pone de mani-
fiesto la problemática derivada de la petición de permiso de trabajo, so-
licitado por don Gangaran D. D., a la Delegación Provincial de Trabajo 
de Las Palmas, en beneficio de un subdito hindú, para prestar sus servicios 
por cuenta ajena, en un bazar, pretensión que originariamente denegada 
por la vía administrativa, en función del aumento del paro y la no crea-
ción de riqueza, ha sido objeto de revocación por la sentencia apelada ya 
que teniendo presente el contenido del art. 10-1 a) y 9.° del D. de 27 
julio 1968, y, tras examinar la situación derivada de cada uno de los 
supuestos contemplados, por uno y otro precepto y partiendo de un doble 
supuesto: a) que la razón teleológica de dicha normativa es favorable a 
la libertad de trabajo, siempre que no se perjudiquen a los nacionales y 
b) que al haberse dado la debida publicidad al trabajo cuyo permiso se 
solicitó, sin que hayan acudido persona alguna en demanda del mismo, 
la consecuencia que necesariamente hemos de establecer es la confirma-
ción de la sentencia apelada al compartir esta Sala la tesis mantenida en 
la sentencia recurrida con desesitmación de la apelación interpuesta. 
(RJA, 1983, n." 1246, pág. 995). 
15 
COMERCIO .—Canon de comercialización de aceites lubricantes 
extranjeros. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm°): S E N T E N -
C I A D E 15 D E F E B R E R O D E 1983. Ponente: D. J. M. Ruiz-Jarabo Fe-
rrán. 
La Sala Segunda de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional 
dictó sentencia en 3 febrero 1981, estimando el recurso interpuesto por la Entidad 
Móbil Oil de España, contra resolución del M.° de Hacienda de 6 marzo 1919 
por la que se desestimó la alzada deducida contra acuerdo de la Delegación de 
Gobierno de al CAMPSA de 20 diciembre 1977 sobre canon de comercialización de 
aceites lubricantes. El fallo de dicha Sala declara que el beneficio a percibir por 
la renta de petróleos en los años 1975yl976 por la venta de los aceites lubricantes 
fabricados con marca extranjera, en virtud dé las revisiones efectuadas, ha de 
ser igual al beneficio obtenido vor la venta de aceites lubricantes fabricados con 
marcas españolas, incrementado en el 2.5 de las diferencias entre el propio del 
aciete de marcas españolas y marcas extranjeras, debiendo por ello el Ministerio 
de Hacienda devolver a la entidad demandante las diferencias entre los cánones 
pagados y los que efectivamente hubieran debido pagarse. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S., confir-
mando la sentencia apelada, lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que es necesario señalar, que en el presente re-
curso de apelación se trata la misma cuestión que ya ha sido resuelta 
por esta Sala en su sentencia de 12 noviembre 1982 (R. 6985), cuestión 
que, como en la sentencia cuya apelación fue objeto del antes mencionado 
fallo de esta Sala, aparece exactamente centrada y resuelta en la sentencia 
ahora recurrida, lo que debe determinar, en consecuencia, un pronuncia-
miento coincidente con el de la primeramente citada resolución judicial, 
al resultar procedente seguir igual tesis que en esta última, no sólo porque 
se sigue estimando que es la adecuada y pertinente con respecto a la cues-
tión litigiosa, sino, asimismo, en virtud del principio de unidad de doctrina 
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consagrado en el art. 102-b) de la Ley reguladora de esta Jurisdicción y 
cuya observancia proclaman constantes y reiteradas sentencias de este Tri-
bunal —SS, 18 octubre y 28 noviembre 1979, 7 abril 1980, 1 junio 1981, 
26 enero y 24 mayo 1982. 
CDO.: Que como se declaró en la precitada S. de 12 noviembre 1982, 
dictada en un proceso contencioso-administrativo en le que, como en el 
presente, se impugnaba una resolución del M.° de Hacienda de 6 marzo 
1979, que confirmó anterior acuerdo de la Delegación de Gobierno de 
CAMPSA, de idéntico contenido en ambos procesos, los referidos actos 
administrativos interpretaron de forma indebida el art. 9 de la O. de 26 
julio 1973, en cuanto en dicha norma se establece que el beneficio de la 
Renta de Petróleos en los aceites fabricados con marca extranjera, debe 
ser equivalente al obtenido en las marcas nacionales, expresión que hay 
que entenderla como reflejo de una necesaria igualdad en los beneficios 
a obtener en unos y otros aceites, y no, como se establece en la antes men-
cionada resolución de 6 marzo 1979, al margen de dicho sentido de igual-
dad numérica y dentro de una relativa semejanza. 
CDO.: Que además de la debida interpretación del citado art. 9.° de 
la O. de 26 julio 1973, el restante problema a resolver en el presente 
debate judicial, consiste en determinar cuál debe ser el precio de los 
aceites lubricantes, sobre el que habrá que establecer el canon o beneficio 
de la Renta de Petróleos, bien el originario de adquisición ex-refinería tal 
como pretende la Administración, o bien el que resulte de las posteriores 
actualizaciones de aquel precio aprobadas por Consejo de Ministros —como 
solicitó en su día la entidad mercantil hoy apelada—, y ante estas contra-
puestas posiciones, y siguiendo igualmente la tesis mantenida en la repe-
tidamente citada S. de 12 noviembre 1982, debe darse prevalencia a la man-
tenida por la Entidad titular del aceite de marca extranjera, por cuanto, 
no es jurídicamente correcto, hacer recaer sobre dicha entidad, como sobre 
las otras titulares igualmente de aceites de marcas extranjeras, los aumen-
tos de valor de los precios de adquisición de dichos aceites, ya que al 
acordarse por la Delegación de Gobierno de CAMPSA que los precios 
originarios de adquisición en la refinería serían los que servirían de factor 
determinante para establecer la cuantía del canon o beneficio de Renta 
de Petróleos, precios aquéllos que debían considerarse desvinculados total-
mente de las actualizaciones posteriores que pudieren aprobarse por el Con-
sejo de Ministros, se hacía gravitar sobre las titulares de aceites de marcas 
extranjeras tales aumentos, al resultar obligado, con arreglo a aquel sistema, 
que el beneficio permaneciera fijo en su cuantía en cualquier caso, y aten-
diendo para ello al precio ex-refinería, lo que, al no seguirse dicho sistema 
en los aceites nacionales, determinaría una quiebra de la necesaria y obli-
gada equivalencia establecida en el art. 9." de la O. de 26 julio 1973; por 
ello, para el cálculo del mencionado canon, no es procedente tener en cuen-
ta el precio ex-refinería originariamente abonado en él momento de la 
entrega o suministro de los aceites, al tener aquel un marcado carácter 
provisional, sino que el definitivamente corresponda después de la actuali-
zación del referido precio, carácter provisional que, en contra de lo alegado 
por el representante de la Administración en esta apelación precisamente 
resulta de la Res. de 7 octubre 1975 de la Delegación de Gobierno de la 
CAMPSA reguladora hasta la posterior Res. de 20 diciembre 1977, objeto 
de este proceso, junto con el acuerdo del M.9 de Hacienda que la con-
firmó, de los precios de venta al público en el área del Monopolio de Pe-
tróleos de los aceites lubrificantes fabricados en España y envasados con 
marcas extranjeras, ya que en el punto 4.° de la mencionada Res. de 7 oc-
tubre 1975, se alude precisamente a las liquidaciones definitivas pendientes, 
con expresa alusión a las modificaciones en los precios de adquisición por 
CAMPSA a las refinerías, criterio .el, que venimos: iinanteniendoy por último, 
que:es el reflejado en la nueva resolución tie la Delegación de Gobierno 
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de CAMPSA de 8 mayo 1979, que para establecer el procedimiento para 
determinar el canon a favor de la Renta de Petróleos-a abonar por los re-
presentantes de marcas extranjeras de aceites lubricantes, alude a la fijación 
de aquél teniendo en cuenta las modificaciones que se produzcan en los 
componentes del precio de coste de fabricación y distribución. 
CDO.: Que por lo expuesto, debe desestimarse la presente apelación, 
con confirmación de la sentencia recurrida en la misma, sin que de lo actua-
do resulten méritos para acordar la especial imposición de costas que 
previene el art. 131 de la Ley reguladora de esta Jurisdicción. 
• (RJA, 1983, n." 871, pág. 606). 
16 
E X T R A D I C I Ó N . — L e y de Extradición de 1958. Tratado de Extra-
dición entre España y los EE.UU. de América de 1970. Constitu-
ción Española. 
Tribunal Constitucional (Sala 2.a): S E N T E N C I A D E 21 D E F E B R E R O 
D E 1983. Ponente: D. Francisco Pera Verdaguer^ 
- . .: ' ,- . • SENTENCIA 
En el recurso de amparo seguido bajo el número 373/82, promovido 
por don George Gregary Korkaia, representado por el Procurador don Juan 
Luis Pérez-Mulet y Suárez y defendido por el Abogado don Juan Molla 
López, contra auto dictado por la Sección Segunda de lo Penal de la 
, . Audiencia Nacional de fecha de 23 de septiembre de 1982, en procedi-
miento de extradición número 26/82, en el que ha comparecido el Minis-
. . terio Fiscal en la defensa que le encomienda la Ley, siendo ponente el Ma-
gistrado de esta Sala, don Francisco Pera Verdaguer, quien expresa el pa-
recer de la misma. . . . . . 
I . ANTECEDENTES 
Primero.—-El día 1 de octubre de 1982 tuvo entrada en el Registro Ge-
neral de este Tribunal demanda de amparo a nombre de don George Gre-
gary Korkaia, en la que se exponían los siguientes hechos: 
El 25 de febrero de 1982, la Embajada de Estados Unidos de América 
solicitó, mediante nota verbal, la detención del subdito de aquel país 
George Gregary Korkaia, quien fue detenido ese mismo día, en que solici-
taba asilo político en España. La Embajada anunció requerimiento de extra-
dición basado en cuatro cargos delictivos: exportar armas, conspiración, co-
merciar con armas de fuego y falsificación de pasaportes. 
La demanda de extradición se presentó el 13 de abril siguiente, y la 
misma —expone el recurrente— no se refería a esos cuatro cargos sino 
a una sentencia dictada «in absentia» contra George G. Korkaia, en 8 de 
junio de 1981, por 11 cargos, por los que fue condenado, por el Juez Tho-
, , mas B. Calligan, del Tribunal Supremo de Nueva York, a cincuenta y tres 
años de prisión. Los hechos que declara probados son, en síntesis: unos 
Agentes de Policía del Estado de Nueva York (á veces también llamados 
en la sentencia «detectives secretos»), simulando representar a un grupo 
,,. de guerrilleros sudamericanos, fingieron comprar armas. A tal fin tuvieron 
, diversas reuniones y conversaciones con varias personas, entre ellas, Frank 
. Terpil,. conocido Agente eje la C Í A ; un ¡ individuo no acusado, al que la 
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sentencia da el nombre figurado de «John Doe número 1»; otro individuo 
tampoco acusado en el proceso, al que la sentencia llama «John Doe nú-
mero 2»,- y George G. Korkala. Las principales negociaciones las realizó 
el Agente de la CIA Frank Terpil con los dos detectives secretos de la 
Policía de Nueva York. Pero los actos más importantes del hecho tuvieron 
lugar en Londres entre los dos policías de Nueva York, como compra-
dores, y los dos individuos no acusados llamados «John Doe número 1» 
y «John Doe número 2», como vendedores: muestra de las armas y en-
trega formal de «un talón parcialmente endosado» por 56.000 dólares. En 
una de las reuniones celebradas en Nueva York entre los Policías presun-
tos compradores y el Agente de la CIA Frank Terpil y su colaborador 
Korkala, estos dos últimos fueron detenidos el 22 de diciembre de 1979 
y puestos en libertad el 7 de enero de 1980. Por estos hechos se consi-
deró a Frank Terpil y a George G. Korkaia (no hubo acusación ni, por 
tanto, condena contra todos los demás participantes) autores de los siguien-
tes delitos: I," Conspiración grave. 2." Fabricación, transporte, enajenación 
y desfiguración de armas por vender 10.000 metralletas el 22 de diciem-
bre de 1979 (venta que no se realizó). 3° Fabricación, transporte, enajena-
ción y desfiguración de armas, instrumentos e ingenios peligrosos por ven-
ta de una pistola semiautomática. 4." Idem, idem por venta a los detecti-
ves de una pistola semiautomática. 5.° Posesión criminal de un arma por 
la posesión de dicha pistola semiautomática. 6." Fabricación, transporte y 
enajenación de armas por vender a los detectives un rifle cuyo canon había 
sido sustiuido por un silenciador. 7.° Posesión criminal de armas, por 
poseer el silenciador de la pistola automática «Ruger» 022 vendida a los 
Policías. 8.° Posesión criminal de armas por poseer una muestra de sustan-
cia explosiva binaria entregada a los detectives. 9° Posesión criminal de 
armas por poseer una pistola semiautomática «Browning». 10," Fabricación, 
transporte y enajenación de armas por haber entregado a los detectives 
dicha pitsola «Browning», La sentencia —expone el recurrente— considera 
como delitos autónomos e independientes tales cargos (conspiración para 
vender armas, venta de cada una de las armas, tenencia o posesión de 
cada una de la sarmas que se entregan,etc), lo que en derecho penal espa-
ñol es inadmisible. 
En 15 de abril de 1982, el Ministerio de Justicia elevó propuesta de 
resolución, donde se precisa que «el fin perseguido en la solicitud de ex-
tradición que se examina es el cumplimiento de la condena que le fue 
impuesta». El Consejo de Ministros adoptó esta propuesta, acordando la 
continuación del procedimiento. 
Enviadas las actuaciones al Juzgado Instructor Central número 2, este 
dictó auto de prisión en fecha 11 de mayo de 1982, en el que circunscribe 
el proceso a «los 10 cargos que se formulan y por los que en su ausencia, 
fue condenado. El fin perseguido en la solicitud de extradición que se 
examina es el cumplimiento de la pena que le fue impuesta». Con poste-
rioridad a.dictar este auto llegó al Juzgado otra documentación adicional 
presentada por la Embajada de los Estados Unidos en nota verbal núme-
ro 310, relativa a cargos distintos a los comprendidos en la sentencia y 
consistentes en declaraciones policiales realizadas en fecha posterior a la 
demanda de extradición y relativa a los cuatro cargos aludidos en la nota 
verbal número 175, pero no incluidos en dicha demanda de extradición. El 
Juzgado los unió al expediente y los remitió a la Audiencia Nacional, la 
cual otorgó a la representación del recurrente un plazo de tres días para 
instrucción, en cuyo trámite denunció las irregularidades del expediente, 
basado en una sentencia dictada en su ausencia contra una persona sobre 
unos hechos que en España no serían delito por constituir un simulacro 
organizado y provocado por los propios Agentes de la autoridad con grave 
riesgo para la recta justicia del caso y los derechos constitucionales del se-
ñor Korkaia. Concretamente, decía, «la infracción de estas normas esen-
ciales del procedimiento produce grave indefensión a mi representado con 
lesión de los derechos fundamentales de la persona reconocidos por el 
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artículo 24 de la Constitución Española (R. 1978, 2836), cuyo texto invoco 
a los efectos de interponer, en su caso, recurso de amparo ante el Tribunal 
Constitucional». 
En el mismo escrito de instrucción se negaban los hechos de la deman-
da, enfrentándoles la siguiente explicación de los mismos: George Gregary 
Korkaia, Ingeniero de Electrónica. Técnico en sistemas de seguridad, es 
propietario de dos Compañías de sistemas de seguridad (detección de explo-
sivos, Cámaras de vigilancia, etc.)¿ una en Nueva Jersey y otra en Beyrouth 
(Líbano). En 1973 se puso en contacto con él el FBI pidiendo su cola-
boración en misiones secretas de información en Rusia y Oriente Medio, 
aprovechando sus relaciones con sus clientes naturales, los Servicios' de Se-
guridad de los países en cuestión. El señor Korkaia mantuvo esta relación 
de colaboración con el FBI hasta enero de 1982. En 1978, en vista de la 
eficacia de sus relaciones, la Central de Inteligencia Americana (CÍA) 
le invitó a colaborar con ella como Agente contratado para una misión 
especial en Oriente Medio: introducir un espía en los Servicios Secretos 
de Siria y Libia y servir de nexo con el mismo. Su intermediario fue el 
conocido Agente de la CIA Frank Terpil, quien le puso en contacto con 
las personas de quienes luego recibiría órdenes como Agente colaborador 
contratado. Se le dijo que la CÍA preparaba y entrenaba guerrilleros cen-
troamericanos en Florida para su actuación en sus países de origen y se 
iba a montar una supuesta operación de venta de armas por parte de la 
CIA en la que él y Terpil habían de participar para obtener una «cober-
tura» para colocarles en Siria como espías. Así se realizó. Korkaia intervino 
en las conversaciones entre Agentes de la CÍA. y miembros de la Policía 
del Estado de Nueva York que simularon una ficticia venta de armas. En 
una de dichas conversaciones, en 22 de diciembre de 1979 Korkaia y Terpil, 
conforme a lo previsto, fueron detenidos; según se les dijo, esta detención 
les valdría para presentarse como perseguidos en Oriente Medio y así 
facilitar su infiltración en los Servicios Secretos árabes. Y, en efecto, a 
los quince días se les puso en libertad; en 10 de mayo de 1980 se le 
expidió un nuevo pasaporte, recibió entrenamiento y poco después la CÍA, 
con el consentimiento del FBI, le envió a Oriente Medio, donde de hecho 
se infiltró en los Servicios Secretos árabes, rindiendo información periódica 
a sus distintos «contactos», en la Embajada de los Estados Unidos en 
Beyrouth y en distintos puntos y ciudades que se reflejan en su pasaporte, 
unido en fotocopia al expediente. En su ausencia fue condenado a cincuen-
ta y tres años de prisión por aquellos hechos, que era un mero simulacro 
policial. Se le aseguró que la sentencia no se ejecutaría mientras cumpliera 
fielmente su trabajo de información. Pero George G. Korkaia, a partir de 
entonces, y al presenciar los bombardeos de los israelíes con armas ame-
ricanas sobre los campos de refugiados palestinos, adoptó una actitud crí-
tica; envió al Presidente Reagan un telegrama de protesta, que obra en el 
expediente, y por la televisión americana transmitió unas declaraciones en 
contra de la política americana en Oriente Medio. Secuestrado por los Ser-
vicios Secretos sirios en 17 de noviembre de 1981, fue puesto en libertad 
en 31 de diciembre de 1981. Durante su secuestro pudo conocer las con-
secuencias de su implicación en las operaciones de la CIA, que incluían 
la desestabilización de países, intentos de derrocamientos, invasión del Lí-
bano y destrucción de la Organización para la Liberación de Palestina. 
Se negó a seguir colaborando con la CÍA y se dirigió a la Embajada de Es-
paña en Beyrouth para pedir asilo político. El Embajador, señor Jordana 
de Pozas, le aconsejó que viniera a España. Así lo hizo, pero a las veinti-
cuatro horas fue detenido. En el mismo momento de su detención formu-
ló su solicitud de asilo político. 
En el mismo escrito de instrucción se invocaba el Tratado de Extradi-
ción con los Estados Unidos de 29 de mayo de 1970, exponiendo que el 
mismo establece un sistema insólito en el panorama de los tratados de ex-
tradición. La causa de esta excepcionalidad radica sin duda en que se trata 
de un convenio entre una superpotencia y de un país al que aquélla con-
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sidera supeditado en momentos además en que España carece de un siste-
ma democrático. Evidentemente, el tratado impuesto por los Estados Uni-
dos tiende a preservar a esta potencia de las demandas de España, por eso 
establece condiciones especiales para conceder la extradición, a tenor de 
las cuales este peculiar tratado" autoriza a la parte requerida a examinar 
el fondo del asunto, exigir pruebas suficientes sobre la culpabilidad del 
«extradicturus» y, si no las hay o sí estima que la demanda de extradición 
ampara el propósito de castigar a una persona por razones políticas, recha-
zar la demanda. En caso de duda prevalecerá la decisión de la parte re-
querida, tratándose de España, por imperar el principio «in dubio pro reo» 
y la presunción de inocencia, corresponderá denegar la extradición. En 
base á estas peculiaridades del tratado propuso la práctica de prueba do-
cumental, recabando certificaicones de diversos organismos de: «A) Ingla-
terra, subdividido en otros tres apartados: a) Scotland Yard; b) Ministe-
rio de Defensa, y c) Escuadrón Marino. B) Irlanda. C) Estados Unidos. 
Y aquí se detallaban numerosos Departamentos que debían informar sobre 
los servicios prestados por el'señor Korkala». 
La Sección Segunda de la!'Audiencia Nacional decretó: «Se admiten y 
declaran pertinentes las pruebas propuestas». «Y en cuanto a la documen-
tal, apartados a), b) y c), condicionados a que por la parte sean aportados 
los documentos a que se refieren». Como los apartados a), b) y c) eran 
subdivisiones del A), parecía claro queden cuanto a los apartados B) y C), 
entiende la representación recurrente que' quedaba la Sala obligada a obte-
ner las consiguientes certificaciones o informes de los Organismos y De-
partamentos contenidos en ambos. Sin embsftg©, la Audiencia no envió las 
necesarias Confusiones rogatorias acordadas. Y' las pruebas documentales 
de los apartados a), b) y c) no se practicaron por la parte, por ser imposi-
ble a un particular obtener de los Organismos públicos en cuestión infor-
mes secretos que sólo pueden expedirse a petición judicial. Con lo que 
' se produjo la indefensión de su representado en este 'fundamental extremo. 
Se celebró la vista oral en 20 de septiembre de 1982. La defensa hizo 
las alegaciones que estimó oportunas. Y la Sala dictó el auto que fue 
impugnado con fecha 23 del mismo mes, siéndole notificado el día 27 si-
guiente. 
Expone el recurrente cómo el considerando único del auto establece la 
premisa-de que, en base a nuestro ordenamiento jurídico y las normas con-
teñidas en el artículo 24 de la Constitución, «ño es posible acceder a ex-
tradiciones para cumplimiento de sentencias penales de la gravedad de la 
aquí invocada (que en el caso que aquí nos ocupa, subraya antes el auto, 
equivaldría á un encarcelamiento a perpetuidad), pronunciadas en un pro-
cedimiento iniciado y seguido sin estar presente el acusado, cuya extradi-
ción se solicita»,"" El considerando' justifica esta imposibilidad porque existe 
patente indefensión cuando el proceso se sigue en rebeldía hasta dictar una 
sentencia condenatoria y expone cómo, tras asentar una premisa tan ca-
tegórica y acorde Con nuestro ordenamiento jurídico penal y constitucional, 
sin embargo, extrañamente se pronuncia el fallo en estos términos. «Se 
accede a la extradición a su país de origen del ciudadano de los Estados 
Unidos de América George Gregor (o Gregory) Korkala...», si bien se 
establece una limitación. «Circunscrita a los delitos a que se refiere expre-
samente el número 22 del artículo 2." del Tratado». Y se supedita la mis-
ma a una condición: «Condicionando su entrega a la asunción por el Es-
tado requirente del compromiso formal de someterle a un nuevo enjuicia-
miento en el que sea oído con todas las garantías que concede el Derecho 
americano, cuyo compromiso formal, en caso de asumirse, deberá comu-
nicarse a este Tribunal por los conductos oficiales reglamentados antes del 
24 de noviembre próximo, fecha en la que, de no recibirse esta comuni-
cación, será puesto en libertad el reclamado, entendiéndose denegada de-
finitivamente la extradición». 
Estimando que este auto, así como el procedimiento que con él se 
culmina, vulnera derechos fundamentales de la persona, reconocidos por 
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la Constitución Española, se interpuso contra el mismo el presente recurso 
de amparo. La representación demandante en la fundamentación jurídica 
razona que el auto recurrido ha infringido el derecho a la tutela efectiva 
de los Tribunales, es contrario al Tratado de Extradición, contradictorio en 
su contenido, produce indefensión manifiesta, ignora el principio constitu-
cional de presunción de inocencia, infringe los artículos 24 y 25 de la CE 
por basarse en una sentencia y unos delitos que no son admisibles en 
Derecho español, pero, además, el proceso mismo que ha conducido al 
auto impugnado contradice el derecho reconocido en el artículo 24.2 de 
la Constitución á un proceso con todas las garantías para que no pueda 
producirse indefensión. 
Por todo lo expuesto suplica se dicte sentencia declarando la nulidad 
del auto recurrido y su pronunciamiento de acceder á la extradición. 
Segundo.—La Sección Tercera, por providencia de 6 de octubre pasado, 
admitió a trámite el recurso de amparo y recabó las actuaciones seguidas por 
la Audiencia Nacional, recibidas las cuales, por providencia de 10 de no-
viembre siguiente, sé acordó ponerlas de manifiesto al Ministerio Fiscal 
y a la representación del recurrente por plazo de veinte días, en que podrían 
presentar, como efectivamente presentaron, sus alegaciones conforme al 
artículo 52 de la Ley Orgánica de este Tribunal (R. 1979, 2383). 
Tercero.—La representación recurrente reiteró en su escrito de alega-
ciones, sustancialmente las formuladas en la demanda, que expresamente 
asumía, así como el suplico de ésta, aportando documentos que han que-
dado unidos al proceso de amparo. 
El Ministerio Fiscal, por su parte, puntualizó en su escrito de alega-
ciones que, si bien el interesado no compareció personalmente ante el Tri-
bunal que había de juzgarlo. Juez Thomas B. Calligan, del Tribunal Su-
premo del Estado de Nueva York, y que comenzó el día 30 de marzo de 
1981, no lo es menos que estuvo representado por una firma de Aboga-
dos, elegidos por aquél, sin perjuicio de haber intervenido y estando pre-
sente en todas cuantas actuaciones procesales, tuvieron lugar con carácter 
previo, abandonado el país, según propia manifestación, por así conside-
rarlo conveniente a sus intereses. Los Abogados representantes del intere-
sado tomaron parte activa en la selección; de los miembros del Jurado, 
selección que, según se afirma en los documentos del Estado requirente, se 
produjo a lo largo de una serie de sesiones que ocuparon más de dos 
semanas. Formando el Jurado y aceptado por los Abogados del hoy deman-
dante en amparo, se celebró la vista con intervención de éstos, y, una vez 
emitido veredicto de culpabilidad, dichos Abogados, y con antelación al 
momento de dictar sentencia, prepararon el informe correspondiente, que 
fue elevado al Juez que conocía del proceso, quien finalmente dictó sen-
tencia. A mayor abundamiento, contra dicha sentencia los Abogados del 
interesado instaron apelación ante la Sala de Apelación del Tribunal Su-
premo del Estado de Nueva York en el primer Departamento judicial, pe-
tición a la que se opuso el Procurador del condado por el hecho de ser 
el condenado fugitivo, acordando el Tribunal desestimar la apelación pre-
cisamente por no encontrarse el penado a disposición de éste. No se ha 
acreditado en ningún momento que la ausencia del interesado, en la fase 
del proceso relacionada, se debiera a circunstancias o hechos inevitables, 
sino que, de contrario, se desprende que tal ausencia fue voluntariamente 
producida," puntualizando asimismo el Ministerio Fiscal que si reiterada-
mente se habla de que la condena impuesta en ausencia del interesado se 
eleva a un total de cincuenta y tres años, tal extremo es solamente cierto 
en parte, puesto que la condena, sumadas las diversas penas y dados los 
límites mínimos y máximos que por cada cargo se imponen, es de dieci-
siete años y ocho meses a cincuenta y tres años, dado el sistema condena-
torio vigente en el país requirente. 
E» de destacar que el reclamado propuso la práctica de determinadas 
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pruebas, admitiéndose la documental, si bien condicionando parte de ellas 
a la presentación de los documentos y aportación de testigos por el pro-
pio interesado. En el acto de la vista, la defensa del reclamado renunció 
a la prueba testifical, así como a la documental no conseguida, presen-
tando, sin embargo, nuevos documentos que le fueron admitidos sin opo-
sición a ello por el Ministerio Fiscal. 
Por el hoy recurrente en amparo se solicitó como, prueba una serie 
de certificaciones a obtener por medio de comisiones rogatorias que se 
agrupaban en tres apartados con las siglas Á), B) y C), subdividiendo la 
primera en a), b) y c). El órgano judicial admitió, como se ha dicho, la 
prueba documental condicionando la relativa a los apartados a), b) y c) 
a que sean aportados por la parte. Dados los términos de la resolución 
judicial de que más adelante se tratará y la decisión en cuanto a la 
admisión de la prueba, puede obtenerse válidamente la conclusión de que 
no se trata de que se condicionase a su aportación la prueba documental 
A), a), b) y c) y practicar por la Audiencia Nacional directamente el resto, 
es decir, la relativa a los apartados B) y C), sino que toda la prueba A), 
B) y C) había de ser aportada por el interesado. Es decir, que cabe plena 
interpretación contraria a la que se pretende plasmar en la demanda de 
amparo constitucional. Por otra parte, la renuncia a la prueba que había 
de aportar el reclamado en la vista, sin que conste protesta : alguna res-
pecto de la que ahora se pretende como aceptada por la Audiencia Nacional 
para práctica directa por el órgano judicial, avala la interpretación que 
acaba de señalarse. 
En el examen de las alegaciones del demandante relativas a las posibles 
vulneraciones de derechos constitucionales y respecto de la primera de ellas, 
vulneración del derecho a tutela efectiva por parte de Jueces y Tribunales, 
en este caso imputable a la decisión de la Audiencia Nacional, expone 
el Ministerio Fiscal que la alegación se funda en presuntas contradicciones 
existentes en el propio texto de la resolución judicial, cuyo auto se califica, 
entre otras cosas, de «procesalmente incongruente y técnicamente absurdo». 
A juicio del interesado, tales incongruencias derivan del hecho de que el 
órgano judicial valore como improcedente la actuación de los órganos ju-
diciales del país requirente y termine después accediendo a la extradición. 
Particularmente se destaca que la extradición ha sido otorgada para fin 
distinto del interesado por el país requirente, pero la realidad es que la 
solicitud de extradición, conformidad del Gobierno español y decisión ju-
dicial se movían en una línea de plena concordancia. 
Ciertamente que el órgano judicial español concede la extradición, con 
los condicionamientos que han sido señalados, a fin de no cumplir la pena 
impuesta al reclamado en su día, sino para que vuelva a ser juzgado con 
mayores garantías de las que fueron puestas en juego, a su juicio, en el 
proceso celebrado en el país requirente. 
No se cuestiona la Audiencia Nacional la presunta existencia de hechos 
posiblemente sübsumibles en tipos penales y, por lo que al tema se refiere, 
incardinables en el apartado 22 del artículo 2.°, A), del Tratado de Extra-
dición, tantas veces mencionado, ni tampoco la presunta participación que 
en ellos haya podido tener el reclamado. Solamente se cuestiona si el 
proceso contra aquél seguido se ha desarrollado de acuerdo con un cuadro 
de garantías procesales, cuadro que no lo integra el constitucionalmente 
establecido en el artículo 24.2 de nuestra norma fundamental, ni tampoco 
aquel otro que resulte de la aplicación de Pactos, Tratados o Convenios 
plurilaterales aplicables en la materia, sino que remite al propio Derecho 
norteamericano la determinación de esas garantías. Es decir, se valora por 
nuestro Tribunal como no cumplido suficientemente el conjunto de ga-
rantías procesales del derecho del país requirente, en base, sobre todo, al 
hecho de ser juzgado en ausencia el hoy reclamado. Sin embargo, del exa-
men de los hechos ha podido entresacarse que tal ausencia es solamente 
relativa, puesto que la salida del país por parte del interesado fue volun-
taria y precisamente encaminada a soslayar la acción de la justicia, de una 
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parte, y, de otra, por cuanto la intervención del interesado fue perma-
nente en el proceso a pesar de su ausencia, por la representación otor-
gada por él y aceptada por el Tribunal que le juzgó. Todo ello supone una 
fina matización del Tribunal español, que.ante la gravedad de la pena total 
a cumplir, si se llevara en el orden penitenicario a sus últimos extremos, 
accede a la extradición, pero siempre y cuando se produzca un nuevo pro-
ceso con la presencia e intervención personal del interesado. 
De forma idéntica se alega infracción de los derechos reconocidos en 
el artículo 24.1 de la Constitución Española por acceder a la extradición 
no obstante haberse producido condena en proceso con ausencia del recla-
mado. La evidente contradicción en que se incide en el proceso de amparo 
Se desprende del hecho de que es precisamente la autoridad judicial española 
la que, no conforme con el mecanismo procesal seguido, otorga la extra-
dición para que se vuelva a juzgar al interesado con su presencia. La 
garantía máxima que el Juez español le otorga se tergiversa para conver-
tirla en perjuicio procesal. 
Por último, se cuestiona la vulneración del derecho a presunción de 
inocencia, recogido en el artícudlo 24.2 de la Constitución Española. No 
parece necesario recordar al propio Tribunal Constitucional las reiteradas 
y recientes decisiones, autos y sentencias, a través de las que ha procla-
mado su interpretación del precepto constitucional. Digamos simplemente 
que la presunción de inocencia llega hasta el momento mismo en que el 
Tribunal competente se pronuncia, siempre sobre la base de elementos 
o actividad probatoria mínima, acerca de la participación y responsabilidad 
del acusado en los hechos objeto del proceso. Pues bien, ni el auto de 
la Audiencia Nacional cuestiona la responsabilidad o inocencia del interesa-
do, ni acepta el pronunciamiento de culpabilidad dictado por los órganos 
judiciales del país requirente, sino que, precisamente en favor del reclamado, 
lo que hace en definitiva es retrotraer el proceso al momento en que su 
vista comenzó y,-hasta ese momento, es obvio que el sujeto a causa es 
tenido por inocente. Para la Audiencia Nacional, por ahora, la presunción 
de inocencia está latente, puesto que, en otro caso, se habría limitado a 
conceder la extradición para el cumplimiento de las penas impuestas. 
Cuarto.—En 7 de diciembre pasado, la Sección Segunda de lo Penal de 
la Audiencia Nacional remitió certificación del auto de 15 de noviembre 
anterior por el que acordaba y declaraba que los Estados Unidos de Amé-
rica han cumplido en tiempo y forma legales la asunción del compromiso 
de someter a George Gregary Korkaia a nuevo enjuiciamiento, tal como 
se había acordado en auto de 23 de septiembre anterior; ello supeditado 
a lo que se resuelva en este recurso de amparo. Asimismo remitió certi-
ficación del auto desestimatorio del recurso de súplica deducido. 
La Sección acordó unir al recurso de amparo la certificación y oír sobre 
los referidos autos al Ministerio Fiscal y a la representación recurrente, 
quienes presentaron sus escritos de alegaciones. 
El Ministerio Fiscal expuso que ya le eran conocidos y los tuvo en 
cuenta en el escrito de alegaciones formulado conforme al artículo 52 de 
la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC). Por su parte, Ja 
representación recurrente expuso que los autos dictados por la Audiencia 
Nacional confirman su indefensión, lesionan los derechos constitucionales 
del señor Korkaia, el Estado requirente no ha asumido un compromiso 
vinculante, que iba a ser sometido a cargos por los que ha sido acusado 
pero no enjuiciado —aludiendo a certificación del Departamento de Jus-
ticia de los Estados Unidos sobre el que nada ha dicho en sus autos la 
Audiencia Nacional—, la existencia de documentos irregularmente aporta-
dos con tácita aceptación de la Audiencia Nacional, reproduciendo su pe-
tición de anulación del auto que acordó la extradición. 
Quinto.—Por lo que a. la situación personal del recurrente se refiere, 
en la demanda de amparo se pidió la suspensión de la ejecución del auto 
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frente al que se solicitaba el amparo, formándose la correspondiente pieza 
separada para tramitar el incidente, a cuyo término la Sala dictó auto de 
fecha 27 de octubre pasado, acordando la suspensión sin fianza del dictado 
por la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional en 23 de septiembre 
anterior. 
Sexto.—Por providencia de 19 de enero pasado se señaló para delibe-
ración y votación de este recurso de amparo el día 9 de los corrientes, 
nombrándose ponente al Magistrado Excelentísimo Señor don Francisco 
Pera Verdaguer. 
Con posterioridad al señalamiento, la representación recurrente ha presen-
tado escrito exponiendo que no se ha resuelto sobre la petición que espe-
cificaba en su anterior escrito de alegaciones, referido en el antecedente 
cuarto, de que se recabe de la Audiencia Nacional la; aportación de los 
documentos y notas verbales causados por el Gobierno de los Estados Uni-
dos con posterioridad al auto de 23 de septiembre de 1982, y especial-
mente la certificación de la Oficina de Asuntos Internacionales del Depar-
tamento de Justicia de aquel país de fecha 15 de noviembre de 1982. 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
Primero.—Interpuesto e lactual recurso de amparo constitucional contra 
auto dictado por la Sección Segunda de la Sala de lo Penal de la Audiencia 
Nacional, que accedió a la extradición a los Estados Unidos de América 
de uno de sus ciudadanos, es preciso señalar ante todo que la protección 
a los derechos y libertades mediante aquel recurso se halla circunscrita 
por mandato del artículo 41.1 de la Ley Orgánica dé este Tribunal a los 
que se hallan reconocidos en los artículos 14 a 29 y 30, número 2, de la 
Constitución, obligadamente a lo establecido en el artículo 161.1, b) de 
este último texto, mientras que la normativa atinente al instituto de la 
extradición se incluye en el mismo en él número 3 del artículo 13, expre-
sivo de que la extradición sólo se concederá en cumplimiento de un tratado 
o de la ley, atendiendo al principio de reciprocidad, quedando excluidos 
de la extradición los delitos políticos, no considerándose como tales los 
actos de terrorismo. 
De lo anterior no se infiere que absolutamente todas las cuestiones que 
puedan suscitarse con motivo de expedientes o procesos de extradición de-
ban quedar marginadas de la posibilidad del recurso de amparo constitu-
cional, ya que, como sucede en el actual, cabe'el planteamiento de preten-
didos quebrantos de derechos y libertades constitucionálmente protegidos 
merced al repetido recurso, en concreto, en la hora presente, los que afectan 
a la tutela efectiva de Jueces y Tribunales, indefensión de las personas, 
presunción de inocencia y principio de legalidad, consagrados en los artícu-
los 24 y 25 de la Constitución, lo que nos llevará, obligadamente, al exa-
men del antes invocado precepto constitucional referente a la extradición, 
bien que limitadamente —por lo ya apuntado— a lo que sea menester por 
su conexidad o vinculación en orden al respeto o quebranto de los dere-
chos y libertades reconocidos en los otros pasajes de la Ley Fundamental, 
de que también se hizo mérito, con lo cual, y en otro sentido, apartaremos 
de lo que se cuestiona y debe resolverse, cuanto equivalga a una censura 
de lo actuado y resuelto por el competente órgano ¿le la jurisdicción ordi-
naria penal en todo aquello que es propio y exclusivo de esa misma 
jurisdicción, diferenciadamente a lo típicamente y en exclusividad atribuido 
a este Tribunal en los recursos de que conoce. 
Segundo.—La invocación del artículo 24.1 de la Constitución sobre de-
recho a obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio 
de sus derechos e intereses lgítimos, sin que, en ningún caso, pueda pro-
ducirse indefensión, la realiza básicamente el recurrente en cuanto que co-
mo acusado ant los Tribunales de su nación permaneció ausente del pro-
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ceso, siendo emitida su condena en situación de rebeldía, acerca de cuyo 
planteamiento v argumentación es de notar que fueron estimados por la 
Audiencia Nacional en el auto contra el que se recurre en amparo, puesto 
que dicho Tribunal entiende —al unísono con el interesado— que una 
sentencia dictada mediando aquella situación de rebeldía es ineficaz y abso-
lutamente inválida para determinar la extradición del condenado, y siendo 
ello así, queda en este aspecto vacío de contenido el presente recurso de 
amparo, en cuya resolución no sería nunca lícito alcanzar conclusión anta-
gónica a la aceptada por el órgano jurisdiccional ordinario, ya que el 
recurso de amparo constitucional se halla lógicamente enderezado a mejorar 
la situación del reclamante, y nunca a empeorarla, por lo que es imperti-
nente aceptar criterio opuesto, so pretexto de que el acusado estuvo de-
fendido en las dos instancias de su proceso por Letrados de su elección 
aludiendo de modo voluntario su presencia ante los Jueces de su nación, 
librándose de la prisión provisional, que sufrió mediante la prestación de 
una fianza de 100.000 dólares, lo que le permitió expatriarse. 
Tercero.—Los mismos derechos entiende el recurrente han sido vulne-
rados —aunque aludiendo ahora a ellos en un tono menor— en las actua-
ciones y resoluciones seguidas y emitidas por los órganos judiciales espa-
ñoles ante los que se ha tramitado y autorizado su extradición, y a tal 
efecto conviene precisar que si en el expediente se puede observar la rea-
lidad de alguna imputación inicial, luego abandonada, ciertamente las que 
la Audiencia Nacional valora, a efectos de fundamentar la resolución que 
ahora se combate, se hallan perfectamente delimitadas y acerca de ellas ha 
versado este recurso de amparo, por lo que no se advierte que de ello 
derive indefensión alguna, scediendo lo propio en cuanto a una imprecisa 
acusación de inobservancia de plazos por parte del Estado requirente, así 
como respecto a no haberse practicado la prueba documental pública pro-
puesta por el interesado, y admitida por la Sala, porque una parte de ella 
se decretó que se llevara a efecto a impulso del propio acusado, sin efec-
tividad y a lá que incluso renunció de modo expresó, sin reclamación ni 
protesta alguna, en cuanto a la que la repetida parte entendió debía apor-
tarse a los autos a impulso del Tribunal, todo eÜo con abstracción de que, 
mediante dicha documental, lo único que se pretendía probar era la pres-
tación de servicios en sistemas de seguridad.' 1 
Cuarto.—Invocada también la vulneración del principio de no indefen-
sión del sujeto de la extradición, en cuanto otorgada ésta bajo el su-
puesto de la ineficacia de la sentencia condenatoria dictada por los Tribu-
nales de su nación, condicionado a que sea Sometida a un nuevo enjui-
ciamiento con las garantías precisas, pone en duda el interesado que el 
Estado requirente se atenga a esta condición, por estimar insuficientes las 
garantías ofrecidas, y reputadas bastantes por lá; Audiencia Nacional, cabe 
estimar que con tal planteamiento no se describen hechos o situaciones 
desconocedoras del precepto del último inciso del número 1 del artículo 24 
de la Constitución, porque la defensa de la persona afectada ante los Tribu-
nales españoles se ha desenvuelto de acuerdo con las previsiones legales, y 
lo que apunta el recurrente es el temor de que el Estado requirente, que 
se ha obligado formalmente al aludido nuevo enjuiciamiento, ignore tal 
deber situación esta que escapa en este caso a la competencia de este 
Tribunal y que en su caso deberá residenciarse en la esfera de la compe-
tencia de otros órganos del Estado, que todavía han de intervenir en estas 
actuaciones, los cuales deben velar por el estricto y recíproco cumpli-
miento de cuantos deberes dimanen de los Tratados concertados y en vigor 
que los Tribunales se limitan a aplicar. Finalmente, en este orden de ideas, 
nada puede válidamente Oponerse a los razonamientos de la Audiencia 
Nacional en cuanto a la suficiencia de los documentos emitidos por los 
órganos del Estado requirente, en los que se consigna la aceptación de lo 
acordado por: el Tribunal español, con el consiguiente compromiso de so-
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meter al reclamado en extradición a un nuevo enjuiciamiento con las ga-
rantías que deberán observarse, documentos consistentes en comunicación 
del Departamento de Estado de Washington a las autoridades judiciales 
españolas, por conducto del Ministerio de Asuntos Exteriores, con expresa 
referencia a la resolución de la Audiencia Nacional, que otorgó la extra-
dición, comprometiéndose formalmente en el sentido de que el acusado 
será oído en defensa, que le serán concedidos todos los derechos que otorga 
la Ley de los Estados Unidos de América y que se le someterá a un nuevo 
enjuiciamiento por delitos comprendidos en el número 22 del artículo 2 ° 
del Tratado de extradición que vincula a ambos países; cursando además 
escrito del Abogado Fiscal del condado de Nueva York en paralelo sen-
tido, con posibilidad de elección entre los cinco tipos de proceso, realizán-
dolo así el Tribunal español, que optó por el más favorable al acusado. 
Quinto.—Advierte también el recurrente quebranto de ese mismo de-
recho a la no indefensión, en cuanto su extradición se solicitó por las auto-
ridades estadounidenses en base a haber sido «condenado» por la comisión 
de determinados delitos por los Tribunales de aquel país, fundamento o 
causa de tal pretensión que la Audiencia Nacional no aceptó, desde el 
punto en que niega eficacia a la sentencia por haberse dictado —como 
ya se dijo— en rebeldía del acusado, no obstante lo cual la misma Audien-
cia concede la extradición condicionada de modo expreso a que sea some-
tido a un nuevo proceso, con todas las garantías exigibles, esto es, con-
cede la extradición no respecto de una persona «condenada», sino simple-
mente «acusada», diversificación que consta de un modo expreso tanto en 
el Tratado sobre Extradición de España con Estados Unidos, de fecha 29 de 
mayo de 1970, que la recoge en su artículo 1°, como en la Ley reguladora 
de la Extradición de 26 de diciembre de 1958 que a ello alude en su 
artículo 10, destacando el recurrente su indefensión al emitir el Tribunal 
un pronunciamiento no solicitado en base a unos hechos o situación de 
los que no tuvo noticia; respecto de l o cual cabe decir que en realidad 
el expediente y actuaciones administrativas y judiciales tienen como único 
objeto una pretensión de extradición, bien que amparada en la existencia 
de una condena emitida por los Tribunales del Estado requirente, con la 
finalidad de posibilitar el cumplimiento de la misma, mas no parece que se 
cause indefensión alguna si el Tribunal del Estado requerido accede a lo 
solicitado, pero de un modo más limitado y favorable, puesto que con-
diciona su autorización a la celebración de un nuevo proceso, con las ga-
rantías precisas, posición esta última que el Estado requirente acepta de 
un modo expreso, según consta en autos, restando sólo por examinar cuál 
pueda ser el alcance concreto de la solución adoptada por la Audiencia 
Nacional en orden a si, rechazada la extradición por no tratarse en pu-
ridad de un «condenado», pudo otorgarla en calidad de «acusado», acerca 
de lo cual, examinados los textos aplicables, Ley de Extradición de 1958 
y Tratado con los Estados Unidos de 1970, de anterior mención, hay 
que concluir que el derecho de defensa del interesado no padeció conse-
cuentemente a tal mutación seguida por el Tribunal español, puesto que 
la única diferencia existente en cuanto a trámites y requisitos exigibles en 
uno y otro caso radica en que si se trata de «condenarlo» es menester 
sentencia de tal signo, y si de «procesado» o «acusado», auto de detención 
o de prisión o resolución análoga, y habiéndose aportado al expediente el 
primero de tales documentos, ha de entenderse que suple con creces el 
segundo, aparte lo cual, también éste consta en autos, y sin que manifies-
tamente se pudiera invocar —como en efecto no se hace— el apartado D) 
del artículo 10 del Tratado, expresivo de que si se trata de una persona 
todavía no condenada, la parte requerida podrá solicitar que la requirente 
presente pruebas suficientes para establecer «prima facie» que la persona 
reclamada ha cometido el delito por el cual la extradición se formula, 
ya que también a estos fines se ha reputado bastante por el Tribunal 
Penal, porte copiosa documentación facilitada por el Estado requirente, que 
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incluye —dicho ésta— la culminación del proceso ante sus tribunales, se-
guido con la finalización de una sentencia condenatoria. 
Sexto.—El derecho a la presunción de inocencia, establecido en el in-
ciso final del número 2 del artículo 24 de la Constitución, podría no ser 
factible invocarlo con éxito si su quebranto se imputa a un juez o tribu-
nal extranjero, más en tanto en cuanto en el caso presente esa presunción 
se entiende vulnerada por haberse dictado sentencia condenatoria por la 
comisión de hechos que en España no constituyen delito, aun no tratán-
dose en puridad del invocado principio, sino más bien del de legalidad, 
en este sentido deberá ser objeto de consideración, ya que en concreto el 
recurrente transporta el tema a si en esta xtradición se ha respaldado o no 
el principio de la doble incriminación o de la identidad normativa. Pro-
nunciándose el recurrente por la respuesta negativa, ya que todo el actuar 
supuestamente criminal del mismo estuvo sugerido, impulsado y logrado 
merced a un comportamiento falaz y engañoso de agentes de la autoridad 
norteamericanos, algunos de los cuales simularon ser terroristas o sus agen-
tes, creyéndoles tales cuando convino y se consumaron los tráficos de armas 
y explosivos que la sentencia condenó, tratándose en realidad —insiste 
el recurrente— de delitos provocados, impunes en España de acuerdo con 
la normativa vigente en esta nación, en atención a lo cual su extradición 
no puede ser otorgada. 
La cuestión que acaba de esbozarse vale tanto si el planteamiento de 
la extradición lo es respecto de una persona condenada como simplemente 
acusada o procesada, ya que en uno y otro caso es preciso que se respete 
el principio de la doble incriminación (art. 2° A), del Tratado de España 
con los Estados Unidos de 29 de mayo de 1970), esto es, que los hechos 
sean punibles según las leyes de ambas partes, por lo que no puede sos-
layarse su estudio, y a este respecto es necesario señalar, de una parte, 
que de entre la larga serie de hechos por los que ha sido condenado 
—de los que deberá ser objeto de nuevo enjuiciamiento— no todos acae-
cieron del modo que refiere el interesado, esto es, sugeridos y de algún 
modo imputables a agentes de la autoridad que no sólo ocultaron este ca-
rácter, sino que simularon ser terroristas o agentes de éstos, ya que en 
varios de ellos estas personas omitieron toda participación, y, lo que es 
más importante, esta figura del delito provocado carece en nuestra nor-
mativa positiva de un tratamientao concreto, tanto para estimarla punible 
como inocua, y ha sido la jurisprudencia la que la ha configurado, esta-
bleciendo al efecto ciertos criterios que pueden resumirse afirmando en 
términos contenidos en la sentencia de la Sala Segunda del Tribunal Su-
premo de 14 de junio de 1975 que la errónea actuación del sedicente cul-
pable constituiría un supuesto de tentativa inidónea, de delito putativo 
entendido en el amplio sentido o de delito apérente, pero, en todo caso, 
impune, dado que, tanto la actuación del provocador —sea particular o la 
propia autoridad policial— como la del acusado, han de reputarse abso-
lutamente ineficaces, no obstante lo cual, la mejor doctrina de la propia 
Sala extrae de las anteriores consideraciones aquellos casos en que no se 
trata de provocar la comisión de un delito, sino de descubrir otros ya 
cometidos, matización especialmente aplicable a ciertos delitos de tracto 
sucesivo, como son los de ciertos tráficos, cuya comisión puede implicar 
una vasta red, de ámbito incluso internacional, con multitud de agentes o 
intermediarios, por lo que, en tales casos, los agentes de la autoridad no 
buscan propiamente provocar la comisión de un delito, sino poner al des-
cubierto los canales por los que ya venía fluyendo el tráfico con anterio-
ridad a fin de cegarlos en lo posible, única forma de luchar con alguna 
eficacia esta forma de delincuencia; conductas que deben Castigarse en todo 
caso si se obtiene la convicción de que el supuestamente provocado estaba 
ya resuelto a cometer el delito, manifestándose así la provocación como 
gratuita y evanescente. 
De lo expuesto se desprende con claridad que los hechos determinantes 
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de la condena se hallan también tipificados como delito en la legislación 
española, extremo este aceptado por quien se opone a la extradición, ne-
gando su procedencia —en el punto ahora examinado— tan sólo debido 
a que el delito fue provocado, lo que en su sentir conduciría en España 
a una resolución penal absoluta, más, según se ha visto; ello no es exacto 
en supuestos como el contemplado, acerca del cual aparece también en los 
datos documentales aportados al expediente y proceso que constaba a las 
autoridades de los Estados Unidos que este ciudadano se venía dedicando 
a la venta ilegal de armas a terroristas individuales y organizados, espe-
rando, en noviembre de 1979, conectar con algunos de ellos pertenecientes 
a naciones sudamericanas, manteniendo una serie de reuniones en sucesivas 
fechas, con ofertas de ventas, muestra de pistolas, rifles y ametralladoras, 
y tratos para suministro de grandes cantidades de armamento, señalando 
precios y condiciones de venta, con desplazamientos a varias ciudades de 
Estados Unidos y de Inglaterra, denotador todo ello no de la realización 
de un hecho aislado e insólito, posiblemente sorprendido el sujeto por 
agentes provocadores, sino reiterada y contumazmente, con disponibilidad 
de armas y explosivos que llegó a entregar y transacciones afectantes a un 
verdadero arsenal o depósito de armamento automático con la pertinente 
munición. 
Séptimo.—La acusada violación de lo dispuesto en el artículo 25.1 de 
la Constitución, de acuerdo con el cual nadie puede ser condenado por 
acciones u omisiones que en el momento de producirse no constituyan de-
lito, según la legislación vigente en aquel momento, no puede considerarse 
en la presente resolución —al igual que se ha hecho ya constar respecto 
del desconocimiento del principio de la presunción de inocencia del ar-
tículo 242—. Más que en cuanto pueda repercutir en la concurrencia o 
no del principio o base de la doble incriminación, a efectos de la discutida 
extradición, y, en tal sentido, habida cuenta que el principio de legalidad 
estima el recurrente que no se ha respetado porque los hechos por el mismo 
cometidos son impunes en España, al socaire de la figura del delito pro-
vocado, fluye el rechazo de tal tesis, en méritos precisamente de lo ya 
expuesto precedentemente y que conviene a la letra a lo ahora tratado. 
FALLO 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la auto-
ridad que le confiere la Constitución de la Nación Española, 
•i i. Ha decidido: 
1." Denegor el amparo solicitado por el Procurador don Juan Luis 
Pérez Mulet, en nombre y representación de don George Gregary Korkala, 
contra el auto dictado por la Sección Segunda de la Sala de lo Penal 
de la Audiencia Nacional en 23 de septiembre de 1982 por el que se 
accedió a su extradición. 
2." Dejar sin efecto la suspensión de lá ejecución del acto reclamado, 
acordado por auto de 27 de octubre de 1982. 
(Hay votos particulares de los Magistrados, Tomás y Valiente y Rubio 
Llórente). 
(Hay votos particulares de los Magistrados Tomás y Valiente 
y Rubio Llórente.) 
(BjC, 1983-23, febrero, pág. 264). 
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E X T R A N J E R O S . C O N T R A T O S D E TRABAJO.—Validez y obtención del 
visado y permiso de trabajo. 
Tirbunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): S E N T E N C I A D E 23 D E 
F E B R E R O D E 1983. Ponente: D. Carlos Bueren y P. de la Serna. 
El T. S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
John G. P. contra la sentencia de la Mag. Trab., dictada en autos promovidos por 
el recurrente contra *l)mtros, S. A.», sobre despido. 
CONSIDERANDO: Que por la vía procesal del error de derecho del 
núm. 5." del art. 167 del Texto de Procedimiento Laboral se formulan 
los dos primeros motivos del recurso, que no pueden prosperar, de una 
parte por ser intrascendentes a efectos del fallo impugnado, las rectifica-
ciones referidas a lo que se de como probado en la Sentencia sobre la 
fecha de iniciación de la prestación de servicios por el actor en favor de 
la Empresa demandada y de que el comienzo de la relación laboral entre 
los litigantes se supedita a la obtención de los permisos de trabajo y resi-
dencia del actor, cuando en definitiva lo que ha de determinar la viabi-
lidad de la acción sobre despido nulo o improcedente ejercitada, es lo que 
se decida sobre la Validez y efectos de un contrato de trabajo celebrado por 
un extranjero en España, en las condiciones que constan en autos y que, 
es materia que seguidamente ha de ser examinada, y en segundo lugar 
porque estando apoyados tales motivos en el art. 1232 del C. Civ., cuya 
inaplicación se denuncia en los mismos, no se tiene en cuenta que según 
la doctrina de esta Sala relacionada con el mencionado precepto y que 
tiene reflejo, entre otras varias, en las sentencias de 12 marzo 1977 y 
21 diciembre 1982, la prueba de confesión no es prueba preferente ni 
superior a las restantes que hubieran podido practicarse en el proceso y 
que el Juzgador pudo valorar conjuntamente conforme a los dictados del 
art. 89-2 del Texto de Procedimiento Laboral, sin incidir por ello en el 
error de derecho que aquí se denuncia por no atender, exclusivamente, 
al resultado ofrecido por la prueba indicada. 
CDO.: Que con fundamento en el núm. 1° del art. 167 del Texto 
Procesal el motivo tercero acusa a la sentencia de haber infringido, por 
violación, el art. 1258 del C. Civ.. en relación con el 1278 del propio 
Código y art. 8 del E. T., infracción que no cabe apreciar en este caso, 
con el consiguiente fracaso del motivo, pues tratándose de normas relativas 
a la eficacia y forma de los contratos en general, no se tiene en cuenta 
que el que aquí se cuestiona como celebrado por un extranjero en España 
• está sujeto a una normativa específica, según lo dispuesto en el art. IT 
, , del E. T., representada por el R. D. de 3 mayo 1980 y en especial por el 
arti IT del Decreto, que no está derogado, de 27 julio 1968 y que con-
diciona la validez del contrato suscrito por un extranjero para trabajar por 
cuenta ajena, a la obtención del visado en la Delegación Provincial de 
Trabajo y a la expedición del correspondiente permiso de trabajo, requi-
sitos que, por no aparecer cumplidos, determinan su radical nulidad, 
como acertadamente decidió el juzgador de instancia, sin que a ello obste 
la posibilidad del comienzo de la prestación de servicios por el trabajador 
en las condiciones indicadas, situación que ya ha sido prevista y sancionada 
en el art. 46 de este último Decreto, pero que no sirve para legalizar una 
relación de trabajo, que es nula de pleno derecho, a tenor de lo dispuesto 
< en el art. 6.°,3. del C. Civ., en cuanto contraviene una normativa impe-
rativa, todo ello sin perjuicio del derecho que tuviera al trabajador para 
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reclamar de la Empresa el pago de la remuneración correspondiente por los 
servicios prestados a la misma, como si se tratase de un contrato válido, 
supuesto expresamente contemplado en el ap. 2 ° del art. 9." del E.T., 
aunque en el caso de autos y según se afirma en la sentencia, de forma 
como liquidación, la suma que al efecto se señala. 
CDO.: Que expuesto lo anterior tampoco puede prosperar el cuarto y 
último motivo de casación, ni por consiguiente el recurso, pues también 
con apoyo en el núm. 1 del art. 167 del Texto de Procedimiento Laboral 
denuncia la inaplicación del art. 55, núms. 3 —párr. 2."— y 4 del E. T., 
que son normas realtivas a la forma y efectos del despido disciplinario, que 
no guardan relación alguna con la cuestión que aquí se debate y que en 
todo caso hubieran requerido demostrar la existencia de una relación la-
boral, válidamente constituida, lo que aquí tampoco se produce. 
(RJA., 1983, n.° 849, pág. 589). 
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I M P O R T A C I O N E S . M O N E D A EXTRANJERA .—Devaluación de moneda. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm°): S E N T E N -
C I A D E 24 D E F E B R E R O D E 1983. Ponente: D. J. M . Ruiz-Jarabo Fe-
rrán. 
ta Sección Cuarta de la Audiencia Nacional dictó sentencia en 26 febrero 1981, 
estimando el recurso interpuesto por la ^Compañía Industrial de Abastecimientos, 
S. A.» contra la resolución del Banco de España de 23 enero 1976, por la que 
se le ordenó practicar liquidación por diferencias de cambio de dólar e ingresar 
en el Banco de España la cantida dde 15.772.346,53 pías, por la operación de im-
portación y contra resoluciones del Ministerio de Comercio, desestimatorio de las 
reposiciones y alzadas deducidas contra la anterior resolución. El fallo de dicha 
Sala declara que la Entidad en cuestión no estaba obligada a pagar la suma indi-
cada y ordena a la Administración que se devuelva la cantidad mencionada y asi-
mismo a pagarle la indemnización de daños y perjuicios originados por la priva-
ción de la mencionada suma. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S. confir-
mando la sentencia apelada, lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que debe señalarse con carácter previo, que en 
el presente recurso de apelación se aborda la misma cuestión que ya ha 
sido resuelta en la reciente sentencia de esta Sala de 25 noviembre 1982, 
cuestión que se contrae a determinar, si después de consumado un con-
trato internacional de compraventa, mediante la recepción de la mercancía 
importada y el pago del precio al contado a la compañía extranjera ven-
dedora —lo que ocurrió el 30 enero 1973—, se encuentra sujeta a la 
retención de diferencias de cambio por devaluación del dólar, regulada en 
el D.-Ley 2/1973, de 19 febrero, la posterior operación de financiación de 
divisas concertada entre la empresa española compradora de la mercancía 
importada y la entidad bancaria que concedió a aquélla un contrato de 
préstamo para la financiación de la antes indicada operación mercantil, 
cuestión, repetimos, idéntica a la ya resuelta en la precitada sentencia, con 
lo que el pronunciamiento que ahora deba adoptarse, habrá de ser coinci-
dente con el de la mencionada resolución judicial, no sólo porque se sigue 
estimando que la tesis allí mantenida es la adecuada y pertinente, sino, 
así mismo, en virtud del principio de unidad de doctrina consagrado en el 
art. 102-b) de la Ley reguladora de esta Jurisdicción y proclamado en gran 
número de sentencias de este Tribunal —SS. de 7 abril 1980, 1 junio 1981 
y 26 enero y 24 mayo 1982—, como más modernas. 
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CDO.: Que como se razona en la mencionada sentencia de 25 no-
viembre 1982, ratificando en esencia lo ya establecido en la sentencia allí 
apelada, que mantiene igual tesis que la que ahora es objeto del presente 
recurso, el D.-Ley 2/1973, de 19 febrero, sólo es aplicable a las opera-
ciones de importación y exportación descritas en sus arts. 1." y 2.", que 
estuvieren pendientes de liquidación a la entrada en vigor de dicho pre-
cepto o se tratare de operaciones de dicha naturaleza con pago aplazado, 
lo que no es concurrente en el supuesto ahora sometido a enjuiciamiento, 
por cuanto, el contrato de compraventa internacional para la importación 
por parte de la empresa hoy apelada de habas de soja, fue celebrado el 
23 enero 1973, y consumado el 30 de dicho mes y año, en cuya fecha 
se efectuó la recepción de la mercancía importada y se realizó el pago del 
precio de dicha operación, al contado y mediante transferencia telefónica 
al «Chase Manhattan Bank» de Nueva York, de lo que resulta, pues, que 
cuando entró en vigor el aludido D.-Ley 2/1973, ya estaba finiquitada la 
operación mercantil por la que se realizó la importación, al haberse recibido 
la mercancía objeto de aquélla y pagado su precio al contado, restando, 
solamente, una posterior operación, consistente en un contrato mercantil 
de préstamo en divisas, concertado entre la sociedad importadora y una 
entidad bancaria española, para la financiación del pago por aquélla reali-
zado a la sociedad norteamericana vendedora de la mercancía importada, 
que ya no puede encuadrarse dentro del contexto de lo que es la propia 
operación de importación, sino que se trata de otra, claramente deslindada 
de dicha importación, aunque sea auxiliar de la simple operación de pago 
de ésta, contrato de préstamo destinado a financiar la indicada importa-
ción de mercancías, que indudablemente no es una operación de comercio 
exterior, sino simplemente interior, entre una sociedad mercantil dedicada 
a la realización de unas concretas importaciones y una entidad bancaria, 
y íjue consistente en un préstamo, su restitución por parte de dicha so-
ciedad mercantil se debía hacer en pesetas, aunque el referido préstamo se 
hiciera en las divisas necesarias para el pago del precio del contrato de 
compraventa internacional de mercancías, pago efectuado, insistimos una 
vez más, el 30 enero 1973, es decir, con notoria antelación a la entrada 
en .vigor del D.-Ley de 19 febrero 1973-
CDO.: Que en virtud de cuanto ha quedado expuesto precedente-
mente, procede la desestimación del presente recurso dé apelación, con 
confirmación de la sentencia recurrida en el mismo, sin que, por no con-
currir en la conducta de los litigantes ninguno de los motivos al efecto 
establecidos en el art. 131 de la Ley reguladora de esta Jurisdicción, se 
haga especial declaración sobre costas, 
{RJA., 1983, n.° 928, pág. 669). 
1 9 
D E L I T O J U Z G A D O P A R C I A L M E N T E E N E L EXTRANJERO .—Debe tenerse 
en cuento la sanción impuesta por el Tribunal extranjero. Pacto 
de Derechos Civiles y Políticos de las N.U. de 1966. 
Tribunal Supremo (Sala 2.a de lo Criminal): S E N T E N C I A D E 3 
D E MARZO D E 1983. Ponente: D. Mariano Gómez de Liaño y Co-
baleda. 
La sentencia de la Audiencia condenó al procesado Joseph M. K., subdito li-
banes, como autor de un delito de estafa en grado de consumación de los arts. 529 
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núm. 1." y 528 num. 1° ambos del C. P., a la pena de seis años y un día de 
presidio, mayor. 
Contra la expresada resolución recurrió en casación el encartado alegando los 
motivos que se examinan en los siguientes considerandos. 
El T. S. estima el recurso y dicta nueva sentencia en la que condena al pro-
cesado como autor de un delito de estafa en grado de consumación, a la pena 
de seis años y un día de presidio mayor de la que deberán rebajarse tres años, 
en atención de haber sido ya sancionado por el grado de conspiración del mismo 
delito, con esta pena. 
CDO.: Que el Tratado Internacional de 19 diciembre 1966 sobre dere-
chos civiles y políticos, ratificado por España el 13 abril 1977, y por 
consiguiente norma de ordenamiento interno, de estricta observancia por 
imperativo del núm. 1.° del art. 96 de la Constitución Española, el 
art. 14-7, determina que «nadie podrá ser Juzgado ni sancionado por un 
delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto, por una sentencia 
firme, de acuerdo con la Ley y el procedimiento penal de cada país», el 
tercer y último motivo del presente recurso, solamente debe ser estimado 
en parte, pues está articulado por entender que este precepto ha dejado 
de aplicarse indebidamente con la pretensión de que el recurrente no fuese 
castigado por el delito de estafa, por haber sido sancionado en el extran-
jero, porque solamente ha de tenerse en cuenta la sanción impuesta por 
el Tribunal de Londres por el delito de conspiración con ánimo de de-
fraudar, ya que la sentencia recurrida, con apurada técnica jurídico-penal, 
aprecia el delito de estafa consumado de conformidad con el art. 529-1, 
y la sanciona de acuerdo con el 528 ambos del C. P., sin que este grado 
de consumación de la estafa se haya juzgado por el citado Tribunal ex-
tranjero, pero también hay que reconocer, que, por el mismo, se le con-
denó al procesado —condenado y recurrente— como autor de un «delito 
de conspiración con intento de defraudar» a la pena de tres años de pri-
vación de libertad, como se pone de relieve, no solamente por los docu-
mentos alegados como auténticos, sino también del examen que el Tribunal 
hace de. Ja causa para mejor comprensión de los hechos, lo que evidencia 
que si bien es cierto que el grado de consumación de la estafa, no fue 
penado por el Tribunal extranjero, también puede deducirse que la fase 
preparatoria de la misma (conspiración para defraudar) sí fue sancionada, 
puesto que del examen de todo el procedimiento se deduce que los que 
motivaron el enjuiciamiento de los hechos en el extranjero fueron los 
perjudicados de la citada estafa realizada en España, por lo que en la 
sanción correspondiente a la misma, por aplicación analógica «in bonam 
partem» de lo preceptuado en el párr. 2." del art. 337 de |a Ley Orgánica 
del Poder Judicial y por razones de equidad, deberá tenerse en cuenta 
la sanción del Tribunal extranjero para rebajarse la pena impuesta en el 
delito apreciado. 
(RJA., 1983, n.° 1762, pág. 1366). 
20 
E X T R A N J E R O S . — Trabajadores hispanoamericanos. Denegación 
de inscripción en el Registro de Trabajadores extranjeros. Ley 
de 30 de diciembre de 1969. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm0): S E N T E N -
C I A D E 9 D E MARZO D E 1983. Ponente: D. Fernando Roldan Mar-
tínez. 
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La Sala Segunda de Barcelona dictó sentencia en 8 abril 1981, estimando el 
recuros interpuesto por doña Margarita Virginia S. V., contra denegación presunta 
de la Dirección General de Empleo y Promoción Social del M." de Trabajo, de ta 
alzada deducida, contra resolución de la Delegación Provincial de Trabajo de Bar-
celona, sobre inscripción de contrato de trabajo. El fallo de dicha Sala declara 
la nulidad de las resoluciones impugnadas. 
Considerandos de la sentencia apelada: 
CONSIDERANDO: Que la única cuestión a resolver en el presente 
recurso es la de determinar, si con relación a la recurrente, de nacionalidad 
uruguaya, que tiene suscrito contrato de trabajo, se ha aplicado por la 
Delegación de Trabajo en esta Provincia, lo ordenado en las disposiciones 
vigentes sobre contratación de trabajadores extranjeros, habida cuenta de 
la cualidad de hispano-americano que la instante ostenta y que no ha sido 
discutida en ningún momento por la Administración a lo largo de este 
recurso, ni en el expediente en que se dictó Ja resolución recurrida, y a 
tal efecto debe destacarse que las normas reguladoras de los trabajadores 
extranjeros en general y de los hispano-americanos, brasileños, filipinos, 
portugueses y andorranos en particular, lo son, por orden cronológico la 
Ley 29/68 de 20 junio, modificando exacciones por expedición de permisos 
de trabajo a subditos extranjeros, el D. 1870/68 de 27 junio, por el que 
se regulan el empleo, régimen de trabajo y establecimiento de extranjeros 
en España, la L. 118/69 de 30 diciembre sobre igualdad de derechos de 
los trabajadores de la Comunidad Iberoamericana y Filipinas empleados 
en el territorio nacional, y la orden del Ministerio de Trabajo de 15 enero 
1970, por la que se exime a los subditos citados de la obligación de 
proveerle de permiso de trabajo para emplearse en España y a las em-
presas que los coloquen del abono de la tasa correspondiente el D. 552/74 
de 14 febrero que regula el régimen de entrada, permanencia y salida de 
los extranjeros en España y el reciente R. D. 1874/78 de 2 junio que 
regula la concesión y renovación de permisos de trabajo a extranjeros. 
CDO.: Que si bien la segunda de las disposiciones citadas, estable-
cidas para los trabajadores extranjeros en general, determina, en su art. 4.° 
que, para que un extranjero pueda trabajar en España, habrá de obtener 
precisamente la correspondiente autorización que se, expide en forma de 
Permiso de Trabajo y en su art. 7." que el extranjero que pretende trabajar 
por cuenta ajena, precisará haber suscrito previamente un contrato de Tra-
bajo cuya .validez se condiciona a su visado por la Delegación de Trabajo 
de la provincia en que tenga su residencia la Empresa que le hubiese 
contratado y a la expedición del permiso de trabajo estableciéndose en los 
arts, 9 y 10 determinadas causas de desestimación de las solicitudes ae 
concesión de los mismos y entre ellas la del ap. a) del art. 10 cuando 
se refiere a actividades en las que existiera a juicio de Dirección General 
de Trabajo, excedente de mano de obra nacional sin colocar, frente a 
cuyas disposiciones la L. 118/69 prevé una determinada situación de pri-
vilegio para los trabajadores que pertenezcan a pueblos miembros de la 
Comunidad Iberoamericana y Filipina, estableciéndose en su artículo único 
que los trabajadores de tal condición «que residan y se encuentren legal-
mente en territorio español», se equiparan a los trabajadores españoles en 
lo que respecta a sus relaciones laborales, cualquiera que sea la forma de 
su regulación, eximiéndoles del pago de los derechos derivados de su 
condición», y en la Disposición Adicional se faculta al Ministerio de Tra-
bajo para el desarrollo y ejecución de la Ley, lo que se llevó a cabo 
mediante la O. de 15 enero 1970, en cuyo art. 1." se determina que los 
mencionados subditos «que actualmente trabajan en territorio nacional o 
pretenden trabajar en él por cuenta propia o ajena quedan exentos de la 
obligación de proveerse del permiso de trabajo, que, con carácter general 
y para todos los extranjeros que realizan su actividad laboral en España, 
se exige, así como del abono de la tasa de expedición de dicho documento, 
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eximiendo en el art. 2° a las empresas que los empleen de la tasa empre-
sarial que les corresponde, y en el art. 3.°, que dichas empresas podrán 
emplear aquellos trabajadores libremente y sin sujeción a las normas y 
requisitos que para la colocación de trabajadores extranjeros en España 
establece el D. 1870/1968, limitándose únicamente a establecer unas pre-
venciones de registro de tales contrataciones en la Delegación de Trabajo, 
a efectos estadísticos y de control, obligando a las empresas que empleen 
a los trabajadores, a remitir los contratos a la misma, antes de que el tra-
bajador inicie su actividad laboral. 
CDO.: Que determinándose en el artículo único de la L. 118 de 1969, 
que el privilegio establecido en la misma en favor de los hispano-america-
nos y de otras nacionalidades de algún modo vinculadas a la nuestra, se 
concede a los «que residen o se encuentren legalmente en territorio espa-
ñol» forzosamente debe relacionarse esta situación con lo dispuesto en el 
D. 1870 de 1968, de 20 junio y con lo establecido en el D. 522/1974 de 
febrero antes citados, pues si ha entrado en España un subdito extranjero 
sin previo contrato de trabajo que se les exige para obtener la domici-
liación con permiso de permanencia o de residencia, forzosamente ha de 
hacerlo como turista transeúnte (art. 14 del Decreto últimamente citado), 
y si éste pretende permanecer en España como permite el ap. 2 del art. 16, 
al establecer que «antes de finalizar tales plazos (se refiere a los que per-
mitan el visado o los acuerdos internacionales en vigor), deberán salir de 
España o solicitar permiso de permanencia que les autoricé a continuar 
en ella» previniendo el art. 17 «que los permisos de permanencia podrán 
ser discrecionalmente concedidos, atendidos los antecedentes del solicitante 
...» y que posteriormente puede solicitarse la residencia y el art. 24, que 
«los extranjeros que pretendan obtener autorización de residencia o permiso 
de permanencia con el propósito de ejercer en España alguna actividad labo-
ral por cuenta propia o ajena, deberán presentar, juntamente con la corres-
pondiente solicitud, un permiso de trabajo expedido por la Autoridad 
Laboral competente, o el certificado de inscripción cuando se trate de 
extranjeros a que se refiere la L. de 30 diciembre 1969, a cuyo requisito 
se condiciona la expedición de aquellos documentos y de sus prórrogas», 
de donde se desprende que la normativa legal es lo suficientemente com-
pleta para dar solución a problemas como el que la recurrente tiene 
planteado, de forma que el supuesto obstáculo en que se basa la resolución 
de la Delegación Provincial de Trabajo de Barcelona recurrida, para dene-
gar la inscripción del contrato de trabajo interesada, queda resuelto por 
aplicación de las normas antes reseñadas, pudiéndose plantear únicamente 
una cuestión de conflicto respecto al Departamento Ministerial que debe 
resolver primero, el Ministerio de Trabajo, o sus órganos periféricos, o la 
Dirección General de Seguridad, el primero respecto a la previa inscripción 
de contrato de trabajo, y el segundo respecto a la concesión del permiso 
de permanencia, inicialmente y posteriormente el de residencia, pero tal 
cuestión, que, en principio y por pura lógica, debería ser el de la ins-
cripción de contrato de trabajo como medio indispensable de asegurar la 
subsistencia del trabajador o familia que intenta permanecer en España, y 
como premisa ineludible de acreditar medios económicos de no tenerlos 
de otras fuentes, no es causa suficiente para denegar la inscripción inte-
resada, por cuanto supuesto que una Ley no puede conceder derechos que 
en forma alguna puedan disfrutarse por el beneficiario, como ocurriría 
en el caso de una interpretación rigurosa y estrictamente literal que con 
el texto del artículo único de la L. 118 de 1969, las resoluciones impug-
nadas, el ordenamiento jurídico da medios suficientes para resolver aquel 
supuesto conflicto antes aludido, aplicando lo dispuesto en el art. 39 de 
la L. Pro. Adm. que establece el procedimiento adecuado para «cuando se 
trate de autorizaciones o concesiones en las que, no obstante referirse a 
un solo asunto u objeto, hayan de intervenir con facultades decisorias, dos 
o más Departamentos Ministeriales o varios centros directivos de un Mi-
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nisterio se instruirá un solo expediente y se dictará una resolución única», 
y más específicamente el reciente R. D. 1874/1978 de 2 junio, antes citado 
establecen el procedimiento para la concesión y renovación de permisos de 
trabajo a extranjeros, determinando en su art. 1." que los extranjeros que 
pretenden realizar en España una actividad lucrativa por cuenta propia o 
ajena deberán solicitar simultáneamente ante el Gobierno Civil de la Pro-
vincia el permiso de trabajo y el correspondiente permiso de permanencia 
o autorización de residencia, regulándose un trámite paralelo y comunicado 
para la satisfacción de aquella pretensión, todo lo cual evidencia que las 
resoluciones combatidas al no tener en cuenta la legislación aplicable al 
obstáculo procedimental subsanable con los medios establecidos por la 
L. Pro. Adm., rechazando la inscripción solicitada en el Registro de Tra-
bajadores hispano-americanos, no se ajustan a derecho, sin que sea obstáculo 
para tal declaración el que pudieran existir peticiones para el empleo que 
la solicitante ocupa, por cuanto tal disposición, no rige para ellos, toda 
vez que están equiparados por la Ley en todos sus derechos a los traba-
jadores españoles y exentos de la obligación de proveerse de contrato de 
trabajo y de las normas restrictivas que tal exigencia lleva consigo, ante 
cuya declaración legal ceden cualesquiera otros preceptos reglamentarios, 
circulares de Servicios o Normas Orientadoras que por circunstancias tem-
porales o de mejor servicio pudiera estimar oportuno establecer la Admi-
nistración recurrida, procediendo, en consecuencia, declarar la nulidad de 
las resoluciones impugnadas. 
CDO.: Que no apreciándose temesridad, ni mala fe en ninguno de los 
litigantes, no procede hacer especial condena en costas. 
Considerando del Tribunal Supremo: 
CONSIDERANDO: Que apreciado correctamente el supuesto de hecho 
no discutido de la nacionalidad uruguaya de la trabajadora de la Em-
presa «M.», doña Margarita Virginia S. V., demandante en el recurso inter-
puesto por su representación procesal contra las resoluciones de la Dele-
gación Provincial de Trabajo de Barcelona de 8 noviembre 1977 que denegó 
su inscripción laboral en el Registro de trabajadores extranjeros, confirmada 
por silencio en vía de alzada por la Dirección General de Empleo y Pro-
moción Social del Ministerio de Trabajo, la normativa aplicada por la 
Sentencia apelada, que en la misma se cita, es la debida, pues, conforme 
a una reiterada doctrina jurisprudencial de esta Sala sobre la vigencia de la 
L. de 30 diciembre 1969 y Orden Ministerial de 15 enero 1970, en orden 
al privilegio que otorgan a los subditos hispano-americanos de equipararse 
a los trabajadores españoles en lo que respecta a sus relaciones laborales, 
cualquiera que sea la forma de su regulación, de no necesitar para trabajar 
en España por cuenta propia o ajena de tener que proveerse de Permiso 
de Trabajo, no procediendo, en consecuencia, denegar la inscripción soli-
citada en el correspondiente registro de Trabajadores, debe ser confirmada 
la Sentencia apelada, por sus propios fundamentos, al no constar que su 
entrada y estancia en territorio español fuese ilegal; sin que se aprecien 
motivos para hacer una especial imposición de las costas de esta segunda 
instancia. 
(RJA., 1983, n.° 6827, pág. 5234). 
2 1 
EXTRANJEROS .—Permiso de trabajo; obligatoriedad de la ob-
tención y renovación. Decretos de 27 de julio de 1968 y 3 de mayo 
de 1980. 
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Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): S E N T E N C I A D E 10 D E 
MARZO D E 1983. Ponente: D. J. A. del Riego Fernández. 
El T. S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Bashir A. y otros contra la sentencia de la Mag. Trab., que desestimó la de-
manda promovida por los recurrentes contra Los Guindos, S. A., sobre extinción 
del contrato de trabajo. 
CONSIDERANDO: Que el fallo de instancia, que desestima la pre-
tensión de los trabajadores recurrentes de que sus despidos sean declarados 
nulos o improcedentes, con vigencia de sus contratos de trabajo y readmi-
sión hasta que los mismos se resuelvan por la Autoridad Laboral com-
petente, no incurre en la infracción por violación, que se invoca en el 
primer motivo del recurso al amparo del num. 1 del art. 167 de la L. Pro. 
Lab., del art. 15 del Estatuto de los Trabajadores, pues aunque han venido 
trabajando varios años sin interrupción, en actividades normales y perma-
nentes, para la empresa demandada, por virtud de sucesivos contratos, 
sus cláusulas de temporalidad se relacionan con su condición de no nacio-
nales —subditos de Marruecos— y con la existencia de permiso de trabajo 
en vigor mediante las correspondientes renovaciones, concedido por la Au-
toridad Administrativa competente, fundándose al decisión de la empresa de 
darles de baja en la misma precisamente en que expiró la vigencia de 
tales permisos de trabajo, no existiendo constancia de que los interesados 
hayan solicitado su renovación y en su caso recurrido una eventual reso-
lución denegatoria, sin que esta baja o cese en tales condiciones implique 
infracción del precepto mencionado, porque la posibilidad de ser parte 
los extranjeros válidamente en un contrato de trabajo y de mantener su 
vigencia queda regulada, conforme previene el ap. c) del art. 7 del 
Estatuto de los Trabajadores, por la legislación específica sobre la materia, 
es decir, por los arts. 4, 17 y concordantes del D. de 27 julio 1968 y 
R. D. de 3 de mayo 1980 que establecen la referida obligatoriedad del 
permiso y su renovación, cuya falta determina la imposibilidad de mantener 
la vigencia de los contratos, como además las partes establecieron, tanto 
en el contrato inicial como en sus sucesivas prórrogas. 
CDO.: Que el segundo motivo, con el mismo amparo procesal, en que 
se alega infracción por violación del art. 51-2." del Estatuto de los Tra-
bajadores, está también destinado al fracaso, pues la baja de los deman-
dantes no se basa en la existencia de una situación de crisis que deter-
mine la conveniencia de la extinción de sus contratos, sino, como queda 
dicho, en la falta de un requisito esencial para mantener válidamente el 
contrato de trabajo, al no haber sido renovados los necesarios permisos, y 
ello impide el ejercicio con éxito de pretensiones, como la de autos, 
dirigida a dejar sin efecto el cese y a mantener la vigencia del vínculo 
laboral, ya que los actores conocedores de la necesidad del permiso como 
condición determinante de la posibilidad de trabajar, si se creían con de-
recho a la renovación del mismo debieron deducir la oportuna petición 
ante la Autoridad administrativa competente, formulando, en su caso la 
correspondiente reclamación contra su decisión, por todo lo que, al no 
suscitarse otros temas de casación, el recurso, de acuerdo con lo dicta-
minado por el Ministerio Fiscal, ha de ser desestimado. 
(RJA., 1983, n.° 1137, pág. 858). 
22 
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B L I C A S S U S C E P T I B L E S D E AMPARO.—Convención Europea de Dere-
chos Humanos. Sentencia del Tribunal Europeo. 
Tribunal Constitucional (Sala 1.a): S E N T E N C I A D E 1 4 D E MARZO 
D E 1983. Recurso de amparo 2 7 8 / 1 9 8 2 . Ponente: D. Rafael Gómez-
Ferrer. 
II. FUNDAMENTOS DE DERECHO 
2. Problema distinto al de la legitimación, que conecta ya con la 
cuestión de fondo, es el de determinar si el objeto del recurso entra o no 
en el ámbito limitado del recurso de amparo, que se circunscribe a la 
tutela de los derechos y libertades reconocidos en los artículos 14 a 29 de 
la Constitución y a la objeción de conciencia de su artículo 30. Pues, en 
efecto, si la Diputación Foral (ahora la Comunidad Foral) no fuera titular 
del derecho a la tutela judicial efectiva que reconoce el artículo 24 de la 
Constitución a «todas las personas», resultaría que, como ha sido la única 
afectada en su eventual derecho fundamental por la resolución impugnada, 
el presente recurso no tendría por objeto la tutela de un derecho funda-
mental susceptible de amparo, por lo que debería ser desestimado. Así lo 
acredita, por lo demás, la simple lectura del artículo 55.1 de nuestra Ley 
Orgánica, que contempla todos los posibles pronunciamientos estimatorios, 
que enumera, en relación a la protección, reconocimiento y restablecimiento 
del derecho fundamental. 
De aquí la necesidad de resolver si el artículo 24,1 de la Constitución, 
al afirmar que «todas las personas tienen derecho a obtener la tutela efec-
tiva de los Jueces y Tribunales en el ejercicio de sus derechos e intereses 
legítimos, sin que en ningún caso pueda producirse indefensión», com-
prende a la Diputación Foral cuándo actúa en una relación laboral, que es 
el caso aquí planteado. 
El recurrente, al hilo de la legitimación, sostiene que la titularidad de 
los derechos fundamentales y libertades públicas susceptibles de amparo 
soló corresponde a los ciudadanos, a cuyo efecto cita el artículo 53.2 de la 
Constitución. La Sala, sin embargo, no puede compartir esta interpretación 
del mencionado precepto, ya que basta leer los artículos 14 a 29 para 
deducir el sentido del artículo 53.2, que es el afirmar que cualquier ciuda-
dano puede recabar la tutela de tales libertades y derechos, es decir, que 
todos los ciudadanos son titulares de los mismos, pero sin que ello limite 
la posible titularidad por otras personas. 
La cuestión de la titularidad de los derechos fundamentales no puede 
ser resuelta con carácter general en relación a todos y cada uno de ellos. 
La mera lectura de los artículos 14 a 29, a que antes nos referíamos, acre-
dita que existen derechos fundamentales cuya titularidad se reconoce expre-
samente á quienes no pueden edificarse como ciudadanos, como «las comu-
nidades» —artículo 16—, las personas jurídicas —artículo 27.6— y los sin-
dicatos —artículo 28.2— que hay otros derechos fundamentales que por su 
propio carácter no entran en aquellos de los que eventualmente pueden 
ser titulares las personas jurídicas, como la libertad personal —artículo 17— 
y el derecho a la intimidad familiar —artículo 18—, y, por último, en 
algún supuesto, la Constitución utiliza expresiones cuyo alcance hay que 
determinar, como sucede en relación a la expresión «todas las personas» 
que utiliza su artículo 24. 
Pues bien, la expresión «todas las personas» hay que interpretarla en 
relación con el ámbito del derecho de que se trata, es decir, con «la tutela 
efectiva de los jueces y Tribunales», que comprende lógicamente, en prin-
cipio, a todas las personas que tienen capacidad para ser parte en un 
proceso, capacidad que no puede negarse a la Diputación Foral —hoy Co-
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munidad Foral— en sus relaciones jurídico-laborales, sin que sea necesario 
examinar en el presente recurso si la solución anterior sería también de 
aplicación en el supuesto de que se tratara de relaciones de carácter jurídico-
administrativo. Por lo demás, y como es sabido, el Tribunal Europeo de 
Derechos Humanos ha entendido de casos en aquellos conflictos han sido 
promovidos por personas jurídicas (sentencias de 27 de octubre de 1975 y 
de 6 de febrero de 1976), y el artículo 6.° del Convenio reconoce el dere-
cho a la tutela judicial para las relaciones civiles y penales, expresión que 
no tienen el sentido de excluir las de carácter laboral ni, por lo tanto, los 
recursos que tienen por objeto la actuación de los órganos judiciales com-
petentes en materia laboral (sentencia del Tribunal Europeo de 6 de mayo 
de 1981, casi Buchholz). Por lo que, en definitiva, si tuviéramos que acudir 
a los tratados y convenios ratificados por España para interpretar el ar-
tículo 24.1 de la Constitución —de acuerdo con su artículo 10.2— quedaría 
confirmada la conclusión anterior que deriva de una interpretación lógica 
de la propia norma fundamental, que es de preferente aplicación. 
(BJC, 1983-24, marzo, pág. 365). 
2 3 
L I B E R T A D S I N D I C A L . — C a r t a Social Europea. Pacto de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales. Convenio n.° 8 7 de la Organi-
zación Internacional del Trabajo. Art. 10.2 de la Constitución 
Española. 
Tribunal Constitucional (Sala 1.a): S E N T E N C I A D E 2 5 D E MARZO 
D E 1983. Recurso de amparo 8 8 / 1 9 8 2 . Ponente: D. Manuel Díaz 
de Velasco Vallejo. 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo número 88/82, promovido por la Confedera-
ción Nacional del Trabajo (CNT), representada por el Procurador de los 
Tribunales don Felipe Ramos Cea y bajo la dirección del Letrado don Ra-
fael Burgos Pérez, contra la resolución de 2 de abril de 1981 del Instituto 
de Mediación, Arbitraje y Conciliación (IMAC) y las sentencias de la Sala 
de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 8 de octubre 
de 1981 y la Sala Tercera del Tribunal Supremo de 3 de febrero de 1982. 
En dicho recurso han comparecido el Ministerio Fiscal y el Abogado del 
Estado y ha sido Ponente el Magistrado don Manuel Diez de Velasco 
Vallejo, quien expresa el parecer del Tribunal. 
I. ANTECEDENTES 
1." El 18 de marzo de 1982 se presentó ante este TC la demanda de 
recurso de amparo a que se hace referencia en el encabezamiento de esta 
sentencia. El Sindicato recurrente entiende que el contenido de la resolu-
ción del IMAC a que nos hemos referido, publicada en el «Boletín Oficial 
del Estado» el 14 de abril de 1981, y en el que se hicieron públicos 
los resultados globales de las elecciones a representantes de los trabajadores 
en las Empresas era ambiguo e incompleto. 
La resolución del IMAC antedicha, al no publicar la abstención habida 
en las elecciones, que había propugnado el Sindicato recurrente, vulneraba, 
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según el mismo, el principio de imparcialidad y no injerencia de la Admi-
nistración en el funcionamiento, organización y tácticas de los Sindicatos, 
garantizados por el principio de libertad sindical que se contempla en el 
artículo 28, número 1, en relación con los artículos 14 y 23 de la Consti-
tución Española (CE) (R. 1978, 2836). Dicho principio de libertad sindical 
considera la recurrente que ha sido violado en el presente caso. 
Contra la resolución del IMAC de 2 de abril de 1981 el Sindicato CNT 
interpuesto recurso contencioso-administrativo en base a la Ley 62/1978, 
de 26 de diciembre, de protección jurisdiccional de los derechos fundamen-
tales de la persona, La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Au-
diencia Nacional, por su sentencia de 8 de octubre de 1981, desestimó el 
recurso por considerar que la omisión de los datos que motivaba la impug-
nación «no podía afectar, lesionándolo, el derecho de libertad sindical 
invocado, cualquiera que fuese el alcance que a éste es otorgue». Final-
mente, e interpuesto recurso de apelación contra dicha sentencia, la Sala 
Tercera del Tribunal Supremo desestimó y confirmó la decisión recurrida 
en base a argumentos similares a los de la sentencia recurrida. 
II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
1. El tema planteado por la Confederación Nacional del Trabajo en 
su demanda consiste, sustancialmente, en determinar si la omisión en la 
publicación de los resultados de las elecciones a representantes de los traba-
jadores en las Empresas, cuya proclamación oficial incumbe legalmente al 
IMAC del dato relativo a la cuantificación global del número de votantes 
respecto al censo electoral total afecta o no al derecho a la libertad sindical 
consagrado en el artículo 28, número 1, de la CE. 
Pues bien, al margen de que la publicación de tal dato por el IMAC 
no viene expresamente exigido por el artículo 75, número 5, del Estatuto 
de los Trabajadores ni por el atrículo 12 de la Orden de 26 de septiembre 
de 1980, por la que se aprueban las normas para la celebración de elec-
ciones a los órganos de representación de los trabajadores en la Empresa, 
lo cierto es que el tema queda al margen de la competencia de este TC, 
que, como ha puesto reiteradamente de manifiesto en numerosas resolu-
ciones, no está establecido para enjuiciar cuestiones relativas a la legalidad 
ordinaria de la actuación de los poderes públicos. Su competencia, sin 
embargo, le obliga a ver si la omisión del dato en cuestión ha supuesto 
o no una actitud de injerencia de la Administración en relación con la acti-
vidad desarrollada por una Central sindical (la CNT) o, lo que es lo mismo, 
si ha habido un trato discriminatorio por parte de la Administración —en 
este caso el IMAC— a un Sindicato, que se vería así perjudicado —por 
haber propugnado la abstención en las elecciones— en relación a los demás, 
que habían participado en dichas elecciones presentando y apoyando sus 
respectivos candidatos, y todo ello naturalmente desde la perspectiva del 
derecho a la libertad sindical consagrado en el artículo 28, número 1, de 
la CE. 
2. Antes de seguir adelante conviene precisar que, desde luego, en el 
ámbito del derecho a la libertad sindical, consagrado en el precepto consti-
tucional referido, se comprende, sin ninguna duda, el derecho a que la 
Administración Pública no se injiera o interfiera en la actividad de las 
organizaciones sindicales y a no ser éstas discriminadas entre sí por parte 
de aquélla de modo arbitrario o irrazonable. 
A este respecto es de destacar que por muy detallado y concreto que 
parezca el enunciado del artículo 28, número 1, de la CE a propósito del 
contenido de la libertad sindical, no puede considerársele como exhaustivo o 
limitativo, sino meramente ejemplificativo, con la consecuencia de que la 
enumeración expresa de los derechos concretos que integran el genérico de 
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libertad sindical no agota, en absoluto ,el contenido global o total de dicha 
libertad. 
Por otro lado, no puede olvidarse tampoco que, de acuerdo con el ar-
tículo 10, número 2, de la propia CE, las normas relativas a los derechos 
fundamentales y a las libertades que la misma reconoce han de interpre-
tarse de conformidad con la Declaración Universal de Derechos Humanos y 
los tratados y acuerdos internacionales sobre dichas materias ratificados por 
España y que entre ellos está el Pacto de Derechos Económicos y Sociales 
de 1966 (artículo 8.°) y la Carta Social Europea de 1961 (artículo 5.°). 
Además, España ha ratificado el Convenio 87 de la Organización Interna-
cional de Trabajo (OIT), en el cual, tras declarar que las organizaciones 
de trabajadores (y de empresarios) «tienen el derecho de redactar sus Esta-
tutos y Reglamentos administrativos, el de elegir libremente sus represen-
tantes, el de organizar su administración y sus actividades y el de formular 
su programa de acción», señala con todo énfasis que «las autoridades pú-
blicas deberán abstenerse de toda intervención que tienda a limitar este 
derecho o a entorpecer su ejercicio legal». 
Los Sindicatos tienen, por tanto, el derecho a ejercer libremente sus 
actividades y a probar y poner en práctica sus programas de actuación y, 
correlativamente, a que los poderes públicos y, en concreto, la Administra-
ción, no se interfiera en tales actividades o entorpezca la ejecución de aque-
llos programas. 
3. Centrándonos ahora en el supuesto objeto de la presente sentencia 
hemos de afirmar que la Administración, y en concreto el IMAC, habría 
actuado contra la libertad sindical a que tiene derecho la CNT, como cual-
quier otro Sindicato, si hubiera impedido u obstaculizado la campaña de 
abstenciones propugnada por la misma en las elecciones a representantes 
de los trabajadores en las Empresas, impedimneto u obstáculo que ni si-
quiera se afirma por la recurrente que se haya producido en la realidad. 
La CNT entiende, sin embargó; que tal impedimento u obstáculo se pro-
duce, de hecho y en relación con sus planes futuros de actuación sindical, 
en la medida en que la resolución del IMAC por la que se hacen públicos 
los resultados globales de dichas elecciones no recoge el dato relativo a la 
abstención, que era la postura que ella había defendido y que eso supone 
no sólo un trato discriminatorio con respecto a las Centrales sindicales que 
habían optado por la participación electoral a través de la oportuna pre-
sentación de candidatos recomendando la votación de los misrrios y cuyos 
datos habían quedado reflejados en el número de representantes elegidos, 
sino también, como se ha dicho ya, una injerencia en la actividad sindical 
futura de la CNT, cuyas eventuales propuestas de abstención electoral no 
iban a recibir presumiblemente por la Administración el mismo tratamiento 
informativo que las propuestas de participación. 
Ahora bien, aun reconociendo en abstracto que la existencia de un 
trato discriminatorio a uno o varios Sindicatos con respecto a los demás 
por parte de la Administración supondría un atentado a los artículos 28, 
número 1, y 14 de la CE —preceptos que, como ya señalara la sentencia 
de este TC número 65/1982, invocando expresamente tanto la jurispru-
dencia del Tribunal Europeo de Derechos Humonas como la suya propia, 
han de ser examinados conjuntamente—, lo cierto es que ni el recurso de 
amparo está establecido constitucional y legalmente para evitar eventuales 
lesiones futuras, respecto de las cuales resulta extemporáneo —como ya afir-
mó con toda rotundidad la sentencia de este TC número 24/1981— ni la 
omisión del dato relativo a la abstención electoral en la resolución del 
IMÁC puede reputarse en absoluto de discriminatoria ni, mas en general, 
atentatoria al derecho a la libertad sindical. 
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FALLO 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la 
autoridad que le confiere la Constitución de la Nación Española, 
Ha decidido: 
Desestimar el recurso de amparo interpuesto en nombre de la Confede-
ración Nacional (CNT) y declarar que no han sido violados los derechos 
constitucionales invocados por la recurrente en la resolución de 2 de abril 
de 1981 («Boletín Oficial del Estado» de 14 de abril de 1981) del Instituto 
de Mediación, Arbitraje y Conciliación (IMAC) y en las sentencias de la 
Audiencia Nacional de 8 de octubre de 1981 y de la Sala Tercera del 
Tribunal Supremo de 3 de febrero de 1982. 
(BJC, 1983-24, abril, pág. 382). 
2 4 
C O N T R A T O D E TRABAJO. C O M P E T E N C I A J U D I C I A L I N T E R N A C I O N A L D E 
L O S T R I B U N A L E S ESPAÑOLES .—Demanda de trabajador español con-
tra empresa española por servicios prestados paar ella en el ex-
tranjero. Relaciones empresa española-empresa extranjera. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): S E N T E N C I A D E 2 8 D E 
M A R Z O D E 1983. Ponente: D. Félix de las Cuevas. 
Eí T. S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
Domingo H. O. contra la sentencia de laMag. Trab., seguidos a instancia del re-
currente contra Máquinas de Coser Alfa, S. A., sobre resolución de contrato. 
CONSIDERANDO: Que alegada en la instancia la incompetencia de la 
Mag. Trab. para resolver la cuestión ante ella planteada, fue desestimada la 
excepción, siendo alegada en el escrito de impugnación, y mantenida como 
criterio en el dictamen que ha emitido el M.° Fiscal, en atención a lo cual 
se pasa a examinar si concurren los requisitos que configuran la relación 
procesal como una de las que están atribuidas a la jurisdicción laboral: para 
ello se ha de partir de la demanda deducida, dirigida contra una sociedad 
anónima española por un español por los servicios que, según dice, ha 
prestado para ella en el extranjero en una filial, sucursal o establecimiento 
de dicha demandada, con lo que bastará recordar el contenido del art. 1-4 
del Estatuto de los Trabajadores, para que, en principio, y sin perjuicio 
de lo que resulte del estudio del recurso, se haya de admitir que la com-
petencia radica en el Tribunal ante el que fue presentada la demanda, sin 
que quede enervada por la atribución de la categoría de director o funcio-
nes asimilados porque la limitación territorial y funcional que de la que 
se parte impiden sea asimilado a alto cargo de la demandada, por lo que 
se ha de mantener la decisión adoptada por la Magistratura y por ello 
conocer de los diversos motivos del recurso en los que, claro es, no se 
propone esta cuestión que en todo caso, como presupuesto indeclinable, 
habría de ser examinada de oficio. 
CDO.: Que el error de hecho que acusa el recurrente con base en el 
documento que figura al folio 16 de los autos se rechaza porque la mayor 
antigüedad que le atribuye la sentencia recurrida en nada puede influir 
en la variación del pronunciamiento y sabido es que reiteradamente se ha 
mantenido como doctrina por la Sala que no merece acogida un motivo 
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que resulte intranscendente, aparte que, pudo no coincidir (aun cuando 
debiera) el alta en la Seguridad Social con la iniciación de los servicios en 
la empresa y sin que sea aceptable que se adicione con la indicación que 
continúa en dicha situación porque no lo dice expresamente el referido 
documento y habría que acudir a una deducción para poder hacer tal afir-
mación, método inválido porque el error ha de aparecer del documento' 
mismo de manera directa e inmediata, resultando evidente, además se ha-
de recordar que la situación ante la Seguridad Social, no es determinante 
de la existencia o pervivencia de una relación laboral. 
CDO.: Que el segundo submotivo se funda en el contenido de las 
opiniones vertidas en los años 1965 y 1966 en unos informes emitidos por 
personas afectas a la demandada, particularidad que excluye la posibilidad 
de ser tenidas en cuenta porque no se trata del medio idóneo, documento, 
que como tal se propone ya que cuando más podrá ser una manifestación 
testifical extrajudicial, inhábil para lo pretendido por lo que no procede 
reformar el ap. 2." del resultando impugnado. 
CDO.: Que se ataca el hecho 3.° del resultando que narra lo declarado' 
probado, en el que se afirma que la empresa para la que el actor prestaba 
servicios es la Alfa Sewing Machine Company Limited, constituida en Ingla-
terra en 7 septiembre 1961 y que es independiente y autónoma respecto de 
la demandada si bien ésta absorbe el 99 % de las acciones de aquélla con 
la que mantuvo en todo momento estrechas relaciones comerciales y de 
colaboración, pretendiendo que se suprima la nota de autonomía e inde-
pendencia citada y que se afirme que la sociedad inglesa es una filial de 
la demandada, la que ejercita el poder de organización sobre aquélla, coin-
cidiendo su actividad productiva y englobando a sus todos trabajadores en 
el círculo organicista y rector descrito en el art. 1-1 del Estatuto de los 
Trabajadores, pretensión de la que inmediatamente y dado el carácter jurí-
dico y no fáctico de lo propuesto, ha de rechazarse de plano la última 
expresión, desestimándose también las restantes, no sólo por la índole de 
los numerosos escritos a que hace referencia de cuyo examen se ha de 
extraer una conclusión procediendo por tanto a desconocer la propia natu-
raleza del recurso interpuesto en cuanto exige que el error de hecho apa-
rezca directa e inmediatamente del o de los documentos propuestos como 
medio de demostración de la evidencia del error, pero no mediante con-
clusiones derivadas de deducciones que del estudio de tales documentos se 
realicen, porque ello supone convertir en una revisión de la prueba propia 
de la segunda instancia, lo que no está permitido en este tipo de recurso; 
además, lo que manifiesta el recurrente, está recogido con similares palabras 
en el ap. 4 ° del resultando citado, siendo de resaltar que la negación de la 
independencia y autonomía de la sociedad inglesa, como tal, viene contra-
dicha por la escritura que figura al folio 213 y siguientes y por su propia 
configuración lo que determina se desestime este motivo. 
CDO.: Que en el cuarto que ha formulado, pretende se suprima la refe-
rencia a que la demandada es accionista mayoritaria de la empresa inglesa 
para sustituirlo por otra es la que se haga constar que «la empresa Máqui-
nas de Coser Alfa, S. A., es propietaria de la empresa inglesa», expresión 
rechazable no sólo por la licencia de léxico, al estar configurada esta última, 
según se dijo como compañía limitada por acciones según resulta de la 
escritura de constitución, folios 213 y 213 vt.°, sino porque además de los 
mismos documentos que la parte propone, independientemente de su efi-
cacia como tales, demuestran lo contrario confirmando lo que el Magistrado 
afirmó o sea, que el 99 % de las acciones (que son cien), corresponden a la 
demanda y la otra, el 1 %, a una persona física, de cuyos documentos no 
aparece que sea el Presidente del Consejo de Administración, aparte de 
destacar que el folio 111 carece de traducción: por tanto no puede accederse 
a lo pretendido. 
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CDO.: Que en quinto lugar quiere desconocer la afirmación del ca-
rácter de Director y Secretario de la empresa inglesa, porque de los docu-
mentos que cita y de la apreciación que de la prueba hace entiende no 
existe nada que demuestre tal aserto, arriesgada aseveración porque preci-
samente en la confesión, el actor comienza diciendo que era Director y 
Secretario de la empresa de Londres, aparte de pretender sustituir las facul-
tades que al Juzgador confiere el art. 89-2 de la L. Pro. Lab., haciendo un 
examen de la prueba (como se ha indicado muy incompleto) que no es 
función que corresponda a la parte a los efectos de detectar errores de 
hecho denunciables, que sólo pueden serlo a través de los medios que 
arbitra el núm. 5 del art. 167 de la Ley Procesal citada, por lo que el 
motivo declina. 
CDO.: Que vuelve en el sexto submotivo a impugnar lo que no tuvo 
éxito en el segundo que expuso, si bien sobre la modificación consistente 
en suprimir en el ap. 6.° del resultando combatido que el actor pertenecía 
a la empresa inglesa de referencia, haciéndose constar en su lugar, especí-
ficamente, que «el actor pertenecía por entero a la plantilla de Máquinas de 
Coser Alfa, S. A. de Eibar», lo que pretende deducir de una carta de 5 marzo 
1973 referente a ofrecimiento de acciones a empleados de la demandada y 
dirigida al actor, del art. 6." de los Estatutos de la Caja de Previsión y 
Socorro de obreros y empleados de la demandada, a la que pertenece el 
actor como reconoce el apartado que se intenta variar, lo que ocurre con los 
documentos de los folios 56 y 98; siendo rechazable, conforme se dejó 
expuesto al tratar del submotivo 1.°, las consecuencias que pretende extraer 
del que figura al folio 16, así como admitido como está por la sentencia 
recurrida que la demandada «en su condición de accionista mayoritario de 
la empresa inglesa... vino ejerciendo un control directivo de esta última que 
se manifestaba en... determinación de la política salarial», siendo conse-
cuencia que no supone desconocer la pertenecía del actor como empleado, 
a la empresa inglesa, que se le señalase un complemento e, incluso como 
español residente en el extranjero, que se le facilitase el abono de canti-
dades en España, porque lo que no dicen tales medios de prueba es que 
tales percepciones fueran por cuenta y a cargo de la demandada: por tanto, 
se desestima también este submotivo. 
CDO.: Que por último en orden a los hechos declarados probados, pre-
tende se suprima en el séptimo apartado la referencia a su cualidad de 
Director, apoyándose en las razones que ha dejado expuestas en los ante-
riores submotivos, manifestación que es suficiente para justificar su deses-
timación aparte de recordar lo que se dejó razonado al tratar del quinto 
punto de su impugnación del relato fáctico. 
CDO.: Que desechados los anteriores motivos (denominados submoti-
vos por el recurrente), cuyo amparo se fundamentó en el art. 167-5 de la 
L. Pro. Lab., se acoge al núm. 1 del mismo precepto procesal para de-
nunciar violación del art. 1253 del C. Civ., en un aspecto, porque a su 
juicio, el Magistrado hace «derivar una conclusión lógicamente aceptable», 
lo que pugna con el enunciado del concepto de infracción alegado, porque 
si ha extraído una conclusión, ha aplicado la presunción, luego debió de-
nunciar aplicación indebida, mientras que en otro, refiriéndose al contenido 
del ap. 4° de los hechos probados pretende el recurrente obtener la con-
clusión consistente en que «se incide en la descripción del art. 1.", párr. 1 
del Estatuto de los Trabajadores, ya que la empresa filial, con su personal, 
estaba dentro del ámbito de organización y dirección de Alfa-España», cues-
tión que, independientemente de haber requerido se acusase la infracción 
del citado art. 1." mencionado, no cabe admitir que la empresa inglesa esté 
incluida en el supuesto citado, para deducir que también lo está su 
personal porque en el citado precepto el trabajo que se regula y comprende 
es el humano, de persona singular o natural, como trabajador, en cuyo 
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concepto no cabe admitir la persona jurídica, aun cuando no se haga refe-
rencia a las aptitudes intelectuales o manuales, no se ha producido un 
cambio de naturaleza en el sujeto trabajador del contrato; los preceptos del 
Estatuto que al mismo se refieren, ponen de manifiesto lo que se deja 
expuesto, y si el recurrente mismo adjudica «su personal» a la compañía 
inglesa, obvio resulta que por sólo esa razón no puede afirmarse que lo 
sea de la demandada. 
CDO.; Que si adversa suerte han corrido los motivos precedentes, no 
pueden obtenerla más lisonjera los dos últimos formulados; el que, con 
correcto amparo, atribuye violación del párr. 2° del art. 7 del C. Civ. y 
aplicación indebida del art. 35, párrs. 1." y 2° del mismo, porque basta 
la formulación utilizada para que por imperativo de lo dispuesto en el 
art. 1720 de la L. E. Civ. en relación con la Disposición adicional del 
Texto Procesal Laboral, porque al tratarse de dos conceptos diferenciados 
cual la violación y la aplicación indebida, debieron ser tratados en motivos 
distintos, así como la inclusión de los dos párrafos del art. 35 mencionado 
con diverso contenido y referencia a entes muy diferenciados; pero aun pres-
cindiendo de tales defectos, el motivo no prospera porque no se ha tenido 
un concepto abusivo de la persona jurídica, porque lo que el Derecho 
reconoce como tal, no puede ser desconocido; ambas empresas gozan de 
personalidad jurídica y por tanto son distintas y al mantener tal criterio 
el Magistrado, no ha excedido el concepto, naturaleza y alcance de la 
persona jurídica; que entre ellas hayan existido las relaciones que en los 
hechos declarados probados se han plasmado, es una consecuencia de Ja 
vida económica que puede tener su transcendencia jurídica, para lo que se 
ha de comenzar por expresar en la demanda aquellas circunstancias que 
han podido configurar el abuso, porque como ni en ella ni en el acto del 
juicio se manifestó, ello es cuestión nueva, pero que tampoco del resul-
tando de los probados aparece el referido acto abusivo, ya que no se ha 
sobrepasado en el uso que del derecho se hizo, ya que todo el fundamento 
para achacar el abuso indicado se encuentra para el recurrente, en la dife-
renciación entre dos sociedades, la española y la inglesa, que para él son 
la misma. 
CDO.: Que sólo queda examinar el que imputa violación del art. 6, 
ap. 4 del C. Viv. cuyo rechazo ya se anunció en el párrafo precedente, 
porque pretende fundamentarlo en los razonamientos de una sentencia del 
Tribunal Central de, la que no se, mencionan los hechos a los que se 
refiere, y olvidando que en el caso debatido no se dan las circunstancias 
jurídicas que determinaron aquella resolución, porque ni se ha dado orga-
nización única entre empresa inglesa y española, ni un patrimonio único, 
por permeabilidad operativa y contable, ni que integren una comunidad de 
bienes que son las razones que hace suyas el recurrente, porque no ignora 
y así lo dice, que aquella resolución, no puede dar lugar a formar juris-
prudencia, cuyo concepto lo expresa el art. l.°-6 del C. Civ.; en consecuencia, 
con cuanto se ha dejado expuesto, el fracaso de todos los motivos deter-
mina, sin más, la desestimación del recurso. 
(RJA., 1983, n.° 1027, pág. 908). 
2 5 
E J E C U C I Ó N D E S E N T E N C I A S EXTRANJERAS .—Divorc io . 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): A U T O D E 1 5 D E A B R I L 
D E 1983. Ponente: D. Carlos de la Vega Benayas. 
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Mediante escrito doña Cristina Ana R. K. interesó se ejecutara en España la 
sentencia dictada po reí Tribunal de Primera Instancia de Paris (R. Francesa) de 
12 julio 1977, en Autos seguidos con don Claude L. C. sobre divorcio. 
El T. S. declaró: Ha lugar al cumplimiento en España de la sentencia dictada 
por el Tribunal de Gran Instancia de París de 12 julio 1977, en la que se decretó 
el divorcio de Claude L. C. y de Cristina R. K. respecto de su matrimonio con-
traído en Madrid el 24 julio 1975, inscrito en el Registro Civil correspondiente, con 
inserto de este Auto al Excmo. Sr. Presidente de la Audiencia Territorial de Ma-
drid, para que dé orden al Juzgado de Primera Instancia de esta villa y tenga 
efecto lo acordado, practicándoes las anotaciones pertinentes en el Registro Civil. 
Y publíquese el mismo en el B. O. E. y en la Colección Legislativa. 
CONSIDERANDO: Que la solicitud de ejecución de sentencia francesa 
de divorcio que aquí se formula cumple y llena los requisitos aquí esta-
blecidos por el convenio vigente con Francia, de 28 mayo 1969, ratificado 
por Instrumento de 15 enero 1970, relativo al reconocimiento y ejecución 
respectiva de decisiones judiciales y arbitrales, por lo que, de conformidad 
con el dictamen favorable del Ministerio Fiscal, procede acordar según se 
pide y cumplir lo dispuesto en el art. 958 de la Ley de Enjuiciamiento 
Civil. 
(RJA., 1983, n.° 2113, pág. 1609). 
26 
R E C O N O C I M I E N T O D E S E N T E N C I A S E X T R A N J E R A S E N ESPAÑA .—Efec -
tos probatorios en autos de declaración de herederos abintestato. 
Arts. 6 0 0 y 601 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): A U T O D E 2 0 D E A B R I L 
D E 1983. Ponente: D. Mariano Fernández Martín-Granizo. 
, Doña Tatiana G- O, y M, presentó escrito de ejecución en España de la sen-
tencia dictada en 23 agosto 1979 por el Tribunal Alemán de Hamburgo. 
El T. S. declaró no ha lugar a ejecutar en España la sentencia dictada por 
el Tribunal de Hamburgo (Alemania) de 23 agosto 1979, ante el Juzgado de 1.' 
Instancia Starnberg, Juzgado de familia entre G.-OH. y Gabrielle Eleonore de sol-
tera Münder sobre divorcio. 
CONSIDERANDO: Qué la razón de ser del escrito presentado por 
doña Tatiana G. O. M., se centra en un informe del M.° Fiscal emitido en 
' autos núm. 1282/1982 sobre declaración de herederos abinestato al pa-
recer de su padre don Rafael María G.-O. y H., en él Juzgado de 1.a Ins-
tancia núm. 6 de los de Madrid, en el cual se hace referencia a la sentencia 
pronunciada por el Juzgado de Familia de Starnberg (Alemania) el 31 agosto 
1979 declarando el divorlio de sus padres, el citado don Rafael María 
y doña Gabrielle H. G. O. y "H„ de soltera M. 
CDO.: Que al no pedirse ni tratarse, por tanto, de ejecutar dicha reso-
lución y sí únicamente de que pueda la misma surtir efectos probatorios 
adecuados en aludidos autos de abintestato, no pueden entrar en juego los 
arts. 951 y siguientes de la L. E. Civ. referidos a la ejerución de sentencias 
dictadas por los Tribunales extranjeros, en cuanto una cosa es «juzgar», 
declarando o reconociendo el derecho reclamado y otra «ejecutar lo juz-
gado», que lleva consigo una actividad jurisdiccional dirigida al cumpli-
miento y realización efectiva del derecho declarado o reconocido en la 
sentencia. 
CDO.: Que por otra parte la resolución aquí presentada contiene la 
pertinente «apostilla» e incluso las oportunas legalizaciones, aportándose 
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además la correspondiente traducción, y es evidente que a los efectos pre-
tendidos respecto de los indicados autos de declaración de herederos abin-
testate nos hallamos aquí ante el supuesto de documento público que con-
templan los arts. 600 y 601 de la L. E. Civ., materia ajena al «exequátor» 
y que ha de hacerse valer en indicados autos. 
(RJA., 1983, n.° 2818, pág. 2130). 
27 
E X T R A N J E R O S . P E R M I S O D E R E S I D E N C I A Y TRABAJO.—Denegación. 
Recursos. 
T r i b u n a l S u p r e m o (Sala 4." de l o C o n t e n c i o s o - A d m ° ) : S E N T E N -
C I A D E 1 6 D E MAYO D E 1983. Ponente: D. José M.a Reyes Monreal. 
Don Juan Manuel P. R., de nacionalidad chilena, ingresó lagelmente en España 
en 31 diciembre 1978, provisto de pasaporte en regla con un visado de tipo turís-
tico, valedero para 90 días; y siendo su propósito radicar definitivamente en te-
rritorio español, ejerciendo en el mismo una actividad lucrativa, en 29 junio 1979 
solicitó del Gobierno Civil que se le concediera permiso de residencia y de tra-
bajo con carácter definitivo; en 19 julio 1979, la Comisión Provincial del Gobierno 
Civil de Barcelona acordó denegar la autorización solicitada pero sin que aparezca 
la fecha exacta en que se notificara el acuerdo. 
Interpuesto por don Juan Manuel P. R. recurso contencioso-administrativo; la 
Sala 2." de la Audiencia de Barcelona en S. de 28 noviembre 1980, lo estima par-
cialmente^ declarando la nulidad de la resolución impugnada y ta procedencia 
de admitir a trámite la solicitud de residencia y permiso de trabajo del deman-
dante. 
Promovido recurso de apelación por la Abogacía del Estado, el T. S. lo estima, 
revocando la sentencia apelada, y declara la inadmisibilidad del recurso conten-
cioso-administrativo, absteniéndose de decidir sobre la conformidad a Derecho de 
la resolución recurrida. 
CONSIDERANDO: Que se rechazó por la sentencia recurrida la ex-
cepción de inadmisibilidad del recurso que se fundamentaba en el hecho 
de no haberse interpuesto previamente el de reposición, entendiendo aquélla 
que la omisión correspondía a no haberse advertido al actor la necesidad 
de hacerlo al notificarle la resolución administrativa que luego impugnaba 
en sede jurisdiccional, acogiendo así, siquiera implícitamente, la alegación 
de éste de que el acto administrativo en cuestión no precisaba de tal requi-
sito, puesto que el art. 4 del D. de 2 junio 1978, que contiene la normativa 
aplicable a la cuestión debatida, establece expresamente que la decisión del 
Gobernador Civil agota la vía administrativa. 
CDO.: Que, reproducida tal causa de inadmisibilidad en esta segunda 
instancia, con suspensión de un anterior señalamiento efectuado para la vo-
tación y fallo del recurso, se acordó requerir al recurrente apelado para que, 
en el plazo de diez días, acreditara la interposición del referido recurso, 
por considerar que tal acto de la Administración no estaba exceptuado del 
mismo, en cuya estimación hay que abundar al tiempo de resolver el pro-
blema, después de haber sido desatendido el requerimiento, porque, con 
independencia de que la necesidad de interponer tal recurso resulta esta-
blecida por la Ley Reguladora de esta Jurisdicción, y a ella tenía que 
atemperarse el demandante, aunque expresamente no se le hiciera por la 
Administración indicación de tal necesidad, lo que la Sala sentenciadora 
debió hacer, velando por la pureza del procedimiento, era tratar de sub-
sanar, en beneficio de aquél, los posibles efectos de una notificación de-
fectuosa, requiriéndole, como este Alto Tribunal luego hizo, para que acre-
ditara el cumplimiento de la exigencia legal, toda vez que, en definitiva, 
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el previo recurso de reposición era preceptivo, pues, si bien es cierto 
el contenido de la cita legal que se hace, la circunstancia de que una 
resolución no sea susceptible de recurso alguno en la esfera administrativa, 
sólo significa que la misma ha causado estado o puesto fin á ésta, pero no 
que sea posible acceder, sin mas, ala contenciosa, cuando, por regla general 
y sin otras excepciones admisibles que las • consignadas en el art. 53 de 
la Ley Reguladora de esta Jurisdicción —en ninguna de las cuáles es posible 
encuadrar el acuerdo que se impugna^, la misma configura al emitido re-
curso como presupuesto procesal o previo requisito de procedibilidad para 
la viabilidad del concreto proceso, exigido, por consiguiente, salvo dichas 
excepciones, en todo caso en que de impugnar actos administrativos se 
tañe, hayan o no agotado éstos esa privativa vía sin necesidad de recabar 
la ulterior decisión de otros Órganos de la Administración. , 
CDO.: Que deriva de lo expuesto la declaration de procedencia del re-
curso de apelación deducido y, acogiendo la causa de irtadmisibilidad del 
interpuesto ante la Sala cuya sentencia se combate, revocar ésta, sin decidir 
sobre el tema de fondo suscitado. 
; (RJA., 1983. n.» 3326, pág. 2544). 
..28 . * 
E J E C U C I Ó N D E S E N T E N C I A S EXTRANJERAS . ^ -Separac ión conyugal. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): A U T O D E 17 D E MAYO 
D E 1983. Ponente: D. Carlos de la Vega Benayas. 
Doña Antonia LWertád L. P. suplicó la ejecución en España dé la sentencia 
dictada por el Juzgado Séptimo de Primera Instancia en lo Civil de Miranda (Ve-
nezuela) de fecha 29 julio 1982. 
El T. S. declaró ha lugar al cumplimiento en España de la sentencia referida. 
Comuniqúese esta resolución a la Audiencia Territorial de La Coruña para que 
proceda ordenar al Juzgado de 1." Instancia de La Coruña y éste a cumplir la 
sentencia ejecutoria, mediante su anotación en el Registro Civil en la inscripción 
matrimonial de ambos cónyuges. 
CONSIDERANDO: Que la solicitud de cumplimiento en España de la 
ejecutoria recaída en proceso de separación judicial entre los cónyuges 
Lourido-Gago, según sentencia del Juzgado de 1.a Instancia civil del Dis-
trito Federal y Estado de Miranda (Venezuela) de 29 julio 1982, cumple 
los requisitos previst osen los arts. 951 y sigts. de la L. E. Civ., por lo 
que, de acuerdo con el dictamen del M.° Fiscal, y no constando que en 
aquel país hermano no se dé cumplimiento a las sentencias españolas, pro 
cede acceder a tal solicitud y proveer como se pide en la demanda. 
(RJA., 1983, n.° 2844, pág. 2157). 
29 
C O N T R A T O D E TRABAJO. C O M P E T E N C I A I N T E R N A C I O N A L D E L O S T R I -
B U N A L E S ESPAÑOLES .—Servic ios prestados por subdito español a 
empresa extranjera en el extranjero. 
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Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): S E N T E N C I A D E 21 D E 
MAYO D E 1983. Ponente: D. Eduardo Torres-Dulce Ruiz. 
El T. S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Francisco C. I. contra la sentencia de la Mag. Trab., dictada en autos pro-
movidos por el recurrente contra Cape Proyects Incorporated Establishment y otros, 
sobre despido. 
CONSIDERANDO: Que acogida en la sentencia de instancia la excep-
ción de incompetencia de Jurisdicción opuesta por la empresa demandada 
a la pretensión del actor sobre despido nulo o subsidiariamente impro-
cedente, se censura en tres motivos el pronunciamiento que así lo declaró, 
todos ellos con adecuado apoyo procesal: uno, por error de hecho en la 
apreciación de la prueba evidenciado según la parte con el documento unido 
a los autos al folio 14, contrato de trabajo suscrito por las ahora partes 
litigantes; otro, por interpretación errónea de los párrs. 1." y 2." del art. 2." 
de la L. Pro. Lab., en relación con el 51 de la L. E. Civ., y jurisprudencia 
de esta Sala; y el 3,°, por violación del núm. 3 del art. 55 de la Ley 
8/1980 de 10 marzo, Estatuto de los Trabajadores, los que han de decli-
nar, de conformidad con el preceptivo dictamen del M.° Fiscal, dadas las 
circunstancias concurrentes en el caso contemplado; el primer motivo, por-
que además de que al debatirse cuestión de competencia en la que la Sala 
tiene amplias facultades para examinar la totalidad de las pruebas aportadas 
al proceso, y valorarlas libremente, sin limitarse al relato fáctico declarado 
probado, es que la circunstancia de que el contrato de trabajo concertado 
en 27 julio 1981 —folio 14 de los autos— entre el actor y la empresa de-
mandada, para aquél como calderero desempeñar su actividad laboral en 
Transvaal, Capetown y Natal (Sudáfrica), compañía extranjera domiciliada 
en Liechtenstein, se suscribiera en Madrid por el actor y el codemandado, 
ciudadano español en nombre y representación de la mencionada empresa, 
no tiene transcendencia alguna puesto que la que realmente contrató y 
quedó vinculada a dicho negocio jurídico con todas las consecuencias inhe-
rentes al mismo previstas en sus cláusulas y estipulaciones asumidas fue la 
empresa Cape Proyect Incorporated Establihsment, pero no quien actuó 
en su nombre y representación. 
CDO.: Que el segundo motivo, tiene que declinar porque el art. l .°4 
del Estatuto de los Trabajadores de 10 marzo 1980, dispone que «la legis-
lación laboral española, será de aplicación al trabajo que presten los tra-
bajadores españoles contratados en España al servicio de empresas espa-
ñolas en el extranjero, sin perjuicio de las normas de orden público aplica-
bles en el lugar de trabajo», norma cuya interpretación no ofrece duda 
alguna por lo que a sensu contrario, aquélla, no lo es aún cuando el tra-
bajador sea español, si contrató con empresa extranjera para prestar sus 
servicios fuera del territorio nacional lo que no exige ningún otro razo-
namiento para llegar a la conclusión de que de las vicisitudes surgidas de 
la relación laboral concertada entre las partes, no ha de conocer esta Ju-
risdicción, por lo que no fue interpretado erróneamente por el Magistrado 
«a quo», el art. 2." en sus dos primeros párrafos, del Texto de Procedi-
miento, ya que el domicilio social de la entidad demandada estaba en el 
extranjero, y los trabajos también tenían que realizarse fuera de España, 
en Sudáfrica, ni se infringió el 51 de la L. E. Civ., al ser precepto inope-
rante en el caso debatido, porque dicho Ordenamiento Procesal, es suple-
torio del Laboral en todo aquello no regulado por éste, lo que no acontece 
en el caso debatido, sin que tampoco fuera interpretada equivocadamente 
la doctrina jurisprudencial que se enuncia en el desarrollo del motivo, 
porque mal pudo serlo al no citarse sentencia alguna de esta Sala en la fun-
damentación jurídica antecedente del fallo de instancia censurado, a más de 
que fueron dictadas en supuestos distintos de hecho del suscitado con la 
pretensión del actor causa del proceso origen de este recurso, y además 
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con anterioridad a la entrada en vigor del Estatuto de los Trabajadores que 
en su núm. 4 del art, 1." antes transcrito, de forma concluyeme determina 
cuándo habrá de ser aplicado la Legislación Laboral a los trabajadores y 
cuándo no. 
CDO.: Que el éxito del tercer motivo, estaba supeditado a la positiva 
acogida del precedente, pues si esta Jurisdicción no es la llamada a conocer 
de la pretensión del actor, no ha de declarar si la extinción de la relación 
laboral concertada entre trabajador y empresa, por decisión unilateral de 
ésta, es procedente, nula o improcedente; fracaso de los tres motivos, que 
de acuerdo con el parecer del M.° Fiscal, determina la desestimación de 
este recurso. 
(R]A., 1983, n.° 2401, pág. 1839). 
3 0 
DERECHO A L J U E Z O R D I N A R I O . — A r t . 10.2 de la Constitución Es-
pañola. Convención Europea de Derechos Humanos. 
Tribunal Constitucional (Sala 1.a): S E N T E N C I A D E 2 4 D E MAYO 
D E 1983. Recurso de amparo 2 4 7 / 1 9 8 2 . Ponente: D. Ángel Latorre 
Segura. 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo número 247/82, promovido por don Luis Fer-
nández Fernández, Sargento Mecánico Ajustador de Armas, representado 
por el Procurador de los Tribunales don Antonio Rafael Rodríguez Muñoz 
y bajo la dirección del Letrado don Jesús Arroyo Domínguez, contra la 
resolución dictada por la autoridad judicial de la Séptima Región Militar, 
con fecha 10 de noviembre de 1980 y contra auto, dictado en segunda ins-
tancia por el Consejo Supremo de Justicia Militar de 31 de marzo de 1982, 
en el expediente judicial 55/81 instruido por la Capitanía General de la 
Séptima Región Militar, Juzgado Militar Eventual de Plaza número 11, de 
Valladolid, por falta grave, constituida por la acumulación de faltas leves 
y en el que ha comparecido el Ministerio Fiscal, siendo Ponente el Magis-
trado don Ángel Latorre Segura, quien expresa el parecer de la Sala. 
I. ANTECEDENTES 
Primero.—El Procurador de los Tribunales don Antonio Rafael Rodrí-
guez Muñoz, en nombre de don Luis Fernández Fernández, Sargento Mecá-
nico Ajustador de Armas, con destino en el Regimiento Acorazado de Ca-
ballería, Famesio número 12, de Valladolid, recurre en amparo ante este 
Tribunal, por escrito que tuvo entrada en el mismo el día 2 de junio 
de 1982. 
El solicitante del amparo había sido corregido disciplinariamente, por 
siete faltas leves, cuyas fechas y hechos determinantes son: 
A) 18 de agosto de 1979, por inexactitud en el cumplimiento de sus 
obligaciones reglamentarias. 
B) 1 de febrero de 1980, por realización de actos contrarios a la dig-
nidad militar. 
C) 1 de octubre de 1980, por falta de aseo militar. 
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D) 20 de mayo de 1981, por ausentarse de su unidad sin permiso de 
sus superiores. ' 
E) 29 de junio de" 1981, por inexactitud en el cumplimiento de sus 
obligaciones reglamentarias. 
F) 3 de enero de 1981, por comportarse incorrectamente y mentir a su 
superior. 
G) 26 de agosto de 1981, por incumplimiento de sus' obligaciones 
reglamentarias. • 
Con independencia de estas sanciones, cuya duración temporal oscilaba 
entre catorce y dos días de arresto militar, en virtud del expediente judicial 
número 70/79 había sido condenado como autor responsable de dos faltas 
graves de abuso de autoridad, por las que se le había impuesto el correc-
tivo de tres meses de arresto militar. 
Segundo.—En el recurso de amparo interpuesto el recurrente hace cons-
tar, en síntesis, los siguientes hechos: 
A) Al imponérsele un correctivo como consecuencia de la comisión de 
una falta leve el día 26 de agosto de 1981, se incoa por el mismo hecho 
hecho un expediente judicial, tramitado bajo el número 55/81, a fin de 
sancionar la falta de 26 de agosto de 1981, como falta grave al haber sido 
corregido anteriormente otras tres veces, por otras tantas faltas leves. 
B) Se le formula pliego de cargos, consistente en la lectura de las 
faltas inmediatamente anteriores a la de 26 de agosto de 1981, pero el 
dictamen del Auditor, de fecha 23 de octubre de 1981, altera sustancial-
mente los términos de la instrucción del expediente, al no ser las tres 
faltas inmediatamente anteriores a las de 26 de agosto de 1981 el motivo 
de la instrucción del expediente, sino las tres faltas anteriores a la de 
20 de mayo, sobre las que en el momento procedimental no se formularon 
los cargos oportunos. 
C) El Excelentísimo señor Capitán General de la Séptima Región Mi-
litar mediante Resolución de 10 de noviembre de 1981 concluye el expe-
diente, en el sentido propuesto por el Auditor y este acuerdo es recurrido 
ante el Consejo Supremo de Justicia Militar que, por medio de su Sala de 
Justicia resuelve en sentido desestimatorio por Auto de 31 de marzo 
de 1982. 
Tercero.—El recurrente, fundamenta la argumentación jurídica en una 
supuesta violación del articuló 24.2 de la Constitución, por no haber sido 
informado de la acusación formulada contra él y no poder utilizar los 
medios de prueba pertinentes para su defensa, así como la vulneración del 
principio «non bis ídem», por lo que afirma que primeramente se instruyó 
el expediente judicial 55/81 en base a una falta y después se sanciona, en 
base a la propuesta del Auditor, por una falta distinta. Cita el solicitante 
del amparo las sentencias del Tribunal Constitucional de 15 de junio 
de 1981 («Boletín Oficial del Estado», 7 de julio, recurso de amparo nú-
mero 92/80) y número 22/82, de 12 de mayo («Boletín Oficial del Es-
tado», 9 de junio, recurso de amparo número 383/1981), así como, con 
relación al principio «non bis in Ídem», la sentencia de 30 de enero de 1981 
(dictada en el recurso de amparo número 90/80. «Boeltín Oficial del Es-
tado» de 24 de febrero). La pretensión del recurso de amparo se promueve 
para que se decrete la nulidad del Auto de la Sala de Justicia del Consejo 
Supremo de Justicia Militar, de 31 de marzo de 1982, así como al Resolución 
del Excelentísimo señor Capitán General de la Séptima Región Militar de 
10 de noviembre de 1981, ordenando a la autoridad militar, que se adopten 
las medidas pertinentes en orden a la desaparición de todos los efectos 
de dicha sanción. 
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II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
Primero.—La cuestión planteada en el presente recurso se refiere a su-
puestas vulneraciones de las garantías constitucionales consagradas en el 
artículo 24.2 de la Constitución, en particular la vulneración del derecho 
a ser informado de la acusación formulada contra el recurrente y, el de 
utilizar los medios pertinentes para su defensa. También alega violación del 
artículo 25.1 por vulneración del principio «non bis in idem» al haber 
sido sancionado dos veces por el mismo hecho. 
Estas presuntas vulneraciones se habrían cometido en la tramitación 
de un procedimiento militar seguido contra el recurrente por una falta 
consistente en la acumulación de cuatro faltas leves de acuerdo con el 
artículo 442 del Código de Justicia Militar (CjM). Dicho procedimiento, 
regulado en los artículos 1.003 y siguientes del mismo cuerpo legal, adop-
ta al forma de un expediente judicial, cuyas características desde el pun-
to de vista constitucional han sido fijadas en sus líneas generales por la 
Sentencia de ese Tribunal de 15 de junio de 1981. Esas características 
en lo que aquí interesa, pueden resumirse así: las faltas militares graves 
y sus correcciones no forman parte del Derecho Penal Militar, sino del 
régimen disciplinario, régimen cuyo carácter singular, está reconocido en 
la misma Constitución, ya que de su artículo 25.3 sé deduce a «sensu» 
contrario que la Administración Militar puede imponerse sanciones que 
directa o subsidiariamente impliquen privación de libertad. El valor pri-
mordial que la subordinación jerárquica y la disciplina tienen en la 
institución militar hacen que en su ámbito el procedimiento disciplinario 
no pueda, por su propia naturaleza, quedar sometido a las garantías pro-
cesales generalmente reconocidas para los procesos judiciales, pues su ra-
zón de ser reside en la prontitud y rapidez de la reacción frente a las 
infracciones de la disciplina militar. El artículo 24.2 al estar orientado 
hacia el proceso judicial penal, no es de aplicación inmediata al régimen 
disciplinario y tampoco puede aplicarse como derecho interno al artículo 6 
del Convenio Europeo en la interpretación dada por el Tribunal Europeo 
de Derechos Humanos sobre la base de la remisión del artículo 10.2 de 
la Constitución, pues España al ratificar dicho Convenio y de conformidad 
con el artículo 64 del mismo se ha reservado la aplicación de sus artícu-
los 5 y 6 en la medida en que fueron incompatibles con la regulación 
que el CJM establece para las faltas y sus correcciones (artículos 441-448 
y 1.003-1008). Pero, sigue diciendo la sentencia del Tribunal Constitucional 
citada, el sistema de valores y principios de alcance universal que subya-
cen a la Declaración Universal de Derechos Humanos y a los diversos 
Convenios Internacionales sobre la materia ratificados por España y que 
han sido asumidos como decisión constitucional básica deben informar 
todo nuestro ordenamiento jurídico. Por ello, una vez aprobada la Cons-
titución, el régimen disciplinario militar ha de incorporar ese sistema 
de valores y, en consecuencia, en aquellos casos en que la sanción disci-
plinaria conlleva privación de libertad, el procedimiento disciplinario le-
galmente establecido ha de responder a los principios que dentro del ám-
bito penal determinan el contenido básico del derecho a la defensa, de 
modo que ese derecho no se convierta en mera formalidad, produciéndose 
indefensión. En el mismo sentido ,1a sentencia de este Tribunal Constitu 
cional de 12 de mayo de 1982 dice que en el régimen disciplinario militar 
cuando su aplicación conduce a una sanción que suponga privación de 
libertad cualquiera que sea la naturaleza que se quiera dar al procedimiento 
en virtud del cual se imponga, resulta claro que el eventual sujeto pasivo 
de la sanción de privación de libertad tiene el derecho a interponer los 
oportunos recursos y en ellos el derecho de defensa, el de ser presumido 
inocente y el de utilizar todos los medios de prueba pertinentes y, en ge 
neral, todas las garantías que reconoce el artículo 24 dé la Constitución. 
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FALLO 
En atención a lo expuesto, el Tribunal Constitucional por la autoridad 
que le confiere la Constitución de la Nación española, 
Ha decidido: 
1. Otorgar el amparo solicitado. 
2. Declarar la nulidad de la resolución dictada por la Autoridad Ju-
dicial de la Séptima Región Militar de fecha 10 de noviembre de 1980 y 
del auto dictado por el Consejo Supremo de Justicia Militar de 31 de 
marzo de 1982, dimanante del expediente judicial 55/81 instruido por la 
Capitanía General de dicha Séptima Región Militar contra el recurrente 
don Luis Fernández Fernández. 
3. Reconocer el derecho del recurrente a ser informado de la acusa-
ción formulada contra él y a que, en consecuencia, no puede ser sancionado 
por otra falta distinta de la que fue objeto del expediente judicial que 
se instruyó, es decir, por la falta leve presuntamente cometida el 26 de 
agosto de 1981, convertida en grave por la acumulación de otras tres 
faltas leves anteriores. 
4. Restablecer al recurrente en dicho derecho retrotrayendo las actua-
ciones del procedimiento a que fue sometido en el antes citado expediente 
judicial al momento de la propuesta formulada por el Juez Instructor en 
el citado expediente judicial. 
(BJC, 1983-26, junio, pág. 679). 
31 
EXTRANJEROS .—Convalidación de títulos profesionales. Conve-
nio hispano-argentino de Cooperación Cultural de 23 de marzo de 
1971. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm".): S E N T E N -
C I A D E 27 D E - MAYO D E 1983. Ponente: D. José L. Ruiz Sánchez. 
La Sección Segunda de la Audiencia Nacional dictó sentencia en 4 julio 1981, 
estimando el recurso interpuesto por doña Graciela Liliana B., contra acuerdo 
del Ministerio de Educación y Ciencia de 4 mayo 1978, que denegó a la recurren-
te la convalidación de su título de Odontólogo obtenido en Argentina. El jallo 
de dicha Sala declara el derecho de la recurrente a la convalidación del título 
referido. 
Considerandos de la sentencia apelada: 
CONSIDERANDO: Que entre las escasas actuaciones del expediente, 
remitido por la Administración y a pesar de habérsele reiterado se com-
pletara, y con ellos no aparece dato alguno relativo a la notificación a la 
interesada, la aquí demandante doña Garciela Lilina B., del acuerdo origi-
nario que impugna, dictado el 4 mayo 1978, por el Ministerio de Edu-
cación y Ciencia, denegándole la convalidación de estudios de odontólogo, 
pues ni siquiera este acuerdo figura entre aquellos antecedentes, siendo los 
aportados por la propia recurrente, de los que dispone la Sala y entre 
ellos precisamente, el traslado del datado acuerdo en el que si bien hay 
un seño o estampilla, del registro de salida de dicho Ministerio, con fecha 
10 del mismo mes mayo, no contiene dato alguno que permita deducir con 
exactitud la de su entrega formal a la destinataria, quien también ha apor-
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tado dos sobres, referentes a otros tantos certificados de correos, enviados 
por el repetido Ministerio, con los sellos de la correspondiente Estafeta, 
al parecer de fechas 2 mayo 1978 y 1 diciembre 1979, el primero sin el nom-
bre y dirección del destinatario y con una diligencia de «desconocido», tam-
bién al parecer de fecha 13 de aquel primer mes y el segundo certificado, 
con nombre y dirección en esta capital, de doña Graciela Liliana B.; y con 
estas circunstancias no hay base sólida, para afirmar como lo hace la repre-
sentación de la Administración del Estado, en el escrito de contestación a 
la demanda, que el día 19 diciembre 1979, en que se presentó el escrito 
formulando el recurso de reposición contra el meritado acuerdo, éste era 
firme, por haber transcurrido el plazo para la interposición de aquél, pre-
visto en el art. 52.2 de la Ley de esta Jurisdicción e invocar la causa de 
inadmisibilidad del presente recurso, regulada en los arts. 82.c) y 40.a, 
de la misma Ley, pues ante la apuntada omisión o deficiencia de datos, 
sobre el particular, imputable a la Administración, procede aplicar lo dis-
puesto en el núm. 3 del art. 79, de la L. Pro. Adm. y tener por fecha a 
partir de la que ha de competarse al indicado plazo de presentación del 
recurso de reposición, la del 2 diciembre 1978, en la que según se expresa 
en el escrito, interponiéndole, recibió la comunicación del relacionado acuer-
do denegándole la convalidación, fecha que, por añadidura, es correlativa, 
con la estampilla del segundo de aquellos relacionados sobres y, por lo tanto, 
formulada dentro de plazo la reposición, y no siendo firme entonces el acto 
recurrido procedente su revisión en esta jurisdicción, o inoperante en defi-
nitiva la causa de inadmisibilidad aducida por la representación de la Admi-
nistración. 
CDO.: Que en efecto el Convenio de Cooperación Cultural, celebrado 
entre España y Argentina, ratificado por Instrumento de 17 noviembre 
1972, constituye la cobertura legal de la pretensión de la recurrente, pues 
el mismo, en su art. 2.°, dispone que las partes acuerdan «reconocerse 
mutuamente» los títulos académicos de «todo orden y grado», tal como 
los otorga y reconoce el otro país oficialmente, es decir que extiende así, 
a cada territorio nacional, la validez del título académico del otro país 
firmante del Convenio, sin perjuicio claro, de someterse a las reglamen-
taciones profesionales que cada país impone a sus nacionales;; sin que sea 
dable establecer ahora condicionamientos o cuestiones no contempladas 
cuando se celebró el Convenio, no habiendo constancia alguna de que el 
otro país lo ha entendido así para supuestos análogos, pues ello supondría 
dejar sin contenida tal regla general que dicho artículo consagra, en cuanto 
que sería preciso en cada caso concreto realizar una valoración y estudio 
detallado de sus circunstancias con posibilidad de apreciaciones subjetivas, 
que chocan abiertamente con el significado bilateral que tiene todo tratado 
Internacional, ratificado por quienes en él intervinieron, conforme a lo 
dispuesto en el núm, 5 del art. 1." del C. Civ. y en el art. 91 de la Cons-
titución Española y entrar a formar parte de su Ordenamiento Jurídico, 
una vez publicados debidamente, como se hizo con el examinado y a los 
que han de ajustarse los actos administrativos, por impertivo de lo dis-
puesto en el art. 40.2 de la L. Pro. Adm. Por lo que al no discutirse a la 
recurrente y por lo tanto tenerse por acreditado, que ostenta el título de 
Odontólogo, expedidos en Argentina, después de cursar los estudios corres-
pondientes, pues aun cuando el, mismo no se expida en España desde 1948, 
sí lo era con anterioridad y existen numerosos profesionales, sometidos 
a reglamentación y afiliados a los respectivos Colegios, ostentando el mis-
mo título de Odontólogo, careciendo del moderno y más especializado títu-
lo de Estomatólogo que se expide en la actualidad, es evidente que al pedir 
la recurrente que se le convalide en España, su título de Odontólogo ex-
pedido en la Argentina, no está pidiendo más que aquello a lo que tiene 
derecho, por estar así reconocido en el Tratado Internacional, antes concer-
tado entre ambos países; otra cosa sería pretendiese se convalidase o más 
concretamente, se equiparase, su dicho título de Odontólogo con el de Es-
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tomatólogo que se expide actualmente en España y para el -que es con-
dición indispensable el haber realizado la Licenciatura de Medicina, ya que 
ello significaría el cambio de un título que ostenta, por otro diferente y 
de mayor especiadidad, y efectivamente vulneraría el deber fundamental 
de no causar perjuicio a los profesionales Nacionales Estomatólogos, mas 
ello no es el supuesto aquí contemplado, en cuanto que los Odontólogos 
no Estomatólogos Españoles que actualmente ejercen la profesión en España, 
han realizado unos estudios similares a los de la recurrente y tienen la 
misma opción de convalidar su título de Odontólogo para ejercer la pro-
fesión en Argentina, lo que significa una igualdad y reciprocidad de trato 
plenamente conforme con el espíritu del Tratado Internacional firmado 
entre los dos países. 
CDO.: Que a la misma conclusión anterior se llegaría al estudiar el 
Reglamento de los Colegios Oficiales de Odontólogos Estomatólogos de Es-
paña de 13 noviembre 1950, o sea de fecha posterior al año 1948, en que 
se dejaron de conceder en España, los títulos de Odontólogos, yl sin em-
bargo, en su art. 39 se establece la obligación de pertenecer a los Colegios 
respectivos, según lo dispuesto en la base 34 de la Ley de Sanidad de 25 
noviembre 1944 a todos los Estomatólogos y Odontólogos Españoles o 
habilitados para ejercer la Estomatología y la Odontología en territorio Na-
cional, ya tengan el título de Cirujano Dentista, de Odontólogo o de Esto-
matólogo y que practiquen el ejercicio profesional en cualquiera de sus 
modalidades. De cuyo precepto se pueden extraer evidentemente, las si-
guientes conclusiones: A) Que la legislación Española vigente, posterior a 
1948, declara la vigencia de los títulos de Odontólogo. B) Que la misma 
contempla la posibilidad de convalidación de título de Odontólogo, en 
cuanto que en ella distingue entre Odontólogos Españoles o habilitados 
para ejercer la Odontología en Territorio Español, es decir Odontólogos 
no nacionales que hayan convalidado su título de origen. Y C) que en Es-
paña actualmente existen por lo menos dos tipos de profesionales con 
acceso a los Colegios profesionales, cuales son los Estomatólogos y los Ci-
rujanos dentistas u Odontólogos. Luego en definitiva, es indudable que 
con arreglo a la citada Reglamentación, la recurrente, Odontólogo Argen-
tina, tiene derecho a la convalidación del título que posee por su equiva-
lente, existente en España, de Odontólogo. 
CDO.: Que tal conclusión viene reformada por el criterio mantenido 
por esta Sala, en casos similares y de los que son trasunto los precedentes 
razonamientos, y el conocimiento de que a subditos argentinos que osten-
taban tituló idéntico al de la recurrente, se les convalidó en España duran-
te los años 1975 y 1976, hallándose ejerciendo tal profesión de Odontólo-
gos, como miembros inscritos del Colegio Oficial de Odontólogos y Esto-
matólogos de la 2." Región de Cataluña, por lo que negar ahora tal posi-
bilidad a la recurrente sin que aparezca ninguna circunstancia específica que 
lo diferencie, implicaría que la Administración al dictar por medio del Mi-
nisterio de Educación y Ciencia, la Orden impugnada, por la que se le 
deniega la convalidación del título expresado, a la recurrente, así como la 
denegación, por silencio administrativo, del recurso de reposición inter-
puesto contra la primera, ha vulnerado el principio de igualdad ante la Ley, 
informante de nuestro Ordenamiento Jurídico vigente, por lo que procede 
en consecuencia la estimación del presente recurso interpuesto contra las 
mismas. 
CDO.: Que, por el contrario, no procede acceder a la petición formu-
lada en el suplico del escrito de demanda, de que se condene a Adminis-
tración a la indemnización de los daños y perjuicios causados a la recu-
rrente, porque el derecho a ello no está determinado por la anulación del 
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acto impugnado, sino que precisa de la prueba de que efectivamente han 
sido causados, lo que aquí ni siquiera se intentó. 
Considerandos del Tribunal Supremo: 
CONSIDERANDO: Que como derivación de los principios que infor-
man el recurso de apelación, contenidos en el art. 94 y siguientes de la Ley 
de la Jurisdicción y de la L. E. Civ. a la que reenvía la Disposición Adicio-
nal sexta, se ha de entender desistida la causa de inadmisibilidad invocada 
en la instancia al no combatirse la misma en el escrito de alegaciones, 
quedando limitada la cuestión debatida, ante la postura procesal de ape-
lada de la otra parte del proceso a discernir la pretensión de convalidar 
en España del título de Odontólogo, obtenido en la Argentina que está 
respaldado por el Convenio de Cooperación Cultural celebrado entre Es-
paña y Argentina en 23 marzo 1971, ratificado por Instrumento de 17 no-
viembre 1972 y publicado en el Boletín Oficial del Estado de 3 abril 1973, 
que constituye la cobertura legal de la petición formulada, dada la ampli-
tud en que está concebido su art. 2°, exponiéndose en la sentencia objeto 
de impugnación, los razonamientos que, apoyados en una pura y correcta 
ortodoxia jurídica, desvirtúan los argumentos alegados de contrario, espe-
cialmente la ausencia de base para una correcta homologación entre el tí-
tulo de Odontólogo expedido por las Autoridades Académicas Argentinas 
y otro análogo expedido en España, pues su equivalente inmediato hace 
unos 33 años que dejó de librarse en España —desde 1948— y, el de Mé-
dico Estomatólogo, exigido actualmente, excede en sus posibilidades con-
validantes al título que se pretende homologar, se extravasan los fines ya 
que a la circunstancia de extinción del título análogo, el que pudiera esti-
marse como susceptible de semejanza, exige la concurrencia personal, para 
el ejercicio profesional, de la cualidad de licenciado en Medicina y Cirugía, 
con lo que a tal circunstancia, se une el trato de especial favor que se 
concedería a los títulos de odontólogos argentinos para ejercer tal pro-
fesión en territorio Nacional extravasándose los límites de la normativa 
general.—D. 1676/1969 de 24 julio y O. M. de 25 agosto 1969. 
CDO.: Que tales argumentos, combatidos certeramente por el Tribu-
nal «a quo», tienen su consagración en las sentencias de esta Sala de 30 
junio y 27 octubre 1982, que señala la naturaleza prevalente, como inte-
gradora del Ordenamiento Jurídico, del indicado Convenio, por fuerza de 
lo dispuesto en el art. 4." del C. Civ. y 96 de la Constitución, y, si la 
posibilidad de título análogo en España, para ser objeto de equiparada 
convalidación con el que se cuestiona, desapareció hace tanto tiempo, tal 
situación pudo tener su corrección previsora en el Convenio e Instrumen-
to de Ratificación, por ello cuando se analiza la cuestión en la sentencia 
dubitada, se desprende claramente cómo esa actividad interpretativa im-
pone ir contra el espíritu del acuerdo realmente querido por el legislador, 
y a la consecuencia deducible de la libertad del ejercicio profesional como 
expresión querida y consagrada por nuestro ordenamiento Constitucional 
como consustancial a los derechos humanos, situación que por otro lado, 
encuentra su paliativo con la subsistencia de titulados odontólogos naciona-
les que ejercen su profesión, consecuencia que tiene su plasmación en el 
Reglamento de los Colegios Oficiales de Odontólogos y Estomatólogos de 
España de 13 noviembre 1950, por lo que procede la confirmación de la 
sentencia apelada con desestimación del recurso de apelación, sin que sea 
de apreciar la existencia de causa o motivos suficientes para hacer expresa 
imposición de las costas causadas en esta apelación a parte determinada. 
(RJA, 1983, n.° 5.559, pág. 4.218). 
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DERECHO A L J U E Z ORDINARIO .—Convenio Europeo de Derechos 
Humanos. Pacto de Derechos Civiles y Políticos. 
Tribunal Constitucional (Sala 1.a): S E N T E N C I A D E 3 1 D E MAYO 
D E 1983. Recurso de amparo 1 4 8 / 1 9 8 1 . Ponente: D.a Gloria Be-
gué Cantón. 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo número 148/1981, promovido por don Fer-
nando Serena Mascaray, representado por el Procurador de los Tribuna-
les don Juan Corujo y López-Vicamil y asistido por el Letrado don Fede-
rico de Valenciano, contra la providencia de 29 de abril de 1981 de la 
Sección Primera de la Audiencia Provincial de Barcelona, y en el que ha 
comparecido el Fiscal General, y don Rafael del Barco Carreras y don José 
Luis Bruna de Quixano, representados por el Procurador don Juan Co-
rujo y López-Villamil, siendo ponente la Magistrada doña Giona Begue 
Cantón, quien expresa el parecer de la Sala. 
I. ANTECEDENTES 
1. El Juez de Instrucción número 4 de Barcelona, por auto de 24 de 
diciembre de 1980, deniega la libertad provisional solicitada por don Fer-
nando Serena Mascaray, procesado por malversación de caudales públicos, 
en cuantía superior a 1,000 millones de pesetas, én el Consorcio de la 
Zona Franca de Barcelona, y por auto de 10 de febrero de 1981 declara 
no haber lugar al recurso de reforma y admite la apelación interpuesta 
subsidiariamente. De este recurso de apelación debía conocer la Sección 
Primera de la Audiencia Provincial de Barcelona. 
2. El 29 de abril de 1981, esta Sección (integrada por el Presidente 
de la Audiencia Provincial y dos Magistrados, uno de ellos suplente) dicta 
providencia, señalando para la vista de la apelación el 9 de mayo de 1981 
y acordando la composición de la Sección, que estaría presidida por el 
Presidente de la Audiencia Provincial e integrada por dos Magistrados que 
se mencionan; asimismo acuerda en ella poner en conocimiento del Presi-
dente de la Audiencia Territorial él contenido de dicha providencia. 
3. Contra la providencia de 29 de abril de 1981 formula el interesado 
recurso de súplica, en el que invoca formalmente la vulneración del artículo 
24.2 de la Constitución, siéndole denegada su tramitación por auto de 7 de 
mayo siguiente, por estimar el Tribunal que carecía de jurisdicción para 
revisar un acuerdo de orden gubernativo. 
4. Una vez celebrado el acto de la vista del incidente de apelación en 
la fecha señalada y con la composición de la Sección que se había fijado, 
la Sección Primera de la Audiencia Provincial de Barcelona desestima, 
por auto de 11 de mayo de 1981, la apelación formulada y confirma el 
auto dictado por el Juez instructor de fecha 10 de febrero de 1981. 
5. Con fecha 30 de mayo de 1981, don Juan Corujo y López-Villamil, 
Procurador de los Tribunales, en nombre y representación de don Fernando 
Serena Mascaray, interpone recurso de amparo contra la providencia de 
29 de abril de 1981 de la Sección Primera de la Audiencia Provincial de 
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Barcelona, en el que solicita de este Tribunal Constitucional declare la 
nulidad de dicha resolución, así como la de la vista celebrada con la com-
posición de la Sección anunciada en la resolución impugnada y la del 
auto dictado el 11 de mayo de 1981 para decidir el incidente de apela-
ción; asimismo solicita que este Tribunal reconozca el derecho del recu-
rrente a que el incidente de apelación por él mismo promovido sea visto 
y fallado por los Jueces ordinarios predeterminados por la Ley, y que 
se le restablezca en la integridad de su derecho mediante la celebración 
de una nueva vista en la forma expresada. 
6. Estima el recurrente que, con dicha resolución, el Presidente de la 
Audiencia Provincial ha constituido un Tribunal «ad hoc» para ver y fallar 
un incidente de apelación, violando con ello la letra y el espíritu del ar-
tículo 24.2 de la Constitución, según la cual «todos tienen derecho al Juez 
ordinario predeterminado por la Ley», pues este precepto constitucional 
debe entenderse en el sentido de que las personas ñamadas a ver y fallar 
una causa no pueden ser especial y arbitrariamente designadas para tal 
cometido, sino que han de venir indicadas de forma automática por la 
Ley o, a lo sumo, en el dudoso supuesto de que llegara a admitirse la 
designación de un Juez especial para intervenir en un determinado pro-
ceso, ello sólo podría aceptarse cuando una Ley anterior expresamente lo 
autorizara. 
A su juicio, basta un somero análisis de los preceptos legales en vigor 
para poner de manifiesto que el Presidente de la Audiencia Provincial, 
al fijar la composición de la Sección que habría de pronunciarse sobre el 
recurso de apelación, hizo uso de facultades que ningún precepto con ran-
go de la Ley le concedía. 
La Ley adicional a la Ley Orgánica del Poder Judicial (LOPJ), por 
la que se crean las Audiencias Provinciales, establece en su artículo 5." 
que sus Presidentes tendrán las mismas competencias que los artículos 592 
y 594 de la LOPJ atribuyen a los Presidentes de Sala, y de dichos precep-
tos no cabe deducir que los Presidentes de las Audiencias Provinciales 
puedan desplazar a los Presidentes de sus Secciones para sustituirlos; por 
el contrario, el artículo 592 impide de modo claro y terminante tal susti-
tución al establecer que los Presidentes en cuestión presidirán «las Salas 
a que correspondan». No puede aducirse en contra de esta argumentación 
la Real Orden de 22 de enero de 1896, pues se trata de una disposición 
meramente reglamentaria que en modo alguno puede suplir, y mucho me-
nos enmendar, lo dispuesto por la Ley. Por lo demás, hoy ha de conside-
rarse sin valor ni efecto la Real Orden de 22 de enero de 1896, como 
consecuencia de la disposición derogatoria tercera de la Constitución. No 
cabe duda de que sí, de acuerdo con el artículo 24.2 de ésta, «todos tienen 
derecho al Juez ordinario predetermiado por la ley», dicha Orden ha 
quedado derogada al pretender, mediante una evidente violación del artícu-
lo 592 de la LOPJ, que los Presidentes de las Audiencias Provinciales des-
placen a los Presidentes de Sección llamados por la Ley a ver y fallar 
una causa o un incidente de la misma. 
En cuanto a la designación del Magistrado suplente tal suplencia fue 
acordada por el Presidente de la Audiencia Provincial, a pesar de ser com-
petencia del Presidente de la Audiencia Territorial la designación del Ma-
gistrado que debía completar la Sala, como se deduce del artículo 584 de 
la LOPJ, en relación con el artículo 5° de la Ley adicional, y así lo reco-
nocen las Reales Ordenes del Ministerio de Gracia y Justicia de 26 de 
julio de 1884 (N. Die. 29601, nota) y 22 de enero de 1896. En conse-
cuencia, también por esta razón resulta violado el artículo 24 de la Cons-
titución. 
Concluye el recurrente que, desde el 29 de abril, en que se dictó la 
resolución impugnada, hasta el día en que formula la demanda de am-
paro, la Sección Primera de la Audiencia Provincial ha venido actuando 
«n la forma habitual, con los componentes que corresponden con arreglo 
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a la Ley, en todos los asuntos que no hacen referencia al que dio lugar 
a la repetida resolución de 29 de abril de 1981. 
I I . FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
2. El derecho constitucional al juez ordinario predeterminado por la 
Ley, consagrado en dicho artículo exige, en primer término, que el órgano 
judicial, haya sido creado previamente por la norma jurídica, que ésta le 
haya investido de jurisdicción y competencia con anterioridad al hecho 
motivador de la actuación o proceso judicial, y que su régimen orgánico 
y procesal no permita calificarle de órgano especial o excepcional. 
Pero exige también que la composición del órgano judicial venga deter-
minada por la Ley y que en cada caso concreto se siga el procedimiento 
legalmente establecido para la designación de los miembros que han de 
constituir el órgano correspondiente. De esta forma se trata de garantizar 
la independencia e imparcialidad que el derecho en cuestión comporta —y 
que se recoge expresamente en el artículo 14.1 del Pacto Internacional de 
Derechos civiles y políticos y en el artículo 6.1 del Convenio para la Pro-
tección de los derechos humanos y de las libertades fundamentales—, ga-
rantía que quedaría burlada si bastase con mantener el órgano y pudiera 
alterarse arbitrariamente sus componentes, que son quienes, en definitiva, 
van a ejercitar sus facultades intelectuales y volitivas en las decisiones que 
hayan de adoptarse. 
Es cierto que no cabe exigir el mismo grado de fijeza y predetermina-
ción al órgano que a sus titulares, dadas las diversas contingencias que 
pueden afectar a éstos en, su situación personal y la exigencia dimanante 
del interés público —las llamadas «necesidades del servicio»—, de que 
los distintos miembros del Poder Judicial colaboren dentro de la Adminis-
tración de justicia en los lugares en que su labor pueda ser más eficaz, 
supliendo, en la medida de lo posible, las disfuncionalidades del sistema. 
Pero, en todo caso, los procedimientos fijados para la designación de los 
titulares han de garantizar la independencia e imparcialidad de éstos, que 
constituye el interés directo protegido por el derecho al juez ordinario 
predeterminado. 
(Se deniega el recurso.) 
(J3./C, 1983-26 mayo, pág. 703). 
3 3 
CONTRATO D E TRABAJO. C O M P E T E N C I A J U D I C I A L I N T E R N A C I O N A L D E 
L O S T R I B U N A L E S ESPAÑOLES .—Cont ra to celebrado en España por 
subdito español con empresa extranjera para prestar servicios 
en el extranjero. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): S E N T E N C I A D E 3 D E 
J U N I O D E 1983. Ponente: D. J. M.a Alvarez de Miranda y Torres. 
El T. S., casando la sentencia de la Mag. Trab., declara la competencia de ju-
risdicción para conocer de la demanda por despido promovida por José M." V. R. 
contra Cape Projets Incorporated Establishment. 
CONSIDERANDO: Que formulado recurso de casación contra Senten-
cia de la Magistratura que declaró la incompetencia de la jurisdicción es-
pañola para conocer de la reclamación por despido de un trabajador español 
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contratado en Madrid por empresa extranjera para trabajar en el extranjero, 
es claro que según jurisprudencia constante y reiterada de la Sala —S. de 
5 febrero 1983, entre otras muchas—, puede ésta entrar sin limitaciones 
a examinar los Autos sin venir condicionado por los hechos declarados 
probados en la Sentencia ni por los motivos del recurso, resolviendo in-
cluso de oficio la cuestión competencial. 
CDO.: Que para la adecuada solución del asunto precisa distinguir el 
problema de la extensión y límite de la jurisdicción nacional de, trabajo 
—que es el que ha de ser objeto de examen— y el de derecho internacional 
privado relativo a la elección de Ley aplicable para la solución del caso a 
que se refieren el art. 1.4 del Estatuto de los Trabajadores y 10.6 del 
C. Civ., que parten del supuesto de que es competente para resolver el 
asunto la jurisdicción nacional; respecto al problema planteado precisa tener 
en cuenta que según el art. 51 de la L. E. Civ. —aplicable subsidiaria-
mente a través de la disposición adicional de la L. Pro. Lab. de 13 junio 
1980 proclama la competencia de la jurisdicción nacional para conocer de 
los negocios que se «susciten» en territorio español entre españoles, entre 
extranjeros y entre españoles y extranjeros, ló que exige alguna conexión 
del asunto con dicho territorio para declarar la competencia de'la jurisdic-
ción nacional, y de que no exista una circunstancia que lo exceptúe de 
dicha competencia, cual sucedió en el caso de 8 noviembre 1979 —trabaja-
dor español contratado en España para trabajar en embajada extranjera, 
donde se argumenta en base a las normas internacionales que excluyen de 
la jurisdicción a las reclamaciones contra Estados extranjeros, Jefes de Es-
tado de los mismos y Jefes y miembros de misiones diplomáticas con cita 
del Convenio de Viena de 19 abril 1961 que entró en vigor para nuestro 
país en 21 noviembre 1967; precisa asimismo puntualizar que nunca podrá 
derivarse competencia en una jurisdicción extranjera a través de cláusula 
de sumisión expresa, pues tal sumisión según el art. 56 de la L. E. Civ. 
sólo podrá hacerse a Juez que ejerza jurisdicción ordinaria y que la tenga 
«para conocer de la misma clase de negocios y con el mismo grado», sien-
do de una claridad meridiana que la única jurisdicción a que se refiere la 
Ley de Enjuiciamiento es a la nacional, tal conclusión se refuerza en el 
orden jurisdiccional laboral, si se tiene en cuenta en relación con la com-
petencia territorial, que en el orden jurisdiccional civil puede determinarse 
mediante sumisión expresa, viene excluida tal posibilidad en el art. 2 de 
la L. Pro. Lab. —no así la sumisión tácita—, en definitiva será la circuns-
tancia de que exista o no alguna especie de conexión del negocio con el 
territorio nacional y el que ésta sea suficiente, en su caso, para erradicar 
la competencia de la jurisdicción laboral española el factor decisivo para 
la solución del problema planteado y no el de la sumisión a los Tribuna-
les de Africa del Sur —lugar de ejecución— que establece la cláusula 9.a 
del contrato de trabajo obrante al folio 14. 
CDO.: Que en el contrato supuesto de autos aparece; a) que el con-
trato entre el actor y la empresa demandada se firmó en Madrid el 4 fe-
brero 1982 (folios 12, 13 y 14); b) que la empresa fue citada para juicio 
en la calle Padre Damián. 37 de Madrid (folio 8) compareciendo debida-
mente representada, existiendo poder otorgado al efecto en Vadus (Liechen-
stein); siendo emplazado para la personación ante el T. S. en la misma 
dirección su representante en juicio (folio 45); c) que el contrato para tra-
bajar como oficial 1." tubero en Africa del Sur suscrito por el actor y la 
empresa demandada domiciliada en Liechestein, fue visado por el Instituto 
Español de Emigración (folios 12, 13 y 14); con estos antecedentes es 
claro que existe conexión entre el contrato de trabajo y el territorio na-
cional por cuanto Madrid es el «loci contractus» aunque la ejecución del 
mismo tenga lugar en Sudáfrica y por cuanto la empresa si no precisamente 
el domicilio, tiene en Madrid sucursal u oficina donde tiene representante 
que recibe citaciones a juicio y es emplazado en el recurso; es decir, la 
sociedad demandada que es extranjera y según el contrato celebrado con 
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el actor está domiciliada en el extranjero y allí sin duda tiene establecida 
su representación legal y ejerce sus principales funciones (art. 41 del C. 
Civ.), sin embargo ha celebrado el contrato en Madrid y tiene en dicha 
ciudad representación, sucursal u oficina que ha permitido sin problema 
alguno demandarla para el juicio y emplazarla en el recurso; por otro lado 
y aunque el hecho de que el trabajador sea emigrante y el contrato haya sido 
visado por el Instituto de Emigración, no supone que su relación laboral 
haya de ser enjuiciada por la jurisdicción española, no cabe duda que 
determinadas incidencias que del hecho de la emigración puedan derivarse 
relativas a la protección del emigrante -'-Ley de Emigración 31/1971 de 
21 julio han de plantearse ante dicha jurisdicción y que el emigrante ha 
de ser protegido aunque no exista tratado de emigración con el país de 
que se trate. 
CDO.: Que la jurisprudencia de la Sala ha venido examinando minu-
ciosamente al posible conexión entre el territorio nacional y los negocios 
«suscitados» en territorio español a fin de determinar casuísticamente si 
existe o no conexión entre ellos que haga jurisdiccionalmente competente 
al orden laboral nacional, y así en S. de 11 julio 1970 estima incompetente 
a la jurisdicción española en reclamación de trabajador como empresa fran-
cesa sin domicilio ni sucursal en España no habiéndose celebrado ni eje-
cutado en dicha nación el contrato, pues no existe ningún punto de cone-
xión que justifique la actuación de la jurisdicción española ni sería factible 
la ejecución de las resoluciones dictadas por la misma; en S. 8 noviembre 
1979, antes citada, se estima incompetente a la Magistratura para conocer 
de reclamación de trabajador español contratado por embajada extranjera, 
en la reciente de 20 enero 1983 se entiende es incompetente la jurisdicción 
española por cuanto ni el lugar de trabajo ni el domicilio del demandado 
se encontraban en España, en cambio en S. de 20 junio 1698 se estima 
competente a la jurisdicción laboral española para conocer de reclamación 
de un trabajador español que presta servicio en nave abanderada fuera 
de España de armador extranjero a virtud de relación jurídica concluida 
en territorio nacional; la de 15 junio 1968 asimismo entiende competente 
a la Magistratura para conocer de reclamación presentada contra sociedad 
extranjera representada por otra nacional con domicilio en territorio es-
pañol habiéndose celebrado el contrato en España donde había de iniciarse 
y terminarse la relación laboral; las de 6 marzo y 29 abril 1971, 22 di-
ciembre 1972 y 6 noviembre 1979, estima competente el orden jurisdiccio-
nal español en contrato entre español y empresario domiciliado en España, 
aunque el trabajo haya de ejecutarse en el extranjero, y a la misma solu-
ción se llega si el contrato se efectuó en España aunque el empresario sea 
extranjero sin domicilio en España —S. de 25 junio 1974; así como en 
supuestos de trabajador español en barco extranjero si el naviero es español 
o si el contrato se celebró en España con consignatario español representante 
del naviero extranjero —SS. de 16 octubre 1973, 11 diciembre 1974 y 28 
abril 1975—; según ello es claro que en el supuesto de Autos pese a la 
nacionalidad y domicilio de la empresa en el extranjero, al haber sido 
concertado el contrato en Madrid y tener, como se ha dicho antes, la em-
presa sucursal en dicha ciudad con representación para recibir citaciones y 
emplazamientos, es competente el orden jurisdiccional laboral español por 
conexión del mismo con el asunto suscitado en España en base al art. 51 
de la L. E. Civ. siendo competente territorialmente la Mag. Trab. de Ma-
drid, donde la empresa tiene sucursal en que puede ser citada a tenor del 
art. 2 de la L. Pro. Lab. en correcta interpretación del mismo, por lo que 
procede casar y anular la Sentencia recurrida sin necesidad de examen 
pormenorizado de los motivos del recurso, declarando competencia de la 
Magistratura para conocer de la reclamación origen de las presentes acu-
saciones. 
(RJA, 1983, n.° 2961, pág. 2.290). 
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E J E C U C I Ó N D E L A U D O A R B I T R A L EXTRANJERO .—Código Civil, arts. 
9 y 11. Convenio de Nueva York de 1958. Convenio Europeo de 
Arbitraje de 1961. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): A U T O D E 17 D E J U N I O 
D E 1983. Ponente: D. Carlos de la Vega Benayas. 
El T. S. acuerda dar cumplimiento al laudo arbitral dictado en Londres por 
el único arbitro C. B. el día 13 octubre 1976, por el que se condena a Maderas, 
G. L., S. A.» a pagar a <¡Ludmila C.Shipping Company Limited" la cantidad de 
88.057,42 dólares americanos, más el 9 % de interés anual desde el 1 julio 1974 
al 13 octubre 1976, así como las costas de laudo. 
CONSIDERANDO: Que son datos relevantes para esta resolución, y 
que en definitiva operan como fijación judicial de los hechos, los siguien-
tes: a) según póliza (modelo «Gencon») suscrita en Madrid el día 8 febre-
ro 1974 entre los armadores del buque «Ludmila C», perteneciente a la 
Sociedad «Ludmila C. Shipping Company Limited», domiciliada en Limasol 
(Chipre) y la empresa española «Maderas G. L., S. A., de Santander, se 
convino el fletamento o transporte de una carga de madera desde el puerto 
de Corinto (Nicaragua) al de la citada ciudad española; b) entre sus cláu-
sulas, por lo que al caso interesa, figura la número 11 (8), parte B, que 
establece la responsabilidad del fletador por falso flete y la núm. 29, párr. 
último, que en su idioma original dice «general average and Arbitration to 
be setled in London» y en la traducción oficial acompañada «avería general 
gruesa y arbitraje deberán ser liquidados en Londres»; c) llegado el buque 
a Santander el día 13 de abril 1974, ante la insuficiencia de carga respecto 
de la prevista, es decir, del falso flete aludido en el contrato de fleta-
mento, suscitóse cuestión entre las partes, que en principio provocó que 
la sociedad española fletadora, para evitar el depósito judicial de la carga, 
afianzara su importe mediante aval bancario y al tiempo, por documento 
suscrito en Santander, el día 13 abril 1974, se pactara por ellas la siguien-
te cláusula: «que los armadores citados del «Ludmila C» han decidido 
reclamar a «Maderas G. L.» diferencias existentes por falso flete, intereses, 
costas y gastos y que estas diferencias entre ambas partes deben ser resuel-
tas, con arreglo al contenido de la Póliza de fletamento, en Londres»; d) 
el 14 de noviembre 1974 la empresa armadora «Ludmila C. Shipping Com-
pany Limited» notifica «a Maderas G, L., S. A.», notarialmente, su deseo 
de someter las diferencias al arbitraje, con propuesta de arbitro único, y 
requerimiento de que por la sociedad notificada se designara otro, lo que 
es contestado por el Director Gerente de Maderas G. L., S. A., en el sen-
tido de que si bien está dispuesto a resolver las diferencias extrajudicial-
mente, ello ha de hacerse cumpliendo lo dispuesto en la Ley española 
sobre arbitraje, mediante escritura al efecto, al tiempo que negaba al requi-
rente facultades representativas para el acto, por insuficiencia de su poder; 
requerimiento que se repite, sin contestación; e) ante esta actitud, la em-
presa armadora promueve en Londres el pertinente proceso de arbitraje, 
que es notificado, también notarialmente, a la empresa fletadora con en-
trega de documentos, del mismo modo que lo es por el arbitro inglés 
designado respecto de sus providencias y acuerdos de citación y emplaza-
miento, reiterados y sin respuesta alguna, como asimismo de la designación 
y nombre del arbitro y comunicaciones de éste para que la sociedad de-
mandada pudiera contestar y aportar pruebas; f) finalmente, con fecha 
13 octubre 1976, el arbitro dicta el laudo, que también fue notificado no-
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tarialmente a la demandada, y que es el que se aporta ahora para su eje-
cución en España, al amparo del Convenio de Nueva York de 10 junio 
1958, al que se adhirió España por Instrumento de 29 abril 1977, en re-
lación con los arts. 951 y sigts. de la L. E, Civ. 
CDO.: Que son cuatro las objeciones y excepciones que se oponen al 
cumplimiento de dicho laudo: ¡una; alegada también por el M.° Fiscal, 
relativa a la insuficiencia del poder aportado por la compañía armadora 
ejecutante, y las tres siguientes, formuladas junto con la primera por la 
empresa condenada, tal es la inoperancia de la cláusula del contrato de fie-
ramente referida al arbitraje; la existencia de rebeldía de dicha demandada 
en el proceso arbitral, que impide el «exequátur» y, en fin, la excepción 
de orden público en cuanto a la incompatibilidad con el Derecho español 
por el modo.de designación del arbitro y de la imprecisa fórmula de la 
cláusula arbitral en el contrató. *s 
CDO.: Que en cuanto a la primera excepción relativa al poder de la 
parte ejecutante, es decir, de la Compañía «Ludmila C. Shipping Company 
Limited» otorgado por ésta al Procurador actuante, cumple decir que en 
el mismo, autorizado en Hamburgo (R.F.A.) por Notario público el día 
6 de agosto 1980, se contienen las suficentes especificaciones relativas a las 
partes otorgantes y de sus facultades representativas respecto de la socie-
dad armadora dicha, según el Notario, bajo su fe, hace constar, incluso 
con la cláusula final de añadir que «estos poderes son válidos y acordes 
con la Ley del país en que se conceden én todos los aspectos de acuerdo 
con tal ley», lo cual no puede por menos que lleVar a la conclusión ya 
establecida en reiterada doctrina de esta Sala en los Autos de 11 febrero 
1981, 8 octubre 1981, 3 junio 1982 y 14 enero 1983, de estimar su validez 
y eficacia ante este Tribunal por la simple aplicación de los arts. 9 y 11 
del C. Civ. español, pues otorgado el poder en Hamburgo (Alemania) es 
la Ley personal de los otorgantes la aplicable (art. 9), como lo es la ley 
alemana en punto a la forma del contrato autorizado por Notario público 
en dicha ciudad; y al afirmar y certificar este funcionario, como se ha 
visto, la validez y concordancia con la ley del país («locus regit actum»), 
será excesivo ahora exigir el cumplimiento de las circunstancias que el 
Reglamento Notarial español indica en sus arts. 165 y 166, evidentemente 
inaplicables. 
CDO.: Que en punto a la objeción que la demandada hace respecto a 
la titularidad del buque y beneficiario de la póliza del fletamento, que el 
laudo fijó en la empresa aquí ejecutante, es tema que no cabe en modo 
alguno dilucidar por afectar al fondo del asunto y no revisable por nuestra 
jurisdicción, que ha de limitarse a lo autorizado tanto por el Convenio 
Internacional de 1958 citado como por el art. 954 de la L. E. Civ., que 
enumera los requisitos de homologación de las sentencias extranjeras, nin-
guno referido al fondo del litigio. 
CDO.: Que respecto a la invalidez —por su inexpresividad— de la 
cláusula de sumisión al arbitraje, si bien es cierto que en resoluciones 
anteriores (Autos de 21 mayo 1971, 13 mayo 1971, 22 octubre 1970) se 
siguió un criterio restrictivo respecto de aquellas cláusulas que escueta-
mente expresaban que «el arbitraje tendría lugar en Londres», quizá por-
que el Convenio de Ginebra de 1927, entonces aplicable, no era lo sufi-
cientemente taxativo y no se estimaba así cumplida la ley española de 1953 
respecto a la exigencia de cláusula clara de sumisión, con indicación de 
puntos y arbitros, también lo es que dicha doctrina debe ser revisada a 
la luz del Convenio vigente de Nueva York de 10 junio 1958, al que 
se adhirió España el 29 abril 1977 y envigor desde el 10 agosto del mismo 
año, y en el cual (art, 5-1, a) se remite la validez, en último término, de 
la cláusula arbitral «a la ley del país en que se haya dictado la sentencia», 
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validez que no se puso en duda por el laudo cuya ejecución se pretende 
dictado en Londres, pero que tampoco, en definitiva choca con el espíritu 
de la ley española (arts. 12 y 14 de la Ley de 22 diciembre 1953), dada 
la manifiesta claridad de la cláusula en cuestión (N.° 29 del Contrato de 
fletamento), que a su vez se ratifica por las partes en el documento de 
13 abril de 1974, según se transcribe en el ap. c) del primer «Considerando» 
de esta resolución, pacto o acuerdo ratificador que confirma la voluntad 
clara de las partes de someter las cuestiones nacidas o derivadas del con-
trato al arbitraje británico, a lo que no es obstáculo el que ahora por la 
parte demandada se pretenda aferrarse a la traducción que el perito da a la 
palabra inglesa «settled» («arbitration to be settled in London») como 
«liquidación» («avería... y arbitraje deberán ser liquidados en Londres»), 
para fundar su tesis de que no hubo pacto de arbitraje, sino sólo de li-
quidación de averías, ya que la voz inglesa constituida por el verbo «settle», 
si bien puede indicar también «liquidar», tiene como más corrientes acep-
ciones la de decidir una disputa extrajudicialmente («out of court»), arreglo 
o decisión de una diferencia, etc. («Lonman Dictionary*). 
CDO,: Que esta doctrina sobre la validez y eficacia de la cláusula en 
entredicho es la ya fijada en los Autos de esta Sala de 8 octubre 1981, 
24 marzo 1982 y 14 enero 1983, expresivos de que el art. II del Convenio 
neoyorkino de 1958, al establecer que «cada uno de los Estados contratan-
tes reconocerá el acuerdó por escrito conforme al cual las partes se obliguen 
a someter a arbitraje todas las diferencias o ciertas diferencias que hayan 
surgido o puedan Surgir entre ellas respecto a uan^ determinada relación 
jurídica contractual ó ño contractual», puntualiza luego que «la expresión 
acuerdo por escrito' denotará una cláusula compromisaria incluida en un 
contrato o compromiso; firmados por las partes o contenidos en un canje 
de cartas o telegramas», definición que se aviene, evidentemente, con lo 
pactado y suscrito por las partes en el contrato y documento citados y que, 
éh consecuencia, fundan el rechazo de la objeción que se estudia. 
. C D O , : Que tampoco .puede afirmarse que concurra aquí la circunstan-
cia impeditiva 2.' del art. 954 de la L. E. Civ. para conceder el «exequátur», 
porque bien claro resulta que tal norma y excepción («que no haya sido 
dictada en rebeldía» la ejecutoria), si bien es recogida y prescrita también 
por el Convenio de Nueva York (art. 5. 1, b), cierto es que lo hace de 
un modo más específico y matizado, al decir que se podrá denegar el 
reconocimiento de la sentencia arbitral cuando «la parte contra la que se 
invoca no haya sido debidamente notificada de la designación del arbitro o 
del procedimiento de arbitraje, ó rio haya podido, por cualquier otra razón, 
hacer valer sus medios de defensa, queriéndose con ello decir que no toda 
situación de rebeldía provoca o puede ser causa de indefensión y que es 
esta circunstancia la decisiva para denegar el reconocimiento y no la mera 
rebeldía, que puede obedecer, como es bien sabido, a la propia convenien-
cia o interés de la parte y que por ello puede legitimar por sí sola su 
oposición posterior, que puede ser muestra como ya se dijo en el Auto 
de 11 febrero 1981 de la unilateral y antijurídica voluntad de negarse a] 
cumplimiento de los compromisos contraídos, con desprecio, además, de 
los más elementales principios del tráfico jurídico internacional. 
CDO,: Que según los datos de hecho expuestos, es decir, las reiteradas 
notificaciones y requerimientos dirigidos a la parte demandada, tanto por 
la parte ejecutante como por el arbitro designado según la ley aplicable, 
es claro que los presupuestos del Convenio se han cumplido y en modo 
alguno puede decirse que el oponente haya padecido indefensión, cuando 
tantas oportunidades tuvo, en tiempo y forma legal y fehaciente, para sos-
tener sus pretensiones, doctrina que en modo alguno puede ser enervada 
por la inclusión en el concepto de orden público impeditivo del art. 954 
de la L. E. Civ., tal como ya se dijo en el Auto de 8 octubre 1981, ya 
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que de hacerse así quedaría el Convenio de 1958 convertido en una letra 
muerta, frente a lo dispuesto respecto de su valor normativo en el art. 1., 5, 
del C. Civ. y en el 96, 1, de la Const, como ley interna de superior jerar-
quía, doctrina, por otra parte, ya reiterada en los A.A. de 11 febrero 1981, 
24 marzo 1982, 3 junio 1982 y 14 enero 1983. 
CDO.: Que en cuanto a la excepción de orden público que finalmente 
se alega, con fundamento en el art. V, 2, b) del Convenio tantas veces ci-
tado de 1958, entendiéndose que dicho orden se contraría en el laudo en 
lo que respecta a la insuficiencia de la cláusula y a la designación del ar-
bitro, contra lo dispuesto en la ley española o del foro, cumple añadir a 
lo ya expuesto que, conforme a la doctrina reiterada en los Autos citados, 
el Convenio utiliza la expresión «sentencia arbitral», en el sentido de reso-
lución pronunciada por los arbitros, ya se trata de los nombrados para 
un solo conflicto, ya los que tengan carácter permanente y a los que las 
partes se hayan sometido (art. 1), en lo que coincide con el Convenio 
europeo sobre arbitraje comercial internacional hecho en Ginebra el 21 
abril 1961, ratificado por España el 5 marzo 1975, confiriéndose a los 
intereses muy amplias facultades en lo concerniente a la organización del 
procedimiento arbitral, a la designación de arbitros y de su número y a la 
determinación del lugar y «reglas del procedimiento», todo ello como mues-
tra del mayor ámbito que el Convenio concede a la autonomía de la vo-
luntad, e independientemente de que en el caso presente, dada la sumi-
sión ciara al arbitraje de Londres, es correcta y en nada contraria al orden 
público español —puesto que el Convenio forma parte de su ordenamien-
to jurídico, e integrado en aquél— la designación de único arbitro y pro-
cedimiento aplicable según las Leyes inglesas de 1950 y 1975 («Arbitration 
Act. 26 julio 1950, Parte I , y la segunda, del 25 febrero, dictada para dar 
efecto a la Convención de Nueva York de 1958»). 
CDO.: Que como consecuencia de lo expuesto.es procedente otorgar 
el «exequátur» postulado. 
(RJA, 1983, n." 6736, pág. 5.150). 
. 35 
E X T R A N J E R O S . C O N T R A T O D E TRABAJO .—Extinción del contrato de 
trabajo. Caducación de permisos de trabajo y residencia. Decre-
tó de 27 de julio de 1968. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): S E N T E N C I A D E 21 D E 
J U N I O D E 1983. Ponente: D. Carlos Bueren y Pérez de la Serna. 
El T. S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Liagat R. y otros con la sentencia de la Mag. Trab., que desestimó las de-
mandas interpuestas por los recurrentes contra Compañía Minero Metalúrgica 
Los Guindos, S. A., sobre extinción del contrato de trabajo. 
CONSIDERANDO: Que contiene la sentencia de instancia una decla-
ración de hechos probados que no ha sido impugnada, de los que merece 
destacar por su interés a efectos de la cuestión que se debate los que re-
fieren: a), que los demandantes, todos ellos extranjeros, de nacionalidad 
Pakistani, comenzaron a trabajar en la empresa demandada, mediante con-
trato escrito y visado, como obreros de interiores en las explotaciones mi-
neras de la Compañía, estableciéndose como requisito previo a la presta-
ción de servicios la obtención de los correspondientes permisos de residen-
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cia y trabajo, y con expresa constancia de que la duración de los contratos, 
sería por el tiempo de vigencia de aquellos permisos; b), que la Empresa 
fue autorizada por la Delegación Provincial de Trabajo para suspender 
la relación laboral con los actores por un período de seis meses, con efec-
tos de 11 febrero 1981; y c), que dentro del período de suspensión refe-
rido y por haber expirado el plazo contractual convenido, la empresa co-
municó por escrito a los demandantes el cese en sus puestos de trabajo, 
a cuyo efecto y también como hecho probado indiscutido se afirma en la 
sentencia, que en la fecha señalada para la extinción de las relaciones la-
borales de todos ellos, caducaban también los correspondientes permisos de 
trabajo y residencia. 
CDO.: Que ante la realidad de los hechos así acreditados no pueden 
prosperar los dos motivos del recurso, interpuesto contra la sentencia que 
desestimó la demanda sobre declaración de nulidad o improcedencia del 
despido de los trabajadores mencionados, pues teniendo fundamento ambos 
motivos en el núm, 1.° del art. 167 del Texto de Procedimiento Laboral, 
el primero denuncia la violación por la sentencia del art. 15 del Estatuto 
de los Trabajadores, conforme al cual debía entenderse que el contrato de 
los demandantes se había celebrado por tiempo indefinido, sin tener en 
cuenta que, anteriormente, y en la actualidad, según lo prevenido en el 
art. 7, c) del Estatuto comentado, los contratos celebrados por extranjeros 
en España se regulan a través de una normativa «specífica, representada 
en este caso por el art. 1° del R. D. de 3 mayo 1980 y arts. 4 y 7 del 
D. de 27 julio 1968, según los cuales queda condicionada la validez del 
contrato suscrito por un extranjero para trabajar en España, por cuenta 
ajena, al cumplimiento de los requisitos formales que en dicha normativa 
se contienen, de tal suerte que la inobservancia de tales requisitos o la 
expiración del término que para ejercer aquella actividad o para disfrutar 
de residencia figuran en las correspondientes autorizaciones oficiales, inva-
lidan automáticamente los contratos privados celebrados por aquellos tra-
bajadores, sin que el comienzo o la permanencia en la prestación de sus 
servicios de aquella forma irregular, permita convalidar una situación que 
es nula de pleno derecho, como ya se tiene dicho por esta Sala en SS. de 
15 y 23 febrero 1983 situación que, a lo sumo, puede dar lugar a la opor-
tuna reclamación del pago de las debidas prestaciones a los interesados, 
pero también a que la empresa incurra en la responsabilidad dimanada de 
lo prevenido en el art. 46 del citado D. de 27 julio 1968, sin que a ello 
obste, en el caso de autos, la circunstancia de la suspensión temporal de 
los contratos de trabajo concedida por la autoridad laboral a la empresa, 
que fue medida de carácter general y que no afecta a la especialidad de los 
contratos suscritos por los trabajadores extranjeros integrados en la plan-
tilla de la Empresa, la que de acuerdo con lo expresamente estipulado en 
dichos convenios, ajustados a la normativa oficial aplicable a tal respecto, 
decretó puntualmente el cese de dichos operarios en la fecha de expiración 
de sus contratos, por vencimiento de los correspondientes permisos que 
condicionaban su eficacia y validez. En cuanto al motivo segundo porque 
en el mismo se alega violación del art. 51-2 del Estatuto de los Trabajado-
res, con lo que se incide en desconocer la naturaleza especial de los contra-
tos que vinculan a las partes que contienden en este procedimiento, si 
además la norma denunciada rio estuviese referida a la extinción de las 
relaciones de trabajo por causas económicas, qué por ser materia que no 
fue debatida en el proceso, el motivó en que se aduce aquella infracción, 
está afectado de la desestimación prevista en el núm. 5 del art. 1729 de 
la L. E. Civ. 
CDO.: Que en coincidencia con el parecer del M.° Fiscal y por cuanto 
queda razonado, procede desestimar el recurso. 
{RJA, 1983, n.°. 3031, pág. 2.337). 
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3 6 
EMPRESAS. GRUPOS DE EMPRESAS.—Empresas extranjeras. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): SENTENCIA DE 23 DE 
JUNIO DE 1983. Ponente: D. Enrique Ruiz Vadillo. 
El T. S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Roger M. L. contra la sentencia de la Mag. Trab., dictada en autos promo-
vidos por el recurrente contra Exin Lines Bros, S. A., y F. G. S., sobre despido. 
CONSIDERANDO: Que el primer motivo se formaliza con apoyo en 
el núm, 5 del art. 167 de la L. Pro. Lab. interesando se revise el hecho 2." 
de los declarados probados por entender que el mismo se contradice con el 
recogido en el ap. i." en el sentido de que mientras en éste se afirma que 
la oferta lo fue para trabajar en una empresa hispano-americana, en aquél 
se declara que fue contratado por la empresa demandd ELB, argumentado 
que ésta es una empresa-madre de la que EM es una mera sucursal o 
centro de trabajo, aunque revista la forma de : sociedad mercantil dentro 
del territorio de Méjico, con cita de numerosos documentos obrantes en 
autos, debiendo por consiguiente, a juicio del recurrente, darse nueva 
redacción al hecho 2.° en el sentido de qué el actor fue seleccionado por 
orden de la demandada y contratado por ésta con la categoría de Adjunto 
de Dirección General y con un salario de 3.000.000 ptas; netas anuales 
para asistir a la Dirección General en la supervisión de las sociedades en 
que participa el grupo de empresas E incluidas las hispanoamericanas, de-
biéndose señalar en este sentido lo siguiente: 1.° Que el hecho de que 
la empresa radicante en Méjico sea una sucursal de ELB no ha sido acre-
ditado y está en abierta contradicción con el Resultando de hechos pro-
bados, sin que de los documentos citados se pueda deducir la afirmación 
•delsrecurrente, aparte de:que no hubiera sido suficiente probar la simple 
relación de una con otra empresa, sino probar la realidad jurídica en que 
concretamente consistiera la alegada conjunción: empresarial* pues en la 
> l l a m a d a unión de empresas, los empresarios conservan- su independencia 
jurídica aunque se sometan a una ^ dirección económica unitaria y sólo en 
i ' la integración se lleva a cabo la extinción de una o varias y por consi-
: guíente la aparición de una responsabilidad unitaria frente: a quienes con 
ellos contratan, aparte de las muchas y complejas situaciones que en tal 
tráfico jurídico mercantil se producen: 2." Que es el propio recurrente 
quién con sus actos demuestra la individualización y autonomía de una 
y otra empresa al dirigir el 19 febrero 1982 una carta a EM en la que, 
con carácter irrevocable, presenta su dimisión al puesto que> venía desem-
peñando en dicha Entidad por incompatibilidad con la actual Dirección 
General de dicha Compañía, expresiones que no tendrían sentido si una 
y otra empresa fueran la misma como pretende el recurrente; por todo lo 
cual procede la desestimación del motivo. 
CDO.: Que el segundo se formaliza con apoyo también en el núm. 5 
del art. 167 de la citada L. Pro. Lab., instándose la revisión del hecho 3." 
de los declarados probados en el relato histórico de la sentencia recurrida, 
pretendiendo la alteración del párrafo que se refiere a que entretanto se 
formaliza contrato con la empresa mejicana EM, se ofreció al actor por 
ELB prorrogar el contrato firmado mejorando las condiciones económicas 
a 5.000.000 anuales, razonando otra vez con el pretendido apoyo de los 
numerosos documentos que invoca, que las empresas extranjeras que rela-
ciona, eran controladas por la demandada y por tanto que el destino del 
recurrente a Méjico era consecuencia de este gobierno por la empresa ELB, 
lo que sostiene el recurrente en base a apreciaciones subjetivas sin que 
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haya podido probar que cada una de las empresas no tenga su propia 
personalidad jurídica o que haya entre ambas dependencia en el sentido 
de ser la empresa EM filial o sucursal de la recurrida, por lo que habiendo 
quedado afirmada la independencia jurídica de ambas, lo que no es obstácu-
lo para que una empresa tenga acciones en la otra y lleven a cabo una 
política económica de colaboración, procede la desestimación del motivo 
pues como señala le Ministerio Fiscal en su preceptivo informe, el actor 
suscribió con dos empresas, respectivo y sucesivos contratos. 
CDO.: Que el tercer motivo con el mismo fundamento procesal del 
núm. 5 del art. 167 de la L. Pro. Lab. pretende la revisión del hecho 4.° 
de los declarados probados en la sentencia objeto de impugnación, referido 
en este caso a su integración en la Empresa EM de Méjico y, nuevamente, 
con cita de numerosos documentos, interesa la alteración de los mismos, 
otra vez en base a simples conjeturas y suposiciones, sin la base documen-
tal precisa y concreta que acredite la equivocación evidente del juzgador, 
como exige la jurisprudencia de esta Sala para que pueda prosperar el 
recurso, en sentencias tan reiteradas y constantes que hacen innecesaria la 
cita, por lo que procede también su desestimación. 
CDO.: Que el 4.° motivo, como los anteriores con el mismo funda-
mento del núm. 5 del art. 167 de la Ley citada, interesa la revisión del 
hecho 5 de los que la sentencia impugnada declaró probados referida ahora 
a la pretensión de que se sustituya la afirmación de la resolución judicial 
por esta frase «que el día 19 febrero 1982 el actor recibió la orden verbal 
de EM de abandonar la misión que le fue encomendada», motivo que el 
Ministerio Fiscal califica de insistente y reiterativo al partir de la base 
de la existencia de un grupo empresarial inexistente o cuya realidad, al 
menos, no ha quedado acreditada, por lo que procede la desestimación del 
motivo. 
CDO.: Que el motivo sexto se formaliza en base al núm. 1 del art. 167 
de la L. Pro. Lab. tantas veces citada, por interpretación errónea del núm. 2 
del art. 1.° del Estatuto de los Trabajadores, estimando que al ser empre-
sarios, conforme a dicho precepto, todas las personas físicas o jurídicas 
o comunidades de bienes que reciban la prestación de servicios de las 
personas referidas en el apartado anterior al ordenamiento jurídico amplía 
el concepto de empresario o empleado, a efectos de aplicación de las nor-
mas laborales, incluyendo dentro de aquél un tercer tipo constituido por 
las comunidades de bienes, afirmando que el Grupo de Empresas E es una 
unidad de empresas o «Holding» compuesta por dos empresas españolas 
y dos hispanoamericanas, pero aunque efectivamente es cierto que nuestro 
sistema jurídico junto a las personas físicas y jurídicas menciona en el 
precepto citado a las comunidades de bienes, fórmula amplia y genérica 
que como dice la doctrina hay que entender referida a las agrupaciones 
con personalidad, temporales o permanentes, así como a los grupos de 
empresa estén o no situados en España, con independencia de los proble-
mas de otra naturaleza que en este último caso se ofrecen, lo que es 
indudable es que el motivo ha de rechazarse puesto que, como acertada-
mente Señala el M.° Fiscal, quedando inalterados como han quedado los 
hechos probados, el contrato hay que entenderlo referido a la empresa 
mejicana EM con independencia completa del que celebró inicialmente 
con la empresa demandada, por lo que procede su desestimación. 
CDO.: Que el último motivo se formula al amparo del núm. 1 del art. 
167.1 de la L. Pro, Lab. por inaplicación del núm. 4 del art. 1." del Esta-
tuto de los Trabajadores, que también ha de rechazarse pues no concurre 
en este caso el presupuesto de hecho imprescindible para su aplicación, 
esto es, que se trate de empresas españolas en el extranjero, y como 
ya ha quedado afirmado que el recurrente trabajó para una empresa meji-
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cana, frente a la que, como declara el hecho probado 5.°, ha presentado 
demanda por diversos conceptos ante la Junta Local de Conciliación y 
Arbitraje del Distrito Federal de Méjico procede, con la desestimación del 
motivo, la del recurso. 
(RJA, 1983, n.° 3043, pág. 2.349). 
3 7 
OBLIGACIONES CONTRACTUALES.—Transporte marítimo. Ley apli-
cable: Art. 5 .10 Código Civil; Convenio Internacional «Reglas 
de La Haya de 1924»; Ley 22 diciembre 1949; Código de Comer-
cio.—Jurisdicción competente. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): SENTENCIA DE 3 0 DE 
JUNIO DE 1983. Ponente: D. Jaime de Castro García. 
La entidad «H. y Cía. Las Palmas, S. A» formuló ante el Juzgado de 1.' Ins-
tancia núm. 1 de los de Las Palmas de Gran Canaria, demanda de juicio de ma-
yor cuantía, contra (I., S. A.», sobre reclamación de cantidad. 
El Juez de 1.a instancia dictó sentencia, como sigue: 1." Declaro que la enti-
dad actora ha efectuado para la demandada, la descarga de los contenedores de 
patatas a que se refiere el hecho tercero de la demanda, en la fecha allí indicada; 
2." Declaro que las mencionadas mercancías fueron recibidas por el demandado a 
su entera satisfacción; 3.° Que los gastos de descarga de los contenedores refe-
ridos en el hecho tercero en aplicación de las tarifas vigentes, ascienden a la 
cantidad de 572.813 pías., suma que no ha sido satisfecha por la demandada; 
4." Que debo condenar a la entidad demandada al pagó de las precitadas 572.813 
ptas., más el interés legal de la expresada cantidad a partir de la fecha de la 
presentación de la demanda; 5." Sin condena en costas. Apelada la sentencia por 
la representación de la parte demandada, la Audiencia la confirmó, sin hacer es-
pecial condena en costas de la segunda instancia. 
La representación de la parte demandada interpuso recurso de casación por 
infracción de ley. 
CONSIDERANDO: Que en el único motivo formulado, con amparo 
procesal en el núm. 1 del art. 1692 de la Ley de Enjuiciamiento, se denun-
cia violación por inaplicación del ordinal 5.° del art. 10 del C. Civ., a cuyo 
tenor «se aplicará a las obligaciones contractuales, la Ley a que las partes 
se hayan sometido expresamente», precepto incluido entre las normas de 
Derecho Internacional Privado, es decir aplicables cuando exista un con-
flicto de leyes en el espacio que aquí, en puridad, no concurre porque 
las dos sociedades litigantes son españolas (constituidas, domiciliadas y re-
gistradas en España), los buques que efectuaron el transporte de las mer-
cancías contratadas eran españolas y el problema se suscita en España 
que es también el lugar de cumplimiento del contrato; la jurisdicción com-
petente no puede ser otra, consiguientemente, que la española, según lo 
dispuesto en el art. 51 de la L, E. Civ. Por otra parte, tampoco existe su-
misión expresa a otra jurisdicción, como afirma el recurso, con base en 
los conocimientos de embarque suscritos en Londres por las partes, pues 
entre sus cláusulas generales impresas, la tercera («Paramount») establece 
que «las reglas de La Haya, contenidas en la Convención Internacional 
para la unificación de ciertas reglas relativas a los conocimientos de em-
barque, fechadas en Bruselas el 25 agosto 1924, en la forma adoptada 
(«as enacted») en el país del cargamento, se aplicarán a este contrato»; lo 
cual significa justo lo contrario de lo que sostiene el recurrente, porque 
no sólo no alude a sumisión de ninguna especie, sino que se remite a la 
legislación española (país del cargamento), si ésta existe. Que, en efecto, 
existe, de acuerdo con lo dispuesto en el «Protocolo de firma» del Con-
venio, a cuyo tenor «las Altas Partes contratantes —una de las cuales era 
España, que lo ratificó el 2 junio 1930— podrán dar efecto a este Con-
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venio, ya dándole fuerza la ley, ya introduciendo en la legislación nacional 
las reglas adoptadas por el Convenio en una forma apropiada a esta legis-
lación»; siendo este segundo el procedimiento elegido, con la L. de 22 
diciembre 1949 en cuyo art. 5 se establece que «serán obligaciones del 
porteador, las siguientes: Tercera... proceder de manera apropiada y cui-
dadosa, a la carga, estiba, conservación, transporte, vigilancia, cuidado y 
descarga de las mercancías que conduzca»; supuesto en el que se encuen-
tra la hoy recurrente, como endosataria de los conocimientos de embarque, 
estipulados «a la orden», modalidad que específicamente permite el art. 19 
de la Ley. 
CDO.: Que, como complemento de lo anterior, la cláusula 4.* («Juris-
diction») de los conocimientos de embarque también en forma impresa, 
dice que «todas las reclamaciones y discrepancias surgidas bajo este conoci-
miento de embarque, serán regidas por las leyes españolas y determinadas 
en España, con exclusión de la jurisdicción de cualquier otro país»; a lo 
que no obsta el hecho de que en algunos de dichos conocimientos se hable 
de «leyes inglesas» y de «Inglaterra», pues la disparidad debida sin duda 
a un simple error, puesta en relación con la cláusula tercera, indica no 
una contradicción, sino una total incompatibilidad con la misma que, como 
se vio, remite a la jurisdicción y, naturalmente, legislación española. Sin 
que nada de cuanto queda expuesto se desvirtúe con la existencia en los 
mismos conocimientos de embarque, de otra cláusula denominada «Liner 
terms» que, en opinión del recurrente se remite a los usos del Puerto de 
Londres según los que incumben al naviero y por tanto a su consignatario, 
los gastos de descarga de la mercancía; lo cual carece de fundamento por-
que para ello, por aplicación de la norma del núm. 5 del art. 10 del C. Civ., 
se requeriría un pacto expreso que no existe y de existir sería nulo, por 
ir en contra de lo dispuesto en la L. de 1949 a que se remite el Convenio 
de Bruselas, y de la cláusula tercera («Paramount»), así como de la legis-
lación española pues sería un uso «contra legem» prohibido por el art. 2 
del C. Com., en concordancia con el primero, ap. 3 del civil, que admite, 
sólo en defecto de ley, «los usos del comercio observados en cada plaza»; 
con la particularidad, de que aquí tendrían que ser los del Puerto de la 
Luz de Las Palmas, que, según resulta de los Certificados de la Aso-
ciación de Consignatarios de Buques y de la Cámara de Comercio y 
Navegación de dicha ciudad, coinciden con la Ley, al imponer al dueño 
de las mercancías, los discutidos gastos de la descarga. 
CDO.: Que como consecuencia de cuanto queda expuesto, procede de-
sestimar el motivo que se formuló, que supone la del recurso en su 
totalidad, con los consiguientes pronunciamientos del art. 1748 de la Ley 
de Enjuiciamiento, en cuanto a las costas causadas en este trámite y la 
pérdida del depósito constituido al que se dará el destino legal. 
(RJA, 1983, n.° 3699, pág. 2.921). 
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TRÁFICO DE DROGAS.—Reincidencia internacional. 
Tribunal Supremo (Sala 2.a de lo Criminal): SENTENCIA DE 
8 DE JULIO DE 1983. Ponente: D. Hermenegildo Moyna Ménguez. 
El T. S. declara no haber lugar al recurso de casación, por infracción de ley, 
interpuesto por ¡a representación de los procesados Norman P. y William £., con-
tra sentencia de la Audiencia que les condenó como autores de un delito contra 
la salud pública del art. 344 del C. P., concurriendo la agravante de reincidencia, 
en el primero a las penas de diez años y un día de prisión mayor y multa de 
200.000 pías, y de seis años y un día de prisión mayor y multa de 50.000 ptas. 
respectivamente. 
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CONSIDERANDO: Que sin desconocer la existencia de una poderosa 
corriente político-criminal y legislativa partidaria de la internacionalización 
de los efectos de las sentencias en orden a la reincidencia, en nuestro 
Derecho positivo —por regla general— ha de rechazarse la posibilidad 
de tener en cuenta las sentencias dictadas por los Tribunales extranjeros, 
como ya afirmó una antigua Memoria de la Fiscalía de este < Tribunal de 
1899, y confirma el vigente texto del C. P. que cuando ha querido tomar 
en consideración las resoluciones extranjeras, lo ha declarado de modo 
expreso, cual sucede en el art. 289 relativo a la falsificación de moneda, 
según la redacción de la Ley de 27 diciembre 1947, en el art. 452 bis f), 
incluido en el capítulo de los delitos de prostitución e introducido por la 
revisión de 1963, y el art. 344, referente al tráfico de drogas tóxicas y 
estupefacientes, según la redacción de la Ley de 15 noviembre 1971, man-
tenida en la reforma —hoy en período de «vacatio»— de 25 junio del 
año en curso. 
CDO.: Que esta Ley de noviembre 1971 al dar nueva redacción al art. 
344 del Código, por exigencias de los compromisos internacionales suscritos 
por España y de la necesidad de atajar con medidas sancionadoras eficaces 
y disuasorias la acción de sujetos ligados a empresas u organizaciones de-
lictivas que en este tráfico traspasan de ordinario los confines territoriales 
del Estado, parificó las condenas de Tribunales extranjeros por delitos de 
igual entidad a las impuestas por los Tribunales españoles, «en cuanto a 
lo establecido en el núm. 15 del art. 10 de este Código» (párr. 5.° del 
art. 344 del C. P.), innovando en el aspecto normativo la situación prece-
dente en que solamente podía apreciarse la reincidencia en virtud de las 
sentencias impuestas por los órganos jurisdiccionales españoles; y como 
la reincidencia presupone la condena ejecutoria por delito de igual entidad 
o naturaleza, o comprendido en el mismo título de este Código según la 
conocida fórmula legal, no es de aplicación cuando aquella condena resulta 
anterior a la norma legal que estableció «ex novo» la circunstancia mo-
dificativa, que por su carácter agravatorio no debe contemplar situaciones 
anteriores, y situación anterior es porque la reincidencia exige una proyec-
ción simultánea sobre el tiempo presente, es decir, sobre el delito que se 
enjuicia, y abarca, en tiempo pretérito, al condena por el delito ya ejecuto-
riado, pues de la consideración de ambos, delito y condena anterior, surge 
la circunstancia agravatoria, y si la necesaria sentencia intercedente fue 
anterior a la disposición legal nueva, como ocurre en el caso «sub iudice» 
en que las ejecutorias de los Tribunales extranjeros precedieron a la adop-
ción por el C. P. de la reincidencia internacional como agravatoria espe-
cífica de los delitos de tráfico de drogas, la conexión real, indivisible y 
conceptual que tiene con el delito enjuiciado, impide o coarta la aplica-
ción de la circunstancia susodicha, que por su signo agravatorio o per-
judicial para el reo, comportaría una lesión para el principio de legalidad 
que inspira los arts. 9.3 y 25.1 de la Constitución Española y arts. 23 y 24 
—«a sensu contrario»— del Código Penal. 
CDO.: Que este criterio, en cuanto acepta la infracción legal que de-
nuncia el recurso, conduciría a su estimación, pero al ponderar la perso-
nalidad del delincuente y el desvalor del hecho para dosificar la pena, 
según el arbitrio que condena la regla 4.* del art. 61 del C. P- el Tribunal 
de casación —en hipotéticas funciones de instancia— estima «justificada» 
la condena impuesta, teniendo en cuenta que las sentencias anteriores por 
tráfico de drogas, sin virtud —por lo expuesto— para provocar la circuns-
tancia agravatoria de reincidencia, facilita datos valiosos y ciertamente pe-
yorativos sobre la personalidad y conducta del sujeto recurrente y respecto 
del hecho hay en el relato datos muy expresivos sobre la importancia y 
gravedad del mismo, como son el propósito y las acciones emprendidas en 
Palma de Mallorca para crear una red de distribución de droga, el alijo 
o depósito encontrado en la finca donde residía con su compinche, que 
ascendía a seis kilogramos cuatrocientos decigramos de cocaína, la natu-
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raleza dura de la misma, el entorno en que se desenvolvía y el movimiento 
de capitales, todo ello revelador de una empresa u organización de im-
portancia dirigida a este tráfico ilícito; por ello, el recurso, aunque fundado, 
carece de practicidad, y debe desestimarse el motivo interpuesto —único 
después de haberse renunciado al primero por quebrantamiento de forma 
en el acto de la vista— que invocaba la infracción por aplicación indebida 
del art. 10-15 del C. P. en el? cauce ofrecido por el art. 849.1." de la 
L. E. Crim. 
(RJA, 1983, n.° 4124, pág. 3.257). 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN.—Límites: escándalo público. Declara-
ción Universal de Derechos Humanos, Pactos de Derechos Civiles 
y Políticos, Convenio Europeo de Derechos Humanos, Congreso 
de N. York para protección de la moralidad pública. 
Tribunal Supremo (Sala 2.a de lo Criminal): SENTENCIA DE 11 
DE JULIO DE 1983. Ponente: D. Martín J. Rodríguez López. 
El T. S. declara haber lugar al recurso y dicha nueva sentencia en la que 
condena al procesado como autor de un delito de escándalo público del citado 
art. 431 del C. P., a la pena de seis meses de arresto mayor, inhabilitación 
especial para ejercer los cargos de Director de revistas o publicaciones, perió-
dicas o esporádicas, que contengan representaciones gráficas o suministren in-
formaciones, reportajes, comentarios ó encuestas de carácter erótico o que hagan 
referencia a la intimidad sexual, durante siete años y a la multa de 80.000 ptas. 
CONSIDERANDO: Que la posibilidad de que la moralidad pública 
pueda actuar como límite de la libertad de expresión, hay que partir 
del art. 20-4 de la Constitución según el que: «Estas libertades tienen su 
límite en el respeto a los derechos contenidos en este título, en los pre-
ceptos de las leyes que los desarrollan, y especialmente en el derecho al 
honor, a la intimidad, a la propia imagen y a la protección de la juventud 
y de la infancia». Según este precepto, en relación con el art. 53-1 de la 
Constitución, la ley puede fijar límites siempre que su contenido respete 
el esencial de los derechos y libertades contemplados en el art. 20. Uno 
de estos límites que el legislador puede establecer es sin duda alguna, la 
moral pública, ya que a partir del art. 10 de la Constitución, el ordena-
• miento jurídico español se integra en esta materia, por la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos, el Pacto Internacional de los Dere-
chos Civiles y políticos hecho en Nueva York el 19 diciembre 1966 y el 
Convenio de Roma de 4 noviembre 1950, y según estos convenios se prevé 
que el legislador puede establecer límites con el fin de satisfacer las justas 
exigencias de la moral (art. 29-2 de la Declaración); para la protección de 
la moral pública (art. 19-3 b) Convenio Nueva York); para la protección 
de la moral (art. 10 Convenio de Roma). Con ello se acredita que la de-
fensa de la moralidad pública como manifestación de la normal interrelación 
sexual de los seres humanos, no es un sentimiento retrógrado, residuo de 
creencias religiosas ya superadas, de una determinada confesión, sino 
concepto ético jurídico, en cuanto se estima que es necesario un mínimo 
ético para la convivencia social, en los países más progresivos del mundo. 
Fundado en estos antecedentes el legislador post constitucional español ha 
podido al regular la Ley Orgánica 7/1980 de 5 julio de libertad religiosa 
(art. 3-1) señalar, como límite de esa libertad «la protección de los dere-
chos de los demás al ejercicio de las libertades y derechos fundamentales, 
así como la salvaguardia de la seguridad, de la salud y de la moralidad 
377 
JOSE ANTONIO CORRIENTE CORDOBA 
pública, elementos constitutivos del orden público protegido por la Ley 
en el ámbito de una sociedad democrática». 
(RJA, 1983, n.° 4143, pág. 3.270). 
40 
LEY EXTRANJERA.—Su infracción no es motivo de Recurso de 
Casación. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): SENTENCIA DE 15 DE 
JULIO DE 1983. Ponente: D. Cecilio Serena Velloso. 
La representación de doña Liselotte Klara Maria K. formuló ante el Juzgado 
de 1.a Instancia núm. 2 de los de Telde demanda de juicio declarativo de mayor 
cuantía, contra don Heinz H. K. y don Detlef Friedrich M. B., sobre declaración 
de derechos. 
El Juez de 1.a instancia dictó sentencia, por la que, desestimando ¡a demanda 
absolvió a los demandados, sm hacer especial condena de las costas a ninguna 
de las partes. Apelada la sentencia por ta representación de la parte actora, la 
Audiencia estimando el recurso la revocó y declaró nula y sin valor, ni efecto, 
la transmisión efectuada por don Heinz H. K. a don Detlef Friedich M. B. de las 
fincas descritas en la parte expositiva de la escritura de 18 noviembre 1974, ante 
Notario; 2." Se declaran también nulas y sin valor, ni efecto, las inscripciones 
efectuadas en el Registro de la Propiedad de Telde, al amparo de dicha escritura, 
cancelándose por consiguiente, las inscripciones a que hace referencia el hecho 4." 
de la demanda; 3.° Se declara que todos los bienes contenidos en dicha escritura 
de 18 noviembre 1974, tienen el carácter de ganancial y corresponde su propiedad 
al señor H. K. y a la señora doña Liselotte K. en la forma que resulta del do-
cumento privado de fecha 6 enero 1975; 4." Condenar a los demandados a entregar 
a la actora los bienes declarados en la sentencia como de su propiedad, además 
del 50 % de los 21 apartamentos y un chalet con piscina y jardín, que se describe, 
sin condena en costas en ambas instancias. „ 
Se interpuso recurso de casación por infracción de ley. 
El T. S: declaró no haber lugar a los recursos de casación interpuestos por 
don Heinz H. K. y por don Detlef Friedrich M. B., con imposición a dichas 
partes recurrentes de las costas. . 
CONSIDERANDO: Que para un adecuado enjuiciamiento de los dos 
recursos de casación que penden ante esta Sala, formalizados por los dos 
demandados, K. y B., ha de ponerse de relieve que los cuatro motivos 
que totalizan se acogen al núm. 1.° del art. 1692 de la L. E. Civ., denun-
ciando, los motivos primeros de ambos recursos la aplicación indebida del 
art. 1363 y los motivos segundos la falta de aplicación a los hechos del 
art. 1378, del C. Civ. alemán; y es por tal planteamiento que ha de partirse, 
para su enjuiciamiento, de los hechos que el juzgador de la instancia tuvo 
por probados y que, al no combatir los recursos por el cauce del núm. 7° 
del citado art. 1692 de la L. E. Civ., deben respetarse en su integridad. 
CDO.: Que si bien se mira, la sentencia combatida por los recursos 
emanada de la Audiencia de Las Palmas el 6 abril 1981, estriba no tanto 
en el régimen económico del matrimonio de la actora con el demandado 
y aquí recurrente B., ambos de nacionalidad alemana, como en el debatido 
documento que constituye el folio 232 del juicio y que constituye, en 
efecto, el título en que se fundamenta la demanda, folios 96 a 110, el cual 
documento corresponde a la existencia no tan sólo de un régimen matri-
monial de bienes sino de múltiples y complejos comunes negocios; siendo 
puntos de hecho a resaltar los siguientes: a juicio de la Sala de instancia 
(considerando primero en combinación con el quinto), en la escritura pú-
blica otorgada el 18 noviembre 1974 en la localidad de Vecindario y me-
diante la cual K. cedió en pago de «la cantidad de siete millones de pe-
setas, importe de un préstamo que con arreglo a lo pactado se vendía el 
día 1.° de noviembre del corriente año (1974) y que —dice— por acta 
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autorizada bajo la fe del infrascrito notario, el día 13 del mismo mes, 
le fue reclamado» por el otro demandado B. (folios 74 y 75), es éste «una 
persona interpuesta y por lo tanto se trata de una venta simulada, por 
lo que no se le puede conceder el carácter de tercero hipotecario ya que 
tenía conocimiento de las condiciones en que adquiría las fincas litigiosas y 
falta la buena fe que exige el art. 34 de la L. H.; siendo en base de tal 
simulación de la deuda y de la dación en pago de la misma de los bienes 
reclamados que pronuncia (sin relación con el régimen económico del ma-
trimonio) la declaración de ser «nula y sin valor» la transmisión de las fin-
cas objeto de la escritura de 18 noviembre 1974 «así (como) dicha escritura 
pública» y «también nulas y sin valor ni efecto las inscripciones efectuadas 
en el Registro de la Propiedad de Telde, al amparo de dicha escritura 
pública, cancelándose por consiguiente las inscripciones»; y si con estas 
declaraciones de hecho que permanecen incólumes y de las cuales no pue-
de prescindirse, claudica por su base el recurso de B., ya que la simulación 
absoluta no puede servir de título de dominio, sea cual fuere el que 
ostentara el aparente cedente sobre los bienes objeto de la transmisión, 
no mejor suerte merece el del otro recurrente K. a partir de los hechos 
que la Sala de instancia declara probados además de los ya señalados, a 
saber (considerandos primero, segundo, tercero y quinto) «que en 16 enero 
1975 (aunque el señor K. dice que fue en el año 1973) ambas partes (se 
refiere a la demandante y al demandado K.) otorgaron un documento pri-
vado de división de bienes, transigiendo todas las cuestiones que tenían 
entre ellos sobre las parcelas 61 y 62 del Plan de Urbanización del Ayun-
tamiento de San Bartolomé de Tirajana, reconociéndose la propiedad del 
50 % a cada parte», cuyo documento, que es el que, como ya se adelantó, 
constituye el folio 232 del juicio, «hay que considerarlo otorgado en dicho 
año», siendo este dato del año el único cuestionado por dicho demandado 
K. que no negó la autenticidad del mismo, oponiéndole, en función de la 
fecha, la de otro documento de 13 noviembre 1973, apareciendo además 
corroborado por todos los testigos que lo suscriben con los otorgantes, 
José R. V., folio 213, Ernesto B. A., folio 219 y Argimiro S. H. (48 vuelto 
del rollo apelación) y por la prueba pericial (228); mientras que si ese 
documento privado de 16 enero, 1975 es auténtico y mediante el mismo 
«ambos cónyuges, ya separados, reconocieron... ser propiedad común de 
ambos, por partes iguales indivisas, aparte otros bienes, los sitos en las 
parcelas 61 y 62 del Plano de Urbanización del Ayuntamiento de San 
Bartolomé de Tirajana, ... aun cuando todo ello aparecía escriturado a 
nombre del demandado señor K.», por el contrario ha de reputarse inautén-
tico el de 12 nociembre 1973 (que constituye el folio 125 del juicio y 
que aparece suscrito por la demandante y el demandado K„ según el in-
forme pericial del 252): «no se le puede considerar auténtico», dice el 
considerando 3." en sede del cual se hallan las razones para tal apreciación. 
CDO.: Que, aparte el fundamento fáctico de la sentencia recurrida 
que hace inconducente al propósito pretendido de la casación y anulación 
de fallo la invocación de los arts. 1363 y 1378 del C. Civ. alemán, con el 
contenido que para los mismos resulta délos folios 91 a 95 y 261 a 279, y 
que elimina de este trámite de la casación, el interés de los particulares 
concurrentes, del que no es posible prescindir fuera de que el recurso 
aparezca interpuesto por el M.° Fiscal en el interés de la Ley, conforme 
a lo dispuesto en los arts. 1782 y siguientes de la L. E. Civ., tampoco 
aparece posible el examen pretendido de los citados preceptos de la ley 
alemana atendiendo a que la institución de la casación tiene por finalidad, 
aparte esa satisfacción del interés de los particulares, también la nomofi-
láctica que se halla en la base de la creación del instituto y mediante la 
cual se protege el ordenamiento jurídico como un todo y la función uni-
ficadora de la interpretación de las normas, indispensables para la seguri-
dad jurídica y la garantía de los particulares, y, última y más propiamente, 
la que resulta del núm. 6 del art. 1." del G. Civ., que, sin incluir a la 
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Jurisprudencia entre las fuentes del Derecho, le asigna la misión de com-
plementar el ordenamiento jurídico a través de la tarea de interpretar y 
aplicar las normas en contacto con las realidades de la vida y los con-
flictos de intereses, formulando criterios que si no entrañan la elaboración 
de normas en sentido propio y pleno, contienen desarrollos singularmente 
autorizados y dignos, con su reiteración, de adquirir cierta trascendencia 
normativa, como se lee en la Exposición de Motivos del Decreto legislativo 
1836/1974, de 31 mayo, por el que se sanciona con fuerza de Ley el texto 
articulado del título preliminar del C. Civ., pues, en efecto, con todos esos 
fines a la vista todavía es de reiterar el criterio de esta Sala acerca de 
que —S. de 20 marzo 1877, precedida por la de 28 enero 1875 y seguida 
por las de 13 enero 1885, 3 mayo 1897, 19 noviembre 1904 y, en algún 
aspecto, 5 noviembre 1974 «no pueden ser motivo de casación las infrac-
ciones de leyes extranjeras que no afectan a la uniformidad de nuestra 
Jurisprudencia» y de ahí el «no hallarse atribuido a este Supremo la mi-
sión de interpretar leyes y preceptos de legislaciones extranjeras» —Sen-
tencia, ya citada, de 19 noviembre 1904); y si el recurso de casación es 
extraordinario ante todo en el sentido de que ha de fundarse en causas 
determinadas taxativamente sin que puedan basarse en el mero interés de 
los particulares, es llano que la «ley» a que se refiere el art. 1691 en que 
se enumeran las únicas «causas» del recurso y el 1692 que enuncia tam-
bién en elenco cerrado los motivos y en particular cuando habla de «leyes» 
en el núm. 1°, al que se hallan acogidos los dos recursos, pendientes, se 
refieren siempre a las nacionales, y nunca a las extranjeras, con lo cual 
y en puridad se hallan incursos aquéllos en supuesto de inadmisión, y ahora 
de desestimación, conforme a los arts. 1720 y 1729, todos de la L. E. Civ. 
CDO.: Que la desestimación del recurso atrae la aplicación del art. 1748 
en punto a las costas causadas por los recursos, para formalizar los cuales 
no hubo que constituir depósito alguno. 
(RJA, 1983, n.° 4228, pág. 3.325). 
41 
COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES ES-
PAÑOLES.—Arts. 51 y 70 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. Juris-
dicción. Jurisdicción por razón de negocios que se susciten en 
territorio español. Contrato de préstamo, con sumisión de las 
partes (subditos extranjeros) a tribunales extranjeros. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): SENTENCIA DE 16 DE 
JULIO DE 1983. Ponente: D. Jaime Santos Briz. 
Ante el Juzgado de Primera Instancia de Figueras, fueron vistos los autos de 
juicio declarativo de mayor cuantía, seguidos entre partes, de una como deman-
dante la entidad «Stadt Sparkasse Witten» (Caja de Ahorros de la ciudad de 
Witten) contra don Heinrich S. y doña Gertrud S., sobre reclamación de cantidad. 
El Juez de Primera Instancai dictó sentencia, por la que, estimando en todas 
sus partes la demanda, condenó a los demandados, conjunta y solidariamente a 
satisfacer a la adora la suma de 2.923.721 ptas. con 78 céntimos contravalor en 
pesetas de los 110.495,91 marco salemanes, importe del capital del préstamo y los 
intereses pactados hasta el día 31 diciembre 1975, con más los intereses legales 
desde la interposición de la demanda hasta el definitivo pago. Con expresa im-
posición de los demandados de todas las costas causadas en et procedimiento, por 
apreciar temeridad. La representación de ambas partes interpusieron recurso de 
apelación. La Audiencia dictó sentencia revocando la sentencia de instancia y dan-
do lugar a ta demanda formulada por la entidad actora, condenó a los deman-
dados a que conjunta y solidariamente satisfagan a la actora la cantidad de 
110.495,91 marcos alemanes, importe del capital del préstamo recibido e intereses 
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pactados hasta el 31 diciembre 1975 o su equivalente en pesetas en el día del 
pago, y asimismo a que satisfagan los intereses legales de dicha suma desde la 
interpelación judicial hasta el día en que se efectúe el pago, con costas de 1.a 
instancia y sin hacer condena de las costas de esta alzada. Y condenamos a Hein-
rich S. a satisfacer a la adora la indemnización de 5.000 pesetas. 
Se interpuso recurso de casación por infracción de ley. 
CONS I DER ANDO: Que el único motivo formulado en este recurso 
de casación por infracción de ley y doctrina legal lo es el amparo del 
art. 1692, ordinal 6.°, dé la L. E. Civ. «por infracción del art. 57 de la 
L. E. Civ., infringido por el concepto de violación por inaplicación, ya que 
siendo claros los términos del contrato de préstamo firmado por las partes 
y sin dejar duda alguna sobre la sumisión de las partes a los Juzgados y 
Tribunales de la ciudad de Witten (Alemania), ha de estarse a los hechos 
para determinar la competencia, siendo suficiente para estimar que las 
partes se sometieron a la jurisdicción de Juzgados y Tribunales de dicha 
ciudad»; motivo en cuyo desarrollo se insiste en plantear la incompetencia 
de los Tribunales españoles por razón del territorio al sostener la sumi-
sión a otros Tribunales, es decir, les niega a aquéllos competencia territo-
rial para conocer, del pleito que resolvieron cuya sentencia de apelación 
se recurrió ante este Tribunal de casación; y así configurado el recurso 
presente, la consecuencia es la desestimación del motivo, que con ante-
rioridad hubo de ser no admitido, ya que según ha declarado con reite-
ración esta Sala, el núm. 6° del art. 1692 se basa en la incompetencia por 
razón de la materia o del grado de jurisdicción, fundamento del recurso 
de fondo, y cuando como en ¡el caso debatido del recurso se funda en la 
incompetencia territorial, aunque ahora sea frente a Tribunales extranjeros, 
lo que no consta a que se discuta por razón del territorio como lo revela 
el apoyo del recurrente en una supuesta cláusula de sumisión expresa; doc-
trina, deducida de las SS., entre otras, de 11 marzo 1955 y 3 abril 1959 
que señalan en este caso como cauce adecuado el núm. 6." del art! 1693 
de la citada Ley Procesal Civil; y no el utilizado. 
CDO.: Que aun prescindiendo del grave defecto acusado, ya por sí 
solo originador de la desestimación del recurso, el resultado sería el mis-
mo, éti cuanto el recurrente, contraviniendo la interpretación de la Sala 
«a quo» de la prueba^documental obrante en¡autos, interpretación que 
hay que mantener por no haber sido impugnada por el cauce casacional 
adecuado, sostiene que la sumisión existe a los Tribunales alemanes expre-
sados, Conclusión inaceptable, ya que, a) la cláusula en cuestión se contiene, 
cómo señala la sentencia impugnada, en documento sin firma alguna y en 
el que no se cumplen los requisitos de «renuncia clara y terminante a su 
Ibero propio», como exige el art. 57 d e ; l a L. E. Civ., por lo que no 
puede servir como tal sumisión expresa; b) además, consta en autos que 
el demandado antes de contestar a la demanda solicitó prórroga del plazo 
para ello sin hacer salvedad alguna ni reserva de oponer Ta excepción de-
clinatoria de jurisdicción; circunstancia que, a mayor abundamiento, somete 
al demandado tácitamente al Juzgado que lo emplazó por suponer ello una 
«gestión» a la que se refiere el art. 58, núm. 2° , de la misma Ley, como 
définitorias de dicha sumisión tácita al no haber planteado, ni siquiera 
insinuado, la proposición de cuestión de incompetencia por declinatoria, 
según ya declaró esta Sala entre otras en SS. de 27 noviembre 1948, 17 
febrero 1978 y 11 febrero 1981. 
CDO.: Que en consecuencia de lo antes razonado no cabe en modo 
alguno negar la competencia a los Tribunales españoles para conocer de la 
litis objeto de estas actuaciones, máxime cuando, además de las indicadas 
consideraciones, el art. 51 de la tan citada L. E. Civ. declara la competen-
cia de la jurisdicción ordinaria como única competente, para conocer de 
los negocios civiles que se susciten, como el que fue debatido, en terri-
torio español aunque sea entre extranjeros; principio que ha sancionado 
repetidamente esta Sala —SS. de 17 octubre 1901, 17 enero 1912 y 30 
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mayo 1961— al declarar que es principio inconcuso derivado de la sobe-
ranía inherente a cada Estado el de su absoluta e indiscutible competen-
cia en los negocios civiles que se susciten en su Territorio, cualquiera que 
sea la naturaleza de éstos, lo mismo entre naciones que entre extranjeros, 
como recoge el citado art. 51 de la L. E. Civ.; alcanzando, por otra parte, 
a los extranjeros las reglas sobre competencia que establece el art. 62 de 
la misma Ley, según su art. 70, competencia de la que, como delegada 
de la soberanía nacional no pueden desprenderse, ni les es dable declinar 
en favor de otra soberanía sin un previo tratado que lo permita, y con-
forme a los cuales en el caso discutido, regla 1.* del art. 62 citado, es 
Juez competente el del domicilio del demandado, según se ha seguido, sin 
infracción de precepto legal ninguno, por la sentencia recurrida. 
CDO.: Que la desestimación del recurso en su totalidad, da lugar a 
la imposición de costas al recurrente, conforme ordena el art. 1748 de la 
L. E. Civ.; pero debiendo, no obstante, serle devuelto el depósito cons-
tituido para recurrir, dado que por no ser ambas sentencias de instancia, 
si bien estimatorias de la demanda, conformes a toda conformidad, sin 
cuyo presupuesto no es dable exigir la constitución de mencionado de-
pósito. 
(RJA, 1983, n." 4325, pág. 3.333). 
42 -
COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES ESPA-
ÑOLES.—Extensión y límites de la jurisdicción laboral nacional. 
Buque, centro de trabajo, abanderado en el extranjero. Contrato 
celebrado en España, entre empresa y trabajador españoles. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): SENTENCIA DE 18 DE 
JULIO DE 1983. Ponente: D . José M.a Alvarez de Miranda y Torres. 
. E. T. S. desestima el recurso de casación por infracción de la ley interpuesto 
por Machet, S, A., contra la sentencia de la Mag. Trab., que, estimando la de-
manda promovida por Gregorio I. A. cótra la recurrente, declaró nulo el despido 
del actor. 
CONSIDERANDO: Que contra la sentencia que estimando a demanda 
declaró nulo el despido del actor «patrón de pesca de arrastre», condenando 
a la readmisión y abono de salarios de tramitación, formula la empresa 
recurso de casación articulando 5 motivos del mismo, los dos primeros 
amparados procesalmente en el núm. 5, los 3." y 4.° en el número 2 y el 
5.° en el número 2 C del art. 167 de la L. Pro. Lab.. 
CDO.: Que por razón de método se examina en primer lugar el tercer 
motivo, amparado en el núm. 1 del art. 167 de la L. Pro. Lab., acusando 
aplicación indebida por el Magistrado del art. 1, párr. 1.°, de la L. Pro. 
Lab., por cuanto siendo el buque centro de trabajo según el último párrafo 
del atr. 1 del Estatuto de los Trabajadores (R. 1980, 607), y estando aban-
derado en el extranjero, la Magistratura consideró irrelevántes las circuns-
tancias de lugar en que se llevaron a cabo las faenas de pesca y entendió 
competente al orden jurisdiccional laboral español para conocer de la recla-
mación planteada; a juicio del recurrente el error arranca de la valoración 
equivocada de los hechos que quiso modificar en los motivos relativos al 
error en la apreciación de la prueba, destacando que el buque no es de 
la empresa demandada, sino de una empresa conjunta de nacionalidad bri-
tánica; al tratarse del tema competencia, es claro como señala la doctrina 
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de la Sala —entre otras, en SS. de 5 febrero 1983—, puede entrarse a exa-
minarlo de oficio sin limitación alguna respecto a los hechos probados y 
a los motivos del recurso como dice la reciente S. de 3 junio 1983, hay que 
distinguir el problema de la extensión y límite de la jurisdicción nacional 
de trabajo, del de Derecho Internacional que determina la legalidad apli-
cable en cuanto al fondo de la jurisdicción española, si resultare compe-
tente para conocer de la reclamación; en el supuesto de autos no cabe 
duda de que, como acertadamente razona el Ministerio Fiscal, el litigio 
se encuentra planteado entre trabajador español y empresa española en cuya 
nómina figura el actor —cuyo contrato se celebró en España— y dándole 
recibos de salarios, que figura en los boletines de Seguridad Social en el 
régimen especial del mar, que como empresa armadora de pesca de arras-
tre dedujo la demandada solicitud a la Dirección Provincial de Trabajo 
para rescindir contratos laborales (folios 54 y 58), que radica en Pasajes 
de San Juan (Guipúzcoa), que despide al actor y le notifica su despido 
(folio 53); todas estas circunstancias evidencian que existe una sólida base 
para proclamar la competencia del orden jurisdiccional laboral español para 
conocer de la reclamación planteada; la jurisprudencia de la Sala es clara 
al respecto, y así en S. de 20 junio 1968 (R. 3031), estima competente 
a la jurisdicción.española, para conocer de la reclamación de un trabajador 
español que presta sus servicios en nave abanderada fuera de España a 
virtud de relación jurídica concluida en territorio nacional; las de 16 octu-
bre 1973, 11 diciembre 1974 y 28 abril 1975, señalan la competencia de 
la jurisdicción nacional en supuestos de trabajador español en barco extran-
jero si el contrato se celebró en España con consignatario español repre-
sentante del naviero extranjero; la de 3 junio 1983 antes citada -^que no 
es relativa a trabajo en buque— señala es competente la Magistratura si el 
trabajador es español y el contrato se celebró en España, pese a que el 
trabajo se realizara en el extranjero para empresa extranjera que tenía una 
oficina ubicada en España; todo ello lleva a la evidencia de la competen-
cia de la jurisdicción española para conocer de la reclamación formulada 
sin que, como señala el informe del Ministerio Fiscal, pueda abdicar de su 
competencia para enjuiciar este caso, a lo que viene obligada por el 
art. 24 de la Constitución, que otorga el derecho a obtener tutela juris-
diccional; por ello procede desestimar el motivo. 
CDO,: Que el primer motivo acusa error de derecho en la apreciación 
de la prueba por violación del art. 1232.1 del C. Civ., que regula el 
efecto y fuerza probatoria de la confesión en juicio; el primer hecho 
probado señala que el actor trabajó como Patrón de pesca por cuenta y bajo 
dependencia de la empresa Machet, S. A., y el recurrente pretende adi-
cionar que há venido trabajando en el buque (Blue Guide) perteneciente 
a la empresa conjunta de nacionalidad, británica «Biscay Fishing Co. Ltd.» 
y abanderado en el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del Norte; 
no es de estimar el motivo porque la prueba que pueda suponer la con-
fesión queda sometida a la facultad soberana de la apreciación del juzgador 
—S. de 23 febrero 1983— y porque habiéndose celebrado el contrato en 
España y siendo español el armador y el actor, resulta intrascendente 
cual sea el abanderamiento y la propiedad del buque a efectos de la deter-
minación de la competencia de al jurisdicción española, todo lo que como 
entiende el Ministerio Fiscal, ha de llevar a desestimar el motivo. 
CDO.: Que en el segundo motivo con el mismo amparo procesal que 
el anterior, aduce el recurrente error de hecho en la apreciación de la 
prueba, que resulta, según afirma, de los documentos obrantes a los folios 
84 al 106 inclusive que patentizan, en su opinión, que la categoría del 
actor era la de patrón de pesca con mando y que trabajaba por cuenta y 
bajo dependencia de la empresa pesquera conjunta de nacionalidad británica 
«Biscay Fishing Co, Ltd.» a la que representa en España «Machet, S. A.» 
en buque abanderado en el Reino Unido de la Gran Bretaña e Irlanda del 
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Norte; no es de estimar el motivó a) falta en él concreción de datos que 
permitan la rectificación fáctica postulada, pues de la lectura de los docu-
mentos citados —en bloque y sin precisiones—• si bien cabe deducir que 
ostentaba el actor la categoría de patrón de pesca —cual recoge el primer 
hecho probado— no consta en modo alguno que viniera desempeñando 
mando del buque —se trata de nóminas, boletines de cotización a la Segu-
ridad Social, licencias de exportación y declaración a Hacienda—, b) res-
pecto a las afirmaciones en relación con la nacionalidad y abanderamiento 
del buque y nacionalidad de la empresa propietaria resultan intrascendentes 
a efectos de determinación de la competencia dado el carácter de naviero-
armador del demandado, de nacionalidad española y que considera el recu-
rrente como representante de la empresa propietaria ¡ del barco; c) no cabe 
sustituir la subjetiva apreciación de la parte a la más objetiva e imparcial 
del juzgador que a tenor de lo establecido en el art. 89 de la L. Pro. Lab., 
redactó los hechos probados, sin que la prueba documental aducida evi-
dencie por sí misma y sin necesidad de deducciones, equivocación alguna 
en el juzgador; por lo expuesto y en concordancia con el razonado informe 
del Ministerio Fiscal, procede desestimar el motivo. 
(RJA., 1983, n.° 3804, pág. 2996). 
4 3 
INMUEBLES.—-Adquisición por extranjeros. Nulidad de contrato 
de compraventa de finca rústica en zona marítimo-terrestre sin 
la autorización necesaria. Pérdida de la nacionalidad española 
por matrimonió con extranjero (Art. 22 del Código Civil, redac-
ción anterior a Ley de 2 de mayo, de 1975). 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): SENTENCIA DE 1 9 DE 
JULIO DE 1983. Ponente: D. José L. Albacaf López. 
Doña ¡rene C. L., formuló ante el Juzgado de ¡«Instancia de Palma de Ma-
llorca, demanda de juicio declarativo de mayor cuantía, contra don Fernando y doña 
Susana L., sobre anulación de contrato de compraventa, • . 
El Juez de 1.' Instancia dictó sentencia por la que, dando lugar, 9 la demanda 
declaró nulo el contrato de compraventa y en consecuencia, Condenó a los de-
mandados: Primero) a devolver a la actora la suma de 1.600.000 ptas., precio de 
la citada compraventa, contra la devolución por ésta de las dos fincas objeto del 
contrato.—Segundo) a satisfacer a la actora los intereses legales de la indicada 
cantidad desde el día 10 de febrero 1978, en que les fue reclamada en acto de 
conciliación.—Tercero) a devolver a la denieandante la suma de 60.000 ptas. que 
ésta les entregó a concepto de intereses de la parte del precio de la compraventa 
que quedó aplazado.—Cuarto) a satisfacerle, también, los intereses legales de esta 
última suma desde el día 30 abril 1979, en que les fue reclamada en acto de 
conciliación; sin hacer expresa condena en costas. Apelada la sentencia por la 
representación de la parte demandada, la Audiencia dictó sentencia desestimando 
la demanda y confirmando íntegramente la sentencia apelada, sin declaración so-
bre las costas de este recurso. 
Se interpuso recurso de casación por infracción de ley. 
CONSIDERANDO: Que promovida ante el Juzgado de 1.* Instancia 
núm. 1 de Palma de Mallorca por doña Irene C. L. demanda de juicio 
ordinario de mayor cuantía sobre nulidad de contrato de compraventa de 
finca rústica contra don Fernando y doña Susana Margarita María L., con 
fecha 18 mayo 1981 recayó sentencia de al Audiencia Territorial de Palma 
de Mallorca en la que, confirmando la dictada por el Juzgado de 1.* Ins-
tancia citado el 22 octubre 1980, se estimaba la demanda y declaraba la 
nulidad del aludido contrato de compraventa, sentencia contra la que se 
interpuso el presente recurso de casación por infracción de Ley, y en la 
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que se sientan como probados, entre otros, los siguientes hechos: A) Que 
se halla «justificada, sin lugar a dudas, por la actora a través de una 
prueba documental auténtica (e incluso reconocido el dato por la propia 
demandada) su nacionalidad belga; B) Que en cuanto a la supuesta nacio-
nalidad de origen español», que la demandada pretende deducir de lo 
afirmado por la Jefatura Superior de Policía, al señalar que es hija de 
españoles, «es evidente que tal supuesta nacionalidad originaria tenía que 
haber sido necesariamente justificada probatoriamente por medio de certi-
ficación correspondiente y no en la forma en que se ha efectuado»; 
C) Que al no invocarse al contestar a la demanda la supuesta doble nacio-
nalidad su alegación en la alzada suponía la intraducción de un hecho 
nuevo; y D) Que la Capitanía General de Baleares, mediante oficio de 
fecha 21 junio 1977, comunicó a la actora que no podía concedérsele la 
autorización militar por exceder las parcelas adquiridas de la extensión de 
2.000 metros cuadrados, máxima autorizada a los extranjeros en la zona. 
CDO.: Que el primero de los motivos del recurso se formula al amparo 
del núm. 1." del art. 1692 por «infracción, por aplicación indebida del 
art. 359 de la L. E. Civ.», afirmándose por la recurrente que ya en el 
escrito de contestación se alegó que la actora era española, al ser hija de 
padres españoles, por lo que la¡ teoría de la doble nacionalidad no se 
planteaba por primera vez al ser alegada «in voce» en la vista de apelación, 
motivo éste que deberá ser desestimado, de una parte, porque, si bien es 
cierto que la demandada recurrente, en el hecho tercero de su contestación 
a la demanda alegó que «si la actora es hija de padres españoles según 
las disposiciones legales vigentes en la materia, es prácticamente de nacio-
nalidad española a falta de unos requisitos mínimos», también lo es que 
tal afirmación en modo alguno implica la alegación y planteamiento de la 
doble nacionalidad de la repetida actora, cuestión ésta no planteada en 
los escritos alegatorios —demanda, contestación réplica y duplica—, y sus-
citada únicamente cuando, finalizada la fase de alegaciones, y precluida, 
por tanto, la posibilidad de introducir en la litis elementos fácticos, cual 
quier hecho o cuestión suscitada habría de ser reputada nueva, lo que, si 
en la fase de apelación impedía su examen, en la actual de casación se 
halla vedada por mandado del art. 1729-5.° de la L. E. Civ., sino también 
porque, de acuerdo con la doctrina de esta Sala, el recurso de casación 
por infracción de Ley sólo puede interponerse contra el fallo de la reso-
lución recurrida y no contra lo razonado en sus Considerandos, a no ser 
que de ellos se derive inmediata y necesariamente algún extremo del fallo, 
y, en el presente supuesto, lá resolución d la Audiencia desestimó la ale-
gación de lá doble nacionalidad de lá actora, no sólo por haber sido plan-
teada tardíamente, sino también y principalmente porque, cómo hace cons-
tar en sus Considerandos, «tal supuesta nacionalidad originaria tenía que 
haber sido necesariamente justificada probatoriamente por medio de certi-
ficación correspondiente», extremos todos ellos que nos llevan a la obli-
gada conclusión del rechazo de este primer motivo del recurso. 
CDO.: Que no mayor éxito alcanzará el motivo cuarto, fundado en el 
núm. 7.° del art. 1692 y en el que se denuncia «error de hecho en la 
apreciación de la prueba resultante de documento auténtico que demuestra 
la equivocación del Juzgador», motivo éste en el que se pretende la atri-
bución del carácter de documento auténtico a la certificación de la Jefatura 
Superior de Policía de Baleares, aportada a, los aufps por la recurrente y 
figurase al folio 78 en la que se certifica la constancia en los Archivos de 
aquella Jefatura Superior dé que «la subdita belga doña Irene C. L., es 
en la actualidad de nacionalidad belga, siendo la de en origen española, 
que perdió al contraer matrimonio con el subdito belga Víctor M.» y que 
habrá de ser objeto de rechazo, por un lado, porque según tiene reitera-
damente declarado esta Sala no puede reconocerse el carácter de documento 
auténtico, a efectos de casación, a aquél que, unido a los autos en el período 
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probatorio, ha sido, como el presente, objeto de valoración por parte de 
la Sala Sentenciadora, y, por otro, porque en modo alguno cabria entender 
que acredite de manera clara, evidente y palmaria el error sufrido por el 
Juzgador en la apreciación de la prueba, especialmente en un extremo re-
lativo al estado de las personas, una simple certificación de carácter mera-
mente administrativo, en la que, además, se reconoce que la actora perdió 
la nacionalidad española que de origen podría haberle correspondido, al 
contraer matrimonio con un subdito belga, razones todas ellas por las que 
procede la desestimación de este cuarto motivo, deviniendo, en su conse-
cuencia inmutables los hechos que la resolución recurrida sienta como 
probados. 
CDO.: Que, finalmente, deberán ser también objeto de rechazo los 
motivos segundo y tercero, formulados ambos al amparo del ordinal primero 
del art. 1692 de la L. E. Civ. y en los que se denuncia, respectivamente 
«la infracción de los arts. 22 y 9, ap. a), párr. 2.° del C. Civ.» y la de la 
«doctrina legal aplicable al caso de autos», motivos en los que se alega 
que la actora, al contraer matrimonio con un subdito belga, no perdió 
la española, sino que, contrariamente, adquirió una doble nacionalidad, y 
que habrá igualmente de ser desestimada, toda vez que el art. 22 del 
C. Civ., en su redacción anterior a la Ley de 2 mayo 1975, aplicable al 
presente caso, por razón de la fecha de concurrencia de los hechos, ya pre-
veía la pérdida de la nacionalidad española para quienes «hubieran ad-
quirido voluntariamente otra nacionalidad», y la doctrina científica ha en-
tendido de manera unánime, que entre los supuestos de pérdida voluntaria 
de la nacionalidad de origen, han de incluirse, no sólo aquellos casos en 
los que la voluntad expresa del interesado se encamina deliberada y direc-
tamente a> la obtención de una nueva nacionalidad, sino también aquéllos 
otros en los que la adquisición se produce no como resultado de un acto 
pretendido por el sujeto, sino como una consecuencia indirecta, ex lege, de 
un hecho a él imputable, por lo que habremos de, entender, que la actora, 
al contraer matrimonio con un subdito belga, y consiguientemente, adquirir 
la nacionalidad de su marido, perdió de manera, si no deliberada, sí ai 
menos voluntaria, su antigua nacionalidad, y consiguientemente, al no al-
canzar la doble nacionalidad española y belga, como pretende la recurrente, 
no cabe estimar infringidos los preceptos y la doctrina legal, que en los 
motivos que nos ocupan se citan, y que, consiguientemente, deben ser 
rechazados. 
CDO.: Que la desestimación de todos y cada uno de los motivos com-
porta la del recurso que en ellos se funda, con expresa imposición a la 
recurrente de las cosas causadas en el mismo y pérdida del depósito, al 
que se dará el destino que marca la Ley, todo ello de acuerdo con lo 
dispuesto en el art. 1748 de la L. É. Civ. 
(RJA., 1983, n.° 4237, pág. 3336). 
4 4 
RECLUSOS. COMUNICACIONES.—Derecho a la intimidad. Conven-
ción Europea de Derechos Humanos. 
Tribunal Constitucional Sala 1.a): SENTENCIA DE 3 0 DE JULIO 
DE 1983. Recurso de amparo 300 /1982 . Ponente: D. Manuel Diez 
de Velasco Vallejo. 
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SENTENCIA 
En el recurso de amparo número 300/1982, promovido por don Gon-
zalo Martínez Fresneda, representado por el Procurador de los Tribunales 
don Jesús Alfaro Matos y bajo la dirección del Letrado don Jaime Sanz 
de Bremona y Mayans, contra los autos dictados el 10, 18 y 25 de 
febrero de 1982 por el Juzgado de Instrucción de Manzanares en el su-
mario 2/80 de dicho Juzgado, así como contra los autos de la Audiencia 
Provincial de Ciudad Real de 26 de junio y 5 de julio de 1982, dictados 
en la causa de referencia. En el recurso ha comparecido el Ministerio Fiscal 
y ha sido ponente el Magistrado don Manuel Diez de Velasco Vallejo, 
quien expresa el parecer del Tribunal. 
I. ANTECEDENTES 
Primero.—El peticionario del amparo, don Gonzalo Martínez Fresneda, 
Abogado en ejercicio, el 2 de enero de 1980 interpuso denuncia ante el 
Juzgado de Instrucción de Manzanares contra el Director, Subdirector y 
Jefe de Servicios de la Prisión de Herrera de la Mancha, por los supues-
tos delitos de coacciones, privaciones indebidas al preso y privación del 
ejercicio de los derechos reconocidos por las Leyes. 
A consecuencia de dicha denuncia se incoa el sumario 2/80, en el que 
se persona el recurrente y al que posteriormente se acumulan otras de-
nuncias. 
En esencia, los hechos puestos de manifiesto por el recurrente consisten 
en malos tratos, suspensión de comunicaciones e intervención de la corres-
pondencia con su representado, en otra causa, el interno señor Villegas 
Chicoy. 
I I . FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
Quinto.—La referencia que por parte de los recurrentes se hace a la 
sentencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos de 18 de junio 
de 1971 —caso «De Wilde, Ooms, et Versyp»— sólo tiene aplicación en 
esta cuestión en la medida en que dicho Tribunal, interpretando el ar-
tículo 5, número 4, del Convenio Europeo de Derechos Humanos señala 
que cualquier persona privada de su libertad, regularmente o no, tiene 
derecho a un control de legalidad ejercido por un Tribunal (Pub CEDH, 
serie A, Affaire De Wilde, Ooms y Versyp, pág. 39), entendiendo por tai 
«los órganos que presenten las líneas fundamentales comunes, y en primer 
lugar la independencia respecto del ejecutivo y de las partes en litigio», 
«al tiempo que poseen las garantías adaptadas a la naturaleza de la priva-
ción de libertad de que se trate» (Pub , CEDH, serie A, Affaire X contre 
Royaume-Uni, Arrét du 5 novembre 1981, pág. 23). 
Finalmente, se hace especial consideración por los recurrentes, inco-
porándose copia de la resolución a las actuaciones del «caso Golder», 
o sea, de la sentencia del Tribunal Eur&peo de Derechos Humanos de 
21 de febrero de 1975. En este caso, sin perjuicio de admitirse por el 
Tribunal la necesidad de una injerencia en él ejercicio del derecho de un 
condenado en prisión respecto a su correspondencia, el Tribunal afirma que 
tal situación debe apreciarse «en función de las exigencias normales y razo-
nables de la detención», pudiendo justificarse tales injerencias en función 
de la «defensa del orden» o la «prevención de infracciones penales». En 
dicha cuestión, tratándose de un simple control que afectaba a la corres-
pondencia del recurrente con un Abogado, el Tribunal llegó a la conclusión 
de que se había infringido el artículo 8." del Convenio para la Protección 
de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales del 4 de noviembre 
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de 1950, que reconoce, en su párrafo segundo, que no podrá ejercer nin-
guna injerencia sobre el derecho a la correspondencia, sino en tanto esta 
injerencia esté prevista por la Ley (Pub. CEDH, Affaire Golder, Arret 
21 de febrero de 1975, págs. 21-22). 
FALLO 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la auto-
ridad que le confiere la Constitución de la Nación Española, 
Ha decidido: 
1." Otorgar parcialmente el amparo solicitado con el reconocimiento 
del derecho de comunicación escrita y oral de los recurrentes, profesionales 
del Derecho, con los reclusos del establecimiento de Herrera de la Man-
cha, derecho fundamental previsto en el artículo 18, número 3, en relación 
con el artículo 25, número 2, de la Constitución Española, en los tér-
minos del último fundamento jurídico de esta sentencia. 
2." Denegar el amparo en todo lo demás. 
(B/C, 1983-28-29, agosto-sept., pág. 1013). 
45 
IGUALDAD ANTE LA LEY.—Sentencias del Tribunal Europeo de 
Derechos del Hombre de 23 de julio de 1968 y 27 de octubre 
de 1975. 
Tribunal Constitucional (Pleno): SENTENCIA DE 3 DE AGOSTO 
DE 1983. Recurso de inconstitucionalidad n.° 44/82. Ponente: D. An-
gel Escudero del Corral. 
' SENTENCIA ' 
En la cuestión de inconstitucionalidad número 44/82, promovida por la 
Sala Segunda de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial 
de Barcelona, sobre el artículo 28,2, b), del Decreto 1166/1960, de 23 de 
mayo, por el que se aprueba la Ley Especial para el Municipio de Barce-
lona, en relación con los artículos 14 y 23.2 de la Constitución, surgen 
en los autos acumulados 183-369/1980 de dicha Sala, y en la que han 
comparecido el Abogado de la Generalidad de Cataluña, en representación 
de este Órgano; el Abogado del Estado, en representación del Gobierno; 
el Fiscal General del Estado y el Presidente del Parlamento Catalán, siendo 
ponente el Magistrado don Ángel Escudero del Corral, quien, expresa el 
parecer del Tribunal. 
I . ANTECEDENTES 
1. Mediante Resolución de 11 de diciembre de 1979 la Dirección Ge-
neral de Administración Local convocó concurso pata la provisión en pro-
piedad de la plaza de Interventor de fondos del Ayuntamiento de Barce-
lona, estableciendo como requisito para participar en dicho concurso, entre 
Otros, el no rebasar quien lo solicitare la edad de sesenta años, tal y como 
exige el artículo 28.2, b), del Decreto 1166/1960, de 23 de mayo, por el 
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que se aprueba el texto articulado de la Ley Especial para el Municipio 
de Barcelona. 
Contra dicha Resolución don Pedro Casanovas Juncosa interpuso re-
• curso de reposición y contra su desestimación formuló recurso contencioso-
administrativo, al amparo de la Ley 62/1978, ante la Sala de lo Conten-
cioso-Administrativo Segunda de la Audiencia Territorial de Barcelona, que 
lo tramitó con el número 183/1980. 
2. El mismo actor paralelamente presentó solicitud para tomar parte 
en el citado concurso ante la Dirección General de Administración Local, 
que no admitió esa petición por acuerdo de 18 de abril de 1980, contra 
el cual entabló recurso de reposición, que, al ser desestimado, determinó 
que formulara recurso contencioso-administrativo ante la propia Sala Se-
gunda de la Audiencia Territorial de Barcelona, que lo tramitó con el 
número 369/1980, acumulándolo al anterior, por auto de 9 de diciembre 
de 1980. 
3. Ambos recursos tienen el fundamento de tachar de inconstitucional 
y subsiguiente derogación del límite de edad de sesenta años, establecido 
por el artículo 28.2, b), de la Ley Especial del Municipio de Barcelona, 
que el autor estima contraria al artículo 14 de la Constitución, por esta-
blecer una desigualdad por edad que no tiene justificación razonable alguna 
en su favor. 
En el escrito de contestación a las demandas aludidas, de fecha 20 de 
enero de 1981, el Abogado del Estado sostuvo la constitucionalidad y vi-
gencia de la norma referida y se opuso a la pretensión del demandante. 
11. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
2. El artículo 14 de la Constitución configura el principio de igualdad 
ante la Ley como un derecho subjetivo de los ciudadanos, evitando los 
privilegios y las desigualdades discriminatorias entre aquéllos, siempre que 
se encuentren dentro de las propias situaciones de hecho, a las que deben 
corresponder un tratamiento jurídico igual, pues en tales supuestos la 
norma debe ser idéntica para todos, comprendiéndolos en sus disposiciones 
y previsiones con la misma concesión de derechos que eviten las desigual-
dades, pues de no actuarse legislativamente de tal manera surgiría un 
tratamiento diferenciado a causa de una conducta arbitraria, o al menos no 
debidamente justificada del poder público legislativo. Sólo le resulta po-
sible al legislador, en adecuada opción legislativa, establecer para los ciu-
dadanos un trato diferenciado cuando tenga que resolver situaciones dife-
renciadas fácticamente con mayor o suficiente intensidad que requieran en 
su solución por su mismo contenido una decisión distinta, pero a tal fin 
resulta indispensable que exista una justificación objetiva y razonable, 
de acuerdo con criterios y juicios de valor generalmente aceptados, cuya 
exigencia deba aplicarse en relación con la finalidad y efectos de la me-
dida considerada, debiendo estar presente por ello una razonable relación 
de proporcionalidad entre los medios empleados y la finalidad perseguida 
y dejando, en defintiva, al legislador con carácter general la apreciación 
de situaciones distintas que sea procedente diferenciar y tratar desigual-
mente, siempre que su acuerdo no vaya contra los derechos y libertades 
protegidos en los artículos 53.1 y 9.3 de la Constitución ni sea irrazonada, 
según deriva todo ello de la doctrina establecida por este Tribunal Consti-
tucional en las sentencias de 10 de julio de 1981, 14 de julio de 1982 y 
10 de noviembre de este último año, así como de las setencias del Tribu-
nal Europeo de Derechos Humanos de 23 de julio de 1968 y 27 de oc-
tubre de 1975. 
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F A L L O 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la 
autoridad que le confiere la Constitución de la Nación Española, 
Ha decidido: 
No haber lugar a decretar la inconstitucionalidad del artículo 28.2, b), 
del Decreto 1166/1960, de 23 de mayo, en cuanto exige no rebasar ia 
edad de sesenta años para tomar parte en los concursos de provisión de 
la plaza de Interventor de fondos del Ayuntamiento de Barcelona. 
(BJC, 1983-28/29, pág. 942). 
46 
TRANSPORTE AÉREO.—Daños y perjuicios por no entrega al des-
tinatario de la mercancía transportada. Convención de Varsovia 
sobre transporte aéreo internacional. 
Tribunal Supremo (Sala 1." de lo Civil): SENTENCIA DE 19 DE 
SEPTIEMBRE DE 1983. Ponente: D. José M.a Gómez de la Barcena 
y López. 
Don Kornel-Otto S. formuló ante el Juzgado de 1." Instancia núm. 2 de los 
de Hospitalet demanda de juicio declarativo de menor cuantía, contra «Air Express 
Internacional Española, S. A.» y «Air Express International Corporation», esta 
última declarada en rebeldía, sobre reclamación de cantidad. 
El Juez de 1.a instancia dictó sentencia, por la que estimando la demanda 
condenó a las entidades demandadas a que abonen al actor la suma de 351.329 
pesetas, más los intereses legales y a las costas procesales. Apelada la sentencia 
la Audiencia la confirmó, con expresa imposición de costas a la entidad apelante. 
Se interpuso recurso de casación por infracción de ley. 
El T. S. declaró no haber lugar al recurso interpuesto, con imposición de las 
costas del recurso a la apelante y pérdida del depósito constituido. 
CONSIDERANDO: Que acusa el único motivo del recurso, con am-
paro en el ordinal primero del art. 1692 de la L. E. Civ., la infracción, 
por el concepto de violación, del art. 22 del Convenio de Varsovia, sobre 
transporte aéreo internacional, modificado por Protocolo de 28 septiembre 
1955, al entender la entidad recurrente, que dados los términos del men-
tado precepto, la responsabilidad de la empresa impugnante, debe estar 
limitada, en su cuantía, a lo que resulte de multiplicar el número de kilos 
de mercancía transportada por 250 francos, con sujeción al valor oro en 
moneda nacional, en la fecha de la sentencia de instancia, ya que a tenor 
del citado art. 22 del Convenio, la facultad conferida por la norma a los 
Tribunales queda reducida al importe de las costas del proceso, pero no 
al del valor de la cosa perdida; motivo que necesariamente ha de perecer, 
dado que si bien en el inciso dos del tan repetido art. 22 se dispone que 
en el transporte de equipajes y mercancías, la responsabilidad del porteador 
se limitará a la suma de 250 francos por kilogramo, a continuación esta-
blece la salvedad de la declaración especial de interés en el envío hecho 
por el expedidor en el momento de la entrega de la mercancía al porteador 
y mediante el pago de una tasa suplementaria eventual en cuyo supuesto 
el porteador estará obligado a pagar hasta el importe de la suma declarada, 
a menos que pruebe que es superior al interés real del expedidor en la 
entrega, circunstancia que ai concurrir en la mercancía remitida —según 
acreditan los documentos aportados con la demanda y señalados con los 
núms. 5, 2 y 3, acreditación documental expresamente recogida en el con-
siderando tercero de la sentencia impugnada, sin que tal apreciación fáctica 
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se rebata por adecuado cauce, conduce a la desestimación del motivo, ya 
que el Tribunal de instancia lejos de violar el artículo que se dice infringido 
lo aplica con toda corrección, cuando la resultancia probatoria que obtiene 
demuestra que hubo una declaración de valor de la mercancía al porteador, 
en el momento de la entrega, que justifica la condena ai importe de la 
cantidad allí declarada—, cuando además el porteador no ha probado, ni 
tratado de probar, que es superior el. interés real del expedidor en la 
entrega. 
CDO.: Que procede en consecuencia desestimar el recurso, con las 
secuelas establecidas en el art. 1748 de la Ley procesal, en orden a las 
costas y a la pérdida del depósito constituido. 
(RJA, 1983, a.' 4667, pág. 3571). 
47 
DOCUMENTO PRIVADO DE COMPRAVENTA, OTORGADO EN EL EXTRAN-
JERO, DE BIEN INMUEBLE SITO EN ESPAÑA.—Otorgamiento de escri-
tura pública de compraventa. 
Tribunal Supremo (Sala 1." de lo Civil): SENTENCIA DE 1 3 DE 
OCTUBRE DE 1983. Ponente: D . Carlos de la Vega Benayas. 
Don Gastón B., formuló ante e Jluzgado de Primera instancia núm. 1 de ¡os 
de Barcelona, demanda de juicio declarativo de mayor cuantía, contra don Alberto 
G. P., sobre otorgamiento de escritura pública de compraventa. 
El Juez de Primefa Instancia dictó sentencia desestimando la demanda y ab-
solviendo de ta misma al demandado, sin hacer especial declaración en cuanto 
a costas. Apelada la sentencia, la Audiencia, revocando la apelada declaró: Que 
don Alberto G. P., vendió al actor antes expresado el ap. D) del segundo piso 
de la residencia *Can Ducal» en paraje de «L'Ametller*, de San Feliú de Guixois, 
inscrito al tomo 1741, Libro 180, de San Feliú de Guixois, folió 25, finca 6.540, y 
que por ende debe otorgar Escritura de compraventa de dicho apartamento a 
favor del actor don Gastón B. previo pago por parte de éste al demandado de 
11.090 francos franceses y, en su consecuencia, condenar a don Alberto G. P. a 
otorgar la referida Escritura, previo pago par parte del actor de 11.090 francos 
franceses, sin hacer especial pronunciamiento en cuanto a costas en ninguna de 
ambas instancias: . 
Se interpuso recurso de casación por infracción de ley. 
CONSIDERANDO: Que es terminante la declaración de la sentencia 
impugnada en el sentido de que entre las partes contratantes (hoy recurren-
te y recurrida) se convino un contrato de compraventa de un apartamento 
vivienda por documento privado suscrito en Francia en 13 noviembre 1969, 
con todos sus requisitos de consentimiento, objeto y precio, así como que 
gran parte de ésta ya se satisfizo, salvo un último plazo importe de 11.090 
francos franceses, por lo que al haberse pactado que la consumación del 
contrato se operaría en España, ante notario, con la entrega de ese resto 
—pues ya el comprador ocupaba el apartamento— dicha sentencia estima 
en un todo la demanda, dirigida a la escrituración pública aludida y a la 
entrega del precio pendiente —en francos o en pesetas equivalentes se 
decía ya en la demanda—, sentido en el que se condena al vendedor espa-
ñol, hoy recurrente, todo ello sin que en ninguno de los escritos alegatorios 
del pleito (demanda, cotestación, réplica y duplica) se hubiera hecho la más 
mínima alusión ni a la certeza del precio, al lugar del pago o a la auto-
rización administrativa respecto a la conversión de la moneda. 
CDO.: Que ya esta constatación hace inviable el primer motivo del 
recurso en el que, al amparo del núm, 1.° del art. 1692 de la .L. E. Civ., 
se alega la violación por inaplicación de los arts. 1500 del C. Civ., 20 del 
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D. de 31 octubre 1974, sobre inversiones extranjeras en España, y 6." de 
la Ley de 10 diciembre 1979, sobre Régimen Jurídico de Control de Cam-
bios; y elk) porque tal alegación constituye una cuestión nueva no planteada 
cuando pudo y debió hacerse, es decir, en el período expositivo del pleito, 
y allí discutirse y resolverse, como premisa o condición necesaria para que 
ahora, por esta Sala, pudiera ser revisado el tema o problema, pues claro 
es, como reiteradamente se ha dicho —SS. de 26 mayo 1982 (17 julio 1982, 
etc.) que no puede ser revisado lo no discutido, planteado o resuelto en la 
instancia, y que ello constituye, ya en esta fase, una causa de desestima-
ción del motivo en el que extemporáneamente se plantea, en obediencia a 
lo dispuesto en los arts. 1729, 5,° y 1728 —SS. 13 diciembre 1982, 20 di-
ciembre 1982, etc.— de la L. E. Civ. 
CDO.: Que «ex abundantia», y por si pudiera entenderse que las nor-
mas citadas como infringidas, pertenecientes al «ius cogens», impondrían en 
su no aplicación, una cuestión examinable de oficio, cabe añadir que ni 
aun así podría estimarse el motivo porque, en primer lugar, existe un pre-
cio claramente precisado o determinado (834.250 ptas. constante en el do-
cumento privado de compraventa); en segundo término hay señalamiento 
del lugar y, aunque no lo hubiere, bien manifiesta'es la norma (1500 C. 
Civ.) para precisarlo —si no constare— como aquél en el que se entregue 
la cosa, y en tercer y último lugar porque las normas administrativas, fis-
cales y penales que se citan en modo alguno obstan a la eficacia civii del 
contrato y en nada impiden que el Notario exija —como es su deber según 
su Reglamento— su cumplimiento, pues basta para que la certeza del precio 
se dé que se indique la moneda elegida para su lícita y autorizada con-
versión, sin que su expresión en divisa extranjera lo invalide, máxime como 
ya se ha indicado que en la propia demanda ya se indica así —en francos 
o en pesetas— y de acuerdo, además, con la tendencia actual de la facili-
tación del comercio y transacción internacional, de la que es muestra nues-
tra orientación legislativa plasmada ya en el proyecto de reforma de la 
L. E. Civ., en el que en el art. 921 se indica que «si la sentencia condenase 
al pago de una deuda en moneda extranjera, se estará a lo establecido a 
tales efectos para el juicio ejecutivo», en el cual, en la prevista reforma, 
se estipula (art. 1435, 2.°) que podrá despacharse ejecución «en moneda 
extranjera convertible admitida a cotización social, siempre que la obliga-
ción de pago en la misma esté autorizado o resulte permitida legalmente», 
práctica por otra parte, ya usual en las resoluciones judiciales y en las de 
este Tribunal. 
CDO.: Que también el segundo y último motivo es formal y material-
mente inviable; lo primero por incidir en manifiesta confusión (contra lo 
ordenado en el art. 1720 de la Ley Procesal) al mezclar en su única invoca-
ción los núms. 1.° y 7." del art. 1692 de la Ley citada (alega violación de 
los arts. 1450 y 1114 del C. Civ.) a la vez que, luego de alegar error de 
derecho en la apreciación de la prueba, funda su tesis en la cita de un 
documento auténtico, referencia, como es sabido, atinente al error de hecho, 
todo ello para intentar acreditar el error de la sentencia al dar como per-
fecto el contrato y hacer caso omiso de la cláusula de «reiteración», así 
llamada en el contrato privado para indicar que tal convenio debía rati-
ficarse o reiterarse en documentos o escritura pública; y lo segundo por-
que, aun obviado generosamente ese formulismo, no hay modo hábil de 
estimar violados esos artículos ni apreciarse error alguno en la apreciación 
de la prueba, esto porque el documento que se cita no puede calificarse 
de auténtico por ser el propio documento o contrato discutido base del 
pleito —SS. de 30 junio 1982, 22 noviembre 1982, etc.—, y aquéllo, la 
violación de los arts. 1450 y 1114, porque ya se ha visto que la afirmación 
judicial respecto a la perfección del contrato ha quedado inimpugnada y 
firme y en cuanto a la llamada «reiteración», que el recurrente asimila aho-
ra á una cláusula condicional, porque en modo alguno puede calificarse 
técnica y legalmente de condición el pacto de elevación del contrato hecho 
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en documento privado a escritura pública, requisito que la ley pone en el 
ámbito de la voluntad contractual de la parte para exigírselo a la otra 
(art. 1279 del C. Civ.), pero no exigible como requisito de la perfección 
del contrato, sino de su consumación, como acertadamente dice la sentencia 
impugnada, máxime cuando las partes no pactaron tal cláusula como con-
dicionante de aquella perfección contractual, pues ya se dice en el referido 
contrato privado que «los presentes convenios constituyen desde ese mo-
mento un acuerdo definitivo sobre la cosa y salvo el precio». 
CDO.: Que en su virtud, procede desestimar el recurso, con las pre-
venciones del art. 1748 de la L. E. Civ., salvo en cuanto al depósito, cuyo 
importe debe ser devuelto al recurrente, por no ser exigible ante la dispa-
ridad de las sentencias de instancia y, por tanto, indebidamente constituido. 
(RJA, 1983, n.° 5321, pág. 4046). 
48. 
DELITO DE ABORTO.—Cometido por españoles en el extranjero. 
Extraterritorialidad (arts. 3 3 6 a 342 de la Ley Orgánica del Poder 
Judicial). Fraude de ley. Principios de Derecho Penal Interna-
cional. Protección del derecho a la vida (art. 1 5 de la Constitu-
ción española). 
Tribunal Supremo (Sala 2.a de lo Criminal): SENTENCIA DE 
1 5 DE OCTUBRE DE 1983, Ponente: D. Fernando Cotta y Márquez 
de Prado. 
La Audiencia Nacional condenó a la procesada como autora de un delito de 
aborto «honoris causan del art. 414 várr. 1." del C. P., a la pena de un mes y 
un día de arrestó mayor y al procesado como cómplice de un delito de aborto 
del art. 411 núm. 2.» del C. P., a la pena de un mes y un día de arresto mayor. 
Contra la anterior resolución recurrieron en casación los encartados, alegando 
la aplicación indebida del art. 414 citado. 
CONSIDERANDO: Que la receptividad de esta Sala a los avances 
de la doctrina Científica ha quedado bien demostrada en no pocos casos, 
al adaptar criterios tradicionales de la jurisprudencia penal patria a otros 
más modernos y progresivos, pero teniendo siempre a la vista superiores 
exigencias de la justicia material, norte y guía de la interpretación judicial, 
sin otro valladar que el dogma de la legalidad, que en el campo punitivo 
adquiere su máxima exigencia como garantía de seguridad jurídica para el 
ciudadano, de suerte que si se produce una laguna de ley, ésta no puede 
llenarse recurriendo a la analogía in malam partem, no quedando otro re-
curso al Tribunal penal que el de acudir al Gobierno en la forma prevista 
en el art. 2°, párr. 1° del C. P.; y siempre, por supuesto que se trate de 
verdadera laguna, pues si el sedicente vacío legislativo cabe llenarlo acu-
diendo a los métodos normales de interpretación, tales caminos hermenéuti-
cos habrán de ser agotados hasta encontrar la ratio legis del precepto y 
su verdadero sentido que no siempre se desprende de su mera enunciación 
textual. 
CDO.: Que la anterior consideración es perfectamente válida para los 
casos de aplicación de la ley española en el extranjero, cuando en éste se 
comete el delito de aborto por españoles, casos de extraterritorialidad re-
gulados erf los arts. 336 a 342 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, vi-
gente en la materia, tras proclamar como prevalente el principio de terri-
torialidad en el art. 333, en perfecta concordancia con el art. 8-1 del C. Civ., 
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de aplicación general, como es sabido, como inserto en el Título Preliminar 
del mismo Código; preceptos los citados- que ya hubo de interpretar esta 
Sala en caso análogo al ahora enjuiciado de aborto cometido en Francia 
por españoles que luego regresaron al suelo patrio, en el que se descubrió 
el delito perpetrado; con la única diferencia, en el caso presente, de que, 
además de impulsar el motivo honoris causa a los encartados, el acto 
punible en España lo llevaron a cabo en territorio inglés. 
CDO.: Que la dificultad interpretativa que hubo de salvar esta Sala 
en dicha primera resolución del tema que nos ocupa —S. 20 diciembre 
1980 se derivaba de la aplicación que hizo la Sala de instancia del art. 339 
de la Ley Orgánica del Poder Judicial en relación con los preceptos san-
cionadores del delito de aborto, en el caso ahora sub judice los arts. 414 
párr. 1." y 411-2.° del C. P., aplicbales a la mujer embarazada y su cóm-
plice, respectivamente; pues se entendía que dicho primer artículo de la 
Ley Orgánica, aparte las condiciones de perseguibilidad que en él se enu-
meran, partía de un supuesto insoslayable, verdadera condición objetiva 
de punibilidad, que exige que la comisión del delito en país extranjero, 
lo sea de un español contra otro español, por lo que si el sujeto pasivo 
del aborto, el feto, no es aún persona, con arreglo al art. 29 del C. Civ. 
en relación con el 30 del mismo texto legal, mal puede ostentar la nacio-
nalidad española que exige el nacimiento; argumento que fue examinado 
con todo cuidado por la sentencia de esta Sala ya aludida y que, en de-
finitiva, fue rechazado, de acuerdo con el Tribunal «a quo», con dos razo-
namientos básicos: 1°) El de entender que marchar al extranjero con el 
fin preconcebido de interrumpir el embarazo y así eludir la ley penal es-
pañola, era perpetrar un claro fraude a la Ley hoy expresamente repu-
diado en el art. 6-4 del C. Civ:, de alcance general por su ubicación en 
el Título preliminar, como ya se ha dicho, precepto que afirma que tales 
actos ejecutados en fraude de ley «no impedirán la debida aplicación de la 
norma que se hubiera tratado de eludir», en nuestro caso la sancionadora 
del aborto en España, pensamiento que se alia con evidentes razones socio-
lógicas que están en la mente de todos y que llevan a discriminar la con-
ducta de españoles según puedan o no trasladarse al extranjero, en clara 
vulneración del principio de igualdad consagrado por el art. 14 de la Cons-
titución española. Y 2.°), que la interpretación del propio art. 339 de la 
Ley Orgánica del Poder Judicial que, ciertamente, por su data ochocen-
tista contemplaba una realidad social muy distinta de la actual, y a la que 
alude el C. Civ. en su art. 3-1, no puede ser hecha aisladamente, sino den-
tro del contexto en que se aplican tanto el principio real o de protección 
(arts. 336 a 338), com el principio de personalidad (arts. 339 a 342), de 
modo que si el art. 339 invoca este último principio para el sujeto activo 
del delito (español que lo comete), no es menos cierto que respecto del 
sujeto paciente de la actividad delictiva aplica el de protección, en cuan-
to se trata de un bien jurídicamente protegido por la legislación española, 
en nuestro caso el embrión que goza de vida intrauterina, presupuesto bio-
lógico indispensable para la personalidad y consiguiente nacionalidad es-
pañola; es decir, que se trata de una vida española, que por su estado 
de dependencia, sigue la condición de la madre española, especialmente 
portegido por el total ordenamiento español (civil y penal), contra cuya 
vida se atenta en el extranjero por la propia madre en cooperación con 
otro u otros españoles. 
C D O : Que la anterior interpretación jurisprudencial ha sido, no obs-
tante, contestada por una parte de la doctrina patria adherida al formal 
requisito de la nacionalidad española del sujeto pasivo del delito y que por 
no concurrir en el embrión, provoca una laguna de ley que no puede ser 
llenado por vía de analogía in malam partem; argumento que en su mis-
ma simplicidad parece encontrar toda su fuerza dialéctica, pero que cabe 
rehuir, de nuevo, negando su punto de partida de que estemos realmente 
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ante un caso de aplicación analógica, pues como se ha dicho con acierto, 
ésta termina donde comienza la interpretación. 
CDO.: Que retornando, pues, al argumento interpretativo, frente a la 
literalidad del art. 339: Español que cometiere un delito en país extran-
jero contra otro español, se alzan todos los demás elementos de interpre-
tación: El lógico que relaciona ineluctablemente el acto con la potencia 
que lo produce, pues si el nacido presupone el nasciturus, la protección 
penal que la ley española dispensa al primero debe amparar al segundo, 
sin el cual aquél no existiría; el sistemático que pone en relación el art. 
339 con los que le anteceden y subsiguen, de cuyo conjunto normativo se 
desprende que el principio real o de protección no sólo se dispensa por 
razón de la índole del delito (art. 336), sino también por razón del sujeto 
pasivo que alcanza no sólo al español que sufre el ataque delictivo (art. 
339) sino al mismo extranjero (art. 340), de modo que de no incluir al 
feto, con expectativa de ciudadanía española, por razón del prevalente ius 
sanguinis, en el primero de dichos dos preceptos, se le haría de peor con-
dición que al no nacional, con grave quebranto de un bien jurídico cuya 
defensa toma el Estado español en defecto de la madre, llamada, en pri-
mer término, a asumir tal cobertura de la vida in fieri; y, en fin, el 
elemento teleológico que lleva al mismo resultado, pues si ya se ha dicho 
que el principio de protección y no el de la personalidad juega en el caso 
contemplado, ese telos se obtiene igualmente acudiendo a los preceptos del 
C. P. que castigan el aborto como delito contra las personas, lo que in-
dica bien claramente que una es la personalidad en sentido jurídico-penal 
y otra la contemplada a efectos civiles en el ámbito iusprivatista; conclu-
sión que se obtiene igualmente en el orden consitucional, y este es argu-
mento decisivo dada al supremacía de la Constitución sobre las demás leyes 
de nuestro ordenamiento jurídico, en la que aprende (art. 15) que el de-
recho a la vida es un derecho primordial y fundamental ante el cual deben 
ceder ficciones y presunciones de derecho privado, de modo que la decla-
ración constitucional es una garantía objetiva que alcanza también al nas-
citurus, aunque luego el ordenamiento penal valore de distinto modo —a 
través de la pena y aun de excepciones a ésta (indicaciones)— la vida depen-
diente (la del embrión) y la autónoma del ya nacido. En definitiva, y como 
se ha dicho con sumo acierto: La vida, humana en formación es un bien 
que constitucionalmente merece protección, es un bien jurídico constitu-
cional, un bien jurídico de la comunidad y no un bien jurídico individual, 
del cual no puede disponer la mujer por sí misma, sino sólo en los casos 
contados y excepcionales que la norma penal lo autorice; por lo que, con-
cluyendo, esta interpretación constitucional, del más alto rango normativo, 
debe superponerse a cualquier otra que la desconozca. 
CDO.: Que, en virtud de la anterior doctrin,a ya anteriormente enun-
ciada por esta Sala, como se dijo, es de desestimar el único motivo del 
recurso que propugna la impunidad del aborto practicado en el Reino Unido, 
en una clínica de dicho país, con el consentimiento de la embarazada, en 
estado de gravidez de tres a cuatro meses, unida en su decisión con el 
otro procesado, autor de tal estado, movidos ambos principalmente por el 
deshonor familiar que se produciría en el lugar de su residencia, dada la 
soltería de la grávida, además de ser impulsados los dos procesados, que 
carecen de trabajo, por otras motivaciones de índole económica; pues no 
cabe invocar el principio de territorialidad, como hacen los recurrentes, 
refiriéndolo a Inglaterra, país en el que —dicen— no es delito el aborto 
concurriendo la indicación social de que ha hecho mérito; en primer lugar, 
porque ya hemos visto que én el caso de autos juega el principio de per-
sonalidad, conjugado con el de protección por el art. 339 de la Ley Orgá-
nica del Poder Judicial, excepciones ambas al de territorialidad, en cuyo 
precepto no se exige, a diferencia de lo que acontece cuando el sujeto 
pasivo és extranjero (arts. 340 y 341): que el hecho de que se trate no sea 
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deilto en el pais en que se perpetró, aunque lo sea según las Leyes de 
España; y, evidentemente, el feto concebido por madre española, no es 
extranjero, en tanto la misma conserva la nacionalidad patria; concurriendo, 
por lo demás, los tres requisitos estatuidos por el precepto: Querella del 
Fiscal en cuanto está legitimado para ello, en defecto del ofendido, por 
tratarse de delito público; haber regresado ambos procesados a España y 
que no haya constancia de habérseles seguido procedimiento alguno en el 
extranjero. 
CDO.: Que en cuanto a la última alegación de los recurrentes, la per-
misibilidad de la «indicación social» en territorio británico, tampoco pue-
de prosperar, ya que es argumento complementario del anterior, por lo que 
debe correr su misma suerte. En efecto, en España no se da tal «indicación 
social», ni aun en el Proyecto de Ley, en trance de aprobación parlamen-
taria, en el que se prevén las indicaciones terapéutica, jurídica y eugené-
sica; razones todas que conllevan la anunciada desestimación del recurso. 
(RJA, 1983, n.° 4749, pág. 3637). 
Vid. la sentencia del Tribunal Supremo de 20 de diciembre de 1980 en este 
Anuario - V, pág. 787. 
4 9 
EXTRANJEROS. EXPULSIÓN DE TERRITORIO NACIONAL.—Audiencia 
previa a la expulsión. Pacto de Derechos Civiles y Políticos de las 
N , U . Ley de Procedimiento Administrativo. 
Tribunal Supremo (Sala 4." de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 2 0 DE OCTUBRE DE 1983. Ponente: D. Paulino Martín 
Martín. 
La Dirección General de Seguridad acordó, mediante resolución de 10 agosto 
197S, disponer la expulsión del territorio nacional de don Ronert O., subdito 
alemán, por considerar que su conducta no era acreedora a que se le permitie-
ra continuar en España, pues por su forma de vida, actividades que desarrolla 
y antecedentes de todo orden, ha infringido el D. 522/1974, de 14 febrero, cuya 
normativa regula las actividades de los extranjeras en el territorio nacional es-
pañol, aplicándole al efecto el art. 29 del mismo; y no conformándose el intere-
sado con dicha resolución, interpone contra la misma, a través de representante 
legal, recurso de alzada ante el Ministerio del Interior, el cual por otra reso-
lución acuerda declarar inadmisible, por haber sido deducido fuera de plazo 
el expresado recurso de alzada. 
Interpuesto por don Roberto O. recurso contencioso-administrativo, la Sala de 
la Aud. Sac, en sentencia de 20 noviembre 1982, lo estima, anulando la resolu-
ción recurrida por no ajustada a Derecho. 
Considerandos de la sentencia apelada que se aceptan: 
2.° Que el acta de notificación de la resolución impugnada no contiene 
indicación alguna acerca de los recursos procedentes contra la misma, 
órgano ante el que puedan presentarse y plazo de interposición, como exige 
el art. 79 de la L. Pro. Adm., como tampoco información alguna, ni en 
ese trámite ni en otro alguno anterior, acerca de los motivos y fundamen-
tos de esa decisión. Por consiguiente, cómo consecuencia de aquellas defi-
ciencias y a tenor del citado precepto, no podía la notificación surtir efecto 
hasta el momento en que por el interesado se interpuso el recurso de 
alzada que, en consecuencia, no podía reputarse extemporáneo como lo fue 
en la resolución impugnada, la cual por ello procede anular; y como tal 
recurso de alzada debe reputarse el escrito del recurrente, en cuanto, pese 
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a sus afirmaciones y con prioridad a otras peticiones, formula la de que 
la resolución de expulsión sea revocada y dejada sin efecto. 
3°) Que pese a no haber entrado la Administración en el estudio de 
la legalidad de la resolución impugnada al haber rechazado por extempo-
ráneo el recurso de alzada, procede ahora hacerlo, en cuanto existe un acto 
administrativo cuya legitimidad se impugna y que, habiendo sido confir-
mado, constituye el objeto y presupuesto de la pretensión procesal, requisito 
exigido por el art. 37 de la Ley de la Jurisdicción, con independencia de 
que el acto desestimatorio de la alzada al agotar la vía administrativa lo 
haya hecho por motivos formales o sustanciales. Interpretación que, por 
otra parte, se inspira también en el principio de economía procesal y ha 
sido ya raiteradamente aplicada por el T. C. 
4." Que incluso sin pasar a examinar la legalidad material del acuer-
do de expulsión, procede hacerlo antes con el cumplimiento de un requi-
sito formal de tanta trascendencia coom el de la audiencia de los interesa-
dos en el procedimiento, antes de resolver; principio expreso en la LPA 
en cuanto la exigencia de su art. 91 es de aplicación genera y su falta, 
normalmente productora de indefensión, salvo circunstancias del caso que 
revelen lo contrario y que por razones de economía procesal permitan enjui-
ciar el fondo (sentidos en que la Jurisprudencia la ha puntualizado por 
obvias razones de eficacia); pero además lo es también singularmente a 
estos procedimientos de expulsión de extranjeros en cuanto, por virtud 
de los arts. 10-2 y 96-1 CE el art. 13 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos, ratificado por el Estado Español en 1 3 abril 1977 en 
los casos de expulsión, a menos que por razones imperiosas de seguridad 
nacional se opongan a ello, debe permitirse al extranjero que va a ser 
expulsado exponer las razones que le asistan, en contra de tal medida y 
por consiguiente, habiendo de interpretar aquel precepto procedimental, 
de acuerdo con este último, esta Sala en repetidas sentencias —vale citar 
la de 15 enero 1981, 13 marzo 1981, confirmada por la del T. S. de 22 
septiembre 1981—, ha venido entendiendo viciada la expulsión acordada 
sin otorgar audiencia previa en el expediente al extranjero afectado. 
(RJA, 1983, n.» 5906, pág. 4487). 
50 
EXTRANJEROS.—Reconocimiento de títulos académicos. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 31 DE OCTUBRE DE 1983. Ponente: D. Fernando Roldan 
Sánchez. 
Es recurso de apelación interpuesto por el Abogado del Estado, contra sen-
tencia dictada en 6 noviembre 1981, por la Sección 2." de la Sala de Ip Conten-
ciosó-Administrativo de la Audiencia Nacional en recurso deducido por Raúl O. D., 
contra resoluciones que le denegaron la convalidación en España del título de 
odontólogo expedido en Argentina. , 
CONSIDERANDO: Que los fundamentos consignados por la Sala de 
1.* instancia en los Considerandos de la Sentencia apelada, no han sido 
desvirtuados por las alegaciones de la parte apelante; porque siendo un 
hecho indiscutible y acreditado que el recurrente tiene el título de Odon-
tólogo por la Universidad de Buenos Aires y solicitó su convalidación por 
el equivalente especial de Odontólogo en 1977 por aplicación de lo es-
tablecido en el Convenio Cultural España-Argén tina de 23 marzo 1971, 
ratificado en 1972 —B. O. del Estado de 3 abril 1973—, cuyo art. 2° re-
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ferido al reconocimiento de Títulos Académicos establece «Las partes con-
vienen en reconocerse mutuamente los títulos académicos de todo orden y 
grado tal como los otorga y reconoce el otro país oficialmente», es claro 
que significa extender a nuestra Nación la misma validez académica que 
ostenta el título en la otra nación, principio de reciprocidad que no se ve 
afectado porque el mencionado precepto, en el párr. 2." dispone que «las 
Partes promoverán por medio de los órganos competentes de cada país, el 
derecho al ejercicio profesional por parte de quienes ostenten un Título 
reconocido de acuerdo al inciso anterior, sin perjuicio de las reglamenta-
ciones que cada país impone a sus nacionales», se está refiriendo a que 
mientras en el país en el que se va a ejercer la profesión, esté reconocido 
el título del país de donde viene es obligatorio cumplir no sólo con los 
trámites exigidos para obtener la convalidación de su título Universitario, 
sino además, con los que origine el ejercicio profesional, colegiación, pago 
de impuestos etc. éste es el criterio mantenido ya por esta Sala en su-
puestos análogos de Odontólogos argentinos que solicitaron la convalidación 
en España entre otros en SS. de 30 junio y 27 octubre 1982, en aplica-
ción y vigencia del citado Convenio Cultural de acuerdo con el art. 96-1 
de la Constitución Española, que dispone que los tratados internacionales, 
válidamente celebrados, una vez publicados oficialmente en España, forma-
rán parte del ordenamiento interno sin que puedan entenderse derogados 
o modificados por una Ley o disposición de rango inferior por tenerse que 
respetar, en todo caso, la jerarquía normativa, de lo que lógica y jurídica-
mente se deduce que, aunque desde 1948 dejó de otorgarse en España el 
título de Odontólogo, exigiéndose el de Médico-Estomatólogo, exigiéndose 
para este último la licenciatura en Medicina, cosa que no se exige para 
aquél, pero, no es menos cierto y notorio que aun en España hay Odontó-
logos en ejercicio profesional que están colegiados en los respectivos Co-
legios Oficiales de Odontólogos y Estomatólogos, por lo que es bien ma-
nifiesto que continúa siendo el título de Odontólogo reconocido oficialmen-
te en nuestro país, por lo que no cabe alegar que con el reconocimiento 
solicitado se produzca una discriminación en favor de los argentinos ni que 
éstos se acojan a una legislación derogada para ejercer una profesión, que 
ya no pueden ejercer los españoles sin ser médicos especialistas en Estoma-
tología; procediendo por todo lo expuesto confirmar en todas sus partes, 
la sentencia apelada. 
(RJA, 1983, n." 5295, pág. 4022). 
51 
EXTRANJEROS.—Contrato de trabajo y permiso de trabajo. De-
creto de 27 de julio de 1968. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): SENTENCIA DE 2 DE 
NOVIEMBRE DE 1983. Ponente: D. Juan A. del Riego Fernández. 
El T. S. desestima et recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Kathlleen-Jane 1. P. contra la sentencia de la Mag. Trab., que desestimó la 
demanda promovida por la recurrente contra Arceloote Cone & Belding, S. A., 
sobre despido. 
CONSIDERANDO: Que invoca al trabajadora extranjera recurrente, 
en el primer motivo, que el fallo de instancia, desestimatorio de su deman-
da por despido, incurre en violación por no aplicación del art. 1 del Es-
tatuto de los Trabajadores, mas este precepto establece en su ap. 1 que 
la relación laboral se regula por las normas del propio Estatuto, en cuyo 
art. 7 se dispone que los extranjeros podrán contratar la prestación de su 
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trabajo de acuerdo con la legislación específica sobre la materia, por lo 
que la sentencia recurrida, al negar validez al contrato de trabajo de la 
demandante, de acuerdo con dicha legislación específica, a los efectos de 
amparar el ejercicio de una acción de despido tendente a la readmisión de 
quien no puede contratar por carecer del oportuno permiso, no ha incu-
rrido en la violación denunciada, sin que en este motivo, ni en los restan-
tes, se acuse infracción concreta alguna de la normativa aplicable a los 
trabajadores extranjeros, pues la mención que se hace del D. de 27 julio 
1968 es en términos de gran generalidad e imprecisión sin indicar cuál 
de sus numerosos artículos ha podido ser violado, aplicado indebidamente 
o interpretado de modo erróneo. 
CDO.: Que tampoco viola la sentencia recurrida los arts. 55,3 y 56 del 
Estatuto de los Trabajadores —motivos segundo y tercero— puesto que 
el fallo de instancia no se basa en si la demandante superó o no el pe-
ríodo de prueba causa del cese gn su día invocada por la empresa, sino en 
que, atendiendo a lo alegado por la demandada, de acuerdo con la legis-
lación aplicable a los trabajadores extranjeros, no puede imponerse median-
te el ejercicio de la acción de despido el reconocimiento de validez y efi-
cacia de futuro de un contrata de trabajo que carece de ella por no 
haber cumplido el extranjero el requisito de haber obtenido el permiso 
requerido, lo que es conforme a lo establecido en el art. 7 del D. de 27 
julio 1968 —SS. de esta Sala de 20 diciembre 1982 y 23 febrero 1983—, 
por lo que tal contrato, al haber dado lugar, pese a su invalidez, a una 
real prestación de servicios, no produce otros efectos que los previstos en 
el art. 9.2 del Estatuto, procediendo, de acuerdo con lo dictaminado por el 
Ministerio Fiscal, la desestimación del recurso. 
(RJA, 1983, n." 5562, pág. 4223). 
52 
EXTRANJEROS.—Convalidación de títulos profesionales. Conve-
nio de Cooperación Cultural hispano-argentino de 23 de noviem-
bre de 1972 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 4 DE NOVIEMBRE DE 1983. Ponente: D. Julio Fernán-
dez Santamaría. 
Es recurso de apelación interpuesto por el Abogado del Estado, contra senten-
cia dictada por la Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de 
la Audiencia Nacional sobre convalidación del título de odontólogo de un subdito 
argentino. 
CONSIDERANDO: Que el Abogado del Estado sostiene la apelación 
en base a lo siguiente: desde 1948 no se expide en nuestra Patria el título 
de odontólogo, que se suprimió, habiéndose creado la Especialidad Médica 
de Estomatología, para cuya obtención se requiere el título de Doctor o 
Licenciado en Medicina, exigencia no impuesta al suprimido título de Odon-
tólogo; y, por tanto, pretender obtener en España la convalidación del Tí-
tulo de Odontólogo obtenido en la República Argentina, sería tanto como 
atribuir en España a subditos extranjeros derechos o facultades de los que 
carecen los españoles. 
CDO.: Que la alegación de la parte apelante no desvirtúa los certeros 
argumentos de la sentencia de primera instancia, cuyos considerandos acep-
tamos, bastante por sí sólo para provocar su confirmación; pero es con-
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veniente consignar, además, las siguientes precisiones: a) que esta Sala 
—SS. de 30 junio y 27 octubre 1982, 24 enero y 8 marzo 1983— tiene 
declarado que en el Convenio de Cooperación Cultural firmado entre Es-
paña y la República Argentina el día 23 marzo 1971, ratificado el 17 no-
viembre 1972 —por lo que, según el art. 96 de la Consttiución, forma 
parte de nuestro Ordenamiento jurídico— se establece el reconocimiento 
mutuo de los títulos académicos de todo orden y grado, tal como los otorga 
el otro país oficialmente, es decir, que lo que se hace es extender a cada 
territorio nacional la validez de los títulos académicos del otro país fir-
mante del acuerdo, y ello se hace sin ninguna clase de condicionamientos, 
requisitos o limitaciones, pues si se hubiera querido que los títulos expe-
didos por una Nación para que valiera en la otra contratante deberían 
ajustarse en cuanto a su obtención a los requisitos y misma temática de 
su homónima en la otra, así se hubiera expresado gráficamente, pues im-
poner esa exigencia implicaría el dejar vacío de contenido al citado Conve-
nio; b) el Reglamento de Odontólogos y Estomatólogos de España de 13 
noviembre 1950, en su art. 39 acoge en su seno, además de todos los odon-
tólogos y estomatólogos españoles, los habilitados para ejercer la odon-
tlogía y estomatología en territorio nacional. 
CDO.: Que, en consecuencia, procede desestimar el presente recurso 
de apelación, sin que a efectos de costas en esta instancia se aprecie la te-
meridad o mala fe exigida para ello por el art. 131 de la Ley Jurisdiccional. 
(RJA, 1983, n.° 5435; pág. 4142). 
5 3 
NACIONALIDAD EXTRANJERA Y DERECHO A PENSIÓN.—Nacionalidad 
extranjera por matrimonio en el momento de fallecimiento del 
causante de la pensión y nacionalidad española recuperada a la 
muerte de la persona de quien se recibe el derecho a pensión. 
Tribunal Supremo (Sala 5.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 7 DE NOVIEMBRE DE 1983, Ponente: D. Angel Falcón 
García. • 
Es recurso interpuesto por doña Antonia F. G., contra resolución del Consejo 
Supremo de Justicia Militar de 3 de marzo 1982, que le denegó su petición de 
pensión de orfandad por aplicación del art, 200 del. Reglamento de la Ley de 
Derechos Pasivos. '.. , . .... 
CONSIDERANDO: Que la pretensión de la recurrente de que se le 
fije pensión de orfandad, como transmisión de la de viudedad que disfru-
taba su madre, siendo el causante de la misma el Capitán Músico de Ala-
. barderos don Aurelio F. G„ fallecido en 5 junio 1964, le ha sido denegada 
por los acuerdos impugnados en aplicación del art. 200 del Reglamento 
para la aplicación del Estatuto de Clases Pasivas, ya que, al haber con-
traído matrimonio en 12 marzo 1943, con varón de nacionalidad italiana, 
según lo dispuesto en el art. 22 del C. Civ., en la redacción entonces vigen-
te, no la recobró, a pesar de que su marido falleció en acción bélica, el 
4 abril del propio año de su matrimonio, 1943, hasta el 2 9 abril 1976, al 
levantarse el acta procedente ante el Juez encargado del Registro Civil de 
Madrid, por lo que al fallecer el causante de la pensión, no cumplía el 
requisito de la nacionalidad española, exigido por el art. 90 del Estatuto 
de Clases Pasivas. 
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CDO.: Que este cuerpo legal, regula las circunstancias o requisitos ne-
cesarios para tener derecho al percibo de pensiones pasivas, pero al refe-
rirse a las de orfandad de mujeres en ningún precepto exige que todos 
ellos han de cumplirse en el momento del fallecimiento del causante; y 
así al regular la de la mujer viuda después del fallecimiento de su padre, 
se le concede siempre que no tenga pensión por su difunto marido, acre-
dite su pobreza en sentido legal, y no disfruten la pensión la viuda ni 
otros hijos del causante; por lo que al art. 200 del Reglamento va mucho 
más allá de lo establecido en el Estatuto, lo que impide su aplicación di-
recta y excluyeme, por la jerarquía de las normas; falta de aplicación que 
ahora se hace mucho más patente, al tener que interpretar la regulación 
de todo derecho de conformidad con los preceptos y espíritu de la Cons-
titución; y como el fundamento de la negativa a la concesión de pensión, 
es la pérdida de la nacionalidad española, de modo forzoso y por aplica-
ción de un precepto ya derogado desde el año de 1975, ni puede admitirse 
en estos momentos que siga produciendo efectos un precepto sin validez 
actual, ni que contradiga el art. 32 de la Constitución que establece la 
plena igualdad jurídica del hombre y la mujer en el matrimonio, lo que lleva 
a la imposibilidad legal de admitir, a los efectos que aquí se tratan, que 
la mujer pierda su nacionalidad por el hecho de contraer matrimonio con 
extranjero, pues marca una patente desigualdad entre ambos cónyuges. 
CDO.: Que esto sentado, la recurrente ostenta el derecho a que se le 
fije la pensión de orfandad, al haber fallecido la madre que venía perci-
biendo la de viudedad, no concurrir hermanos vivos con derecho a pen-
sión, y haber justificado la pobreza en el concepto legal en el expediente 
seguido, y ostentar la nacionalidad española en el momento en que nació 
su derecho a percibir pensión por el fallecimiento de su madre, y desde 
ese momento, por lo que procede la estimación del recurso con anulación 
de las disposiciones impugnadas. 
(RJA, 1983, n.° 5379, pág. 4097). 
54 
DERECHO A LA TUTELA EFECTIVA DE JUECES Y TRIBUNALES.—Art. 
14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. 
Tribunal Constitucional (Sala 1.a): SENTENCIA DE 7 DE NOVIEM-
BRE DE 1983. Recurso de amparo 381/1982. Ponente: R. Rafael 
Gómez-Ferrer Morant. 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo númreo 381/82, interpuesto por don Jesús 
Verdasco Triguero, Procurador de los Tribunales, en nombre de la Entidad 
mercantil «Eugenio Argárate, S, A.», bajo la dirección del Letrado don An-
tonio Ochoa Menchén, contra Auto de 4 de mayo de 1982 del Tribunal 
Central de Trabajo, Sala Segunda. En el recurso ha comparecido el Fiscal 
general del Estado y doña Irene Galíndez Madariaga, representada por la 
Procuradora doña Alicia Casado Deleito y bajo la dirección de la Letrada 
doña Lourdes García de Quesada Fort. Ha sido ponente el Magistrado don 
Rafael Gómez-Ferrer Morant, quien expresa el parecer de la Sala. 
I. ANTECEDENTES 
Primero.—El 8 de octubre de 1982 el Procurador don Jesús Verdasco 
Triguero, en nombre de «Eugenio Argárate, S. A.», formula recurso de 
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amparo contra el Auto dictado por el Tribunal Central de Trabajo, Sala 
Segunda, de 4 de mayo de 1982, recaído en el recurso de suplicación nú-
mero 362/81, promovido contra sentencia de la Magistratura de Trabajo 
número 1 de Guipúzcoa, en reclamación sobre despido número 1.075/80, 
de fecha 19 de diciembre de 1980. Suplica se declare nulo el mencionado 
Auto del Tribunal Central de Trabajo y se reconozca el derecho del re-
currente de optar entre el pago de indemnización por despido improce-
dente y consecuente depósito para recurrir o, caso contrario, la readmi-
sión del trabajador mientras dure la tramitación del recurso de suplicación. 
I I . FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
Segundo.—Para resolver la cuestión suscitada, hemos de partir del al-
cance del artículo 24.1 de la Constitución, que reconoce el derecho de 
todas las personas a la tutela judicial efectiva en el ejercicio de sus dere-
chos e intereses legítimos, sin que, en ningún caso, pueda producirse inde-
fensión. Derecho que comprende tanto el de acceder a la tutela como el de 
obtener una resolución fundada en derecho, sea o no favorable a sus pre-
tensiones, y el de que se ejecute lo juzgado. 
En el presente caso interesa detenerse especialmente en el derecho de 
acceder a la justicia que, como hemos declarado reiteradamente, no exige 
en sí mismo el doble enjuiciamiento, salvo en materia penal en los tér-
minos del artículo 14.5 del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
Políticos de 1966, pero, como también hemos declarado, cuando el Orde-
namiento establece una vía de recurso contra la sentencia, el acceso a esta 
vía se encuentra comprendido dentro del derecho a la tutela judicial efec-
tiva. 
Siendo esto así, dado que el artículo 24.1 de la Constitución garantiza 
a todos la tutela judicial efectiva mediante el acceso al proceso y a los 
recursos previstos en la Ley, tal derecho sólo puede limitarse, sin per-
juicio de otras precisiones, en iaras de otro derecho o libertad constitucic-
nalmente protegido que, en el caso de la consignación del importe de la 
sentencia puede ser el derecho a la ejecución, dado que tal consignación 
constituye una garantía cautelar para la efectividad del derecho funda-
mental a la ejecución de las sentencias. Ahora bien, Como ya señalamos en 
la sentencia número 3/1983, de 25 de enero («Boletín Oficial del Estado» 
de 17 de febrero, F. J. 4), el legislador no goza de omnímoda libertad, 
dentro del marco enunciado, ya que constitucionalmente no son admisibles 
aquellos obstáculos que pueden estimarse excesivos que sean producto de 
un innecesario formalismo y que no se compaginen: con el derecho a la 
justicia o que no aparezcan como justificados y proporcionados conforme 
a las finalidades para las que se establecen, que deben ser, en todo caso, 
adecuadas al espíritu constitucional, siendo, en definitiva, el juicio de ra-
zonabilidad y proporcionalidad el que resulta trascendente. 
F A L L O 
En atención a lo expuesto, el Tribunal Constíutcional, por la autori-
dad que le confiere la Constitución de la nación española, 
Ha decidido: 
Desestimar el recurso de amparo. 
(BJC, 1983-31, noviembre, pág. 1322). 
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EXTRANJEROS.—Solicitud de residencia y permiso de trabajo. 
Denegación. Recursos. 
Tribunal Supremo (Sala 4.a de lo Contecioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 8 DE NOVIEMBRE DE 1983. Ponente: D. José M.° Reyes 
Monreal. 
Doña Amelia F. Ch., de nacionalidad chilena, ingresó legalmente en España 
en 7 de mayo 1978, provista de pasaporte en regla con un visado de tipo turís-
tico, valedero para 90 días, y siendo su propósito radicar definitivamente en 
territorio español, en 14 mayo 1979, solicitó del Gobierno Civil que se le conce-
diera permiso de residencia y de trabajo, con carácter indefinido; en 19 julio 
1979, la Comisión Provincial del Gobierno Civil de Barcelona, acordó denegar la 
autorización. 
Interpuesto por doña Amelia F. Ch. recurso contencioso-administrativo, la Sala 
2.a de la Audiencia de Barcelona, en S. de 18 noviembre 1980, lo estima parcial-
mente, declarando la nulidad del Acta de 19 julio 1979 en el particular que afecta 
a la recurrente y de la resolución del Gobierno Civil de Barcelona de 23 julio 
1979, y la procedencia de admitir a trámite la solicitud de residencia y permiso 
de trabajo de la demandante, aun cuando carezca de visado especial para per-
manecer en España por más de 90 días; con desestimación del resto de lo pre-
tendido. 
Promovida apelación por la Abogacía del Estado, el T. S. lo estima y con 
revocación de la sentencia apelada, declara la inadmisibilidad del recurso con-
tencioso-administrativo. 
CONSIDERANDO: Que se rechazó en primera instancia la causa de 
inadmisibilidad alegada por la Administración demandada, con base en 
que no se indicó a la recurrente al notificarle el acto impugnado que 
debía hacer uso del recurso de reposición, por otra parte, no considerado 
como necesario por el Decreto a cuyo amparo se había producido aquél, 
al disponer éste que la resolución del Gobernador civil agota la vía admi-
nistrativa, y, al reproducirse ante este Alto Tribunal la referida excepción, 
és necesario dar Jugar a ella, porque, habiéndose denunciado el defecto, 
fue acordado que se requiriera a citada recurrente para que en el plazo 
de diez días acreditase la interposición de expresado recurso considerado 
por esta Sala como necesario, acordándose posteriormente un otro reque-
rimiento por medio de edicto —ya publicado—, en vista dé que no se 
le había podido practicar en el domicilio precedentemente designado, ha-
biendo transcurrido el plazo concedido sin que tal requerimiento se aten-
diera. 
CDO.: Que no cabe aceptar la tesis de la sentencia impugnada, ni en 
base a un defecto en la notificación, ni con fundamento en que la dispo-
sición de referencia excluya la posibilidad de ejercicio de cualquier re-
cursó en vía administrativa, porque ello no autoriza, sin más, el acceso 
a la contenciosa, cuando, por regla general y sin más excepciones que las 
consignadas en el art. 53 de la Ley Reguladora de esta Jurisdicción —en 
ninguna de las cuales es posible encuadrar el acuerdo que se impugnaba—, 
la misma configura al repetido recurso de reposición como presupuesto 
procesal o previo requisito de procedibilidad para la viabilidad del concreto 
proceso, exigible, por consiguiente, salvo referidas excepciones, en todos 
los casos en que se trate de la impugnación de actos administrativos, hayan 
o no agotado éstos dicha privativa vía sin necesidad de recabar la ulterior 
decisión de otros Órganos de la Administración. 
CDO.: Que deriva de cuanto razonado queda la inadmisibilidad del 
recurso de que esta apelación dimana y, correlativamente, la revocación 
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de la sentencia impugnada, con abstención de resolver sobre el fondo de 
la cuestión suscitada. 
(RJA, 1983, n.° 5.408, pág. 4114). 
56 
EXTRANJEROS.—Trabajadores hispanoamericanos. No necesidad 
del permiso de trabajo. Ley de 30 de diciembre de 1969. 
Tribunal Supremo (Sala 4.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 17 DE NOVIEMBRE DE 1983. Ponente: D. José L. Ra-
mírez Sánchez. 
La Sala de Santa Cruz de Tenerife dictó sentencia en 29 de septiembre 1981, 
estimando el recurso interpuesto por don Alberto P., de nacionalidad chilena, 
contra acuerdo de la Delegación de Trabajo que le denegó et correspondiente 
permiso para trabajar en una empresa situada en Tenerife. El fallo de dicha Sala 
declara el derecho del actor a trabajar en España tal y como había solicitado. 
Interpuesto recurso de apelación, por el Abogado del Estado, el T. S„ con-
firmando la sentencia apelada cuyos considerandos que acepta a continuación se 
transcriben, lo desestima. 
Considerandos de la sentencia apelada: 
CONSIDERANDO: Que el demandante, don Luis Alberto P. P., de 
nacionalidad chilena, solicitó de la Delegación Provincial de Trabajo per-
miso para efectuarlo en la Empresa «Antibióticos, S. A.», según contrato 
celebrado con la misma que acompañó, suscribiendo también la Empresa esa 
petición, resolviendo la Delegación, con fecha 28 diciembre 1979, denegar 
la misma por entender que era de aplicación al caso lo dispuesto en el 
art. 10, párr. 1, ap. a) del D. 1870/68 de 27 de julio; pero, el someti-
miento del supuesto planteado a esa normativa no es correcto, ya que la 
O. de 15 enero 1970, dictada por el Ministerio de Trabajo para el desarro-
llo y ejecución de la Ley de 30 diciembre 1969, que dispuso la equipa-
ración a los trabajadores españoles, en materia de derechos sociales, de los 
hispanoamericanos y otros, en uso de la autorización contenida en su dis-
posición adicional, establece, en su art. 1.°, que «los subditos hispanoame-
ricanos... que trabajen en territorio nacional o pretendan trabajar en él, 
por cuenta propia o ajena, quedan exentos de la obligación de proveerse 
del permiso de trabajo que, con carácter general y para todos los extran-
jeros que realizan una actividad laboral en España, preceptúa el art. 4 del 
D. 1870/68...», ratificando la equiparación de manera meridiana su art. 3, 
al establecer que «las Empresas que pretendan emplear trabajadores his-
panoamericanos... podrán hacerlo en lo sucesivo libremente y sin sujeción 
a las normas y requisitos que para la colocación de trabajadores extranjeros 
en España establece el D. 1870/68 de 27 de julio», ordenación configura-
dora de un supuesto excepcional que, claramente, hace inaplicables al actor, 
por su nacionalidad chilena, las restricciones establecidas, con carácter ge-
neral, por el D. de 1968 para los demás trabajadores extranjeros, y ese 
trato igualitario excepcional no ha desaparecido como consecuencia de la 
posterior normativa dictada sobre el trabajo de los extranjeros, contenida 
en el R. D. 1874/78, de 2 junio, derogado y sustituido por el R. D. 
1031/80 de 3 de mayo, a pesar de que en la misma no se contempla el 
supuesto, dado que no sólo la excepción resulta compatible y puede con-
vivir con una ordenación que no la excluya sino que, habiendo sido esta-
blecida por una norma con rango de Ley formal esa exclusión y consi-
guiente sometimiento al régimen general no podía efectuarse por otras de 
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rango inferior, como son los Reales Decretos citados, de ahí que procede 
revocar la resolución recurrida. 
CDO.: Que no procede hacer especial imposición de las costas proce-
sales a tenor de lo que dispone el art. 131 de la Ley Jurisdiccional. 
Considerandos del Tribunal Supremo: 
CONSIDERANDO: Que se suscita nuevamente la cuestión referente 
a la situación jurídico-laboral respecto de los subditos hispano-americanos 
en orden a la interpretación de la normativa aplicable a los mismos, y, es 
notorio porque tal doctrina ha sido establecida por este Tribunal en mul-
titud de sentencias de esta Sala —6 julio, 17 septiembre, 3 octubre, 2 y 3 
noviembre, 22 diciembre 1982; 21, 27 y 31 enero, 4, 9, y 10 marzo 1983 
que la interpretación correcta del ordenamiento en la materia y, adecua-
do a la plena ortodoxia jurídica, es igual que se plasma en la sentencia 
apelada ello porque: 1) es preciso respetar los acuerdos y tratados inter-
nacionales, ya que se refiere el art. 8.", en relación con el 1-5 del Título 
Preliminar del C. Viv. y 35, 96-1 y 2 de la Constitución, y art. 27 en 
relación con el 46 de la Convención de Viena y, de modo singular, el art. 2 
y 4 del D. de 27 julio 1968; 2) La O, de 15 enero 1970 que desarrolla y 
ejecuta la Ley 119/1969 y D. 1874/1972 de 2 de junio, establece el prin-
cipio de igualdad, respecto al trabajo entre españoles, hispanoamericanos, 
portugueses... que no precisan permiso de trabajo, por lo que procede 
la confirmación de la sentencia apelada con desestimación del recurso de 
apelación. 
(RJA, 1983, n.° 5795, pág. 4397). 
57 
EXTRANJEROS.—Reconocimiento de títulos profesionales. Con-
venio hispano-argentino de Cooperación Cultural de 2 3 de marzo 
de 1971 . 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 1 DE DICIEMBRE DE 1983. Ponente: D. José L. Ruiz 
Sánchez. 
La Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional dictó Sentencia en 22 julio 1981, estimando el recurso interpuesto por 
doña Elvira B. E., contra resolución de la Secretaría General Técnica del M.° 
de Universidades e Investigación por la que se denegó la convalidación del título 
de Odontólogo obtenido en Argentina por su equivalente español. El fallo de 
dicha Sala declara la nulidad de la resolución impugnada y el derecho que asiste 
a la recurrente a obtener el mencionado título. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S., con-
firmando la sentencia apelada, lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que la cuestión a que se reduce el tema debatido 
se constriñe a discernir la pretensión de convalidar, en España, el título de 
Odontólogo, obtenido en la Argentina y que está respaldado por el Con-
venio de Cooperación Cultural celebrado entre España y Argentina en 23 
marzo 1971, ratificado por Instrumento de 17 noviembre 1972, y publica-
do en el Boletín Oficial del Estado en 3 abril 1973, que constituye la 
cobertura legal de la petición formulada, dada la amplitud en que está 
concebido su art. 2.°, exponiéndose en la sentencia objeto de impugnación, 
los razonamientos que, apoyados en una pura y correcta ortodoxia jurídica 
desvirtúan los argumentos alegados de contrario, especialmente la ausencia 
de base para una correcta homologación entre el título de odontólogo ex-
pedido por las Autoridades Académicas Argentinas y otro análogo expedido 
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en España, pues su equivalente inmediato hace unos 33 años que dejó de 
librarse en España —desde 1948—., y, el de Médico-Estomatólogo, exigido 
actualmente, excede en sus posibilidades convalidantes al título que se 
pretende homologar, se extravasan los fines ya que a la circunstancia de 
extinción del título análogo, al que pudiera estimarse como susceptible 
de semejanza, exige la concurrencia personal, para el ejercicio profesional, 
de la cualidad de licenciado en Medicina y Cirugía, con lo que a tal cir-
cunstancia, se une el trato especial de favor que se concederían a los títu-
los de odontólogos Argentinos para ejercer tal profesión en territorio na-
cional con lo cual, se afirma, se extravasarían los límites de la normativa 
general —D. 1676/1969 de 24 julio y Orden Ministerial de 25 agosto 
1969. 
CDO.: Que tales argumentos, combatidos certeramente por el Tribunal 
«a quo», tiene su consagración en las sentencias de esta Sala de 30 junio 
y 27 octubre 1982 que señala la naturaleza prevalente, como integradora 
del Ordenamiento Jurídico, del indicado Convenio, por fuerza de lo dis-
puesto en el art. 4 del C. Civ. y 96 de la Const., y, si la posibilidad de 
título análogo en España, para ser objeto de equiparada convalidación 
con el que se cuestiona, desapareció hace tanto tiempo, tal situación pudo 
tener su corrección previsora en el Convenio e Instrumento de Ratificación, 
por ello cuando se analiza la cuestión en la sentencia dubitada se compren-
de claramente cómo esa actividad interpretativa impone ir contra el espí-
ritu del acuerdo realmente querido por el legislador, y a la consecuencia 
deducible de la libertad del ejercicio profesional como expresión querida 
y consagrada por nuestro ordenamiento Constitucional como consustancial 
a los derechos humanos, situación que por otro lado, encuentra su palia-
tivo con la subsistencia de titulados odontólogos nacionales que ejercen su 
profesión, consecuencia que tiene su plasmación en el Reglamento de los 
Colegios Oficiales de Odontólogos y Estomatólogos de España de 13 no-
viembre 1950, por lo que procede la confirmación de la sentencia apelada 
con desestimación del recurso de apelación criterio que tiene su confirma-
ción en las —SS. de 21, 24 enero, 8 y 10 marzo y 27 mayo 1983 entre 
otras—; sin que sea de apreciar la existencia de causas o motivos suficien-
tes para hacer expresa imposición de las costas causadas en esta apelación 
a parte determinada. 
(RJA, 1983, ft." 6126, pág. 4712). 
58 
EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO.—Falta de motivación de la 
denegación. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 10 DE DICIEMBRE DE 1983. Ponente: D. José L. Ruiz 
Sánchez. 
CONSIDERANDO: Que formulada apelación contra la sentencia dic-
tada por la Sala 3. a de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Te-
rritorial de Madrid, de fecha 17 octubre 1980, que anuló los acuerdos 
administrativos, hay que poner de relieve la perfecta adecuación de la 
resolución recurrida a la orientación doctrinal de este Tribunal, en obser-
vancia de una exacta interpretación de las normas en juego, y, de modo 
particular, lo prevenido en el art. 48-2 de la L. Pro. Adm. porque es evi-
dente el concurso de la doble circunstancia que concurre en el supuesto 
concreto objeto de examen que ha de conducir, confirmando la tesis man-
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tenida en la sentencia apelada, de anular los acuerdos impugnados por 
infracción del Ordenamiento, en cuanto a la aportación de los informes 
exigidos y exigibles que se proyecta en una doble faceta: 1) En cuanto 
que la ausencia de esos informes, con un valor preceptivo, conduce a una 
evidente falta de motivación en cuanto a los argumentos justificativos de 
la negativa del permiso de trabajo interesado, y, consecuentemente a la 
posibilidad de razonar con acierto, impugnación, de las resoluciones dene-
gatorias del permiso de trabajo interesado, y 2) Porque la omisión de 
tales informes •—Ayuntamiento, Cámara de Comercio e Industria de la 
Provincia— exigidos por el art. 31 del D. 1870/1968 de 27 julio y por 
el art. 1-3 del D. 1884/1978 de 26 julio, provoca otro aspecto negativo 
de la relación, la que al provocar indefensión, consolida la aplicación indu-
bitada del art. 48-2 de la L. Pro. Adm., con retroacción del procedimiento 
al momento en que se inició en tales defectos, como se pone de relieve 
en la sentencia apelada, doctrina que tiene su consagración en la orienta-
ción establecida de modo reiterado por esta Sala —en sus últimas SS. de 
30 septiembre, 6, 7 y 14 octubre 1982, por lo que procede la confirmación 
de la apelada con desestimación del recurso planteado. 
(RJA, 1983, n.° 6810, pág. 5221). 
5 9 
MONEDA EXTRANJERA.—Pago de importación. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 1 4 DE DICIEMBRE DE 1983. Ponente: D . José Garralda 
Valcárcel. 
La Sección Cuarta de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia 
Nacional dictó sentencia en 13 noviembre 1981, estimando el recurso interpuesto 
por Iberia, contra resolución del M.° Comercio y Turismo de 20 noviembre 1919. 
El fallo de dicha Sala en su consecuencia anula por su no conformidad a derecho 
el citado acuerdo declarando que el D.-Ley 2/73 de 19 febrero no es aplicable a 
los pagos en dólares USA, realizados por la entidad recurrente a través de la 
Banca delegada y que tuvieron como beneficiarios al Eximbank y demás bancos 
comerciales del indicado país, quienes en virtud del contrato de préstamo faci-
litaron a la entidad recurrente fondos para pagar al contado el precio de com-
pra de una serie de aeronaves. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S., confir-
mando la sentencia apelada, lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que la parte apelante se limita en su escrito de 
alegaciones a insistir en la justificación de la tesis sostenida por el acto 
administrativo impugnado y tratar de colocar la operación de financiación 
objeto de autos bajo el imperio del D.-Ley 2/1973 de 19 febrero, que la 
sentencia apelada rebate con argumentos no invalidados por aquéllas, que 
representan además el criterio de la Jurisprudencia sobre el particular, que 
ha tenido ocasión de reiterarse en las SS. de 10 julio 1979 y 22 octubre 
1982 respecto de supuestos tan idénticos al actual que concurre hasta la 
propia identidad de la entidad recurrente y asimismo en la S. de 10 mar-
zo 1983 respecto de operación del mismo tipo verificada por otra sociedad, 
por lo que sólo cabe aducir como reforzamiento de la argumentación 
empleada por el Tribunal «a quo», el principio de unidad de doctrina 
que deriva del art. 102.l.b) de la Ley jurisdiccional y todo ello conduce 
necesariamente a la desestimación del recurso de apelación y a confirmar 
la sentencia apelada. 
(RJA, 1983, n.° 6290, pág. 4846). 
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6 0 
EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO.—Reciprocidad. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso Administrativo): 
SENTENCIA DE 1 6 DE DICIEMBRE DE 1983. Ponente: D . José Garralda 
Valcárcel. 
La Sala de Palma de Mallorca dictó sentencia en 23 junio 1981, estimando 
el recurso interpuesto por Ronald A. P., contra resolución de la Delegación 
Provincial del Ministerio de Trabajo en Baleares que le denegó el solicitado per-
miso de trabajo. El jallo de dicha Sala declara la procedencia de la concesión 
del permiso solicitado. 
CONSIDERANDO: Que el defensor de la Administración apelante 
insiste en esta segunda instancia en el juego de la inadmisibilidad propues-
ta al amparo del ap. e) del art. 82 de la Ley Reguladora de la juris-
dicción, por no haberse interpuesto por el recurrente el recurso de repo-
sición previo al contencioso-administrativo y disentir de la argumentación 
expuesta en la sentencia apelada para justificar la citada omisión y re-
chazar la inadmisibilidad. mas a ello se ha de oponer, que los fundamentos 
empleados en aquélla para llegar al pronunciamiento desestimatorio de 
ese óbice procesal, descansan en el criterio Jurisprudencial expuesto amplia-
mente en la Sentencia que cita el 10 febrero 1977, en el sentido de 
considerar defectuosa la notificación del acto administrativo que agota esa 
vía, a los efectos de lo previsto en el art. 79, 2 de la L. Pro. Adm., 
que se limita a señalar la posibilidad de entablar recurso jurisdiccional, sin 
indicar la exigencia para ello de promover el de reposición previo, doc-
trina que ha sido ratificada en la reciente sentencia de 30 septiembre 1980, 
la cual a su vez invoca como precedentes la misma tesis mantenida en las 
de 4 febrero 1970, 24 enero 1972 y 11 diciembre 1973 y ante esa defec-
tuosa notificación cuyos efectos perjuidiciales no pueden hacerse recaer so-
bre el administrado por su condición de mero receptor del acto de comu-
nicación viciado, según reiterada doctrina de la Jurisprudencia, el Tribu-
nal «a quo» frente a los tres cauces que se le brindaban en esa situación 
según expone la sentencia de 1977 reseñada, tales como acordar la nulidad 
de actuaciones y su reposición al trámite en que se cometió el defecto 
de trámite de que se trata, usar de la facultad conferida por el art. 129.3 
o entrar a resolver sobre el fondo, estimó más adecuado este último, 
como más acorde con la realidad y la economía procesal y menos dispen-
doso, sin que por ello cometiera irregularidad alguna al actuar así, previo 
rechazo de la inadmisibilidad invocada. 
CDO.: Que el carácter revisor de esta jurisdicción no puede impedir 
el pronunciamiento sobre el fondo y anulatorio del acto impugnado, apo-
yándose en documento no obrante en el expediente e incorporado a los 
autos en período de prueba, puesto que al ser la reciprocidad un principio 
de derecho internacional a ponderar con carácter prevalente en el caso, 
hasta el punto de ser el único fundamento en que se apoya la denegación 
del permiso solicitado, pudo y debió la Administración al amparo del 
art. 71 de la L. Pro. Adm., requerir al solicitante para que en el plazo 
allí establecido presentara el documento en cuestión, que vino a los autos 
en la fase procesal oportuna como medio de rebatir ese solo argumento 
esgrimido como base de la denegación del permiso interesado, recogido del 
informe de la Delegación Regional de Comercio de Baleares y por otra 
parte, el contenido del indicado documento es suficientemente expresivo 
para fundar en él la apreciación de reciprocidad, puesto que si bien resulta 
del mismo la necesidad de un trámite para obtener en Inglaterra una 
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«Carta de Consentimiento»; también en España se exige la tramitación del 
expediente motivador del presente recurso. 
CDO.: Que por todo ello procede desestimar el recurso de apelación 
y confirmar la sentencia apelada, sin que a efectos de costas sea de apreciar 
la concurrencia de circunstancias determinantes de su imposición. 
(RJA., 1983, n.° 6282, pág. 4840). 
6 1 
EXTRANJEROS.—Convalidación de títulos. Reciprocidad. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 1 7 DE DICIEMBRE DE 1983. Ponente: D. José Garralda 
Valcárcel. 
La Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional dictó sentencia en 10 junio 1981, estimando el recurso interpuesto 
por don Miguel O. S., contra resolución del M.° de Educación y Ciencia por la 
que se deniega en virtud de silencio administrativo la reposición deducida, con-
tra otra resolución de dicho Ministerio de 26 octubre 1978, en la que se acuerda 
desestimar la petición del recurrente para concederle la validez profesional de 
título de licenciado en Medicina expedido por la Universidad en Madrid, para 
poder ejercer la profesión de Medicina en España. 
Interpuesto recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S., confir-
mando la sentencia apelada, lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que el representante de la Administración impug-
na la sentencia apelada mediante el ejercicio del recurso de este orden, 
en cuyo trámite de alegaciones se esgrime como argumento nuevo para 
rebatir la existencia de la reciprocidad apreciada por el Tribunal «a quo», 
el de que la realidad de ese instituto en el ámbito del Derecho interna-
cional, ha de ser apreciada por la resultante de la legislación promulgada 
por Estados soberanos y no por la comparación de la dictada por uno que 
ostente esta condición y otro integrado en una federación o confederación 
de Estados, como el de Nueva York, mas a esto se ha de oponer que, 
si por reciprocidad en este orden se entiende correspondencia mutua o 
recíproca en el reconocimiento de derechos a los subditos de un país en 
el otro según resulta de su ordenamiento jurídico, es indudable que ese 
examen comparativo se ha de hacer entre las normas emanadas de los 
órganos legislativos que conforme a su ordenamiento constitucional tienen 
atribuida esa función estatal en consonancia con la organización adoptada 
y no aferrarse al esquema político del Estado ante el que se hace valer 
el derecho cuyo reconocimiento se solicita, para efectuar esa confrontación 
con la sola visión de su estructura y esto sentado, se advierte que en los 
autos y en el expediente, hay constancia documental no contradicha, de 
los hechos fundamentales para resolver la cuestión de que se trate, el 
primero de los cuales aparece en el documento de fecha 28 mayo 1980, 
al decirse en el mismo que el Departamento de Educación del Estado de 
Nueva York es la única autoridad facultada para expedir licencias para 
el ejercicio de la Medicina en el Estado, y el segundo, del documento 
fechado el 23 mayo 1978, y expedido por la Universidad del Estado de 
Nueva York - Departamento Estatal de Educación, en el que se consigna 
que «los graduados de facultades de medicina de los Estados Unidos, sean 
ciudadanos norteamericanos o de otros países, son admitidos al examen 
para la licencia en Nueva York, una vez que se gradúan por la facultad de 
medicina correspondiente», es decir, que el ejercicio de la medicina en el 
Estado de Nueva York, en virtud de su legislación propia, exige superar 
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un examen que se impone tanto a los nacionales como a los extranjeros, 
y por tanto sin discriminación alguna por razón de extranjería. 
CDO.: Que el recurrente, subdito norteamericano y vecino de la ciudad 
de Nueva York, está en posesión del Título de Licenciado en Medicina 
y Cirugía expedido por la Universidad de Madrid el día 2 abril 1960 y 
apareciendo acreditado en autos que la legislación del Estado al que per-
tenece el lugar de su vecindad, no impone a los no nacionales exigencia 
particular, en relación con sus subditos, para el ejercicio de esa profesión, 
es claro que, por el juego del principio de reciprocidad establecido por 
el art. 6° del D. 1676/1969 d e24 julio, como criterio para autorizar el 
ejercicio en España por extranjeros de la profesión para la que faculten 
los títulos universitarios obtenidos por aquéllos en nuestro país, procede 
acceder a lo pedido por el solicitante y al haberlo acordado así la sentencia 
apelada, se impone su confirmación. 
(RJA., 1983, n.° 6361, pág. 4911). 
6 2 
EXTRANJEROS.—Convalidación de títulos. Convenio de Coope-
ración Cultural hispano-argentino de 2 3 de marzo de 1971 . 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 21 DE ENERO DE 1984. Ponente: D . Julio Fernández 
Santamaría. 
La Sala Segunda de la Audiencia Nacional dictó sentencia en 29 octubre 1981, 
estimando el recurso interpuesto por don Luis A. B., contra resolución de 16 
enero 1980 de la Secretaría General Técnica del M.° Universidades e Investigacio-
nes por la que se le denegó la convalidación del Utulo de Odontólogo obtenido 
en Argentina por su equivalente español. El fallo de dicha Sala declara el dere-
cho que ostenta el recurrente a que se le convalide el citado título. 
CONSIDERANDO: Que la sentencia de primera instancia anula la de-
negación presunta del recurso de reposición y la Res. de 16 enero 1980 
de. la Secretaría General Técnica del M.° Universidades e Investigación 
por la que se deniega al argentino don Luis Alberto B. la convalidación 
del título de Odontólogo obtenido en Argentina por su equivalente es-
pañol. 
CDO.: Que contra dicha sentencia apela el Abogado del Estado en 
base a que el título de odontólogo no se otorga en España a partir de 
1949 por lo que supondría un trato de preferencia conceder a un argen-
tino un título que hoy un español no puede obtener. 
CDO.: Que esas alegaciones carecen de soporte jurídico para enervar 
los argumentos contenidos en los Considerandos de la sentencia apelada, 
que aceptamos; y en tanto no se produzca nueva regulación legislativa so-
bre esa materia, tiene vigencia la doctrina sentada por esta Sala —SS, 
30 junio y 27 octubre 1982, 24 enero y 8 marzo 1983, entre otras— 
en casos similares al ahora examinado, declarando que «si se hubiera 
querido que los títulos expedidos por una nación, para que valiera en la 
otra contratante, deberían ajustarse en cuanto a su obtención a los re-
quisitos y misma temática de sus homónimos en la otra, así se hubiera 
expresado gráficamente, no pudiendo olvidarse que admitir que el aludido 
convenio impone esta exigencia implicaría el dejar un vacío de contenido 
a la citada estipulación, que tiene fuerza de Ley en España a través del 
mecanismo de la ratificación y, a mayor abundamiento, tampoco se puede 
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olvidar el reglamento de Odontólogos y Estomatólogos de España de 
13 noviembre 1950, con arreglo al cual, además de recoger en su seno a 
los Odontólogos, concretamente en su art. 39, prescribe que pertenecerán 
obligatoriamente a él todos los Estomatólogos y Odontólogos españoles o 
habilitados para ejercer la Estomatología y Odontología en territorio na-
cional, con lo que se razona que se está interpretando el título de Odon-
tología y la habilitación para ejercer tal profesión en territorio nacional». 
CDO.: Que, en consecuencia, y visto el Convenio de Cooperación Cul-
tural con la República argentina de 23 marzo 1971, ratificado en 17 no-
viembre 1972, publicado en el Boletín Oficial del Estado de 3 abril 1973 
—que a tenor de lo dispuesto en el art. 1, 1." del C. Civ., forma parte 
de nuestro ordenamiento jurídico— procede desestimar el recurso de ape-
lación y confirmar la sentencia de 1." Instancia; sin que a efectos de costas 
y de lo dispuesto en el art. 131 de la Ley Jurisdiccional se aprecie la 
concurrencia de temeridad o mala fe. 
{RJA., 1984, n.° 193, pág. 148). 
A Ñ O 1984 
6 3 
TRANSPORTE MARÍTIMO INTERNACIONAL.—Convenio de Bruselas 
de 2 5 de agosto de 1924 sobre unificación de conocimientos de 
embarque y sobre cláusulas de exoneración de responsabilidad. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): SENTENCIA DE 3 1 DE 
ENERO DE 1984. Ponente: D. Rafael Pérez Gimeno. 
La representación de « r . E., S. A.», formuló ante el Juzgado de Primera Ins-
tancia núm. 3 de los de Bilbao, demanda de mayor cuantía, contra «B. y Cía., 
S. A.», « £ . , S. L.», «A. C. L. L. T. S.» y «C. B. L. T. D. A. D.», sobre averías 
en transporte marítimo internacional. 
El Juez de Primera Instancia dictó sentencia, por la que, apreciando la ex-
cepción de caducidad en el ejercicio de la acción, desestimó en todas sus partes 
la demanda deducida por la actora, sin expresa imposición de costas. Apelada 
la sentencia la Audiencia desestimó el recurso interpuesto y confirmó la senten-
cia apelada, sin hacer especial declaración de costas en la alzada. 
Se interpuso recurso de casación por infracción de ley. 
El T. S. estimando el recurso interpuesto por la actora, contra la sentencia 
de la Sala Civil, declaró haber lugar a dicho recurso, casando la citada sentencia, 
sin condena en costas y con devolución del depósito constituido, y dictó segunda 
sentencia revocando la pronunciada por el Juez de Primera Instancia y con 
desestimación de las excepciones deducidas, debemos: 1." Absolver como absolve-
mos a las citadas demandadas «B. y Cía., S. 4.», « £ . , S . L.», « A C. L. L. T. S.» 
y «C. B. L. T. D. A. D.»; 2." estimar la demanda formulada contra «A. C. L. L. 
T. S.» y condenar al pago de la cantidad de 2.556.265 ptas., todo ello sin expresa 
imposición en costas. 
Considerandos de la primera sentencia: 
CONSIDERANDO: Que son hechos fundamentales en este recurso 
aceptados por las partes litigantes: Primero, que la entidad «A. C. L. G.», 
dedicada a la explotación de líneas marítimas y como fletadora del buque 
«A. S.» propiedad de la sociedad sueca «R.-ABT.», expidió un conoci-
miento de embarque que amparaba el transporte de una máquina mandri-
nadora-fresadora propiedad de la actora «T. E., S. A.», especificándose 
como puerto de carga el de Nueva York y como puerto de descarga el 
de Bilbao, vía Liverpool, haciéndose constar respecto a la mercancía que 
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se trataba de tres contenedores, con un peso bruto de 40.780, 39.915 y 
40.045 libras respectivamente (equivalentes a 18.473, 18.081 y 18.140 kilo-
gramos); Segundo, que llegado el buque a Liverpool, el 3 enero 1974, se 
desembocaron los tres contenedores, haciéndose cargo de ellos, como agen-
te-consignatario de la entidad porteadora «A. C. L. G.», la codemandada 
«C. B. L.», la que previa consulta con «B. y Cía., S. A.» sociedad espa-
ñola domiciliada en Bilbao, también demandada, que actuaba, igualmente 
como Agente-Consignatario de «A. C, L.» en el puerto de Bilbao, pro-
cedió en los días 4 y 5 a extraer la mercancía de los contenedores en que 
venía acondicionada para su transporte, operación material que encargaron 
a la empresa inglesa «M. D., Co.»; Tercero, que la maquinaria extraída de 
tales contenedores fue trasladada, cubierta con unas láminas de poliure-
tano, por unos «camiones-trailers», al puerto inglés de Preston, en donde 
fue entregada a los Agentes-Consignatarios del buque «I. F.», propiedad 
de la entidad española «E., S. L.», precediéndose a su carga en este buque 
y entendiéndose por este porteador ,el 11 febrero, el correspondiente cono-
cimiento de embarque que amparaba el transporte de la citada mercancía 
desde Preston a Bilbao y en el que figuraba como expedidor «C. B. L.» 
y como destinatario «B. y Cía., S. A.», ambas sociedades actuando como 
agentes de «A. C. L.o, consignándose en el conocimiento que «las mercan-
cías de este modo reconocidas van sin protección y, por lo tanto, el por-
teador se reserva expresamente todos los derechos e inmuneraciones en 
caso de pérdida o daño por razón de ese hecho»; Cuarto, que llegada la 
mercancía al puerto de Bilbao se descarga el 19 febrero y es reconocida 
sobre el muelle el día 20 por el Comisario Español Marítimo apreciando 
por el estado exterior «señales de golpes, oxidaciones diversas y defor-
maciones», dirigiéndose el mismo día 20 por la actora una carta a la 
Consignataria «B. y Cía., S. A.» denunciando las averías sufridas por la 
mercancía transportada, carta que fue contestada el día 22 rechazando la 
responsabilidad de los daños; la maquinaria fue despachada de aduanas 
el día 22; en las copias de los conocimientos de embarque expedidos por 
«A. C. L.»y acompañados por los codemandados a sus respectivos escritos 
expositivos figura una estampilla con el nombre de Alvaro B., agente de 
aduanas que actuaba por cuenta de la actora, en cuya estampilla aparece 
la fecha de 21 febrero 1974. 
CDO.: Que la L. de 22 diciembre 1949 que incorpora a nuestro orde-
namiento las reglas del Convenio de Bruselas de 25 agosto 1924 sobre 
unificación de conocimientos de embarque y sobre cláusulas de exone-
ración de responsabilidad, somete a su régimen sólo aquellos transportes 
marítimos en los que concurran los requisitos que especifica, es decir, a 
los trayectos internacionales de mercancías por mar, formalizados en de-
terminadas condiciones y por el tiempo transcurrido desde la carga de las 
mercancías hasta su descarga, realizadas estas operaciones por los medios 
propios del buque, entendiéndose que cuando se emplean medios ajenos 
al mismo el contrato empieza a regir cuando la mercancía se encuentra a 
bordo del buque (art. 1.°), de cuya normativa se desprende con toda evi-
dencia que la referida Ley de 22 diciembre 1949, cuyo presupuesto de 
hecho está constituido por el desplazamiento de la mercancía por mar, 
no puede ser aplicable a un itinerario terrestre, y ello tanto si dicha fase 
no marítima se previo en el conocimiento como si no estuvo programada, 
y, en consecuencia, tal ordenamiento no puede regular el supuesto de litis 
en el que se reclama una indemnización por las averías sufridas por las 
mercancías —cuyo transporte amparaba el conocimiento de embarque ex-
pedido por la denominada «A. C. L. G.»— averías cuya causa determi-
nante fue su descarga en el puerto de Liverpool, su extemporánea extrac-
ción de los contenedores en los que venían acondicionados, su traslado 
en «camiones-trailer» desde dicho puerto al de Preston y su embarque en el 
buque «I. F.», todo ello sin la debida protección que anteriormente le 
ofrecían los contenedores y en cuyo interior debían haber llegado al puer-
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to de destino o en su defecto sustituirlos por otra protección similar, inapli-
cación de la citada normativa, que priva de fundamentación jurídica a la 
sentencia recurrida que apreció la caducidad de la acción indemnizatoria 
ejercitada con apoyo única y exclusivamente en el art. 22 de la repetida 
Ley, por entender que tal precepto —sin equivalente en 1 C. Com.— era 
el aplicable por tratarse de una reclamación de daños fundada en un coon-
cimiento de embarque que amparaba un transporte internacional de mer-
cancías desde Nueva York a Bilbao, vía Liverpool, concertado entre per-
sonas y entidades pertenecientes a distintas nacionalidades vinculadas por 
el indicado convenio de Bruselas, olvidando con ello que la indicada nor-
mativa no extiende su imperio a fases o trayectos de transporte terrestre, 
que es el caso de litis; razonamientos los expuestos que llevan consigo 
la estimación del primer motivo del recurso, amparado en el núm. 1." del 
art. 1692 de la Ley procesal, y en el que se acusa la infracción, por apli-
cación indebida, de la tan repetida Ley de 22 diciembre 1949, y concre-
tamente de sus arts. 1." y 17 de la misma pues al estar excluida la cues-
tión litigiosa de la normativa de la L. de 22 diciembre 1949 y sometida 
al imperio del C. Com., el plazo para el ejercicio de la acción en recla-
mación de daños y perjuicios lo es de prescripción a tenor del art. 952-2° 
y no de caducidad como sostiene la resolución impugnada, estimación del 
motivo que lleva aparejada la del recurso, al ser dicha fundamentación de 
la sentencia de instancia determinante del fallo pronunciado y recurrido 
lo que por otra parte hace innecesario el estudio del resto de los motivos 
formulados al haberlo sido con carácter subsidiario para el supuesto de 
fracaso del primero. 
CDO.: Que en consecuencia procede casar la sentencia recurrida y or-
denar la devolución del depósito constituido, sin hacer expresa imposición 
de costas. 
Considerandos de la segunda sentencia: 
CONSIDERANDO: Que en el conocimiento de embarque que ampa-
raba el transporte de la máquina mandrinadora-fresadora, propiedad de la 
actora, figuraba como porteador la entidad demandada «A. C. L. G.», asu-
miendo, aparte de la obligación principal del transporte desde Nueva York 
a Bilbao, la responsabilidad por la guarda y conservación de las mercancías 
desde el momento de ser recibidas en el indicado puerto de carga hasta 
la entrega en el _ referido puerto de descarga (condición 3-1 del citado 
conocimiento), responsabilidad que ampliaba a los actos de las personas 
con quienes contratase por servicios necesarios por causa del transporte 
(condición 3-III), y esta responsabilidad por los daños y pérdidas tiene 
por fuerte tanto el citado conocimiento, según se ha dejado consignado, 
como la ley española —invocada por los demandados como base de su pre-
tensión absolutoria— pues de los arts. 618, 620 y demás concordantes del 
C. Com. y más concretamente de los arts. 1601 y 1602 del C. Civ., se 
desprende dicha responsabilidad por los daños que sobrevinieron al car-
gamento por causas ajenas a la fuerza mayor, así como la presunción «iuris 
tantum», de culpabilidad en la producción de los mismos, pues como dice 
la sentencia de esta Sala de 1 junio 1966, los preceptos últimamente cita-
dos atribuyen a los conductores de mercancías por tierra o agua la res-
ponsabilidad por los daños y perjuicios sufridos, no sólo por consecuencia 
de la infracción del deber de custodia, sino también, y muy principalmente, 
por las averías o pérdidas de las cosas a no ser que prueben que han pre-
venido de caso fortuito o de fuerza mayor; y en el caso de litis aparece 
plenamente acreditado: a) que la máquina mandrinadora-fresadora, cargada 
en el Puerto de Nueva York, fue descargada en el puerto de Liverpool y 
privada de la protección que le ofrecían los tres contenedores en los que 
venía acondicionada fue trasladada por tierra en «camiones-trailers» hasta 
el puerto de Preston, en donde fue nuevamente embarcada, sin aquella 
protección, en el buque «I. F.» que la traspasó a Bilbao; b) que tal des-
carga y posterior extracción de los contenedores no estaba prevista expre-
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sámente en el conocimiento de embarque, ni aparece justificada, dado que 
no se ha acreditado que el puerto de Bilbao careciere de los necesarios 
elementos técnicos para descargar bultos de las dimensiones de los citados 
contenedores; y c) que la mercancía sufrió daños valorados en 2.556.265 
pesetas, según se desprende del conjunto de las pruebas practicadas y de 
la conducta procesal de las partes, por lo que es visto que tales daños 
deben atribuirse a la conducta culposa de la sociedad porteadora, con-
ducta culposa que no sólo debe presumirse a la luz de los citados precep-
tos, sino que, además, resulta manifiesta del hecho de privar a la maqui-
naria transportada de la protección que le proporcionaba el embalaje en 
el que venía introducida y que le era absolutamente necesario para preser-
varla de la oxidación producida por el ambiente marino y de los inevita-
bles golpes que comportaba su manejo sin las suficientes defensas; sin 
que pueda aludir su responsabilidad la entidad porteadora desplazándola 
a los armadores del buque «I. F.» por cuanto del conocimiento de embar-
que expedido por «A. C. L.» derivaba la obligación de transportar desde 
Nueva York a Bilbao y ninguna incidencia intermedia por contratos ce-
lebrados por dicha porteadora puede privar al destinatario final de la 
mercancía de las acciones que contra aquélla surjan del conocimiento 
inicial o directo, ello, claro es, sin perjuicio de las que puedan correspon-
der a «A. C. L.» contra aquellas personas con las que contrató la descarga 
en el puerto de Liverpool, la extracción de la mercancía de los contene-
dores, el desplazamiento por vía terrestre de tal mercancía hasta el puerto 
de Preston y su posterior transporte marítimo en el buque «I. F.» desde 
Preston a Bilbao, en el supuesto de que los daños puedan atribuirse a tales 
personas como consecuencia de posibles incumplimientos de contratos ce-
lebrados con ellos, contratos respecto de los cuales la aquí actora es un 
tercero. 
CDO.: Que, sin embargo, no existe base jurídica alguna para enten-
der legitimadas pasivamente en esta litis a las otras codemandadas, así como 
para traer el proceso a la propietaria o armadora del buque «A. S.», pues: 
a) la sociedad española «B. y Cía. S, A.», así como la inglesa «C. B. L.» 
actuaron én las incidencias del transporte origen de esta litis en los res-
pectivos puertos ingleses y españoles en calidad de Agentes-Consignatarios 
de la sociedad porteadora «A. C. L.» y como tales mandatarios no puede 
considerárseles legitimados pasivamente en la hipótesis contemplada y por 
tanto debe absolvérseles de la demanda contra ellos formulada; b) la en-
tidad «E., S. L.» propietaria del buque «I. F.» transportó la maquinaria 
desde el puerto de Preston a Bilbao, en virtud de un contrato de trans-
porte en el que aparecía como cargador «A. C. L.» y como consignatario 
de la mercancía en Bilbao su agente «B. y Cía., S. A.», y por tanto las 
consecuencias que una hipotética responsabilidad por incumplimiento de 
sus obligaciones como transportista pudieran atribuirse a «E., S. A.» sólo 
podrían exigirse por tal sociedad, a la vez cargadora y receptora, care-
ciendo aquélla de legitimación pasiva para ser demandada en este proceso; 
y c) la sociedad sueca «R.-AB T.», propietaria del buque «A. S.», no está 
legitimada pasivamente en este proceso puesto que la acción ejercitada 
tiene por objeto exigir las responsabilidades derivadas de los daños pro-
ducidos a las mercancías transportadas como consecuencia de la conducta 
negligente atribuida a la sociedad porteadora, no a la armadora o pro-
pietaria del buque, por lo que no puede apreciarse la existencia de situa-
ción litis-consorcial alguna, ello, claro es, sin perjuicio de que en la hipó-
tesis de que no hubiere podido establecerse la relación de causa a efecto 
entre la conducta culposa de la sociedad porteadora y el resultado dañoso 
porducido —hipótesis que no es la que se contempla en esta sentencia— 
la consecuencia hubiera sido la absolución de tal sociedad, no por el de-
fecto procesal invocado, sino por su falta de responsabilidad en los hechos. 
CEO.: Que afirmada la existencia de los daños, la conducta negligente 
de «A. L.» y la relación causal entre acción y resultado, resta por examinar 
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si, previamente al ejercicio de la acción indemnizatoria, cumplió el actor 
con lo dispuesto en el art. 953-2° del C. Com., es decir, si al tiempo de 
la entrega de la mercancía en el puerto de Bilbao, o dentro de las 24 
horas siguientes respecto a los daños que no aparecían al exterior de los 
bultos recibidos, formalizó las correspondientes protestas o reservas, cues-
tión que debe resolverse en sentido afirmativo partiendo: a) del hecho 
de que la entrega de la mercancía al actor en ningún caso aparece acre-
ditado que fuese anterior al día 20 febrero 1974, pues aunque es cierto 
que la descarga del buque «I . F.» tuvo lugar el día 19, también lo es que 
el destinatario de la maquinaria para el trayecto Presto-Bilbao era «B. y 
Cía., S. A.», Agente-Consignatario de «A. C. L.», quien posteriormente 
debió entregarla al actor, destinatario final de ella para el itinerario Nueva 
York-Bilbao, y para este trayecto la única fecha que consta es la del día 
21 que aparece en la estampilla del Agente de Aduanas del actor impresa 
en los conocimientos de embarque iniciales; y b) del hecho de que la 
reserva o protesta sobre la existencia de los daños se realizó el día 20 fe-
brero 1974 según se desprende del acta levantada por el Comisario Espa-
ñol Marítimo y de la carta de igual data dirigida por la actora a «B. y 
Cía., S. A.», Agente-Consignatario del porteador, carta a la que éste con-
testó el día 22 siguiente, ya que al equivaler la reserva o protesta, como 
afirma la sentencia de esta Sala de 24 mayo 1956 a una declaración que 
se hace cerca de la persona o entidad contra la que se prolonga reclamar 
quién la efectúe, manifestando su propósito de llevar a cabo el acto del 
que derive la posible reclamación, es manifiesto que en el caso de litis 
se ha cumplido dentro de plazo la exigencia legal y por tanto quedaba 
libre el ejercicio de la acción indemnizatoria; acción que debe prosperar 
en la cuantía señalada por ser ésta la procedente según ha quedado esta-
blecido anteriormente. 
CDO.: Que por todo lo expuesto procede revocar la sentencia dictada 
por el Juzgado de Primera Instancia núm. 3 de Bilbao y dictar en su lu-
gar otra en los términos que resultan de los anteriores considerandos y 
de los razonamientos de la sentencia de casación, todo ello sin que se 
aprecie temeridad o mala fe a los efectos de imposición de costas. 
(RJA, 1984,^.° 393, pág. 274). 
64 
E X T R A N J E R O S . P E R M I S O S D E TRABAJO.—Denegación. Facultades 
discrecionales de la Administracción. Límites. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
S E N T E N C I A D E 1 0 D E F E B R E R O D E 1984. Ponente: D. José Pérez Fer-
nández. 
La Sala 2." de Barcelona dictó sentencia en 15 diciembre 1981, estimando el 
recurso interpuesto por don Abhekhadi M. T., contra resolución de la Delega-
ción Provincial de Trabajo de Gerona de 13 marzo 1980 que le denegó la reno-
vación del permiso de trabajo para continuar el ejercicio de su actividad por 
cuenta propia de comercio de venta al por menor de artículos de regalo. 
CONSIDERANDO: Que las sucintas alegaciones de la representación 
del Estado contraídas a resaltar el carácter discrecional que atribuye a la 
facultad de otorgar o denegar en su caso, el permiso de trabajo que se 
tiene interesado y que viene reconocido en la sentencia apelada al anular 
la Resolución de la Delegación Provincial de Trabajo en la que de con-
trario era denegado ese beneficio, habrá de insistirse en esa actitud favora-
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ble por cuanto que, si bien es cierto que, tanto en la normativa citada del 
art. 4 del D. 2 junio 1978 como en aquellas otras que también hace refe-
rencia y regulan los permisos de trabajo de extranjeros cual es el anterior 
D. de 27 julio 1968 y el posterior de 3 mayo 1980 vienen inspiradas por 
la misma idea de la discrecionalidad resolutiva tanto por las Autoridades 
gubernativas en lo que a permisos de residencia hace referencia como a 
los Delegados de Trabajo en lo relativo a los permisos de trabajo, en ma-
nera alguna cabe confundir la discrecionalidad con el libre arbitrio por 
cuanto que si éste puede ser fruto de una decisión carente de la necesa-
ria motivación y fundamento, la discrecionalidad, es resultado de una li-
bertad decisoria que se produce en el ánimo del órgano resolutivo y de-
cisorio como resultado de un proceso razonado e intelectivo en que sin 
duda habrán de ser valoradas las circunstancias que puedan dar lugar y 
contribuir a que esa decisión sea adoptada con la mejor voluntad y buen 
criterio y es así que cuando es unánime la información moral del solici-
tante; cuando se lleva producida una convivencia en la misma localidad 
de doce años; cuando es rigurosamente favorable la información en su día 
ofrecida por la Organización laboral; cuando el Gobierno Civil informa 
también favorablemente el permiso de residencia y el Trabajo; y lo es 
asimismo el informe de la Cámara Oficial de Industria y Comercio, sobre 
desdecir la afirmación de la representación apelante «de que los informes 
emitidos por los distintos organismos manifestaron unánimemente en senti-
do desfavorable»; cuando la unanimidad como hemos visto es de contrario 
rigurosamente favorable; es difícil entender la supuesta discrecionalidad 
por parte de la Administración competente para adoptar el arcuerdo re-
currido sobre la base de esos enunciados presupuestos y habrá de ser 
consecuencia de todo ello, la necesidad de ratificar las consideraciones de 
la sentencia apelada que han conducido a la concesión del permiso soli-
citado. 
(RJA, 1984, n.° 795, pág. 583). 
65 
P R O P I E D A D I N D U S T R I A L . MARCAS.—Convenio de la Unión de Pa-
rís para la protección de la Propiedad Industrial y Acta de Esto-
colmo. Estatuto de la Propiedad Industrial. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): S E N T E N C I A D E 1 0 D E 
F E B R E R O D E 1984. Ponente: D. Julio Fernández Santamaría. 
Es recurso de apelación interpuesto por A. A. G., contra sentencia dictada 
por la Sala 2.' de Madrid en recurso sobre concesión de la marca denominada 
Papillón. 
CONSIDERANDO: Que la representación de «ABBOTT AG» impug-
na la primera instancia, que desestimó su recurso contencioso-administra-
tivo, por los mismos fundamentos, que reitera, empleados en la demanda 
y que, en síntesis, son los siguientes: 1) infracción de lo dispuesto en los 
arts. 2 y 6 del Convenio de la Unión de París para la protección de la 
Propiedad Industrial y de su última Acta de Estocolmo de 14 julio 1967 
—instrumento de ratificación de España de 13 diciembre 1971 B. O. E. 
1 febrero 1974—; 2) nulidad del , expediente administrativo al no haber 
aplicado el requisito del núm. 8 del art. 144 en relación con el 147, párr. 
2°, ambos del vigente Estatuto de la Propiedad Industrial, que exige la 
justificación de la condición de facultativo; 3) nulidad del expediente ad-
ministrativo por omisión de informes o propuestas dispuestas preceptiva-
mente por los arts. 147, 150, 151 y 153 del citado Estatuto. 
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CDO.: Que todas esas alegaciones han sido estudiadas y rechazadas con 
acierto en la sentencia apelada, cuyos considerandos aceptarnos, suficientes 
por sí solo para motivar su confirmación; pero a mayor abundamiento, 
conviene precisar, que como tiene declarado esta Sala —SS. de 5 noviem-
bre 1982 y 4 febrero 1983— en cuanto a la observancia de lo dispuesto en 
el Convenio de la Unión de París, en lo que tanto ha insistido la parte 
apelante ahora y en primera instancia, está claro que no tiene virtualidad 
jurídica en los casos en que entre las marcas confrontadas no existe repro-
ducción o imitación susceptible de crear confusión, pues a falta de este 
requisito no puede entrar en juego los preceptos de aquel Convenio, ya 
que como dice esta Sala —SS. de 21 enero y 18 marzo 1983, entre las más 
recientes— los vocablos extranjeros tienen una significación de creación o 
fantasía en nuestro idioma y su valoración ha de hacerse en el grafismo 
y su natural lectura y pronunciación alfabética española, y no por su sig-
nificado o traducción, cual pretende la parte apelante; y en considera-
ción a ello no cabe apreciar semejanza productora de confusión entre la 
palabra inglesa «Butterfly» y la francesa «Papillón» —aunque ambas equi-
valen en traducción a la castellana «mariposa»—, para las personas de cul-
tura e inteligencia media, en cuanto a nexo individual inexistente ni co-
munidad de origen, que pudiera desorientar a ese público consumidor; y 
la Sala Primera de este Tribunal Supremo —S. 5 noviembre 1982, entre 
otras— ha dicho que el Convenio de París y el Acta de Estocolmo se limi-
tan a asegurar la compatibilidad de las marcas regularmente registrado en 
cualquier país de La Unión con las que le estuvieran en las demás nacio-
nes firmantes, pero no alcanzan a otorgar a una marca una producción re-
gistral superior a las otras que con ella conviven, es decir, que no altera 
en nada las reglas seguidas en España sobre este particular. 
CDO.: Que la exigencia de la justificación de la condición de Farma-
céutico, Médico y Veterinario, sólo cabe cuando se soliciten marcas que 
hayan de distinguir «productos medicinales», y éstos han sido definidos 
por esta Sala —SS. de 11 febrero 1977 y 24 febrero 1982— como las 
sustancias o preparados que aplicados interna o externamente al cuerpo 
humano o animal pueden producir efectos curativos, por lo que resulta 
evidente que no deben incluirse entre ellos los «instrumentos y aparatos 
quirúrgicos, médicos, odontológicos y veterinarios», que son los productos 
amparados por la marca combatida; por otro lado, la exigencia de que el 
solicitante demuestre y justifique su calidad de productor, comerciante o 
fabricante, entra en juego en el supuesto de que la oposición a la inscrip-
ción registral se funde en la ausencia de esa calidad, o el Registro así lo 
estimare conveniente, y la parte hoy apelante no fundó su oposición en 
esa causa en el expediente, ni siquiera en el recurso de reposición; y, ade-
más, esa exigencia es en todo caso una facultad del Registro, según se 
deduce del art. 149, párr. 2.°, del Estatuto de la Propiedad Industrial, 
al emplear la frase «se podía exigir». 
CDO.: Que en cuanto a los otros defectos formales alegados —omisión 
de informes o propuestas preceptivas según arts. 147, 150, 151 y 153 del 
Estatuto— tampoco tiene relevancia jurídica alguna, porque las irregulari-
dades procesales denunciadas no se han producido, ya que en el impreso 
extractado usado por el Registro en el expediente aparecen cumplidos, no 
ciertamente con la extensión y claridad que el sentido de responsabilidad 
debería reclamar de ese Organismo, aunque, a efectos del art. 43 de la 
L. Pro. Adm. son suficientes con la referencia sucinta de hechos y citas 
legales que se consignan en las resoluciones recurridas, con lo que se 
evidencia que los trámites formales esenciales para alcanzar su fin se 
cumplieron, por lo que no procede declarar la nulidad formal solicitada, 
al no haberse originado indefensión en quien alegó y se opuso en el 
expediente y pudo acudir a impugnar en la vía jurisdiccional, haciendo 
inaplicable la anulabilidad establecida en el art. 48 de la Ley Jurisdiccoi-
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nal, cual reconoce esta Sala, en supuestos similares, en SS. de 14 mayo 
1982, y 21 marzo 1983, entre otras. 
CDO.: Que, en consecuencia, procede desestimar el presente recurso 
de apelación; si que, con arreglo al art. 131 de la Ley jurisdiccional, pro-
ceda hacer expresa condena de costas en segunda instancia. 
(RJA, 1984, n.° 796, pág. 584). 
66 
EXTRANJEROS. EXPULSIÓN DEL TERRITORIO NACIONAL.—Infracción 
del procedimiento legal. Ley de Protección Jurisdiccional de los 
Derechos Fundamentales de la Persona de 26 de diciembre de 
1978. R/D.1874/1978, de 2 de junio. 
Tribunal Supremo (Sala 4.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 13 DE FEBRERO DE 1984. Ponente: D. Saturnino Gu-
tiérrez de Juana. 
Con fecha 20 julio 1979, el Gobierno Civil de Alicante, acordó expulsar del 
territorio nacional al subdito inglés don Jóhn A.; interpuesto recurso de alzada 
ante el M.° del Interior, fue desestimado con fecha 2 mayo 1980, se interpuso 
por el interesado recurso de reposición, que fue desestimado por el mencionado 
Ministerio por silencio administrativo. 
Interpuesto recurso contencioso-administrativo por don John A., la Sala de 
la Audiencia Territorial de Valencia, en S. de 12 noviembre 1981, lo estima en 
parte, anulando la resolución impugnada por no estar ajustada a Derecho, absol-
viendo a la Administración demandada de la pretensión de condena indemniza-
toria de daños y perjuicios. 
Considerandos de la sentencia apelada: 
CONSIDERANDO: Que se impugna en el presente recurso —L. 26 
diciembre 1978 sobre Protección jurisdiccional de los Derechos Fundamen-
tales de la Persona—, la expulsión del territorio nacional español, con 
prohibición de entrada en España, por espacio de tres años, medida adop-
tada por el Excmo. Señor Gobernador Civil de Alicante contra el subdito 
inglés John A., que aquí acciona, por resolución de fecha 7 agosto 1979; 
y en relación con la legalidad del mencionado administrativo, es preciso 
partir de los siguientes antecedentes: a) que dicha orden : aparece «notifi-
cada» al efecto el día 20 julio 1979, es decir 18 días con anterioridad a la 
resolución mencionada, emanada del Excmo¿ Señor Gobernador Civil, con-
forme resulta evidenciado en el expediente administrativo (folios 14 y 15) 
b) que dicha orden se fundamentaba conforme se desprende del tenor 
literal del acuerdo, en conexión con la propuesta policial, en que «... el 
mencionado subdito llevaba una vida irregular, observa mala conducta, 
que trabaja —para la Agencia Inmobiliaria Iborra de la localidad de Be-
nidorm— no habiendo procedido a la regularización de su situación labo-
ral, al amparo del R. D. 1874/78 de 2 junio; que se teñía conocimiento de 
que el subdito afectado, se relacionaba con dos delincuentes ingleses —que 
se citan—, en relación con inversiones inmobiliarias; c) que el interesado 
tenía solicitado en fecha 30 julio 1979 «permiso de trabajo» y «permiso 
de residencia», que en 19 del mismo mes tenía solicitado ante el Consulado 
General de España en Londres «visado» para «trabajar» en nuestro terri-
torio nacional; d) que consta acreditado que el interesado es propietario 
de diversos inmuebles, concretamente cinco apartamentos en fecha 22 abril 
1978 en Benidorm, igualmente que es socio de la mercantil «B. L., S. L.», 
cuya finalidad es «toda clase de operaciones derivadas de la administra-
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ción y alquiler de viviendas, chalets y apartamentos...» constituida por 
escritura pública en fecha 19 julio 1979; e) que el expediente administrativo 
que se ha remitido a la Sala se halla integrado principalmente por las pro-
puestas y los informes de las autoridades policiales, que se ha hecho refe-
rencia en el ap. b), la notificación de la expulsión, y los escritos del inte-
resado, por medio de su Abogado para recurrir en alzada. 
CDO.: Que al margen de la discordancia entre las fechas de notifica-
ción de la «orden de expulsión», y la de la resolución gubernativa que la 
acordó, que, de suyo, revela una evidente anomalía procedimental, y al 
margen también del hecho de que se ha omitido un requisito esencial 
como el de la previa «audiencia» del interesado —art. 91 de la L. Pro. 
Adm.— en relación con la interdicción de cualquier manifestación de in-
defensión a que hace méritos el art. 24 de la Const., y su necesidad igual-
mente reconocida en el ap. VII-3." de la precitada Ley Procedimental y 
la más reciente jurisprudencia del Tribunal Supremo, fundamentalmente 
a partir de la sentencia de su Sala 4. a, de 28 enero 1975, hecho que, de 
por sí, sería ya suficiente para justificar la anulación del acto impugnado, 
es lo cierto que el principio de legalidad que, de modo necesario ha de 
imponer toda la autoridad sancionadora de la Administración y del que 
la tipicidad es su más clara consecuencia, exige la más concreta puntuali-
zación de los datos y actividades específicas, con mención individualizada 
de unos y otras, que permitan llegar a la conclusión de quien va a ser 
afectado por la medida gubernativa se encuentra efectivamente incurso en 
los correspondientes supuestos legales —S. de T. S. Sala de 2 febrero 1976— 
serán los prevenidos en el D. 14 febrero 1974 sobre régimen de entrada, 
permanencia y salida de extranjeros del Teritorio español, así como del 
R. D. 1874/78 de 2 junio, expulsión que tuvo por fundamento la gené-
rica imputación de que el hoy actor, llevaba una vida irregular, mala 
conducta, trate con supuestos delincuentes y dedicarse a compra venta de 
apartamentos, sin estar en posesión del oportuno permiso de trabajo, sin 
que se concreten los necesarios datos o actuaciones que hagan posible sacar 
en buena lógica aquella conclusión, resulta clara la necesidad de entender 
que el acto aquí enjuiciado no se ajusta a Derecho, máxime cuando se ha 
omitido el trámite procedimental esencial, y no están debidamente proba-
dos las restantes circunstancias motivadoras. 
CDO.: Que por las razones expuestas, y porque la normativa de la 
L. de 26 diciembre 1978, es aplicable a los extranjeros que, como el ahora 
recurrente, tienen reconocido su derecho de entrada y residencia en terri-
torio nacional —art. 15 de la Const.—, se está en el caso de estimar el re-
curso, no pudiendo serlo totalmente en cuanto en el suplico de la demanda 
se solicita la condena en costas y a que indemnice al recurrente a los 
daños y perjuicios que se acrediten en ejecución de sentencia por no ha-
ber acreditado dato alguno que permita tal pronunciamiento. 
(RJA, 1984, n.» 1052, pág. 785). 
67 
E J E C U C I Ó N D E S E N T E N C I A S E X T R A N J E R A S E N ESPAÑA .—Sentencia 
de divorcio. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): A U T O D E 24 D E F E B R E R O 
D E 1984. Ponente: D. Rafael Casares Córdoba. 
La representación de don José Luis O. C, suplicó a la Sala que se ejecutara 
en España la seetencia pronunciada por el Tribunal de Primera Instancia de 
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Bruselas (Bélgica) de 18 febrero 1971, en autos seguidos contra Jacqueline Ma-
rie L. B. 
El T. S. declaró ha lugar al cumplimiento en España de la sentencia de di-
vorcio de don José Luis O. C. y doña Jacqueline Marie L. B., dictada por la 
Cámara 9 del Tribunal de 1." Instancia de Bruselas, respecto del matrimonio ce-
lebrado por aquéllos en Malenbeek Saint Jean 12, el 11 julio 1964. 
CONSIDER ANDO: Que solicitado por don José Luis O. C , la eje-
cución en España de la sentencia de divorcio pronunciada por el Tribunal 
de 1." Instancia (cámara 9) de Bruselas el 18 febrero 1981, respecto del 
matrimonio contraído por aquél con doña Jacqueline Marie L. B., la cual 
ha comparecido en el procedimiento ajustándose expresamente a la solicitud 
de ejecución, es vista la procedencia de acceder a la postulación formulada 
por el atcor, que en nada contraría al orden público interno español y 
que es articulada aportando la documentación exigida por el art. 954 de 
la L. E. Civ. oportunamente aportillada. 
[R]A, 1984, n.° 1758, págt 1334). 
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EXTRANJEROS. CONTRATO DE TRABAJO Y PERMISO DE TRABAJO.—Es-
tatuto de los Trabajadores. Convenio de la O.I.T. de 1 de junio 
de 1949. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): SENTENCIA DE 2 DE 
MARZO DE 1984. Ponente: D. Carlos Bueren y Pérez de la Serna. 
El T. S. desestima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto 
por Ami G. contra la sentencia de la Mag. Trab., que desestimó la demanda pro-
movida por la recurrente contra María Jesús A. A. y F. G. S., sobre despido. 
CONSIDERANDO: Que según reiteradísima doctrina de esta Sala, que 
hace innecesaria cualquier concreción sobre la misma, para que pueda pros-
perar el motivo de casación formulado al amparo del núm. 5 del art. 167 
del Texto de Procedimiento Laboral se requiere que el error del Magistra-
do, en el relato de los hechos probados, se evidencie a través de alguna de 
las pruebas, periciales o documentales, que, taxativamente, autoriza el pre-
cepto, y de otra parte que la equivocación que así se denuncia tenga la tras-
cendencia necesaria para poder modificar el signo de la resolución que se 
combate, y estas son las circunstancias por las que no pueden prosperar 
los motivos 1." y 3.° del presente recurso, que están deducidos con apoyo 
procesal en la norma citada, el primero porque la omisión que se dice pa-
decida por el Juzgador en la descripción que recoge en su sentencia, se 
hace derivar del contenido de la prueba de confesión practicada en la per-
sona de la demandada, sin tener en cuenta que dicha prueba está excluida 
—y por tanto no es apta al fin perseguido— de las que enumera el precep-
to amparador del motivo, sin que a iguales efectos, y como también se tie-
ne declarado repetidamente, goce del carácter de una prueba privilegiada 
sino que, por el contrario, pueda ser valorada por el Magistrado de Tra-
bajo en conjunción con las demás pruebas obrantes en autos, sin incidir 
en error de apreciación por el hecho de no hacer prevalecer lo que pueda 
resultar del contenido de tal prueba, la que en último extremo, y por estar 
referida a que la actitud obstativa de la empresa fue la que impidió que 
la demandante pudiera obtener su contrato de trabajo, no es circunstancia 
que habría de trascender, como luego ha de verse, a efectos del fallo, in-
transcendencia o falta de interés, a iguales fines, que también se advierte 
. en relación con el motivo tercero del recurso, por el que sólo se pretende 
poner de manifiesto que el Acta de liquidaciones de cuotas relativas a la 
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demandante, levantada a la empresa por la Inspección de Trabajo, están 
referidas al Régimen General de la Seguridad Social y no al Especial que 
se fija en la Sentencia, pues como expresamente se admite por la propia 
recurrente, no es error fundamental el que así se significa y además y 
por los medios indirectos con que se pretende evidenciar, «nuestra expli-
cación excede técnicamente de lo que debe servir de contenido al pre-
sente motivo de casación», paladino reconocimiento de lo que impide pueda 
prosperar dicho motivo. 
CDO.: Que expuesto lo anterior e inalterado, por consiguiente, el he-
cho cierto que contiene la Sentencia de instancia, de que la demandante, 
subdita estadounidense, con autorización de residencia en España, se hallaba 
trabajando al servicio de la Empresa demandada desde 1979, pero sin dis-
poner del oportuno permiso de trabajo, quiebra el supuesto que es base 
para la formulación del motivo segundo del recurso, que tiene amparo en 
el núm. 1° del art. 167 del Texto de Procedimiento Laboral y en el que 
se denuncia la violación del art. 7-c) del Estatuto de los Trabajadores, 
en relación con el art. 7.° del C. Civ., y a lo que en definitiva quedan 
circunscritos los argumentos del motivo, por haber sido acordado el cese 
injustificado de la demandante en su puesto de trabajo, se parte de estimar 
acreditado, lo que no es afirmación que contenga la Sentencia, de que la 
obtención del permiso de trabajo por la actora fue impedido por voluntad 
contraria de la empresa, si además no se olvidase que constituyendo rea-
lidad evidenciada en el proceso que la actora, siendo extranjera, entró al 
servicio de la empresa demandada sin formalizar dicha relación de forma 
escrita, con ello asumió la responsabilidad dimanada de tal decisión, sin 
perjuicio de la que también podría alcanzar a la empresa —es el caso de 
autos precisamente traducida en la sanción impuesta por la Inspección de 
Trabajo^, pero sin que la interesada pudiera ignorar que tal situación 
no podía legitimarse y dar vida a una verdadera relación laboral sino me-
diante el inexcusable cumplimiento de lo dispuesto en los arts¿ 4 y 7 del 
D. de 27 julio 1968 vigente a la sazón, conforme a los cuales la validez 
de un contrato de naturaleza del que aquí se cuestiona viene condicionada 
por el previo visado por la Delegación Provincial de Trabajo del documento 
escrito firmado entre las partes y la expedición del correspondiente permiso 
de trabajo, exigencias formales que al no haber sido cumplidas, en el caso 
de autos, determina la nulidad radical del contrato afectado de tales irre-
gularidades, como ya se tiene dicho, para supuestos similares al que aquí 
se plantea, en Sentencias de esta Sala de 15 y 23 febrero 1983, marginando 
así la cuestión relativa al pretendido abuso de derecho que denuncia el 
motivo, sin que ello implique, en manera alguna, como también se espe-
cifica en aquellas Sentencias, falta de protección o desconocimiento del 
derecho del trabajador para ser remunerado en contraprestación de los 
servicios prestados en favor de la empresa, que es derecho subsistente en 
todo tiempo y que de manera expresa ha sido reconocido en el ap. 2 ° del 
art. 9.° del Estatuto de los Trabajadores. 
CDO.: Que los motivos 4.°, 5 ° y 6." denuncian, por cauce procesal 
adecuado, la infracción, como norma principal, del art. 7-c) del Estatuto 
de los Trabajadores, en cuanto dispone que los extranjeros podrán con-
tratar la prestación de su trabajo con arreglo a la legislación específica 
reguladora de dicha materia, y su fracaso se produce, en primer término, 
por la evidente inconsistencia de sus argumentos que ha de dimanar deí 
hecho de que mientras en los motivos cuarto y sexto se denuncia la «inter-
pretación errónea» de la norma indicada, en el motivo quinto se hace 
también directamente y no de forma subsidiaria por el concepto de «vio-
lación» que como no se ignora, por el legislador se fija como infracción 
equiparable a la de «inaplicación» y difícilmente podrá ser mantenida con 
éxito la infracción de un precepto como el que invoca la parte recurrente 
a través de conceptos tan antagónicos como los que son objeto de especial 
421 
JOSE ANTONIO CORRIENTE CORDOBA 
mención en los indicados motivos, y en segundo lugar y en cuanto a la 
materia de fondo, porque la indebida aplicación por la Sentencia del art. 
7-c) del Estatuto, por no hallarse vigente en la fecha de junio de 1979, 
cuando se inicia la relación entre las partes litigantes, que es lo que en 
realidad se ha querido denunciar —aunque por concepto notoriamente ina-
decuado— en el motivo quinto, no ha de trascender al contenido del fallo 
recaído en la resolución que se combate, que habría de mantenerse ínte-
gramente mediante la aplicación de los preceptos entonces en vigor del 
D. de 27 julio 1968, al que en definitiva se remite el precepto del Estatuto 
de los Trabajadores que es objeto de denuncia en el motivo; porque sen-
tada la doctrina jurisprudencial que antes se indica resulta ocioso razonar, 
como se hace en el motivo cuarto de casación, en orden a que las forma-
lidades o requisitos impuestos por la normativa legal que en ella se con-
templa sólo puede producir efectos administrativos, pretendiendo hacer 
prevalecer que la relación laboral se produce por el simple hecho de estar 
acreditado que el extranjero residente legalmente en España lo que se 
hace derivar del contenido del art. 6-1 del Convenio d la O.I.T. de 1 ju-
lio 1949, pues como se razona, con acierto, en el dictamen del Ministerio 
Fiscal, el desarrollo legislativo que comporta la adhesión de España a dicho 
Convenio no puede ser aquí enjuiciado ni entender, por consiguiente, que 
produce los efectos que persigue el motivo, frente a la normativa espe-
cífica reguladora del tema litigioso, y porque el sexto y último motivo 
de casación además de citar el repetido art. 7-c) del Estatuto de los Tra-
bajadores, contiene la denuncia de normas de improcedente invocación, 
por tener carácter administrativo, como son el D. de 10 julio 1975, y las 
Leyes de 20 junio 1968 y de 24 marzo 1977, referidas al procedimiento ad-
ministrativo para la imposición de sanciones por leyes sociales y concre-
tamente en cuanto prevén la existencia de trabajadores extranjeros, sin 
permiso de trabajo, normativa de la que se pretende deducir la existencia 
de relación laboral entre las partes afectadas, no obstante la ausencia de 
aquel trascendente requisito, impuesto por la legislación específica aplica-
ble en la materia. 
CDO.: Que por lo expuesto y de acuerdo con las acertadas y precisas 
razones que contiene el dictamen del Ministerio Fiscal, procede desestimar 
el recurso. 
(RJA, 1984, n.° 1505, pág. 1166). 
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T U T E L A J U D I C I A L E F E C T I V A . DERECHO A U N P R O C E S O S I N D I L A C I O -
N E S , E N U N P L A Z O R A Z O N A B L E . — A r t . 6.1 del Convenio Europeo de 
Derechos del Hombre. 
Tribunal Constitucional (Sala 2.a): S E N T E N C I A D E 1 4 D E MARZO 
D E 1984. Recurso de amparo n.° 395 /1982 . Ponente: D. Francisco 
Rubio Llórente. 
En el recurso de amparo, promovido por don Antonio Méndez García, 
representado por el Producador de los Tribunales don Rafael Rodríguez 
Montaut y bajo la dirección del Abogado don Ramón Sánchez Bayton, 
contra auto del Tribunal Central de Trabajo de fecha 25 de junio de 
1982, que tiene por no anunciado recurso de suplicación por consignación 
insuficiente; y en el que han sido partes el Ministerio Fiscal, y don An-
tonio Jiménez y otros, representados por la Procuradora de los Tribunales 
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doña Dolores Moreno Gómez, y asistidos por el Letrado don Miguel He-
rrero Yuste en calidad de demandados, y don José Luis Méndez García y 
otros representados por el Procurador don Rafael Rodríguez Montaut como 
coadyuvantes del demandante, siendo ponente el Magistrado don Francisco 
Rubio Llórente, quien expresa el parecer de la Sala. 
I. ANTECEDENTES 
Primero.—Por escrito de 15 de octubre de 1982, don Rafael Rodríguez 
Montaut, en nombre y representación de don Antonio Méndez García, 
presenta demanda de amparo en la que pide que anulemos el auto dic-
tado por el Tribunal Central de Trabajo (TCT) el 25 de junio de 1982, 
en su recurso 347/81, y se repongan las actuaciones de modo que se sub-
sane en la sentencia de la Magistratura de Trabajo número 15 de Madrid, 
que antecedió al referido recurso la omisión en el resultando de hechos 
probados relativa a los salarios de los demandantes, así como las canti-
dades dejadas de percibir desde los despidos hasta la sentencia misma y 
que se practique correctamente la notificación de ésta. 
En la demanda de amparo se expone que ante la Magistratura de Tra-
bajo número 15 de las de Madrid se siguieron autos sobre despido, a ins-
tancia de don Antonio Jiménez y otros, contra el bar Metropolitano y otros, 
recayendo sentencia en 20 de octubre de 1980, por la que se absolvía a 
los demandados, Gervasio Royo Alvarez y Julián González Montesinos, 
estimando las demandas y condenando a José Luis Méndez, a Carlos Mén-
dez, Leoncio Méndez, Antonio Méndez, Concepción Méndez y a Gloria 
Méndez a que abonen solidariamente a los actores las cantidades que en 
concepto de indemnización se fijaban en el fallo de dicha sentencia, de-
biendo abonar al Fondo de Garantía Salarial las sumas correspondientes que 
igualmente se fijaban en dicho fallo, debiendo, en todo caso, los respon-
sables solidarios citados abonar los salarios dejados de percibir desde la 
fecha de los despidos hasta la de la sentencia, sin que el importe de estos 
salarios fuesen fijados por el juzgador de instancia; además, en los resul-
tandos de hechos probados se omitía indicáf de forma expresa el importe 
de los salarios correspondiente a los trabajadores, limitándose en el pri-
mero de ellos a decir: «Que los actores cuyos nombres y apellidos se es-
pecificaran en la parte dispositiva de esta sentencia han venido prestando 
sus servicios en el bar Metropolitano, sito en la calle de Bravo Murillo, 
número 97, de Madrid, con las antigüedades, categorías profesionales y 
salarios que se expresan en la demanda y que aquí se dan por reproducidos, 
por remisión.» A su vez, en las distintas demandas se hacía constar tan 
sólo un salario diario, probablemente global, sin indicarse los conceptos 
o partidos que constituyen los mismos. 
Con fecha 18 de noviembre de 1980 se presentó escrito ante la Magis-
tratura anunciando el demandante su propósito de entablar recurso de su-
plicación contra la sentencia citada, acompañando, a los efectos del artícu-
lo 154 del Real Decreto 1568/1980, de 13 de junio, resguardo acredita-
tivo de haber depositado en el Banco de España, y en la cuenta corriente 
número 98.302, denominada «cuenta de anticipos reintegrables», la canti-
dades objeto de la condena, más un 20 por 100 de la misma, así como 
2.500 pesetas en la Caja de Ahorros y Monte de Piedad de Madrid. El 16 
de febrero de 1982 se dicta auto por el Tribunal Central de Trabajo en 
el cual se resuelve tener por no anunciado tal recurso de suplicación y 
firme, por tanto, la sentencia recurrida, condenando a la demandada recu-
rrente, a al pérdida de los depósitos constituidos para la interposición de 
recurso y el abono de honorarios al Letrado de la recurrida. Dicha resolu-
ción se fundamenta en que no se había depositado cantidad alguna en re-
lación con los salarios de tramitación, a cuyo pago condena igualmente 
el pronunciamiento de la sentencia de instancia, por lo que aquella consig-
nación insuficiente no cumple la exigencia del artículo 154 de la Ley de 
Procedimiento Laboral. Contra dicho auto el demandante interpuso recur-
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so de súplica alegando, entre otras cosas, que «la sentencia de instancia 
no indica las cantidades que deben consignarse, ni proporciona dato alguno 
para que el recurrente hubiese podido determinar qué suma tenía que 
depositar por «los salarios dejados de percibir desde la fecha de los despi-
dos hasta la fecha de la sentencia», lo cual le ha producido total indefen-
sión, ya que cualquier suma que se hubiese aventurado a depositar por ta-
les conceptos hubiese sido arbitraria y fácilmente impugnable por los re-
curridos, máxime cuando se da en el presente caso la circunstancia de que 
el recurrente jamás fue empresario de los actores, ignorando por completo 
el importe de los salarios de dichos demandantes». El recurso de súplica 
fue desestimado por auto del TCT de 25 de junio de 1982. 
El recurrente entiende que se ha vulnerado el artículo 24 de la Cons-
titución, pidiendo, además de la nulidad de actuaciones, que declaremos 
que las grandes dilaciones producidas implican un defecto equiparable a 
la absoluta denegación de justicia y al condenarle a los salarios de trami-
tación, la cual ha sido exageradamente dilatada sin culpa suya. 
I I . FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
Primero.—El recurso del señor Méndez García se basa en la presunta 
vulneración de dos derechos fundamentales distintos, si bien es único, 
aunque complejo, el petitum que se nos hace para lograr el restableci-
miento del recurrente en la integridad de su derecho. Los dos derechos 
en cuestión son el de obtener la tutela efectiva de los Jueces y Tribunales 
(artículo 24.1 CE) y el derecho a un proceso sin dilaciones indebidas (art. 
24.2 CE), cuyo contenido y delimitación han sido ya establecidos, en lo 
que en este punto del razonamiento resulta necesario, por nuestra senten-
cia de 13 de abril de 1983 (sentencia 26/83, «Boletín Oficial del Estado» 
de 17 de mayo de 1983). Aunque entre ambas supuestas vulneraciones 
existe una íntima relación, y la segunda de ellas sólo podría entenderse 
producida, en su caso, si no se considerara producida la primera, es nece-
sario analizarlas separadamente para asegurar la claridad del razonamiento 
que implícitamente exige el artículo 120.3 de la Constitución. 
Tercero.—La segunda de las cuestiones enunciadas en el primero de 
estos fundamentos es la de si el largo tiempo transcurrido desde el momen-
to en que se entabló el recurso de suplicación (18 de noviembre de 1980) 
hasta el momento en que se declaró que había de tenerse por ño anunciado 
(auto del Tribunal Central de Trabajo de 16 de febrero de 1982, notifica-
do el 5 de abril), o aún más, hasta que se dictó el auto con el que se 
desestimaba el recurso de súplica presentado contra el anterior (26 de ju-
nio de 1982), constituye o no una vulneración del derecho a un proceso 
sin dilaciones indebidas. 
Este concepto (i.e., el de proceso sin dilaciones indebidas) es manifies-
tamente un concepto indeterminado o abierto que ha de ser dotado de 
contenido concreto en cada caso atendiendo a criterios objetivos congruen-
tes con su enunciado genérico. La remisión que el artículo 10.2 CE hace 
a la Declaración Universal de los Derechos Humanos y a los Tratados y 
Acuerdos Internacionales sobre las mismas materias suscritos por España 
para la interpretación de las normas constitucionales sobre derechos fun-
damentales y libertades públicas, autoriza y aun aconseja referirse para la 
búsqueda de estos criterios, a la doctrina sentada por el Tribunal Euro-
peo de los Derechos Humanos (TEDH) al aplicar la norma contenida en 
el artículo 6.1 del Convenio para la protección de los derechos humanos 
y de las libertades fundamentales, según la cual: «Toda persona tiene de-
recho a que su causa sea oída equitativa, públicamente y dentro de un 
plazo razonable por un Tribunal independiente e imparcial...». 
En su sentencia de 13 de julio de 1983, en el caso Zimmermann y 
Steiner, el mencionado TEDH, recogiendo una doctrina ya establecida en 
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casos anteriores (asuntos Konig, Guzzadi, Buchholz, Foti y otros, Gori-
gliano, Minelli), señala, como criterios a tener en cuenta, la complejidad 
del litigio, la conducta de los litigantes y de las autoridades y las conse-
cuencias que del litigio presuntamente demorado se siguen para aquéllos. 
La aplicación de estos criterios al presente asunto obligan a concluir que 
el auto impugnado ha producido la lesión que se le imputa. 
En efecto, la decisión que se impugna y que pone término al proceso 
laboral es una decisión de inadmisión por razones estrictamente formales, 
de sentido opuesto a la adoptada en su día por la Magistratura de Trabajo 
número 15 y a la que se llega a partir de un cálculo aritmético cuya 
simplicidad es precisamente la razón aducida por el Tribunal Central de 
Trabajo para considerar insuficiente la consignación y, en consecuencia, 
inadmisible el recurso. Y no sólo se trata de una cuestión cuya resolución 
no exige un razonamiento mínimamente complejo o el manejo de datos 
numerosos o complicados, sino también de una cuestión que está planteada 
desde el primer momento y a la que, en consecuencia, desde el primer 
momento es sabido que habrá de darse respuesta, cuya demora, en caso 
de negativa, entraña para el actor unos perjuicios bien definidos. 
La dilación con la que se toma no puede ser atribuida en modo alguno 
a una actividad entorpecedora del recurrente, que se limita a aguardar la 
decisión del Tribunal una vez que la Magistratura, a la que cumple apre-
ciar la observancia de lo dispuesto en el artículo 154 de la LPL y que 
consideró anunciado el recurso en tiempo y forma, después de poner a 
su disposición las actuaciones para formalizarlo, lo tramitó de acuerdo con 
lo previsto én los artículos 156 y siguientes de la mencionada ley. Su inac-
tividad no le puede ser reprochada por la simple razón de que carecía 
de cauces procesales para actuar. Si algún defecto pudiera encontrarse en 
las conductas seguidas, sería más fácil achacarlo a la Magistratura de Tra-
bjo que tuvo por anunciado en forma un recurso que manifiestamente no 
lo estaba. 
En cuanto a las consecuencias gravosas de la dilación, son tan obvias 
que resulta innecesario extenderse sobre ellas. La decisión sobre la inad-
misión del recurso de suplicación cierra al recurrente la posibilidad de 
obtener un nuevo y definitivo pronunciamiento sobre la cuestión litigiosa 
y le obliga a abonar, por imperio de lo dispuesto en el artículo 227 LPL, 
los salarios de tramitación correspondientes a todo el dilatado lapso de 
tiempo durante el cual el Tribunal Central de Trabajo se mantuvo inactivo. 
El auto de la Magistratura de Trabajo número 15 de 26 de junio de 1982 
y las providencias posteriormente dictadas por el mismo órgano el 16 de 
noviembre de ese año se limitan a precisar las consecuencias económicas 
que legalmente se derivan de la inadmisión, sin que tales resoluciones, ni 
en sí mismas, ni en las actuaciones que con ellas culminan, adolezcan de 
defectos a los que quepa imputar la lesión económica sufrida por el recu-
rrente, que obligado inicialmente al pago de una suma que no llegaba a 
los 6.000.000 de pesetas ve ahora embargados sus bienes por un importe 
que excede de los 14.000.000. 
En sus alegaciones ante este Tribunal, el Ministerio Fiscal y la repre-
sentación de quienes actuaron como demandantes ante la jurisdicción laboral 
arguyen que este retraso lamentable no es imputable a conducta dolosa o 
negligente alguna, sino al exceso de trabajo que pesa sobre determinados 
órganos judiciales, por lo que no puede considerarse como una dilación 
anómala o particularmente cualificada, sino normal o habitual, y que, de 
otra parte, han sido precisamente los beneficiados por la sentencia laboral 
quienes más directamente han sufrido los inconvenientes de este retraso, 
pues la Empresa no les ha abonado ningún salario de tramitación. 
Es obvio que esta argumentación no invalida, sin embargo, la conclu-
sión que antes alcanzábamos, pues ni el hecho de que, además del recu-
rrente, haya otros perjudicados por la dilación indebida, permite conside-
rarla inexistente; ni su existencia, como funcionamiento anormal del servicio, 
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depende de la concurrencia de una conducta dolosa o negligente; ni, por 
último, puede concederse a una práctica generalizada y habitual fuerza de-
rogatoria de los preceptos constitucionales. El abrumador volumen de tra-
bajo que pesa sobre determinados órganos jurisdiccionales, situación a la 
que el Ministerio Fiscal alude, pero no documenta, puede exculpar a los 
Jueces y Magistrados de toda responsabilidad personal por los retrasos 
con los que las decisiones se producen, pero no priva a los ciudadanos del 
derecho a reaccionar frente a tales retrasos, ni permite considerarlos inexis-
tentes, o dicho con mayor exactitud, autoriza a considerar que la dilación 
no es indebida, sin prueba alguna de que se haya intentado agotar todos 
los medios que las circunstancias permiten para evitarlas. Seguramente 
debe aceptarse que el incumplimiento de los plazos brevísimos que señala 
el artículo 159 LPL no es por sí mismo una dilación indebida, pero igual-
mente claro es que la excesiva carga de trabajo explica más fácilmente el 
retraso con el que puedan dictarse resoluciones que ponen término a liti-
gios complicados por razones de hecho o de derecho, que la dilación en 
adoptar decisiones de inadmisión basadas en consideraciones estrictamente 
formales y extrínsecas a la cuestión litigiosa. 
Cuarto.—Para remediar la lesión sufrida, el demandante de amparo 
pide, según se recoge en los antecedentes, que anulemos el auto dictado 
por el Tribunal Central de Trabajo y se repongan las actuaciones de modo 
que se subsanen en la sentencia de la Magistratura de Trabajo número 15 
de Madrid las omisiones que, a su entender, le colocaron en situación de 
indefensión. Esta petición, congruente con una argumentación en la que 
se mezcla y confunden el derecho a la tutela judicial efectiva y el derecho 
al proceso sin dilaciones indebidas no puede ser atendida a partir del 
momento en que, habiéndose establecido, cómo inexcusable, la distinción 
entre ambos, se llega a la conclusión de que se ha lesionado uno de ellos, 
pero no el otro, y que la lesión en el derecho al proceso sin dilaciones 
indebidas imputable sólo al auto del Tribunal Central de Trabajo, no está 
originada por el contenido de éste, sino por el momento en el que se dictó. 
Como en otros supuestos en los que la vulneración del derecho al pro-
ceso sin dilaciones indebidas no Sé invoca frente a una situación de simple 
inactividad, sino como reacción frente a la tardía producción de un deter-
minado acto, el restablecimiento del recurrente en la integridad de su 
derecho (art. 55.1.C LOTC) sólo puede alcanzarse liberándolo de las con-
secuencias dañosas que la dilación le haya ocasionado, y este Tribunal está 
facultado para ello por la amplia fórmula Utilizada en el precepto que 
acabamos de citar. Es claro, sin embargo, que en el presente caso no es 
posible tampoco adoptar una medida de esta naturaleza, pues el recurren-
te en amparo no puede ser dispensado del pago de los salarios de trami-
tación sin producir con ello un dañó económico a los triunfantes en el 
litigio laboral cuya sentencia se intentaba recurrir en suplicación y víctimas 
también, aunque no hayan reaccionado frente a ella porque en el estado 
presente de la cuestión no Se le seguían de ellos perjuicios económicos, 
de la misma vulneración constitucional. 
Todo cuanto antecede no puede llevar a pensar que el derecho cons-
titucionalmente garantizado es un derecho vacío y que su vulneración sólo 
puede ser remediada, en términos puramente simbólicos, mediante una 
declaración sin contenido eficaz. El artículo 121 de la Constitución impone 
al Estado la obligación de indemnizar los daños causados por error judicial 
o que sean consecuencia del funcionamiento anormal de la Administración 
de Justicia. Si la dilación indebida constituye, de acuerdo con una doc-
trina casi unánime, el supuesto típico de funcionamiento anormal es for-
zoso concluir que, si bien el derecho a ser indemnizado puede resultar 
del mandato del artículo 121, no es en sí mismo un derecho invocable 
en la vía del amparo constitucional, la lesión del derecho a un proceso 
sin dilaciones indebidas genera, por mandato de la Constitución, cuando 
no puede ser remediada de otro modo, un derecho a ser indemnizado por 
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los daños que tal lesión produce. La Ley podrá regular el alcance de tal 
derecho y el procedimiento para hacerlo valer, pero su existencia misma 
nace de la Constitución y ha de ser declarada por nosotros. En el presente 
caso, sin embargo, el recurrente no hace petición alguna de indemniza-
ción, ni, en consecuencia, ha sido parte en el litigio la Administración 
del Estado, a la que, como es obvio, no podríamos, por tanto, condenar 
al pago de cantidad alguna. Nuestro pronunciamiento ha de limitarse, 
por tanto, a declarar la existencia de la lesión del derecho constitucional-
mente garantizado, y de la conexión entre tal lesión y el supuesto con-
templado en el artículo 121 de la Constitución, sin perjuicio de que, a 
partir de ello, el lesionado procure, a través de otras vías, el resarci-
miento a que se crea titulado. 
FALLO 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la 
autoridad que le confiere la Constitución de la Nación Española, 
Ha decidido: 
Estimar parcialmente el recurso de amparo y, en consecuencia: 
Declarar que el recurrente tenía derecho a que la resolución por la 
que se declara, no interpuesto el recurso de suplicación fuese adoptada 
sin dilaciones indebidas y que tal derecho ha sido vulnerado por la demora 
del Tribunal Central de Trabajo en dictar el correspondiente auto. 
(BJC, 1984-36, abril, pág. 568). 
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Í Í O L E S . Ius Y FORUM .—Buque mercante extranjero surto en puerto 
•español, leyes aplicables. LEY E X T R A N J E R A : alegación y prueba. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): S E N T E N C I A D E 15 D E 
M A R Z O D E 1984. Ponente: D. Luis S . Jiménez Asenjo. 
CONSIDERANDO: Que el motivo primero articulado con amparo en 
el art. 167.1 de la L. Pro. Lab., alega infracción de ley por interpretación 
errónea del art. 10, núm. 2 del C. Civ.; precepto que establece que los 
buques quedarán sometidos a la Ley del lugar de su abanderamiento, 
matrícula o registro, por lo que poniendo en relación ese precepto con 
los ordinales primero y noveno del resultando fáctico de la sentencia de 
instancia, que declaran: «la barcaza E.T.P.M. DLB 1601 de bandera fran-
cesa, entró a principios de diciembre 1981 en el dique núm. 4 de la 
factoría en Cádiz de Astilleros Españoles, S. A., para ser objeto de repa-
raciones», y que «en el momento de ocurrir el siniestro la barcaza estaba 
en el dique núm. 4 que es una construcción fija, prolongación de la tierra 
y adherida de modo permanente en ésta; el dique tenía cinco o seis metros 
de agua en la que flotaba la barcaza, pero estaba aislada y separada del 
mar por la compuerta del mismo dique», se evidencia que, puesto que la 
barcaza estaba matriculada en Francia y ostentaba bandera de dicha nacio-
nalidad, y puesto que por otra parte flotaba, es decir, gozaba de auto-
nomía en el momento en que ocurrió el accidente que causó la muerte al 
trabajador don José M. V., estaba sometido a la Ley del lugar de su 
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abanderamiento, mientras que la sentencia recurrida estima que no parece 
suficiente para negar la jurisdicción del Tribunal porque el barco, cuando 
ocurrieron los hechos, no estaba navegando ni flotaba en el mar, sino 
separado de éste y en interior de un dique fijo unido indisolublemente a 
la tierra y que es un bien inmueble por interpretación a «contrario sensu» 
del art. 148 del Reglamento del Registro Mercantil que considera bienes 
muebles los diques flotantes. 
CDO.: Que conviene precisar para el debido enjuiciamiento del tema 
planteado en este primer motivo de casación, que una cosa son las nor-
mas de derecho material que hayan de servir de base jurídica a la defi-
nición del derecho o derechos objeto de la contienda, ya sean aquéllas las 
integrantes del ordenamiento jurídico español o sea de procedente aplica-
ción una legislación extranjera para resolver la cuestión de fondo, y, otra 
muy distinta, el meramente jurisdiccional que aquí se trata, por lo que no 
puede tomarse en consideración la sola circunstancia del abanderamiento 
de la barcaza, para entender como aplicable al caso la legislación del 
Estado a que pertenece el buque, pues no debe olvidarse que el art. 10 
del C. Civ., forma parte del Cap. IV, del Título Preliminar, cuya rúbrica 
es «normas de derecho internacional privado», y por ello cuando dice en 
su núm. 2, que los buques, las aeronaves y los medios de transporte por 
ferrocarril, así como todos los derechos que se constituyan sobre ellos, 
quedarán sometidos a la Ley del lugar de sus abanderamiento, matrícula 
o registro, no tiene otra significación que el régimen de la propiedad 
incluido el condominio, así como los modos de adquisición de derecho pri-
vado, constitución, transmisión y extinción de derechos sobre el buque, 
considerando Como unidad patrimonial independiente, quedan sometidos a 
la Ley de abanderamiento del buque, pero no sometidos al conocimiento 
de jurisdicción distinta a la nacional, pues esa cuestión se regula por el 
art. 51 de la L. E. Civ. y art. 1° de la L. Pro. Lab., de ahí que dedu-
ciéndose de las afirmaciones contenidas en los ordinales tercero y cuarto 
del relato fáctico, la existencia de un contrato de trabajo celebrado y 
concluido en territorio español, entre españoles y armador extranjero, cuyo 
objeto fue la realización de faenas de limpieza en una barcaza abanderada 
en país extranjero, es claro y evidente que corresponde el conocimiento 
y decisión de las incidencias del citado contrato y, en especial, del acci-
dente de trabajo del que fue víctima uno de los trabajadores, a esta ju-
risdicción, de conformidad con el art. 51 de la L. E. Civ., que atribuye a 
la Jurisdicción ordinaria competencia para conocer los negocios civiles que 
se susciten en territorio español, entre españoles, entre extranjeros y entre 
españoles y extranjeros, sin que, como declara la S. de 11 diciembre 
1974, obste ni pueda tomarse en consideración, que el armador fuera ex-
tranjero, ni que el buque no estuviera abanderado en España, ni que los 
trabajos contratados hubieran de prestarse a bordo de buque extranjero en 
nave abanderada fuera de España, pues la extranjería del armador y del 
buque no son bastantes para desvirtuar la naturaleza laboral de la relación 
jurídica concluida con español en territorio nacional; doctrina que es la 
establecida en S. de 15 junio 1968, que estima la competencia de esta 
jurisdicción para conocer de la reclamación de un trabajador español que 
presta sus servicios en nave abanderada fuera de España a virtud de rela-
ción jurídica concluida en territorio nacional; las de 16 octubre 1973, 
11 diciembre 1974 y 28 abril 1975, señalan la competencia de la jurisdic-
ción nacional en supuestos de trabajador español en barco extranjero si 
el contrato se celebró en España con consignatario español representante 
del naviero extranjero y la de 3 junio 1983 que señala que es competente 
la Magistratura si el trabajador es español "y el contrato se celebra en 
España, pese a que el tarbajo se realizara en el extranjero para empresa 
extranjera; todo lo que evidencia la competencia de este orden jurisdic-
cional para conocer de la reclamación formulada, como estimó la sentencia 
recurrida, por lo que ese primer motivo ha de desestimarse. 
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CDO.: Que el segundo motivo se articula con el mismo amparo pro-
cesal del anterior con denuncia de haber infringido la sentencia de instan-
cia por interpretación errónea el art. 10, núm. 6, del C. Civ., por entender 
que tratándose de un contrato de trabajo y el pactado entre el armador y 
los trabajadores españoles, a las obligaciones derivadas del mismo le serán 
de aplicación la ley francesa, que es la del abanderamiento del buque, que 
es la del lugar donde se prestaban los servicios en el momento de ocurrir 
el accidente; motivo que tampoco puede tener acogida favorable porque 
aunque es cierto que el accidente de trabajo del que fue víctima el 
trabajador José M. V. ocurrió trabajando en la barcaza abanderada en 
Francia, no se debe olvidar jue estaba en el dique núm. 4 que es una 
construcción fija, prolongación de la tierra y adherida, de modo perma-
nente a ésta, de lo que es consecuencia obligada que el lugar de la cele-
bración del contrato de trabajo era el del lugar donde estaba sito el citado 
dique, esto es, la ciudad de Cádiz, luego pues, a las obligaciones deri-
vadas de ese contrato, les es de aplicación la legislación española. 
CDO.:Que, a mayor abundamiento y aunque se estimara, como se pre-
tende, que la legislación aplicable a las obligaciones derivadas de aquel 
contrato de trabajo, era la francesa, no se debe olvidar que nuestra juris-
prudencia respecto a la aplicación de la ley extranjera, cuando proceda, ha 
proclamado que la ley extranjera, como hecho que es, deberá ser alegado y 
probado por la parte que la invoque. —SS. de 1 febrero 1934, 4 diciembre 
1935 y 9 enero 1936, que la cita aislada de artículos de Códigos extran-
jeros no es suficiente para justificar la obligación en ellos determinada, 
siendo insuficiente la cita aislada del Código vigente en país extranjero, cuya 
exegesis no incumbe a los Tribunales españoles, ya que es necesario probar 
no sólo la exacta entidad de tales normas vigentes, sino su alcance e inter-
pretación por los respectivos Tribunales —S. de 30 junio 1962— y que 
hay que probar el derecho extranjero con certificación legalizada del Con-
sulado y aclarado su concepto por dos juristas de esa nacionalidad —S. de 
28 octubre 1968—, y la recurrente se ha limitado a decir que es aplicable 
a las obligaciones derivadas del accidente de trabajo la ley francesa, 
sin otras puntualizaciones. 
CDO.: Que el motivo tercero, que alega interpretación errónea del 
árt. 1, núm. 5, párr. 2.° del Estatuto de los Trabajadores, debe correr 
la misma suerte adversa de los anteriores, pues dicho precepto se refiere 
únicamente a la determinación de la competencia territorial, eso es, a lá 
delimitación del Órgano jurisdiccional competente que, dentro del terri-
torio nacional tiene atribuido el conocimiento del asunto, referido exclu-
sivamente a buques de nacionalidad española, ya que imponer para los 
buques extranjeros la territorialidad provincial estaría fuera de toda com-
prensión, como se advierte fácilmente de la lectura del precepto que sólo 
a los buques españoles se refiere. 
CDO.: Que el motivo cuarto firmalizado al igual que los anteriores, 
con base en el art. 167.1 de la L. Pro. Lab., alega interpretación errónea 
del art. 7, núm. 1, de la L. Gral. Seg. Soc. de 30 mayo 1974, por entender 
que es erróneo el razonamiento utilizado en el primer Considerando de la 
sentencia diciendo... «la jurisdicción de este Tribunal podría también 
deducirse de que la demanda pretende una prestación de Seguridad Social 
prevista para los accidentes de trabajo», mas como ese precepto que se 
impugna por el recurrente se utiliza con carácter subsidiario por el Magis-
trado de instancia, es llano que cualquiera que sea la calificación que me-
rezca aquella interpretación, no afecta en nada al problema de competencia 
a favor de esta jurisdicción, como ya se ha examinado, por lo que el 
motivo debe rechazarse. 
CDO.: Que el quinto y último motivo apoyado en el núm. 1 del 
art. 167 de la Ley Procesal citada en los anteriores, acusa a la sentencia 
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de haber infringido, por aplicación indebida, el num. 1 del art. 10 del 
Estatuto de los Trabajadores, cuando el que se debió aplicar era el núm. 2 
de dicho artículo, y se funda en que se califica el contrato de trabajo 
celebrado entre los obreros que realizaron los trabajos de limpieza y 
engrase en la barcaza francesa y el armador, como tipificado en el núm. 1 
del art. 10, siendo así que debió hacerlo como encuadrado en el núm. 2, 
por lo que no podrá eximirse de responsabilidad al señor M. F., como se 
ha hecho por falta de legitimación pasiva, por cuanto fue él quien buscó 
a los miembros de la cuadrilla, quien los contrató y quien cobró lo estipu-
lado para repartirlo entre los demás, no debiéndose tampoco excluir de 
responsabilidad a «Astilleros Españoles, S. A.», al permitir el tránsito por 
sus instalaciones de un grupo de trabajadores no pertenecientes a su plan-
tilla, ni a la consignataria «Joaquín D. y Cía., S. A.», al facilitar a la 
recurrente el nombre de un obrero que conocía por sus relaciones con 
otros que se hallaban en paro, sino también porque proporcionó el dinero 
necesario para el pago del servicio; motivo que debe desestimarse porque 
no habiendo sido impugnadas las afirmaciones contenidas en el relato fác-
tico de la sentencia de instancia y resultando acreditado que fue el repre-
sentante del armador quien requirió al señor M. F. para que éste, en 
unión de otros nueve trabajadores, efectuase un trabajo de limpieza y 
engrase de la barcaza, es evidente que tal contrato fue rectamente califi-
cado por el Juzgador de instancia como un contrato de trabajo en común 
regulado en el art. 10, párr. 1.°, del Estatuto de los Trabajadores, por lo 
que estuvo acertadamente aplicada a dicho trabajador la falta de legitima-
ción pasiva por no ser patrono del trabajador fallecido, no resultando acre-
ditada la responsabilidad ni de «Astilleros Españoles, S. A.», propietarios 
del dique núm. 4 donde fue reparada la barcaza, ni tampoco de la Con-
signataria «Joaquín D. y Cía., S. A.», puesto que terminados los trabajos 
de reparación del buque en el dique y aunque permaneciera en él, no 
intervino en los trabajos de limpieza; y por lo que respecta a la Consig-
nataria, porque fue el propio armador quien directamente contrató los servi-
cios del obrero fallecido haciéndolo con infracción de ley al no contratar 
trabajadores' del Censo de Trabajos Portuarios según le advirtió un em-
pleado de la consignataria que se vio forzado a seguir las instrucciones 
del armador facilitándoles el nombre de un obrero en paro que a su vez 
aglutinó el trabajo de otros en la misma situación, y si facilitó el dinero 
al armador destinado al pago de los salarios lo hizo en nombre del repre-
sentante del barco. 
CDO.: Que la desestimación de los cinco motivos articulados en el 
presente recurso acarrea necesariamente la total del recurso, con la pérdida 
de los depósitos constituidos a los que se dará el destino legal, y con 
abono a los Letrados de las partes recurridas de sus honorarios dentro de 
los límites que señala el art. 176 de la L. Pro. Lab. 
(RJA., 1984, n." 1574, pág.' 1.206). 
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D O B L E IMPOSICIÓN .—Beneficios gravados en el extranjero. Im-
puesto sobre la Renta de las Sociedades. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
S E N T E N C I A D E 27 D E MARZO D E 1984. Ponente: D . José M. Ruiz 
Jarabo Ferrán. 
La Sala 1.' de Madrid dictó sentencia en 11 ¡unió 1982, desestimando el re-
curso interpuesto por ¡a Sociedad Anónima Electro de L., contra acuerdo del 
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T. Econ.-Adm. Central de 25 octubre 1978, confirmatoria de la del mismo Tribu-
nal en su esfera provincial de Madrid de 31 mayo 1975, dictada en expediente 
sobre liquidación del impuesto de Sociedades en el ejercicio de 1964. 
CONSIDERANDO: Que idéntica cuestión a la planteada en el pre-
sente recurso de apelación, ha sido ya resuelta por esta Sala en sus SS. de 
3 mayo y 14 octubre 1983, en los que se decidió en procesos en que 
litigaban las mismas partes que en éste, no existiendo entre aquéllos y el 
que ahora se enjuicia, más diferencia que el que se refiere a distintos 
ejercicios económicos del Impuesto sobre Sociedades, en cuyo concepto fue-
ron giradas las liquidaciones en los aludidos procesos impugnadas por la 
sociedad hoy apelante, y en las dos mencionadas sentencias se estimó, en 
síntesis, que por aplicación de lo dispuesto en el art. 23-1 de la Ley 
General Tributaria de 28 diciembre 1963, en concordancia con el art. 3-1 
del C. Civ., debe interpretarse el art. 60-1 del Texto del Impuesto sobre 
Sociedades, aprobado por D. 3359/67, de 23 diciembre, teniendo muy en 
cuenta lo dispuesto en el art. 57-1 de la antes citada Ley General Tri-
butaria, que ordena la deducción de las cuotas «devengadas o satisfechas», 
supuesto que se da en el caso de cuota devengada a la que le sea aplicable 
una exención, es decir, que cuando resulte procedente deducir de la cuota 
de un impuesto las devengadas o satisfechas por otro y otros de exacción 
previa, se deducirán éstas en su cuantía íntegra, aunque hayan sido 
objeto de exención o bonificación, lo que conduce a establecer, que apli-
cando este principio a la norma contenida en el art. 60-1 del Texto del 
Impuesto sobre las Sociedades, que alude a los beneficios que hayan sido 
gravados en el extranjero, y atendiendo, asimismo, al espíritu y finalidad 
de dicha norma, que trata de evitar la doble imposición, se está en el caso 
de declarar, que debe aplicarse la deducción impositiva regulada en dicho 
art. 60-1, tanto en el caso de cuota efectivamente pagada, como cuando 
proceda la exención de dicha cuota, «pues la no deducción de la cuota 
declarada exenta en la liquidación girada en otro país, vendría a dejar sin 
efecto beneficioso alguno para el contribuyente la exención obtenida, lo 
que no resultaría congruente con la finalidad de tratamiento unitario del 
hecho imponible acaecido, para evitar un resultado duplicativo e incon-
gruente» —S. ya mencionada de 14 octubre 1983—, de todo lo cual se 
infiere, que, como ya hemos adelantado, al concurrir en el proceso ahora 
enjuiciado, los, mismos hechos y circunstancias que dieron lugar a las en 
un principio referidas sentencias, con la sola salvedad, repetimos, de tra-
tarse de ejercicios económicos diferentes, debe ahora llegarse a la misma 
conclusión que en aquéllas, estimando esta apelación con revocación de la 
sentencia apelada y anulando los actos administrativos impugnados en este 
recurso-resoluciones del T. Econ.-Adm. Central de 25 octubre 1978 y del 
Tribunal Provincial de Madrid de 31 mayo 1975—, y ordenando, en su 
consecuencia, que por la Administración se practique una nueva liquidación 
según resulta de las anteriores consideraciones. 
(RJA, 1984, n.° 1774, pág. 1.347). 
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E J E C U C I Ó N D E S E N T E N C I A S E X T R A N J E R A S E N ESPAÑA .—Sentencia 
de divorcio. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): A U T O D E 2 8 D E M A R Z O 
D E 1984. Ponente: D. Carlos de la Vega Benayas. 
La representación de doña M." Antonia V. G. de P., solicitó la ejecución en 
España de la sentencia del Juzgado de lo Civil de San Salvador, de fecha 31 
agosto 1973 en auto seguido con Héctor de P. C, sobre divorcio. 
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El T. S. declaró ha lugar al cumplimiento en España de la sentencia de di-
vorcio dictada por el Juez Tercero de lo Civil de San Salvador de 3Í agosto 
1963, respecto de los cónyuges M." Antonia V. y D. Héctor D. P. 
CONSIDERANDO. Que la petición de cumplimiento en España de la 
sentencia a la que la misma se refiere cumple los requisitos exigidos por 
los arts. 951 y siguiente de la L. E. Civ., es decir, tratarse de acción 
personal de divorcio por mutuo disenso, no dictada en rebeldía, ser el 
testimonio de la sentencia que se acompaña auténtica según la legislación 
de origen y la nuestra, de carácter firme, sin que, por otra parte, su 
cumplimiento afecte al orden público español según la legislación vigente 
—Constitución Española y Código Civil—, ni constan que en la Repú-
blica de El Salvador no se ejecutan las resoluciones españolas; por lo que, 
en definitiva procede acordar según se solicita. 
(RJA., 1984, n.° 1760, pág. 1.336). 
73 
PROPIEDAD INDUSTRIAL. MARCAS.—Convención de la Unión de 
París de 20 de marzo de 1883. Arreglo de Madrid de 14 de abril 
de 1891. Estatuto de la Propiedad Industrial. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): SENTENCIA DE 6 DE 
ABRIL DE 1984. Ponente: D. Mariano Fernández Martín Granizo. 
La Compañía Mercantil «£. S. A.» presentó, ante el Juzgado de l.« Instan-
cia núm. 11 de Madrid, demanda especial de la Ley de Propiedad Industrial 
contra don Gerardo C. P., sobre nulidad de marca inscrita en el Registro de la 
Propiedad Industrial. 
El demandado no compareció y fue declarado en rebeldía. 
Practicada la prueba el Juzgado remitió los autos a la Audiencia Territorial 
de Madrid, con emplazamiento de las partes. 
La Sala 2.' de la Audiencia Territorial indicada, desestimó la demanda, absol-
viendo de ella al demandado e imponiendo las costas a la demandante. 
La parte actora formalizó recurso de casación por infracción de ley. 
CONSIDERANDO: Que son hechos declarados probados en la senten-
cia impugnada de los cuales ha de partirse en la presente resolución al 
no aparecer discutidos en el recurso: Primero: Que la Sociedad Española 
«Compañía I. de D., S. A.», cambió su denominación por la de «L. I., 
S. A.», con la cual aparece en este proceso, con efectos de 1 enero 1965; 
Segundo: Que referida empresa, con la primera denominación, obtiene de 
la entidad francesa «Sócieté Genérale des C. F . et F. D. F.». «La cesión 
para España de la marca internacional C. I. F., haciéndose constar en el 
Registro Internacional la extensión de la misma a nuestro país el 21 mayo 
1965», esto es, con posterioridad a que hubiere efectuado el cambio de 
denominación que se deja indicado en el número anterior; Tercero: «L. L, 
S. A.», solicita la concesión de la citada marca en el Registro de la Propie-
dad Industrial el 27 julio 1965; Cuarto: La concesión de referida marca a 
indicada entidad y la subsiguiente protección se otorgó el 20 mayo 1969; 
Quinto: Don Gerardo G. P., había solicitado la inscripción de la marca 
CIF en el Registro de la Propiedad Industrial el 20 julio 1960, obteniendo 
la misma el 16 mayo 1961; Sexto: Cuando se accede a la concesión que 
se ha indicado en el núm. 4." de estos presupuestos fácticos a «L. L, S. A.», 
hacía por tanto más de cuatro años que se había operado la concesión de 
análoga marca y para iguales o semejantes productos a don Gerardo G. P.; 
Séptimo: Por la Sociedad que se deja indicada se formula demanda contra 
432 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
el también citado señor G. P. en cuya súplica, interesa que se declare 
nula y sin nigún valor ni efecto la marca CIF., núm. 368.437, que es la 
inscrita por el mencionado señor, en base a su identidad con la marca 
internacional preexistente de igual nomenclatura y distintiva de los mismos 
productos. 
CDO.: Que antes de entrar en el particular estudio de los cinco mo-
tivos formulados conviene dejar sentado como presupuesto esencial, que 
en lo relativo a la individualización y subsiguiente protección de los signos 
o marcas mercantiles, de los dos sistemas que suelen seguirse, el que pu-
diera denominarse de «actos de uso», caracterizado por la confrontación 
entre los signos objeto de discusión a través de su percepción directa por 
medio de dichos «actos»; y el llamado «formalista», cualificado por la 
inserción o incorporación de la marca en cuestión a una oficina pública 
o registro, el derecho positivo español, con criterio que podrá ser o no 
censurado pero que viene impuesto por su normativa —arts. 2, 5, 7 
y 120, a título de ejemplo del Estatuto de la Propiedad Industrial—, 
se decide por el sistema de la inscripción registral, criterio éste que refe-
rido al Derecho Internacional debe a su vez entenderse, respecto de las 
marcas, en relación, con los arts. 132 a 135 del indicado Estatuto, con el 
llamado Convenio de la Unión, celebrado en París el 20 marzo 1883 y 
con el Acuerdo de Madrid de 14 abril 1891, Textos legales los dos últimos, 
que si bien han extendido el amparo internacional de los derechos deri-
vados de la propiedad industrial, en general el primero y respecto de las 
marcas solamente el segundo, más allá de las fronteras de cada país en lo 
referente a protección, asimilación, etc. de la misma e incluso han flexi-
bilizado ciertos formalismos, especialmente en materia de registro, plazos 
de prioridad, caducidad, etc., no han alterado el principio de registración 
que como se ha dicho impera respecto de indicada propiedad en España 
—arts. 2.M, 6.°, quinqué, B), 3) y septem uno; 7 bis 2 del Convenio 
de París—. 
CDO.: Que entrando ya en el examen de los motivos articulados en el 
recurso, todos ellos integrados en el ordinal primero del art. 1692 de la 
I . E. Civ., ha de procederse a contemplar conjuntamente los tres prime-
ros dada su íntima conexión, al tener todos un sustrato de derecho inter-
nacional; así, en el primero, se acusa la aplicación indebida de los arts. 2." 
y 4.", aps. a) y c) del Convenio de la Unión de París para la protección 
de la Propiedad Industrial de 20 marzo 1883; en el segundo, se estima 
que la sentencia impugnada viola por no aplicación de los arts. 1." y 3.°, 
incisos 3 y 4,4.°, incisos 1 y 2 del Arreglo de Madrid de 14 abril 1891, 
y el 134 del Estatuto de la Propiedad Industrial; a su vez, el tercer mo-
tivo estima que existe interpretación errónea del art. 37 del citado Es-
tatuto. 
CDO.: Que ninguno de dichos motivos puede ser objeto de estimación, 
fundamentalmente porque en los tres se toma como punto de partida para 
defender el recurso formulado por la sociedad impugnante, la distinción 
entre el art. 2.°, 1, del Convenio de París y el primero del Acuerdo de 
París, diferencia que hace radicar en que mientras en aquél se contempla 
la posibilidad de matriculación personal y directa por parte del titular de 
una marca inscrita en su país en cualesquiera otros de la Unión, siempre 
que cumpla las formalidades prescritas en el Convenio, en el Arreglo lo 
que se contempla es la inscripción de las marcas nacionales en el Registro 
Interncional, formalidad ésta de la que según la recurrente «irradia la 
protección que dispensa al resto de los países nacionales componentes de 
la Unión», desarrollando para defender tal tesis diversos razonamientos en 
relación con los preceptos que se estiman infringidos en cada motivo, 
por los conceptos que también se indican y han quedado fijados en el 
precedente considerando. 
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CDO.: Que al hacer este razonamiento, básico para el triunfo del 
recurso caso de prosperar, pero que resulta inadmisible, no tiene en cuenta 
«L. I., S. A.»: Primero: Que el hecho de que pueda existir la diferencia 
por ella apuntada en el primer motivo, no altera ni modifica el principio 
fundamental de necesidad de inscripción en el registro de cada país perte-
neciente a la Unión de la marca en cuestión; Segundo: Que el Convenio 
de París, dirigido a la protección en general de la propiedad industrial en 
la que entran las marcas o signos distintivos (art. 1.°.2 del mismo), regula 
en su art. 4.° lo relativo al depósito de solicitudes de patentes de 
invención, marcas, etc., así como a la prioridad en relación con el depósito 
de cualesquiera de los objetos de protección industrial en la nación del 
pertinente país de la Unión, estableciendo en su ap. C) que los plazos 
de prioridad serán el de seis meses «para las marcas de fábrica o de 
comercio»; Tercero: El Acuerdo de Madrid de 1891, en su art. 4."2 
reenvía a los efectos del registro internacional de marcas al citado art. 4° 
del Convenio de París, con la única modificación de que «no será nece-
sario cumplir las formalidades prevenidas en la letra D) de dicho artículo»; 
Cuarto: Por otra parte, el art. 3.°.4, del citado Acuerdo, establece que 
«La Oficina Internacional registrará inmediatamente las marcas deposita-
das...», agregando que dicha oficina «notificará sin dilación dicho registro 
a las Administraciones interesadas...»; Quinto: Nada de lo que se acaba 
de transcribir aparece acreditado en autos, o al menos no lo está en la 
sentencia impugnada ni se ha formulado motivo alguno que permita exa-
minar los temas de hecho ni la documentación aportada, no obstante su 
importancia para acreditar si era conocido en el Registro de la Propiedad 
Industrial español antes de que don Gerardo G. P. hubiere formulado 
la solicitud de registración de la marca CIF; por el contrario, aparece jus-
tificado documentalmente y por lo tanto probado (considerando segundo 
de la sentencia impugnada), como se dejó indicado en el primero de 
estos fundamentos jurídicos, núm. 2°, que la extensión a nuestro país por 
el Registro Internacional a «L., S. A.», de la marca cuya nulidad re-
clama no tuvo lugar hasta el 21 mayo 1965, siendo por tanto esta fecha 
a partir de la cual puede comenzar a contar la prioridad de la misma. 
CDO.: Que de todo lo expuesto resulta la debida aplicación por el 
Tribunal «a quo» de los arts. 2° y 4.° del Convenio de París que se dicen 
infringidos por aplicación indebida en el motivo primero, y no violados 
por inaplicación los segundo, tercero, incisos tres y cuatro y cuarto incisos 
uno y dos del Acuerdo de Madrid, como se dice en la motivación 2.*, en-
tre otras razones y por lo que a este último motivo se refiere, porque ha-
bida cuenta los razonamientos hasta ahora expuestos, los mismos no eran 
de aplicación en el sentido que estima la sociedad recurrente; respecto 
del art. 134 del Estatuto de la propiedad industrial, porque igualmente se 
aplicó en forma adecuada; y por último, en cuanto a la también denun-
ciada interpretación errónea del art. 37 del indicado Estatuto, dado que 
el error radica únicamente, como se ha razonado, en que el Tribunal «a 
quo» no mantiene la tesis propugnada por «L. I., S, A.» que es precisa-
mente y no la de la Sala la que adolece de error. 
CDO.: Que entrando en el estudio del cuarto motivo, se observa cómo 
en él se denuncia la infracción por violación de los arts. 1°, 7.°, 12, 118, 
124 núm. 1.° y 150 párr. 2° del Estatuto de la propiedad industrial y ei 
art. 6.°, 3, del C. Civ., alegación esta de preceptos múltiples relativos a 
diversos aspectos de las marcas cual son su concepto, concesión, admisión 
al Registro y tramitación de los expedientes, que atentan contra el principio 
de claridad y precisión exigidos por el art. 1720 de la L. E. Civ. y provocan 
en este momento procesal su desestimación, sin olvidar un hecho funda-
mental que aparece como probado y la empresa recurrente parece no re-
cordar, en relación ello con el alegado como infringido art. 124 núm. 1.° 
del citado Estatuto, cual es que la marca cuya nulidad se pretende aparece 
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inscrita en el Registro de la propiedad industrial española más de cuatro 
aun antes que la interesada por «L. I., S. A.». 
CDO,: Que tampoco puede prevalecer el último motivo, que atribuye 
a la sentencia recurrida interpretación errónea del art. 14 del Estatuto 
tantas veces citado, ya que sus razonamientos insisten en el tema de la 
prioridad resuelto en los precedentes considerandos bien que desviándole 
hacia otros horizontes cual son la prescripción y doble inmatriculación, 
no tratados en la instancia; mas incluso entrando en el de la doble inma-
triculación, que efectivamente, aquí existe, resurge inexorablemente el de 
la propiedad, que «L. I., S. A.» pretende entender como es lógico en el 
sentido que la favorece y que ha de insistirse no es el jurídico, positiva-
mente adecuado, en cuanto la misma corresponde a don Gerardo G. P., sin 
olvidar tampoco que interesada por aquella sociedad la nulidad de la mar-
ca inscrita por éste, lo único que podía hacer el Tribunal es resolver sobre 
el tema admitiendo o denegando la demanda, mas sin adentrarse en un 
problema que ahora se plantea como nuevo. 
CDO.: Que la repulsa de todas las motivaciones formuladas produce 
la del recurso en su integridad, con las consecuencias del art. 1748 de la 
Ley Procesal. 
(RJA, 1984, n.° 1932, pág. 1460-. 
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LIBERTAD DE EXPRESIÓN.—Declaración Universal de los Dere-
chos humanos como criterio interpretativo según el art. 10.2 de 
la Constitución española. Delito de injurias al Jefe del Estado. 
Tribunal Supremo (Sala 2.a de lo Criminal): SENTENCIA DE 
10 DE ABRIL DE 1984. Ponente: D. Antonio Huerta y Alvarez de 
Lara. 
La Audiencia Nacional condenó a los procesados Francisco I. H., María O. C. 
y Jesús V. V., como autores de un delito de injurias al Jefe del Estado del 
art. 147 párr. 1° del C. P., a la pena de un año de prisión menor. 
Contra la anterior resolución recurrieron en casación los procesados, alegando 
los motivos que se estudian en los siguientes considerandos. 
CONSIDERANDO: Que la libertad de expresión reconocida como un 
derecho fundamental en el art. 20 de la Const., del que gozan por igual 
todos los ciudadanos, y que ampara la manifestación del pensamiento, la 
trasnsmisión de ideas y la exposición de opiniones, no es un derecho abso-
luto que pueda ejercitarse indiscriminadamente, sino que ha de estar y 
está limitada por el respeto a los demás, como expresamente se determina 
en el inciso 4 del referido art. 20 de la Const, y en el art. 10 de la 
misma y suprema norma, que al aludir a las libertades constitucionalmente 
reconocidas, se remite (SS. de esta Sala de 24 julio 1982 y 31 octubre 
1983) como criterio interpretativo, a la Declaración Universal de los Dere-
chos Humanos, norma programática que sujeta el ejercicio de todas las 
libertades a las justas exigencias de la moral, del orden público y del 
bienestar general en una sociedad democrática, no pudiendo ejercitarse 
la libertad de expresión ni ser utilizada exclusivamente con la finalidad de 
desacreditar a persona o institución alguna y menos al Jefe del Estado, 
pues con ello se lesiona, de una parte el honor y dignidad de la más Alta 
Magistratura de la Nación, y por otra la fortaleza y vigor que debe de 
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tener esta Magistratura como Institución básica y fundamental para el 
buen y normal funcionamiento del Estado, y aunque es evidente, como 
se dice en la sentencia recurrida, que la crítica a las personas que desempe-
ñan cargos públicos, lejos de ser delictiva, constituye un derecho consti-
tucional protegible, ello es, cuando se hace en términos de licitud, o sea 
sin infracción de ningún precepto penal, exigidos aquéllos para la debida 
compatibilidad entre los derechos de libre opinión, expresión e información 
garantizados por el citado art. 20 de la Const., con los igualmente funda-
mentales del respeto al honor cuando de personas individuales se trata, 
garantizado asimismo por el art. 18 de la Const., o de respeto al prestigio 
de los cargos públicos, máxime cuando se refiere a la persona que encarna 
la más Alta Magistratura. 
CDO.: Que las frases y conceptos contenidos en el artículo periodístico 
confeccionado por los recurrentes, miembros del Comité Regional del Mo-
vimiento comunista de Euskadi, publicado en el diario «Egin», el día 12 
abril 1981, con el título «Cincuenta Aniversario de la I I República; somos 
antimonárquicos», que se recoge en el relato de hechos, en cuyo artículo 
se examina y critica el comportamiento del Monarca frente a los sucesos 
referentes a la rebelión militar acaecida el 23 de febrero de 1981, presen-
tándole como sospechoso de connivencia o favorecimiento del fallido gol-
pe de Estado, no ofrecen la menor duda que tienden a desprestigiar a 
Su Majestad el Rey, que según el art. 56 de la Const, es el Jefe del Estado, 
símbolo de la unidad y permanencia, que arbitra y modera el funciona-
miento regular de las instituciones y asume la más alta representación 
del Estado Español en sus relaciones internacionales, redundando todas 
las insinuantes sospechas vertidas en el citado artículo en menoscabo de 
su crédito, prestigio y acendrado respeto que por razón de su Alta Dig-
nidad es acreedor, por lo que, al hacerse por escrito y publicada, la Sala 
de instancia procedió con acierto al incardinar tales hechos en el art. 147, 
párr. 1." del C. P., al haberse preferido intencionadamente en referido ar-
tículo expresiones, frases y conceptos gravemente injuriosos contra Su Ma-
jestad fuera de su presencia, y con la publicidad que supone el haber sido 
publicadas en un diario, por lo que procede desestimar el único motivo 
de ambos recursos. 
(RJA, 1983, n.° 2342, -pág. 1756). 
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MATRIMONIO.—Acción de nulidad de un matrimonio civil cele-
brado en el extranjero, sin intervención consular ni inscripción 
en Registro español. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): SENTENCIA DE 1 6 DE 
ABRIL DE 1984. Ponente: D. Carlos de la Vega Benayas. 
La representación de don José E. R. C. O. formuló ante el Juzgado de 1." 
Instancia de Madrid núm. 12, demanda de juicio declarativo de mayor cuantía, 
contra María Soledad N. D., Ministerio Fiscal y don José P. A., sobre nulidad 
de matrimonio civil. 
El Juez de 1." Instancia dictó sentencia, por la que, estimando en parte la 
demanda, declaró la validez del matrimonio canónico contraído por la demandada 
doña M." Soledad N. D. con su verdadero nombre de M." Soledad B. F., en 
Santander el 2 de agosto de 1955, don José B. A., e inexistente el matrimonio 
civil celebrado en Francia el 1 julio 1971, por la misma con el nombre de M.« So-
ledad N. D., con el demandante, considerando culpables a ambos, y quedando, 
Ramón E., de seis años de edad, nacido el 13 diciembre 1971, producto de la 
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unión del demandante v la demandada, bajo la patria potestad y custodia del 
tutor, el abuelo paterno, haciendo constar en el Registro Civil la correspondiente 
rectificación, considerándolo hijo natural del padre y con autorización para seguir 
ostentando sus apellidos R. C. N. a efectos de identificación y sin hacer especial 
imposición de costas. Apelada la sentencia por la representación del demandante, 
la Audiencia estimando parcialmente la adhesión del recurso de apelación que 
formula ¡a representación de don José E. R. de C. V., declaró que el hijo menor 
Ramón Enrique R. C. producto de la unión del demandante y la demandada 
quede en poder, guarda y custodia del padre, revocando y dejando sin efecto el 
pronunciamiento contenido en la sentencia apelada que sujeta a dicho menor a 
la patria potestad y custodia del abuelo paterno, confirmando en todas sus par-
tes el resto de las disposiciones que contienen la sentencia apelada, todo ello sin 
expersa imposición de las costas causadas. 
La representación de doña Al." Soledad N. D. interpuesto recurso de casación 
por infracción de Ley. 
CONSIDERANDO: Que la violación del art. 3.° de la Ley del Registro 
Civil (para impugnar los hechos inscritos es preciso instar a la vez la rec-
tificación del asiento), que se aducen en el motivo primero del recurso, 
al amparo del mismo ordinal del art. 1692 de la L. E. Civ., no puede ser 
tenida en cuenta ni estimarse tal como se propone, dado que, como en la 
misma exposición del motivo se reconoce, la acción que se ejercitó en el 
proceso era la de la nulidad de un martimonio civil contraído en Francia 
en 1971 por persona (la demandada y recurrente, doña M." de la Soledad 
N. D.) que ya estaba ligada por vínculo matrimonial anterior (el canónico 
celebrado en España en 1955 con el señor P. A.), descansando la defensa 
de dicha demandada y recurrente, M.* Soledad N. D„ en no haber sido 
ella, sino una hermana gemela suya —de nombre M." Soledad D. F.— la 
que contrajo el primer matrimonio, hecho y defensa que la Sala de instan-
cia rechazó como incierto y sentando, por el ocntrario, que fue una y sola 
la persona que celebró ambos matrimonios como contrayentes, todo ello como 
premisa y presupuesto para decretar la nulidad del segundo (art. 51 del 
C. Civ., hoy art. 46, 2°), por cierto celebrado, como se ha dicho, en Fran-
cia, sin intervención consular y sin inscripción en el Registro Español com-
petente. 
CDO.: Que esa desestimación se impone de modo llano y natural a 
la sola vista de lo pedido, obtenido y decretado, es decir, la nulidad del 
matrimonio en cuestión, tema del que fue elemento importante, pero indi-
recto, el de la valoración y eficacia de la inscripción registral operada fuera 
de plazo y consiguiente certrificación unida a los autos, mas sólo como 
dato integrante de la defensa u oposición a la demanda de la aquí recu-
rrente, como intento de justificación de una personalidad jurídica indivi-
dual distinta a la de la contrayente del primer matrimonio (su pretendida 
hermana gemela univitelina), hecho y tesis que la Sala de instancia negó 
y no dio por buena, antes bien lo contrario, estableciendo como indubitado 
el tratarse de una sola persona —M. a Soledad D. F.—, con la consecuencia, 
en definitiva, de la innecesariedad de un pronunciamiento (con petición 
previa) de orden registral directo relativamente a esa inscripción de na-
cimiento obtenida fuera de plazo (a nombre de M." Soledad N. D.), que 
fue, como se ha dicho, presupuesto de otra acción o mejor excepción no 
acreditada con esa prueba documental registral, invalidada por la realidad 
extraregistral, judicialmente establecida y que, en su momento, tendrá, 
preferentemente a instancia del M. Fiscal (aquí parte), dada la naturaleza 
de la materia decidida, su reflejo en los libros del Registro Civil, de don-
de la no violación, como se denuncia, del susodicho art. 3.° de la L. 8 ju-
nio 1957. 
CDO.: Que formulado el motivo segundo por error de hecho, al am-
paro del núm. 7° del art. 1692 de la Ley Procesal, con la cita como docu-
mento auténtico de la citada certificación registral, precisa señalarse que 
la finalidad que persigue la nominación de un documento auténtico, o por 
tal tenido, es la de acreditar, con él y con lo que en él de modo claro 
y tajante se diga, el error judicial en la apreciación de la prueba, de tal 
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modo que la fijación judicial del hecho aparezca formada incorrecta o erró-
neamente, queriéndose con ello decir que el documento destruye decisiva-
mente la «ratio decidendi» —hecho y norma— de la sentencia, que des-
virtúa la valoración de la prueba y que haya de variarse, en su virtud, 
el fundamento y la conclusión o fallo, efectos que en modo alguno puede 
provocar el documento que se cita, es decir, la certificación derivada de la 
inscripción obtenida fuera de plazo del nacimiento de la nombrada María 
Soledad N. D. (nombre con el que contrajo el matrimonio segundo), que-
riéndose con ello demostrar que, no impugnada esa inscripción —y su he-
cho determinante— permanece viva, válida y vigente para acreditar (según 
el recurso) que la inscrita en persona distinta a la nombrada M." Soledad 
D. F. (nombre con el que se contrajo el primer matrimonio) y con ello 
que no hubo bigamia o vínculo anterior por ser una y otra hermanas ge-
melas univitelinas, distintas y distintos los matrimonios (M. a Soledad D. F. 
con José P. A., 1955, el primero del que existen tres hijos; M." Soledad 
N. D. con José Enrique R.-C, 1971, el segundo, con un. hijo, que es el 
vínculo que se tacha de nulo y así se acuerda). 
CDO.: Que, se insiste en ello, tal eficacia probatoria negativa no es 
admisible por las siguientes razones: a) de orden formal, porque tal docu-
mento o certificación registral que se cita como auténtico fue tenido en 
cuenta por la Sala sentenciadora, analizado y compulsado con los restantes 
documentos e interpretado en relación con ello, lo que le priva de tal 
condición, es decir, de la eficacia directa o probatoria enervante, según 
reiteradísima jurisprudencia, de ociosa cita; b) de orden material, puesto 
que la Sala juzgadora lleva a cabo una apreciación global de la prueba 
derivada de todos los medios utilizados (documentos, presunciones, peritos) 
para llegar a la conclusión de ser una y al misma la persona que con esos 
distintos apellidos aparecen contrayendo los dos matrimonios, sin duda 
valorando críticamente el modo extraordinario de constatación registral de 
las circunstancias de nacimiento y bautismo (fuera de plazo) de la que con 
los apellidos N. D. contare el segundo matrimonio civil en Francia, objeto 
de la acción de nulidad, así como la expresiva circunstancia de que en los 
expedientes policiales de obtención del Documento Nacional de Identidad 
correspondientes a las presuntas dos personas distintas, con distintos ape-
llidos, se acredita, mediante las huellas dactilares, ser una y sola persona; 
.y c) porque, en definitiva, esa conclusión ha de permanecer viva y eficaz 
a los alegados de la oposición y de su débil prueba, en especial la que 
tímidamente al principio del proceso (en cuya contestación a la demanda 
apenas se insinúa el tema) y luego en conclusiones y ahora en este recurso, 
se refiere a la existencia de una hermana gemela univitelina que, con el 
mismo nombre y apellidos distintos en parte, fue la que contrajo el primer 
matrimonio canónico en España el año 1955, hecho básico y fundamental 
de su oposición que sólo intenta acreditar con esas inscripciones y certi-
ficaciones regístrales —o sea, la existencia de dos hermanas— como mues-
tra de verdad oficial y absoluta, con olvido de que esa verdad puede y debe 
ceder ante la realidad extra-registral —art. 327 del C. Civ. y SS. 4 diciem-
bre 1948, 26 junio 1951, 26 junio 1966—, tal como apreció la Sala de 
instancia al valorar en conjunto los restantes datos probatorios, aparte 
de que dicha demandada y hoy recurrente bien pudo utilizar, pues a su 
alcance estuvo, la más lógica y natural prueba de su aserto: la presencia 
y testimonio de su hermana junto con la del otro contrayente señor P. 
(demandado no comparecido) en el primer matrimonio, porque si cierta-
mente hay testigos (la comadrona, el sacerdote, el padre natural de ambas 
hermanas) que afirman el doble parto y nacimiento gemelar, lo que en 
modo alguno se acredita, con las certificaciones regístrales aludidas, y ener-
vadas según la sentencia, es que la susodicha hermana gemela (D. F.) fuera 
la que contrajo matrimonio con el señor P., único modo de probar que 
la recurrente era o fue ajena al mismo y, por tanto, que su matrimonio 
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con el señor R.-C. (recurrido y ejercitante de la acción de nulidad) era o 
es válido, cosa que la sentencia aquí impugnada rechaza. 
CDO.: Que, «mutatis mutandi», deben ser extensivas las precedentes 
declaraciones a la denuncia que del error de Derecho, con violación del 
art. 327 del C. Civ., se hace en el motivo tercero y último, formalizado 
por la misma vía del núm. 7." del art. 1692 de la Ley procesal^ error de 
apreciación judicial de la prueba que tampoco puede admitirse como exis-
tente, además porque, formalmente, es claro que el art. 327 del C. Civ., 
más que norma valorativa de pruebas, lo que hace es establecer como 
medio típico para la prueba del estado civil las actas del Registro, con 
permisión subsidiaria de otras cuando aquéllas no existan, hubiesen desa-
parecido los libros o se suscite contienda ante los Tribunales, indicándose 
ya con ello que las actas (o sus certificaciones) no tienen un valor abso-
luto, concretamente, como en el caso ha sucedido, en supuesto de juicio 
contradictorio, en el que podrá hacerse valer, y estimarse, otro medio 
probatorio para desvirtuar la apariencia registral, según autoriza la juris-
prudencia antes citada y ha hedió la sentencia que se recurre. 
CDO.: Que, en su virtud, procede rechazar el recurso con los pronun-
ciamientos del art. 1748 de la L. E. Civ., salvo en cuanto al depósito, que 
fue indebidamente constituido por no ser las sentencias de instancias con-
testes y que debe ser devuelto a la recurrente. 
{RJA, 1984, n.° 1947, pág. 1478). 
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PROPIEDAD INDUSTRIAL. MARCAS INTERNACIONALES.—Caducidad. 
Acuerdo de Madrid de 14 de abril de 1891. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 17 DE ABRIL DE 1984. Ponente: D. José L. Martín 
Herrero. 
Es recurso interpuesto por la Entidad D. K. G., contra sentencia dictada por 
la Sala Segunda de la Audiencia Territorial de Madrid en 12 junio 1982, deses-
timando el recurso deducido por la Entidad apelante y declarando en su conse-
cuencia ajustados a derechos los acuerdos del Registro de la Propiedad Industrial 
denegatorios de la marca internacional «Krinativ», a la entidad recurrente. 
El T. S. lo desestima. 
CONSIDERANDO: Que solicitada el 1 febrero 1977 la inscripción de 
la marca internacional «Krinativ» núm. 428.584, ésta fue denegada, en 
virtud de la oposición de la marca internacional «Krigobin» núm. 398.425 
y por el parecido opuesto de oficio con la marca, también internacional 
«Crinactil» núm. 209.389, denegación que se acordó por el Registro por 
Ac. de 10 mayo 1978, publicado en el Boletín de la Propiedad Industrial 
de 1 noviembre del mismo año, después de cuya denegación el solicitante 
obtuvo, con fecha 14 diciembre 1979, autorización de la entidad titular 
de la marca «Krigobin», con cuya autorización acudió al recurso Cont.-Adm. 
contra la denegación de la solicitud de registro, alegando, además en su 
demanda la falta de semejanza de la marca opuesta de oficio, es decir, 
«Crinactil», y no alegando hasta su escrito de alegaciones que no estaba 
vigente al haber sido depositada en la Oficina Internacional de Berna el día 
30 abril 1958, no siendo renovado al transcurrir los 20 años, y habiendo 
dejado transcurrir los seis meses que para ello concede el art. 7 del Conve-
nio de Madrid de 1891 por lo que la referida marca «Crinactil» había 
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caducado definitivamente el día 30 octubre 1978, frente a esta tesis man-
tenida por el hoy apelante, tanto ante la Sala Territorial, como ante ésta 
de apelación, la sentencia apelada confirma los Acuerdos denegatorios del 
Registro de la Propiedad Industrial aplicando lo dispuesto en el art. 160 
del Estatuto de la Propiedad Industrial, que concede un filazo de 3 años 
para la rehabilitación de las marcas caducadas, plazo que no había trans-
currido aún cuando se solicitó la marca internacional «Krinativ». 
CDO.: Que como con reiteración ha establecido este Tribunal con res-
pecto de las marcas internacionales, los supuestos de caducidad ofrecen 
mayor rigor que los establecidos por las marcas nacionales en el Estatuto 
de la Propiedad Industrial, cuyo art. 160 en su actual redacción por D. 14 
mayo 1956 permite que pese a haber caducado, sean rehabilitadas por sus 
concesionarios o causahabientes, siempre que lo soliciten dentro de los 3 
años siguientes a la publicación de la caducidad en el Boletín de la Pro-
piedad Industrial, mientras que respecto de las marcas internacionales, la 
aplicación del Acuerdo de Madrid de 14 abril de 1891, revisado en Niza 
el 15 junio 1957 y publicado en el Boletín Oficial del Estado de 14 di-
ciembre 1966, si bien obliga a considerar idéntica la protección de una 
marca internacional a las marcas directamente depositadas en los países 
signatarios a partir del registro en la Oficina Internacional —art. 4—, sin 
embargo las normas respecto de la caducidad son disintas, puesto que la 
Oficina Internacional con seis meses de antelación al vencimiento del tér-
mino de protección, deberá recordar al titular de la marca la fecha exacta 
de su vencimiento, concediéndose un plazo de gracia de 6 meses para la 
renovación del registro internacional previo el pago de una"sobretasa —art. 
7 del Convenio, núms. 4.° y 5°—; por lo tanto, no se trata que existan 
dos normas que se contradigan, sino que se trata de dos regulaciones de 
la caducidad, una que afecta a las marcas nacionales y otra a las inter-
nacionales, a las que deben ser aplicadas las normas del Ac. de 1891, 
exigiendo un mayor rigor a la hora de declarar su caducidad, por lo que 
frente a la tesis mantenida por la sentencia apelada, el art. 160 del Es-
tatuto no es aplicable cuando se trata de la caducidad de marcas interna-
cionales, que no caducarán sino hasta transcurrido el plazo de gracia de 
seis meses contados a partir de la expiración del plazo de 20 años por los 
que se concede la protección según el art. 6 del Convenio, transcurrido 
el cual se entienden caducadas. 
CDO.: Que pese a que el apelante mantiene la tesis ocrrecta, frente 
a la mantenida en la sentencia apelada, sin embargo en el caso debatido 
hay que tener en cuenta que tanto el consentimiento de la marca oponente 
«Krigobin», que se opuso al registro de la internacional solicitada, como 
el plazo de caducidad de la marca internacional «Crinactil», opuesta de 
oficio por el Registro, son posteriores a los dos acuerdos del Registro, 
denegando la solicitud de la marca «Krinativ», que fue adoptado con fecha 
10 de mayo 1978, mientras que el plazo de caducidad de la marca opues-
ta expiraba el día 30 octubre del mismo año, y consentimiento de la 
marca oponente no tuvo lugar hasta el 14 diciembre 1979, no habiendo 
sido presentado ninguno de los documentos que acreditaban ambos hechos 
ante el Registro de la Propiedad Industrial frente al cual en ningún mo-
mento se alegó ni el consentimiento del titular de la una ni la caducidad 
de la otra, consentimiento que sólo apareció con el escrito de demanda, 
mientras que por su parte, la certificación acrediativa de la caducidad de 
la otra marca no sólo no se presentó con el escrito de demanda, como 
ordena hacer el art. 69 de la L. Jurisdiccional, sino que solamente acom-
pañó al escrito de conclusiones; por ello, los acuerdos del Registro de la 
Propiedad Industrial, que denegaron la marca solicitada, deben declararse 
ajustados a derecho, al no existir en el momento en el que se adoptaron, 
ninguna de las circunstancias posteriormente alegadas por el hoy apelante, 
pese a que la caducidad que se alega ahora de la marca internacional se 
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produjo incluso antes de presentarse el día 1 diciembre 1978 el escrito in-
terponiendo recurso de reposición contra el acuerdo denegatorio. 
CDO.: Que por lo razonado, puede confirmar el fallo de la sentencia 
apelada, que declaró ajustados a derecho los acuerdos que denegaron la 
marca solicitada, lo que produce como consecuencia la desestimación del 
recurso de apelación interpuesto; sin apreciar en ninguna de las partes 
temeridad ni mala fe por lo que, de conformidad con lo que se establece 
en los arts. 81, 83, 100 y 131 de la Ley Reguladora de la Jurisdicción no 
procede hacer pronunciamiento alguno en cuanto al pago de las costas 
causadas en este recurso de apelación. 
(R.J.A, 1983, n.° 2150, pág. 1644). 
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ABORDAJE.—Convenio de 20 de octubre de 1972. 
Tribunal Supremo (Sala 2." de lo Criminal): SENTENCIA DE 
19 DE MAYO DE 1984. Ponente: D. Antonio Huerta y A. de Lara. 
La sentencia de la Audiencia condenó al procesado Eduardo A. N. como autor 
de un delito de abordaje en el mar por grave negligencia del art. 59, 2.°, de la 
Ley Penal de la Marina Mercante. 
CONSIDERANDO: Que la conducta seguida por el recurrente, José 
M. F., Patrón del pesquero «Nuevo Maravillas», descrita en los hechos 
declarados probados de la sentencia recurrida merece la calificación de 
grave negligencia contra lo que por él se sostiene en el único motivo 
de su recurso, porque está dentro del normal ámbito de previsión del 
Patrón de una nave de que en el cruce con otra embarcación se acrecientan 
los peligros, máxime cuando la maniobra se realiza en una ría, por lo que, 
ante el hecho de venir en sentido contrario y por la misma mano que debía 
de utilizar otra embarcación que venía viendo desde dos millas de distan-
cia, no sólo no extremó las precauciones deteniendo la nave, a lo que 
venía obligado, como se establece en la Regla 8.* e) del Convenio de 20 
octubre 1972, al que se adhirió España por Instrumento de 13 mayo 1974, 
sino ni siquiera redujo la velocidad, produciéndose como consecuencia ei 
previsible resultado del abordaje, acertadamente calificado por la Sala sen-
tenciadora como un delito de abordaje en el mar, previsto y penado en el 
párr. 2.° del art. 59 d ela Ley Penal de la Marina Mercante de 22 diciem-
bre 1955, al calificar el hecho como producido por grave negligencia; por 
lo que procede desestimar el único motivo del recurso en el que, al amparo 
del núm. 1." del art. 849 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, pretendía 
que se degradara el hecho a simple falta por no alcanzar la negligencia Ja 
calificación de grave que requiere el delito. 
(RJA, 1984, n.° 2661, pág. 2064). 
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EXTRANJEROS. PERMISOS DE TRABAJO.—Gibraltareños. Ley 1 3 / 
1969, de 11 de julio. 
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Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Administrativo): 
SENTENCIA DE 7 DE JUNIO DE 1984. Ponente: D. José Pérez Fer-
nández. 
La Sala de Sevilla dictó S. en 23 enero 1982 estimando el recurso interpuesto 
por don Sunder W. D. contra acuerdo de la Delegación Provincial de Trabajo de 
Ceuta de 4 diciembre 1979 que declaró la cancelación y nulidad del permiso de 
trabajo que tenía el recurrente, ciudadano de Gibraltar. El fallo de dicha Sala 
declara la nulidad de los acuerdos impugnados y ordena que se conceda at re-
currente el permiso de trabajo. 
CONSIDERANDO: Que interpuesto recurso de apelación por la Re-
presentación del Estado, contra la sentencia dictada por la Sala de lo Con-
tencioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Sevilla no consiguen 
las alegaciones formuladas en apoyo de tal recurso, desvirtuar los acertados 
fundamentos de la sentencia recurrida que parten de un supuesto especí-
fico y concreto de concesión de Permiso de trabajo, cual es, el que se 
refiere a las personas nacidas en Gibraltar y residentes en dicha Ciudad 
a las que el art, 13 del D.-Ley 11 julio 1969, otorga «derecho a la con-
cesión automática de Permiso de Trabajo, para trabajar o establecer en 
España los nacidos en Gibraltar o residentes en dicha Ciudad antes del 
16 octubre 1964», concesión automática así expresamente definida y califi-
cada en la norma, que excluye de los condicionamientos que a esa con-
cesión venían impuestos con la aportación de determinada cantidad de di-
nero en divisas y con la aportación también a la bolsa de trabajo de esos 
5 operarios que pudieran contribuir a paliar la incidencia de paro; de 
ahí que si como resulta de la certificación obrante al folio 25 del expe-
diente de la Comisión Comarcal de Servicios Técnicos del Campo de Gi-
braltar concurren en el subdito británico don Sunder W. D. los requisitos 
y se halla acogido a los beneficios del D.-Ley núm. 13/69 de 11 julio 
dado para los residentes civiles en Gibraltar, es claro que nada impide 
que esa concesión se hubiera producido en los términos que venían inte-
resados; sin que por otra parte merezcan ser tomadas en cuenta aquellas 
otras consideraciones influidas por supuestos vicios de procedimiento dima-
nantes de los DD. 27 julio 1968 y 2 junio 1978, cumplidamente razona-
dos en la sentencia, por cuanto que, atendida esa legislación específica 
son ciertamente irrelevantes por inaplicables al supuesto que se contem-
pla; como asimismo son improcedentes de especulaciones en torno al 
abono del recargo de la tasa cuando la renovación del Permiso no se hu-
biera solicitado dentro del tiempo, porque si nunca ese incumplimiento 
llevaría consigo «per se» la denegación del permiso que vuelve a insistirse 
es automático a la vista del particular legislado, es de observar, que el 
último párrafo del citado art. 13 expresamente dispone que «los indicados 
Permisos de Trabajo, exigibles a los efectos establecidos y de control de 
la mano de obra nacional, serán concedidos exentos del_abono de la tasa 
que con carácter general establece la L. 20 junio 1968» por lo que resultan 
ociosas las argumentaciones ofrecidas en torno a esta supuesta obligación 
incumplida. 
(RJA, 1984, n.° 318, pág. 2412). 
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EJECUCIÓN DE SENTENCIAS EXTRANJERAS EN ESPAÑA.—Sentencia 
de divorcio. 
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Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): AUTO DE 11 DE JUNIO 
DE 1984. Ponente: D. José Beltrán de Heredia y Castaño. 
La representación de don Manuel B. G., presentó ante la Sala del T. S. co-
rrespondiente sentencia pronunciada por el Juzgado Municipal de familia de este 
«i?. F. Alemana" de fecha 6 noviembre 1981, seguido con doña Gabrielle S., sobre 
divorcio de común acuerdo. 
El T. S. declaró ha lugar a ta cumplimentación en España de la sentencia 
dictada por el Tribunal de Familia de Éssen (Alemania) de noviembre 1981, por 
la que se decreta el divorcio del matrimonio contraído entre don Manuel B. G. 
(español) y doña Gabrielle S. (alemana), procediéndose a la inscripción de la 
misma en el registro del consulado general de Dusseldorf y en el Registro Civil 
Central el Ministerio de justicia español. 
CONSIDERANDO: Que la presente solicitud de cumplimiento en Es-
paña se refiere a una Sentencia del Tribunal de familia de Essen (R. F. A.) 
de 6 noviembre 1981, por la que se decreta el divorcio del matrimonio 
civil y canónico contraído en dicha ciudad el 7 julio 1978, por el actual 
solicitante y don Manuel B, G. (subdito español) con doña Gabrielle S. 
(subdita alemana) que consta inscrito en el Consulado General de España 
en Dusseldorf y en el Registro Civil Central del Ministerio de justicia es-
pañol. Siendo de observar que el procedimiento de divorcio, se tramitó de 
común acuerdo de los cónyuges, ante el Tribunal competente y con obser-
vancia de lo dispuesto en la legislación vigente del Estado de origen, cons-
tando la firmeza de la Sentencia cuyo cumplimiento se pide, del mismo modo 
que la solicitud aparece acompañada de todos los documentos requeridos, 
con las debidas traducciones y legalizaciones, en la forma determinada en 
el art. 935 y siguiente de la Ley de Enjuiciamiento española, sin que tam-
poco exista obstáculo alguno relativo al orden público de España, según 
la normativa en vigor a partir de la reforma del C. Civ., efectuada con la 
ley de 7 julio 1981, Por todo lo cual y de conforme con lo dictaminado 
por el M.° Fiscal, procede acceder a la cumplimentación solicitada, a fin 
de que tenga efectividad en España la Sentencia a que se refiere, y que 
pueda efectuarse su inscripción en el Registro del Consulado General de 
Dusseldorf (Alemania) y en la Sección del Registro Civil Central del Mi-
nisterio de Justicia. 
(RJA, 1984, n." 3221, pág. 2456). 
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EXTRANJEROS. EXPULSIÓN DEL TERRITORIO NACIONAL.—Competen-
cias de la Administración. Límites. El concepto jurídico intede-
terminado «otras causas análogas». Decreto de 14 de febrero de 
1974. 
Tribunal Supremo (Sala 4.a de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 14 DE JUNIO DE 1984. Ponente: D. Eugenio Diez Eimil. 
La Dirección General de Seguridad con fecha 12 de abril de 1978, acordó la 
expulsión de D. Jens Uwe H. S., por el período de tres años, del territorio español, 
por considerar que su conducta no era acreedora a que se le permitiera continuar 
en España al haber sido sorprendido sacando fotografías de unos efectivos poli-
ciales de servicio en la calle O'Donnell, y encontrándose además, ilegalmente en 
España al no haber solicitado permiso de permanencia una vez que le caducó la 
autorización que confiere el pasaporte a partir de la fecha de entrada; que in-
terpuesto recurso de reposición ante el Ministerio del Interior fue desestimado 
en 5 de abril de 1979. 
Interpuesto recurso contencioso-administrativo por D. Jens Uwe H. S., la Sala 
de la Audiencia Nacional, en sentencia de 12 junio de 1982, lo estima parcial-
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mente, declarando la nulidad de la resolución impugnada y no haber lugar a la 
indemnización de daños y perjuicios. , 
Promovido recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S., aceptando 
los considerandos de la sentencia apelada, lo desestima, confirmando aquélla. 
Considerandos de la sentencia apelada: 
PRIMERO: Que aunque se prescindiera de los vicios formales que con 
indefensión del interesado han incidido en la formación de los actos im-
pugnados, la resolución sobre la pretensión anulatoria que respecto a su le-
galidad material constituye el objeto del presente proceso, deviene eviden-
te en mera contemplación de la conocida doctrina jurisprudencial, que 
señala para esta específica materia, como acotamiento de la genérica de 
orden público, que el análisis de la prueba ha de hacerse teniendo en cuen-
ta los criterios legales sobre valoración de los distintos elementos concu-
rrentes, que sin apartarse en esencia de los principios básicos que informan 
todo enjuiciamiento de conductas, atienden a la peculiaridad del ejercicio 
de la acción sancionadora en este ámbito, la que para no resultar ineficaz 
impone el otorgamiento de una primaria presunción de veracidad al con-
tenido de las actuaciones policiales, pero que no sólo es enervable por 
prueba en contrario, sino que ha de descansar en un real soporte fáctico 
—que, por cierto, es al único que alcanza el beneficio probatorio— del 
que se pueda extraer la convicción administrativa a través de las reglas de 
la sana crítica, juicio que será rechazable si presupone hechos no consta-
tados por los Agentes de la Autoridad o induzca de los probados la sub-
sunción de una conducta en alguna de las figuras tipificadas legalmente, 
mediante meros indicios o apreciaciones subjetivas; supuestos que aunque 
no fuera más que en aplicación del superior e inderogable principio «in 
dubio pro reo», son los que en este caso concreto aprecia la Sala, en aten-
ción a que a los hechos acreditados, y únicos que se imputan, la toma de 
fotografías por el recurrente de la presencia en vía urbana de la fuerza 
pública en actuación oficial y retraso en el visado del pasaporte que legí-
timamente poseía, no pueden válidamente subsumirse en la infracción, 
ni anudarse medida de tanta gravedad como la de expulsión del territorio 
nacional, que se prevén en el precepto exclusivamente fundamentador de 
las resoluciones recurridas, y que contiene en el artículo 29-2 y 2 del 
aplicado Decreto de 14 de febrero de 1974, y menos cuando aquella pri-
mera acción del sancionado no sólo puede obedecer a motivaciones lícitas 
o no prohibidas, sino que, ni tan siquiera, se indica ni, desde luego, se 
acredita intencionalidad contraria al orden público o a la seguridad del 
Estado, y el segundo incidiría, en su caso, en infracción de otra naturaleza 
y con sanción de mucha mayor levedad; y, por otra parte, el titular del 
pasaporte se hallaba en posesión de contrato de trabajo, con efectiva pres-
tación de sus servicios de ingeniero en la firma « C , S. A.», integrado en 
el departamento de promoción exterior y más tarde del de ofertas, que le 
obligaban a constantes y prolongadas estancias en diversos países, no cons-
tando contra él antecedentes penales ni policiales, sino observancia de bue-
na conducta pública. 
SEGUNDO: Que las anteriores razones, plenamente incardinadas en 
los principios inspiradores de nuestor actual ordenamiento jurídico, con-
ducen necesariamente a estimar procedente la nulidad que como preten-
sión principal se postula, pero no, ahora y en este proceso, a la subsi-
guiente de indemnización de los daños • y perjuicios causados, pues frente 
a la carga que al recurrente imponen, entre otros, los artículos 84-c) y 79-3 
de la Ley Jurisdiccional, en relación con el 40-2 de la Ley de Régimen Ju-
rídico de la Administración del Estado, el mismo no ha aportado en mo-
mento procesal alguno el más mínimo dato que permitiera el únicamente 
diferir al período de ejecución de sentencia la cuantificación de aquéllos. 
TERCERO: Que ese acogimiento, aunque sólo parcial de la pretensión 
anulatoria de los actos recurridos, ha de serlo, a la luz del artículo 131 de 
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la Ley Jurisdiccional, sin expresa imposición de las costas causadas. 
Considerandos del Tribunal Supremo: 
CONSIDERANDO: Que la sentencia apelada explica con precisión y 
claridad los conceptos fundamentales de la doctrina de los hechos deter-
minantes, según la cual el ejercicio lícito de las facultades administrativas 
requiere que la decisión se corresponda con el resultado fáctico del expe-
diente valorado conforme a los principios y reglas básicas que regulan la 
apreciación de la prueba, incidiéndose en extralimitación si se presuponen 
hechos no constatados y acreditados o se inducen de meras impresiones 
subjetivas, desprovistas del correspondiente respaldo probatorio y dicha 
doctrina se aplica con todo acierto al caso de autos en el que se decreta 
la expulsión de un extranjero del territorio nacional con base exclusiva 
en las simples circunstancias de haber obtenido en la vía pública, muy cer-
ca de su domicilio habitual, unas fotografías —que no se aportan al expe-
diente— de una actuación de la policía y haberse retrasado en el visado 
de pasaporte legalmente obtenido, siendo que dicho extranjero, con pro-
fesión conocida de ingeniero electrónico, se encuentra en posesión del per-
tiente permiso de trabajo y es de buena conducta, sin que consten desfa-
vorables antecedentes penales o policiales de clase alguna, ni indicio de 
que aquella acción de toma de fotografías haya tenido intencionalidad con-
traria al orden público, a la seguridad del Estado o motivación ilícita de 
cualquier otra naturaleza, que permitan incuirla en la referencia, de muy 
dudosa compatibilidad con una norma sacionadora, que el artículo 29 del 
Decreto de 14 de febrero de 1974 hace a «otras causas análogas» a las que 
el propio artículo 29 del Decreto de 14 de febrero de 1974 hace a «otras 
causas análogas» a las que el propio artículo especifica como legitimadoras 
de la medida de expulsión de extranjeros del territorio nacional; cláusula 
analógica que no puede interpretarse en el sentido absoluto que pretende 
la Abogacía del Estado de servir de cobertura formal a la facultad admi-
nistrativa de acordar dicha expulsión sin justificación objetiva adecuada y a 
voluntad de la Administración al margen del principio de legalidad que 
preside toda la actuación administrativa, y especialmente aquéllas que en-
traña sanción de tan grave trascendencia como la de antes, pues ello 
supondría quiebra esencial del Estado de Derecho que proclama el ar-
tículo 1." de la Constitución y reitera de manera específica para el actuar 
adminitsrativo del 103 de la misma; siendo por ello en todo punto inacep-
table la tesis que sustenta en esta apelación de que «la actuación de las 
autoridades policiales en esta materia no puede hallarse supeditada en 
cuanto a su validez a la expresión de los verdaderos motivos que le sirven 
de justificante», de la cual extrae la conclusión de que «Debe, por tanto, 
confirmarse su actuación sin exigir una total justificación de los verda-
deros motivos que la determinan», pues frente a dichas tesis y conclusión 
debe considerarse que, en virtud del ya citado principio de legalidad y del 
de veracidad, la Administración viene obligada a expresar los verdaderos 
y reales motivos que constituyen la causa de su actuación, no siendo jurí-
dicamente concebible que las personas que encarnan la autoridad admi-
nistrativa puedan reservarlos a su fuero interno subjetivo y, ocultándolos 
bajo motivaciones artificiosamente creadas, acuerden decisiones limitativas 
de derechos individuales que la Ley únicamente autoriza para supuestos 
tipificados y debidamente acreditados y ello debe mantenerse incluso en 
materias tan proclives a desdeñar la legalidad en beneficio de la eficacia, 
como es la de residencia de extranjeros en territorio nacional, tradicional-
mente sometida a una reglamentación tan defectuosa y poco conforme con 
los principios expuestos que aún hoy en día mantiene prerrogativas de la 
Administración que bien pudieran contradecir garantías tan esenciales como 
son las establecidas en el artículo 17 de la citada Constitución, pues el 
reconocimiento de que la naturaleza especial de dicha materia hace nece-
sario otorgar a la Administración amplios márgenes de actuación en aras 
de la especial eficacia con que es preciso resolver los problemas que en la 
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misma se plantean, no quiere decir que la abstracta invocación de una 
supuesta y oculta razón de Estado pueda convertir esas amplias facultades 
gubernativas en poder arbitrario, inmune a la revisión judicial e incom-
patible con los principios fundamentales en que se asienta el Estado de 
Derecho y delimitan la licitud de la actividad administrativa, que requiere 
siempre la expresión de su verdadera motivación y su conformidad con el 
ordenamiento jurídico. 
(RJA, 1984, n.° 4626, pág. 3556). 
81 
EXTRANJEROS. EXPULSIÓN DEL TERRITORIO NACIONAL.—Improce-
dente por omisión del requerimiento para que solicite autoriza-
ción de residencia extranjero que tiene permiso de trabajo. R. D. 
5 2 2 / 1 9 7 4 , de 14 de febrero. 
Tribunal Supremo (Sala 4." de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 26 DE JUNIO DE 1984. Ponente: D. Saturnino Gutiérrez de 
Juana. 
Con fecha 22 abril 1980, el Gobernador Civil de Las Palmas dictó resolución 
de proceder a la expulsión del territorio nacional, por período de tres años, del 
subdito hindú Hassonal W. S., por encontrarse trabajando en el bazar «V.» sito 
en el centro comercial Cita, de la Playa del Inglés, careciendo del preceptivo 
. . permiso de trabajo, así como de autorización de residencia, al considerar que 
tales hechos están tipificados en elos arts. 12 y 29 del R. D. 522/1974, de 14 
febrero, por el que se regula el régimen de entrada, permanencia y salida de 
extranjeros en España e interpuesto recurso de alzada, fue desestimado por 
resolución del M.i del Interior de fecha 30 de octubre de 1980. 
Interpuesto recuros contencioso-administrativo por don Hassonal W. S., ¡a Sala 
de la Audiencia Territorial de Las Palmas, en S. de 10 mayo 1982, ¡o estima, 
anulando por contraria a Derecho la resolución impugnada y desestimando el 
recurso en el resto, declara no haber lugar a los pedimentos b) y c) de ta de-
manda. 
Promovido recurso de apelación por el Abogado del Estado, el T. S. aceptando 
los considerandos de la sentencia apelada, lo desestima, confirmando aquélla. 
Considerandos de la sentencia apelada: 
l." CONSIDERANDO: Que el Gobierno Civil de Las Palmas, en 22 
abril 1980, en uso de facultades delegadas, dictó resolución de proceder 
a la expulsión por un período de tres años del ahora recurrente, por 
encontrarse trabajando en el Bazar «V.», sito en el Centro Comercial «Cita», 
de Playa del Inglés, careciendo del preceptivo permiso de trabajo, así 
como de autorización de residencia, estimando que tales hechos están ti-
pificados en los arts. 12 y 29 del R. D. 522/1974, de 14 febrero, por el 
que se regula el régimen de entrada, permanencia y salida de extranjeros 
en España, e interpuesto recurso de alzada por el interesado frente a dicho 
acto administrativo, el M.° Interior lo desestimó, por otra Res. de 30 oc-
tubre del mismo año, la cual, ante la alegación del mencionado extranjero 
de haber' sido titular de permiso de trabajo desde el año 1974, prestando 
servicios en la misma empresa, y de haber solicitado su renovación en 
9 octubre 1978, sin que le hubiera dado contestación la Administración, 
entendió que esas alegaciones no desvirtuaban los hechos que se le impu-
taban, por desprenderse del expediente administrativo que el recurrente 
compareció en el Gobierno Civil el día 7 de febrero 1979, procediendo a 
retirar su pasaporte a fin de que aportase el resto de la documentación 
necesaria para la renovación del permiso de residencia y trabajo pese a lo 
cual y habiendo sido requerido nuevamente con fecha 26 junio 1979, no 
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lo hizo, por lo que impugnado etse acto administrativo ante esta Sala, 
el objeto del recurso que nos ocupa se limita a decidir si la Administra-
ción se ajustó a Derecho al desestimar el recurso de alzada, sin que exista 
posibilidad de extender este objeto a otros posibles actos o expedientes, 
cual los relativos a la renovación del permiso de trabajo y autorización 
de residencia, manifiestamente diferentes del que nos ocupa, quedando 
por ello fuera de lugar los pedimentos b) y c) de la demanda, que han 
de ser desestimados. 
2.» CONSIDERANDO: Que la cita de los arts. 12 y 29 del R. D. 
522/1974, por las resoluciones que se han mencionado, y los antecedentes 
que en ella se consignan, evidencian que la Administración frente a lo que 
consideraba el incumplimiento de toda normativa reguladora del régimen 
de permanencia de extranjeros en España, determinante de una situación 
de clandestinidad, por lo que necesariamente se impone examinar los an-
tecedentes que existen en el expediente, para decidir sobre la legalidad del 
acto, ya que, según se infiere del citado art. 12 no es suficiente para la 
adopción de tal medida que en el momento que se resuelve, el extranjero 
se halle en el interior del país desprovisto de la debida documentación, o 
con documentación defectuosa e incompleta, sino que es preciso además 
que no exista justificación adecuada, y en el examen de dichos antecedentes 
no puede desconocerse, por tenerlo reconocido la Administración, que 
estando en posesión el citado subdito hindú del permiso de trabajo 14.608, 
expedido el 20 febrero 1978, se solicitó para dicho subdito (mediante un 
escrito presentado por un Gestor Administrativo en el Gobierno Civil de 
Las. Palmas el día 10 octubre de dicho año, al que decía acompañar el 
pasaporte, fotocopia del permiso de trabajo en vigor y cuatro fotos) auto-
rización de residencia o, en su defecto, permiso de permanencia, quedando 
a la espera de saber que se le iba a conceder para presentar los documen-
tos correspondientes, y si bien es cierto que la resolución de alzada recoge 
la afirmación hecha por el Gobernaodr Civil al elevar el expediente, de que, 
después de retirar el pasaporte, fue requerido el subdito hindú para que 
se personara a legalizar su situación, ha de tenerse en cuenta que dicho re-
querimiento no aparece debidamente formalizado en el expediente, y que 
aunque es verdad que consta por nota en el escrito presentado que retiró 
el pasaporte con fecha 7 febrero 1979, también lo es que el resto de los 
documentos debieron quedar en el Gobierno Civil, por lo que si como 
se afirma por la Administración la retirada del pasaporte tenía por fina-
lidad que aquél aportase la debida documentación en los impresos norma-
lizados, por razones de seguridad jurídica debió requerirse al interesado, 
antes de adoptar medidas contra él, para que los presentara, advirtién-
dole de las consecuencias de su omisión si desentendía el requerimiento, 
mas al no existir, como se ha dicho, prueba alguna en el expediente de 
que realmente dicho requerimiento se practicara, y al quedar el documento 
de solicitud en el Gobierno Civil, sin constancia de que en un sentido u 
otro fuera contestado, no existe derivada de una situación injustificada 
contraria a la citada normativa. 
3.° CDO.: Que por lo expuesto procede estimar el recurso, accediendo 
al pedimento a) de la demanda, y desestimar los pedimentos b) y c) de 
la misma. 
4.° CDO.: Que no existen méritos para una especial imposición de 
costas. 
Considerandos del Tribunal Supremo: 
CONSIDERANDO: Que, en efecto, como en ellos se establece, con 
abierto, para la aplicación correcta de la medida de expulsión del territorio 
nacional, prevista en las normas legales que en los mismos se citan, se 
precisa que no exista justificación adecuada, de la situación de carencia 
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de la correspondencia documentación y en el presente caso sí se aprecia 
dicha justificación, por lo que debió dársele al interesado oportunidad de 
legalizarla, mediante un requerimiento en forma e inclusión del mismo, 
en el expediente administrativo, lo cual no se hizo. 
CDO.: Que consecuentemente con lo expuesto, procede la desestima-
ción de la presente apelación; sin que se aprecie mala fe o temeridad a 
efectos de una especial imposición de costas de conformidad con lo dis-
puesto en el art. 131 de la Ley de está jurisdicción. 
(RJA, 1984, n.° 3654, pág. 2791). 
82 
EXTRANJEROS. CONVALIDACIÓN DE TÍTULOS.—Convenio Cultural 
hispano-colombiano de 11 de abril de 1953. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 4 DE JULIO DE 1984. Ponente: D. José Garralda de Valcárcel. 
La Sección Segunda de la Audiencia Nacional dictó sentencia en 13 mayo 1982, 
estimando en parte el recurso interpuesto par D. Silvestre T. V., contra resolu-
ción del Ministerio de Universidades e Investigación de 19 noviembre 1979, con-
firmado en reposición, sobre denegación al actor de la convalidación del título 
de odontólogo que había obtenido en una Universidad de Colombia. El fallo de 
dicha Sala deja sin efecto la citada resolución y declara el derecho del recurrente 
a la convalidación del título. 
CONSIDERANDO: Que a los acertados fundamentos de la Sentencia 
apelada, que la Sala hace suyos al haberlos aceptado, sólo cabe añadir 
para reforzar el criterio mantenido en aquélla, que el recurrente subdito 
colombiano invoca como apoyo de su petición, el Convenio Cultural sus-
crito entre España y la República de Colombia de once de Abril de mil no-
vecientos cincuenta y tres, ratificado en catorce de octubre de mil nove-
cientos sesenta y cuatro y publicado en el Boletín Oficial del Estado del 
día doce de enero de mil ovecientos sesenta y cinco, cuyo art. 4.° consagra 
la convalidación automática de títulos universitarios entre las dos Altas 
Partes Contratantes, en términos virtualmente iguales a la establecida en 
el art. 1." del Convenio de Cooperación Cultural celebrado entre nuestro 
país y la República Argentina en veintitrés de marzo de mil novecientos 
setenta y uno, ratificado en diecisiete dé noviembre de mil novecientos 
setenta y dos y publicado en el Boletín Oficial del Estado de tres de abril 
de mil novecientos setenta y tres (R. 633 y N. Dice. 26101), puesto que 
ambos responden a la misma idea o principio de la hispanidad y sobre 
el que la Sala ha tenido ocasión de pronunciarse, precisamente respecto 
de titulados Odontólogos, en múltiples ocasiones; de lo que son nuestra 
las Sentencias de treinta de junio de veintisiete de octubre de mil nove-
cientos ochenta y dos (R. 3670, 6812), veintiuno y veinticuatro de enero, 
ocho y diez de marzo, veintisiete de mayo y cuatro de noviembre de mil 
novecientos ochenta y tres, entre otras, manteniendo la tesis de la viabili-
dad de la convalidación solicitada, pese a las mismas objeciones aducidas en 
los actos administrativos revisados en aquéllos y el actual, en base funda-
mentalmente al carácter de norma prevalente del Convenio Internacional 
por su naturaleza, conforme a lo dispuesto en el art. l.°-5 del Código Civil 
y 96 de la Costitución y de consiguiente, de acuerdo con el principio de 
unidad de doctrina, en cuya virtud se ha de aplicar a situaciones iguales 
las mismas soluciones, resulta aplicable al caso el criterio de estimar legal-
mente aceptable la pretensión deducida en autos. 
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CONSIDERANDO: Que por todo ello procede desestimar el recurso 
de apelación y confirmar la Sentencia apelada, sin que a efectos de cos-
tas sea de apreciar la concurencia de circunstancias determinantes de su 
imposición. 
83 
RECUPERACIÓN DE NACIONALIDAD ESPAÑOLA.—Derecho a rehabili-
tación de pensión. 
Tribunal Supremo (Sala 5." de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 25 DE JULIO DE 1984. Ponente: D. Fernando de Mateo Lage. 
£ 5 recurso interpuesto por D. Diego T. A., contra acuerdo del Consejo Su-
premo de Justicia Militar, de 18 de noviembre de 1981, por la que se desestimó 
la petición del recurrente declarando el derecho del actor a la percepción de su 
pensión dentro de los límites del art. 92 del Estatdo de Clases Pasivas de 1926. 
CONSIDERANDO: Que la cuestión planteada en el presente recurso 
es la de si el demandante, retirado como Sargento de Ingenieros por Orden 
del Ministerio del Ejército de 27 de diciembre de 1957, que, según ma-
nifiesta en la demanda y se deduce del expediente administrativo, perdió 
la nacionalidad española por adquirir la venezolana, por lo que en 1964 
dejó de percibir sus haberes pasivos, por resolución consentida por él, 
puede rehabilitar la percepción de éstos al haber recuperado la naciona-
lidad española, en 1974, en la que le fue expedido el documento nacional 
de identidad, lo que se niega por la Administración, sin que exista dis-
crepancia entre las partes sobre los hechos mencionados, pues no puede te-
nerse en cuenta lo que el actor, ha expresado al haberse por la Sala uso 
del artículo 43,2, pretendiendo ahora no haber perdido nunca la naciona-
lidad de origen, yendo contra sus propios actos, tal como aparecen tanto 
en el expediente, como en este recurso, según se ha expresado anterior-
mente, aparte de que esta cuestión no podría enjuiciarse por revestir carac-
terísticas totalmente diferentes de las planteadas ante la Administración, 
y en este proceso; y examinando la cuestión tal como se ha expuesto al 
comienzo del considerando, y que procesalmente es la que ha de contem-
plarse, debe rechazarse en primer lugar el fundamento del recurso que se 
expone en la demanda, que es el de la aplicación al caso del artículo 23 
del Código Civil, según la redacción dada por la Ley 51/1982, de 13 de 
julio, en que se dice que no se perderá la nacionalidad española por adqui-
rir otra «cuando justifiquen ante los Registros Consular o Central que la 
adquisición de la nacionalidad extranjera se produjo por razón de emigra-
ción», alegando en favor de esto, haber realizado una comparecencia ante 
el Encargado de un Registro Civil de esta Capital, en 1978, declarando 
la voluntad del recurrente de renunciar a la nacionalidad venezolana y re-
cuperar la española, acta recogida al margen de su inscripción de nacimiento 
en el Registro Civil de Las Palmas de Gran Canaria, pues dicho artículo 
en modo alguno puede ser aplicado al caso, ni por la fecha en que se 
produjo la recuperación de la nacionalidad española, ni por las circuns-
tancias concurrentes en dicha recuperación, ya que no se justificó que el 
motivo de la adquisición de la nacionalidad venezolana fuera por razón 
de emigración, ni el Órgano que actuó fue el competente. 
CONSIDERANDO: Que para la resolución del presente recurso ha 
de establecerse previamente que la legislación reguladora del caso está 
constituida por el Estatuto de Clases Pasivas, aprobado por el Real Decreto 
de 22 de octubre de 1926, sin que pueda entrar en juego el Texto Refun-
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dido de la Ley de Derechos Pasivos del Personal militar y asimilado de 
las fuerzas Armadas, Guardia Civil y Policía Armada, aprobado por el 
Decreto 1.211/1972, conforme a su artículo 1, números primero y segundo, 
dadas las circunstancias exigidas para su aplicación, por lo que resulta irre-
levante la cita de sus preceptos que se efectúa por la Abogacía del Estado, 
como ya se hizo por la Administración, y partiendo del Estatuto de Clases 
Pasivas de 1926, examinando el motivo planteado por la Sala para fundar 
el recurso, si bien en su artículo 90 se exige la condición de español para 
el cobro de todas las pensiones a que se refiere dicho Estatuto, esto no 
implica que al recuperar la nacionalidad no exista derecho a dicho cobro, 
sin que a ello se pueda oponer lo dispuesto en el párrafo tercero del 
artículo 200 del Reglamento de dicho Estatuto, aprobado por Real Decreto 
de 21 de noviembre de 1927, que también cita el Abogado del Estado, 
en el que se establece como causa, de pérdida definitiva del derecho a la 
pensión la pérdida por el pensionista de la nacionalidad española, porque 
a la vista del artículo 91 del Estatuto, que señala taxativamente que «las 
pensiones nacen, se transmiten y se extinguen únicamente por las causas 
que en esta Ley se determinan», sin que en dicho Estatuto se recoja la 
causa de extinción del artículo 200 del Reglamento, no puede por menos 
de entenderse que este artículo infringe lo dispuesto en el 91 antes citado, 
debiéndose interpretar restrictivamente los motivos de extinción de la pen-
sión, cuando, como en este caso, tienen un carácter en cierto modo san-
cionador, a lo que ha de añadirse la discriminación que supondría la inter-
pretación contraria, dada la reforma que ha sufrido el Código Civil en 
materia de nacionalidad, restingiendo los supuestos de pérdida de la es-
pañola, como puede verse en la Ley primeramente citada 51/1982, iniciada 
ya en la anterior 14/1975. 
CONSIDERANDO: Que, por lo expuesto hasta aquí, debe estimarse 
el recurso enjuiciado y reconocer el derecho del recurrente a percibir la 
pensión de retiro que le corresponda con la limitación derivada del artículo 
92 del Estatuto de Clases Pasivas de 1926, según la redacción dada por 
la Ley 193/1964, de 24 de diciembre. 
(RJA, 1984, n.° 4029, pág. 3091). 
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EJECUCIÓN DE SENTENCIAS EXTRANJERAS EN ESPAÑA.—Sentencia 
de divorcio. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civili: AUTO DE 21 DE SEP-
TIEMBRE DE 1984. Ponente: D. Antonio Fernández Rodríguez. 
Presentado ante el Tribunal Supremo escrito solicitando ejecución en España 
de la sentencia dictada por el Tribunal Judicial de la Comarca de Guarda (Por-
tugal) de 3 de noviembre de 1916, la que acordó el divorcio de doña Francisca 
Julia P. P., con don Antonio M. R. 
CONSIDERANDO: Que estándose en presencia de sentencia dictada 
con fecha tres de noviembre de 1976, por el Tribunal Judicial de la Co-
marca de Guarda, en Portugal, decretando el divorcio del matrimonio con-
traído en Madrid entre don Antonio A. R. da D., y doña Francisca Julia 
P. P., de nacionalidad española, ante la no existencia de Tratado especial 
entre Portugal y España al respecto, y no constando que en la nación en 
que tal sentencia ha sido dictada no es da cumplimiento a las dictadas 
por Tribunales españoles unido a que tal resolución haya sido pronunciada 
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a consecuencia de un ejercicio de una acción personal, no recayendo en 
rebeldía, con actual licitud en España, siendo firme y reuniendo la co-
rrespondiente ejecutoria los requisitos necesarios en la nación en que se 
ha dictado para ser considerada como auténtica y los que las leyes españolas 
requieren para que haga fe en España, se está en el caso de otorgar su 
cumplimiento, a cuyo efecto se comunicará este auto por certificación a 
la Audiencia Territorial de Madrid, para que ésta dé la orden correspon-
diente al Juzgado Decano de Madrid, a fin de que tenga efecto lo en ella 
mandado, empleando los medios de ejecución establecidos en la Sección 
primera del Título VI I I del Libro I I de la Ley de Enjuiciamiento Civil, 
y todo a tenor de lo normado en los artículos 951 y 958 de este Cuerpo 
legal adjetivo. 
(RJA, 1984, n.° 4331, pág. 3326). 
85 
NACIONALIDAD ESPAÑOLA.—Necesidad de tenerla al momento 
de nacer el derecho a pensión. 
Tribunal Supremo (Sala 5.a de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 26 DE SEPTIEMBRE DE 1984. Ponente: D. Angel Falcón García. 
La Sala de Pamplona dictó sentencia en 29 de octubre de 1982, desestimando 
el recuros interpuesto por D. Elias C. A., contra acuerdos del Ayuntamiento de 
Elgueta (Guipúzcoa) de 28 de julio de 1981, sobre reconocimiento de la pensión 
de jubilación por aplicación de amnistía. 
CONSIDERANDO: Que la cuestión que tiene que resolverse en esta 
sentencia, es si la pérdida de la nacionalidad española por el recurrente en 
10 de septiembre de 1940 a adquirir la mejicana por naturalización, y su 
recuperación el 22 de junio de 1979, sin venir a residir a España, y des-
pués de cumplidos los setenta años el 9 de febrero de 1978, fecha en la 
que podía hacer su derecho a pensión pasiva, produce la pérdida, o no 
adquisición del derecho a esta pensión, ya que el poder otorgado por el 
interesado, Don Elias C. A. en la Ciudad de Méjico en 10 de julio de 
1978, lo fue para tratar lo relativo a su jubilación y pensión que pudiese 
corresponderle en la Secretaría del Ayuntamiento de Elgueta; tanto el 
acuerdo municipal, como la sentencia apelada, entienden que para tener 
derecho a la pensión pasiva es precisa la condición de español, en el mo-
mento en que pueda nacer tal derecho, mientras el recurrente entiende que 
al haber recuperado posteriormente su nacionalidad española, puede perci-
bir la pensión pasiva que le corresponda al serle de aplicación la amnistía. 
CONSIDERANDO: Que es requisito esencial, como la sentencia y el 
acuerdo deciden que el interesado tenga la nacionalidad española, no en 
el momento en que se vaya a decidir su petición, sino cuando habría de 
producirse el nacimiento del derecho, según las disposiciones sobre jubila-
ción citadas por las resoluciones y sentencias; las alegaciones del recu-
rrente no se basan en un solo precepto legal que pueda amparar su pre-
tensión las disposiciones sobre adquisición y pérdida de la nacionalidad 
española, contenidas en los artículos 20 a 26 del Código Civil, en las dis-
tintas redacciones y modificaciones que han sufrido desde que se produjo 
la pérdida de la nacionalidad española por el recurrente y su recuperación, 
y aun la posterior de la Ley 51/1982 de 13 de julio, no permiten aceptar 
sus pretensiones; la recuperación de la nacionalidad española, de cuya 
pérdida por el interesado en 10 de septiembre de 1940 no j e suscita cues-
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tión, sólo puede producir y produce efectos, desde el momento en que se 
produce, que por lo que en el presente caso, los acuerdos y sentencias 
recurridos son conformes a derecho; la aplicación de la amnistía no es más 
que un medio para conseguir esa declaración de jubilación y pensión pa-
siva, y el recurrente alega que tiene por finalidad el olvido de cualquier 
legado discriminatorio del pasado en la plena convivencia entre los espa-
ñoles como dice en el preámbulo del Real Decreto-Ley 10/1976 de 30 de 
julio; y el recurrente ni era español cuando se otorgó la amnistía ni residía 
en España, por lo que no se da esa convivencia entre españoles, funda-
mento de la amnistía; y al no haber alegaciones fundadas que lleven a la 
conclusión de la adecuación a derecho de la pretensión del actor, y sí de 
la conformidad al ordenamiento jurídico de la resolución municipal y sen-
tencia apelada, ha de ser confirmada ésta, desestimando la apelación con-
tra ella interpuesta. 
CONSIDERANDO: Que no es de apreciar temeridad ni mala fe en la 
actuación procesal de las partes, lo que impide la condena en costas, de 
conformidad con el artículo 131 de la Ley de esta jurisdicción. 
{R]A, 1984, n.° 4515, pág. 3453). 
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EXTRANJEROS.—Denegación de validez de título profesional. 
Reciprocidad. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 27 DE SEPTIEMBRE DE 1984. Ponente: D. José Garralda Val-
cárcel. 
La Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional dictó sen-
tencia en 24 noviembre 1981, estimando el recurso interpuesto por don Claudio 
F. O. y declarando la no conformidad a derecho del acuerdo del M.° de Educa-
ción y Ciencia de 5 febrero 1919, sobre denegación de la validez profesional del 
título de Arquitecto obtenido por el recurrente en la Escuela Técnica Superior 
de Arquitectura de Madrid. 
CONSIDERANDO: Que en los autos pendientes ante la Sala en grado 
de apelación interpuesta por el representante de la Administración Ge-
neral del Estado, se impugna el acto expreso del Ministerio de Educación 
y Ciencia de 5 de febrero de 1979 y el presunto desestimatorio del recurso 
de reposición interpuesto contra el mismo y por los que se deniega al 
recurrente, súbito mejicano la concesión de validez profesional a su título 
de Arquitecto (Sección de Urbanismo) obtenido en la Escuela Técnica Su-
perior de Arquitectura de Madrid, que la habilite para el ejercicio en 
España de tal profesión, materia que se encuentra regulada de modo 
expreso en el artículo 6.° del Decreto 1.676/1969 de 24 de julio y en 
el artículo 11 de la Orden dictada por dicho Ministerio con fecha 25 de 
agosto del propio año, para desarrollo de aquél y es de destacar que en 
el primer texto citado se determina como norma a seguir en los supuestos 
como el que nos ocupa, el juego del principio de reciprocidad, en defecto 
de Tratado o Convenio Internacional suscrito por nuestro país, a diferen-
cia del criterio seguido por el artículo 1.° del Decreto en cuestión, para 
«convalidar» los estudios cursados y títulos obtenidos en Centros extran-
jeros por los equivalentes españoles, en el que en defecto de Tratados 
Internacionales o Convenios Culturales, se acudirá al principio de reci-
procidad y los cuadros generales de equivalencias establecidos por el Con-
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sejo Nacional de Educación y a falta de ellos se atenderá a los precedentes 
existentes. 
CONSIDERANDO: Que la lectura de la sentencia apelada pone de ma-
nifiesto que toma como criterio base de su argumentación el de «los 
precedentes existentes», que por lo dicho con anterioridad no es de los 
aplicables a la solución de los supuestos como el de autos, pues así resulta 
expresamente del segundo considerando, en el que después de la enume-
ración de los criterios sucesivos señalados en el repetido artículo 1." para 
terminar con «los precedentes existentes», se añade que «respecto de éstos 
resulta acreditado en el expediente...», es decir que se ha utilizado para 
juzgar sobre la viabilidad de la pretensión del recurrente, un criterio dis-
tinto del obligado de la reciprocidad establecido para estos eventos, ya que 
nadie ha invocado la existencia de Tratado o Convenio Internacional regu-
lador del problema. 
CONSIDERANDO: Que el artículo 11 de la Orden citada, donde se 
desarrolla lo previsto en el artículo 6° del Decreto en orden a los trámi-
tes a seguir, dispone que en la solicitud de concesión de validez profe-
sional, se indicará por el peticionario si en su país existe disposición 
alguna que permita a los ciudadanos españoles ejercer libremente la pro-
fesión de que son titulares para, en su caso, tener en cuenta el principio 
de reciprocidad, que deberá acreditarse oportunamente por el propio inte-
resado mediante la presentación de documento oficial o bien por informe 
de nuestra representación diplomática establecida en el país de que se 
trate, más lejos de esto, el solicitante se ha limitado a presentar en el 
expediente, certificados expedidos por el Colegio de Arquitectos de Méjico 
expresivos de que ejercen profesionales de esa rama españoles que ejercen 
su profesión y en los autos como prueba, certificación de su embajada 
en Madrid transcribiendo el art. 5." de la Constitución de aquel país, en 
el que después de proclamarse la libertad para dedicarse a cualquier 
actividad profesional, industrial, mercantil o laboral lícita, se establece, que 
«el ejercicio de esta libertad sólo podrá vedarse por determinación judicial, 
cuando se ataquen los derechos de tercero, o por resolución gubernativa 
dictada en los términos que marque la ley, cuando se ofendan los derechos 
de la sociedad», precepto que supone la mera declaración de principio 
propia de un texto de esa naturaleza, necesitada del desarrollo por normas 
de rango inferior a las que expresamente se remite y de los antecedentes 
aportados por el Ministerio de Educación y Ciencia al expediente, resulta 
que según el art. 15 de la Ley Reglamentaria del art. 5.° Constitucional, 
los extranjeros tienen prohibición expresa de ejercer su profesión en el 
Distrito Federal y las patentes de ejercicio exclusivamente se expiden en 
favor de los mismos, en los casos en que se agotan los procedimientos 
judiciales por la vía de amparo y se otorga la protección federal mediante 
sentencia ejecutoria, lo cual fuerza a concluir que ni se conocen las razones 
o motivos por los que están colegiados los dos Arquitectos que señala la 
certificación del Colegio de México, ni hay base con los datos del expe-
diente para deducir, que por la estimación de un recurso de amparo a 
favor de un Arquitecto español en circunstancias no bien conocidas, se 
haya declarado inconstitucional el precepto limitativo señalado y de consi-
guiente, que el solicitante no ha cumplido la exigencia que le incumbía 
según el art. 11 de la citada Orden, de acreditar la permisión del libro 
ejercicio de la profesión de un español en Méjico, mediante la cita de 
preceptos legales concretos que así lo establezcan con carácter general y 
que hubieran servido de base para que pudiera aplicarse al recurrente, el 
principio de reciprocidad. 
CONSIDERANDO: Que por todo lo expuesto los actos administrati-
vos impugnados, resultan ajustados a derecho y en su virtud procede esti-
mar el recurso de apelación, revocar la sentencia apelada y desestimar el 
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recurso contencioso-administrativo promovido por el recurrente, sin que a 
efectos de costas sea de apreciar la concurrencia de circunstancias determi-
nantes de su imposición en ninguna de las dos instancias. 
(RJA., 1984, n.° 5566,, pág. 4.336). 
87 
CRUZ ROJA.—Contrato de obra o servicio determinado. Conve-
nio de Asistencia Sanitaria Española-Guinea Ecuatorial de 26 de 
junio de 1981. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): SENTENCIA DE 8 DE 
OCTUBRE DE 1984. Ponente: D. Luis S. Jiménez Asenjo. 
Si T-, S. estima el recurso de casación por infracción de ley interpuesto por 
Cruz Roja Española contra la sentencia de ta Mag. Trab., que casa y anula, 
dictando otra que desestima la demanda promovida por Lisardo C. V. y otros 
contra la recurrente y otro, sobre despido. 
CONSIDERANDO que los dos primeros motivos formulados por el 
representante legal de la Cruz Roja Española, se amparan en el art. 167.5 
de la Ley Procesal Laboral, y pretende corregir el Resultando de hechos 
probados de la sentencia recurrida, en el sentido de hacer constar que la 
relación jurídico-laboral de los actores estaba establecida con el Estado 
Español (Ministerio de Asuntos Exteriores), y con la Cruz Roja, y que 
ésta contrató a los demandantes en nombre y por cuenta del Estado Es-
pañol, estando éstos bajo las órdenes y dependencia de ambos y recibiendo 
sus retribuciones a través de Cruz Roja, pero del presupuesto del Estado; 
motivos que no pueden prosperar porque de los documentos que, por la 
recurrente, se señalan como demostrativos de sus afirmaciones no se des-
prenden tales hechos, sino que se pactó entre España y Guinea Ecuatorial 
un Convenio de Cooperación y un tratado de amistad y Cooperación, los 
que dieron lugar a diversos Protocolos y Acuerdos entre ambos Estados, 
entre ellos se encuentra el de Asistencia Sanitaria de 26 de junio de 1981, 
para cuya ejecución el Ministerio de Asuntos Exteriores estableció un 
acuerdo con la Cruz Roja, por virtud del cual ésta se encargó de la reali-
zación material de parte de esta asistencia mediante la percepción de una 
subvención de trescientos millones pero con entera libertad e indepen-
dencia en cuanto a la contratación de personal y siendo de su cuenta a 
pago del mismo, aunque a justificar el gasto de los mencionados trescien-
tos millones. 
CONSIDERANDO que los motivos tercero y cuarto articulados con el 
mismo amparo procesal de los anteriores, interesan una nueva redacción 
del particular del resultando de hechos probados de la sentencia recurrida 
que hacen referencia a las cartas que Cruz Roja envió a los actores comu-
nicándoles la extinción de los contratos, consistentes en que se declare 
que se comunicó a los demandantes la finalización de las prestaciones sani-
tarias en Guinea Ecuatorial con efectos desde el día 30 de junio de 1983, 
por haber sido denunciados por el Ministerio de Asuntos Exteriores los 
Acuerdos de Cooperación entre el Estado Español y la Cruz Roja (Asam-
blea Suprema) para el cumplimiento del programa internacional de Coo-
peración y Ayuda Técnica a Guinea Ecuatorial, y que en dichas cartas se 
les hacía saber que a partir de la fecha que las mismas dicen el Ministerio 
de Asuntos Exteriores se hacía cargo de la ejecución de la cooperación 
necesaria; motivos que tampoco pueden estimarse porque dando por repro-
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dücidas esas cartas el resultando de hechos probados, con expresa mención 
de encontrarse unidas a los suyos, es innecesario que se detalle parte de 
su contenido. 
CONSIDERANDO que el quinto motivo amparado en el art. 167.1 
de la Ley Procesal Laboral denuncia que la sentencia recurrida infringe por 
violación el art. 1, números 1 y 2 del Estatuto de los Trabajadores, al 
haber deducido el Magistrado de Trabajo de los hechos probados que la 
relación laboral de los actores era exclusivamente con la Cruz Roja Espa-
ñola (Asamblea Suprema) y no solidariamente con la Administración Civil 
del Estado (Ministerio de Asuntos Exteriores); motivo que debe ser de-
sestimado ya que en virtud del Convenio suscrito el día 26 de junio 
de 1981 entre el Ministerio de Asuntos Exteriores y la Cruz Roja, dicho 
Ministerio se comprometió a poner a disposición de la Cruz Roja los fondos 
necesarios para la ejecución y desarrollo del programa de Cooperación 
en materia de Sanidad, comprometiéndose Cruz Roja á la ejecución de 
dicho programa, lo que implicaba la contratación de personal necesario, y 
al efecto suscribió con los demandantes los oportunos contratos de trabajo 
para la realización de los trabajos concertados en Guinea Ecuatorial, en 
cuya cláusula sexta se dice: «que el salario, los impuestos y la Seguridad 
Social es a cargo dé la Cruz Roja», en Ta séptima, «la resolución del con-
trato por parte del trabajador ha de ser comunicada a Cruz Roja», de las 
que se deduce que el único empresario de los actores fue la Cruz Roja 
Española, de ahí que no haya incidido la sentencia de instancia en la 
infracción denunciada al no estimar al Estado (Ministerio de Asuntos Ex-
teriores)- como empresario solidario con la Cruz Roja. 
CONSIDERANDO que el motivo sexto amparado en el art. 167.1 de 
la Ley Procesal Laboral, alega que la sentencia de instancia interpreta 
erróneamente tanto el art. 15.1.a) de la Ley de Relaciones Laborales, 
vigente en el momento de la contratación de los. demandantes, como del 
art. í del Real Decreto 2.303/80 de 17 de octubre, sobre aplicación del 
Estatuto de los Trabajadores en materia de contratación temporal, vigente 
en el momento de la resolución de los contratos, por entender que la sen-
tencia recurrida considera que los contratos deben reputarse por tiempo 
indefinido, entre otras causas, porque no dependían de ninguna transito-
riedad, sino que cubría una necesidad permanente de la empresa; motivo 
<jue,no. debe .prosperar pues los servicios para los que. fueron contratados 
los actores por la Cruz Roja Española, según se dice en su cláusula pri-
mera, consistieron en la prestación de servicios sanitarios asistenciales en 
Guinea Ecuatorial, en orden a la ejecución dé los Convenios de Coope-
ración establecidos entre dicha nación y el Estado Español, es decir, para 
la realización de una obra o servicio determinado, no pudiendo por tanto 
ser calificados como de indefinidos. 
CONSIDERANDO que el motivo séptimo articulado con idéntico am-
paro procesal del anterior, denuncia que la sentencia recurrida infringe 
por violación el artículo 49.3 del Estatuto de los Trabajadores, en relación 
coa el artículo 1,2 del Real Decreto 2,303/80, de 17 de octubre; motivo 
que, de acuerdo con el razonado informe Fiscal, es procedente ya que ha-
biéndose celebrado los contratos, como en ellos se dice: «para la realización 
de una obra o servicio concreto en Guinea Ecuatorial», consistente en 
«prestar servicios asistenciales en dicha Nación para desarrollar el Pro-
grama de Cooperación Técnica establecido entre Guinea y España», es 
evidente que se trata de un servicio concreto de carácter temporal, que 
está supeditado a la vida del Acuerdo que, a tal fin, se ha establecido 
entre el Ministerio de Asuntos Exteriores y la Cruz Roja Española; y por 
ello denunciado dicho Acuerdo por el Ministerio de Asuntos Exteriores, 
es incuestionable el; cese de la Cruz Roja en ese concreto servicio, y por 
tanto Ta extinción de los contratos o suscritos para el desarrollo del mismo, 
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del que traen su causa, como en los mismos se expresa; por lo que la 
sentencia que se censura incidió en las infracciones denunciadas en el mo-
tivo, ya que al finalizar para la Cruz Roja la prestación del servicio enco-
mendado por el Estado, finalizaba también para el personal contratado, 
extinguiéndose los contratos a tenor de lo establecido en el art. 49.3 del 
Estatuto de los Trabajadores. 
CONSIDERANDO que los motivos formulados en octavo y noveno 
lugar con base en el artículo 167.1 de la Ley Procesal Laboral, que denun-
cian aplicación indebida del artículo 6.3 del Código Civil y del artículo 55, 
números 3 y 4 del Estatuto de los Trabajadores, merecen ser estimados 
favorablemente y ello como consecuencia necesaria del éxito del anterior 
pues no habiendo sido despedidos los demandantes sino extinguidos sus 
contratos por finalización de la obra o servicio para el que fueron con-
tratados, es evidente que no son de aplicación los preceptos citados al estar 
referidos a la declaración de nulidad del despido. 
CONSIDERANDO que los cuatro motivos formalizados por el repre-
sentante legal de los demandantes con amparo en el artículo 167.1 de la 
Ley Procesal Laboral, postulan que la declaración contenida én el ordinal 
segundo del relato fáctico de estar incluida en el salario que se dice el 
importe de la parte proporcional de las pagas extras se modifique decla-
rando de las pagas extraordinarias, modificación inoperante desde el mo-
mento que ha sido estimado el recurso de la Cruz Roja Española. 
(RJA, 1984, n.° 5249, pág. 4.112). 
88 
EJECUCIÓN DE SENTENCIAS EXTRANJERAS EN ESPAÑA.—Convenio 
hispano-f ranees de 28 de mayo de 1968. 
Tribunal Supremo (Sala 1.a de lo Civil): AUTO DE 13 DE OCTU-
BRE DE 1984. Ponente: D. Jaime Santos Briz. 
Ante el Tribunal Supremo se presentó escrito de ejecución en España de la 
. sentencia dictada el 22 de febrero de ¡980 por Cour D'Apel de Versailles que 
acordó un derecho a instar, a favor del solicitante, a su hijo Yves R., pero con-
dicionando la obtención de ese derecho al exequatur en España de la sentencia. 
CONSIDERANDO: Que en las presentes actuaciones, D. Rafael J. 
R. S., en el cuerpo de su escrito, solicita la concesión del exequatur de la 
sentencia dictada por la Cour D'Apel de Versailles con fecha veintidós 
de febrero de 1980 que acordó un derecho de instar, a favor del solici-
tante, a su hijo Yves R., pero condicionando la obtención de ese derecho 
al exequatur en España de tal sentencia; con anterioridad se había decre-
tado el divorcio de su esposa; pero no solicitado dicho exequatur su 
esposa la Sra. F. pidió y obtuvo sentencia de veintiocho de junio de 1983, 
dictada por el Tribunal de Gran Instancia de Perpinan, por el que se 
suprime el derecho de visita que la anterior sentencia de veintidós de fe-
brero de 1980 había concedido. 
CONSIDERANDO: Que con los expuestos antecedentes el solicitante 
suplica ante esta Sala «se dicte la oportuna resolución por la que se 
declare el derecho de su representado a tener visitas y compañía de su 
hijo menor de edad Yves R., ordenándose asimismo la rectificación en las 
sentencias que acompañamos en este escrito en cuanto a dicho derecho de 
visitas»; petición a la que no es posible acceder en estas diligencias en 
virtud de las siguientes razones: a) la norma sobre sentencias extranjeras 
456 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
que contiene la Ley de Enjuiciamiento Civil (arts. 951 y 958) se refiere 
a la fuerza que tendrán en España las ejecutorias extranjeras, es decir, 
sentencias firmes pronunciadas en países extranjeros, pero no incluye la 
petición a esta Sala de declaraciones de otra clase, como son las solicitadas 
en el escrito inicial; b) el Convenio sobre ejecución y reconocimiento de 
decisiones judiciales, entre España y Francia de veintiocho de mayo de 
1969, veda en su artículo sexto al tribunal requerido proceder a ninguna 
norma de fondo de la resolución dictada en el tratado de origen, norma 
que se presupondría en el caso de entrar a examinar la procedencia del 
derecho de visita discutido, que fue concedido primeramente y después 
denegado por los Tribunales franceses; conclusión que corrobora el artícu-
lo diez del mismo Convenio al facultar a los Tribunales de cada parte con-
tratante a inadmitir una petición o demanda fundada entre las mismas 
partes cuando existe otra denuncia idéntica ante un Tribunal del otro Es-
tado, como ocurre en el presente caso, en que el propio solicitante afirma 
que ha recurrido, la sentencia de veintiocho de junio de 1983 en Francia, 
recurso que no consta se haya resuelto. 
CONSIDERANDO: Que en consecuencia la competencia atribuida a esta 
Sala se concreta a decidir si procede o no la ejecución de sentencias dicta-
das por tribunales extranjeros, y examinar al respecto si se cumplen los 
requisitos formales exigidos por la ley, pero sin que esa función faculte 
para hacer declaraciones como las solicitadas en estas actuaciones. 
(RJA., 1984, n.° 4778, pág. 3.719). 
89 
EJECUCIÓN DE SENTENCIAS EXTRANJERAS.—Traducción de docu-
mentos acompañados a comisiones rogatorias. Convenio entre 
España y Suiza de 19 de noviembre de 1896 sobre ejecución de 
sentencias. Convenio de La Haya sobre Procedimiento Civil. 
Tribunal Constitucional (Sala 2.a): SENTENCIA DE 24 DE OCTU-
BRE DE 1984. Recurso de amparo 142/1984. Ponente: D. Francisco 
Pera Verdaguer. 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo 142/1984, promovido por don Roland Pierre 
Cramer, representado por el Procurador don Argimiro Vázquez Guillen, 
bajo la dirección del Abogado don Francisco Ramos Méndez, respecto 
del auto dictado por el Juzgado de Primera Instancia número 3 de Barce-
lona en 6 de febrero de 1984, que declaró no haber lugar a reconocer la 
sentencia dictada por el Tribunal Civil del Cantón de Basilea-ciudad 
(Suiza) el día 24 de junio de 1980, habiendo sido parte demandada don 
Leopoldo Rodes Castañé, representado por el Procurador don Eduardo 
Muñoz Cuéllar, bajo la dirección del Abogado don Jorge Bergos, e inter-
venido el Ministerio Fiscal. Ha sido ponente el Magistrado don Francisco 
Pera Verdaguer, quien expresa el parecer de la Sala. 
I. ANTECEDENTES 
Primero.—En 1 de marzo pasado se presentó en el Juzgado de Guardia 
de esta capital demanda de amparo por don Roland Pierre Cramer contra 
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auto del Juzgado de Primera Instancia número 3 de Barcelona de 6 de 
febrero de 1984 que, a efectos de cumplimiento y ejecución, denegó reco-
nocimiento de sentencia dictada por el Tribunal Civil del Cantón de Ba-
silea-ciudad (Suiza) de 24 de junio de 1980. El demandante expone que 
promovió la referida solicitud de reconocimiento y ejecución de sentencia 
contra don Leopoldo Rodes Castafié, cuya tramitación correspondió al Juz-
gado de Primera Instancia número 3 de Barcelona. Comparecido el señor 
Rodes en el procedimiento, se opuso al «exequátur», fundándose, entre 
otros argumentos, en defectos en las citaciones del proceso principal, ya 
que los documentos que acompañaban a las actas que le fueron comuni-
cados estaban redactados en alemán, sin acompañarse la traducción fran-
cesa debidamente certificada, infringiéndose así los requisitos establecidos 
en el Convenio de La Haya sobre Procedimiento Civil, ratificado por 
España por Instrumento de 28 de junio de 1961, en relación con el 
artículo 6 del Convenio de 19 de noviembre de 1896 entre España y 
Suiza sobre ejecución de sentencias. 
El Juzgado, analizando las exigencias de «la citación debida» del de-
mandado, dictó el auto de 6 de febrero de 1984 denegando la concesión 
del «exequátur». 
En la demanda se mantiene que la resolución judicial exacerba la 
garantía del principio de audiencia, vulnerando los preceptos positivos que 
lo regulan, y con ello produce la violación del derecho del recurrente a 
obtener la tutela judicial efectiva. A tal efecto analiza el régimen de los 
actos de auxilio judicial internacional con Suiza, señalando que el Tratado 
bilateral sobre ejecución de sentencias en materia civil y comercial de 
19 de noviembre de 1896, ratificado por instrumento de 6 de julio de 7898 
(«Gaceta de Madrid» de 9 de julio de 1898), ha sido sustituido por el 
Convenio de La Haya de 1 de marzo de 1954. Conforme a esta norma-
tiva rige en primer lugar la llamada notificación sencilla, suficiente para 
cumplir el principio de audiencia de parte contraria que no exige que los 
documentos qué acompañen al acto de, auxilio judicial internacional vayan 
redactados en el idioma del estado requerido siempre que el destinatario 
acepte voluntariamente dicha comunicación o dichos documentos, como 
ocurrió en el presente caso. Sólo cuando los rehusa se ha de acudir a la 
notificación formal en el modo previsto en la legislación del foro (arts. 2 
y 3 del Convenio). 
El Derecho positivo español —expone el demandante— no exige la 
traducción de los documentos acompañados á las comisiones rogatorias. 
Cita la Real Orden de 14 de marzo de 1911, dictada para aclarar los tér-
minos de los artículos 2 al 4 del Convenio de La Haya de 17 de julio 
de 1905, antecedente del Convenio de 1 de marzo de 1954, según el cual 
«cuando se trate de notificaciones de actos judiciales o extrajudiciales, si 
el documento que se ha de entregar al destinatario no está redactado en 
castellano ni el idioma convenido por el Gobierno Español con el del país 
de la Autoridad requirente, ni le acompaña una traducción en uno de 
estos dos idiomas, se limiten las Autoridades Judiéiales españolas a remitir 
el documento al destinatario que lo acepte voluntariamente, pero sin obli-
garle a recibirlo si se niega a ello, en cuyo caso deberán devolver dicho 
documento a la Autoridad requirente, haciendo constar que el destinatario 
no lo ha querido aceptar voluntariamente». 
Se cumplieron, a su juicio, los requisitos previstos en los artículos 267, 
272 y 274 de la Ley de Enjuiciamiento Civil para las cédulas de notifica-
ción, citación y emplazamiento, no pudiéndose decir que los documentos 
anexos formen parte de las mismas, yá que el acto de comunicación en 
relación con un proceso extranjero pretende dar noticia de la pendencia 
del mismo. En el mismo sentido invoca el proyecto de modificación ur-
gente de la LEC, en su artículo 300, que no reconoce al emplazado ex-
tranjero la traducción a su idioma de las copias de las demandas y las 
de los documentos que serán redactados en castellano, a no ser que los 
tratados establezcan que los documentos han de ser traducción al idioma 
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del Estado requerido. La suficiencia de la notificación sencilla prevista en 
el artículo 2 del Convenio de La Haya de 1 de marzo de 1954, efectuada 
sin protesta alguna, ha sido aceptada por el Tribunal Supremo Alemán 
en Sentencia de 12 de febrero de 1969 (I 2 R 30/1963) —Neue Juristi-
che Wochenschrift, 1969, pág. 980—, señalando que es infundada la ulte-
rior indefensión alegada en vía casacional. Por último pone de relieve 
que el derecho del acusado a ser informado en una lengua que com-
prenda, recogido en el artículo 6.3.a) del Convenio de Roma de 4 de 
noviembre de 1950, no es aplicable al proceso civil, según ha señalado el 
Tribunal Europeo de Derechos Humanos en múltiples ocasiones: Decisio-
nes de 8 de marzo de 1962, 18 de diciembre de 1963, 4 de febrero 
de 1969. 
La demanda señala como vulnerados los artículos 24.1 y 10.2 de la 
CE, suplicando finalmente que se dicte sentencia que declare que la falta 
de traducción de documentos redactados en idioma extranjero acompa-
ñados a una comisión rogatoria internacional y recibidos voluntariamente 
por el destinatario sin protesta alguna por su parte y sin rehusarlos, de 
conformidad con las previsiones del artículo 2 del Convenio de La Haya 
de 1 de marzo de 1954, no constituye infracción del principio de audiencia 
consagrado en el artículo 24.1 de la CE ni produce indefensión; asimismo 
pide que declaremos la nulidad del auto de 6 de febrero de 1984 del 
Juzgado de Primera Instancia de Barcelona, en la medida en que su 
parte dispositiva se funda exclusivamente eii una doctrina contraria a la 
declaración interesada en primer lugar y ordenemos la devolución de las 
actuaciones al Juzgado de Primera Instancia número 3 de Barcelona para 
que dicte la resolución que proceda, de acuerdo con la doctrina intere-
sada. En la ropia demanda se hace reserva del derecho de recurso indivi-
dual a la Comisión Europea de Derechos Humanos prevista en el Con-
venio de Roma de 4 de noviembre de 1950. 
La parte demandante reitera sustancialmente, los fundamentos expuestos 
en su demanda, destacando la vulneración del artículo 24,1 de la Cons-
titución. 
El Ministerio Fiscal ha interesado que declaremos el derecho del re-
currente á que se acuerde el «exequátur» por el Jugado, a cuya conclusión 
llega tras analizar la citación del demandado en el pleito seguido de Ba-
silea, y la cuestión de si el requisito del idioma en que se redacte la cita-
ción se extiende a la documentación acompañada a la misma, como, con 
sentido finalista, ha entendido el Juzgado español. El Ministerio Fiscal 
incluye en la dinámica normativa el principio de buena fe que debe presi-
dir toda relación jurídica y social, a cuya luz, si es pensable que el desti-
natario de la citación desconoce el idioma alemán, en Suiza, lo es muy 
difícilmente el que no deba asumir diligencia alguna para conocer el con-
tenido de los documentos alemanes que acoplaban a una citación redactada 
en un idioma que sí conocía. 
La parte demandada expone que la, única indefensión que pueda darse 
en torno al objeto del pleito sería la derivada de la declaración de nulidad 
del auto impugnado, pues fue precisamente el demandado quien se vio 
sometido a indefensión en el proceso civil suizo. 
I I . "FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
Primero.—Según resulta de los datos fácticos reflejados en los «An-
tecedentes» de esta resolución, y expresado resumidamente, se suscita como 
cuestión de este recurso si el derecho a tutela judicial efectiva del deman-
dante de amparo, establecido en el artículo 24 de la CE, resulta vulne-
rado por el auto del Juzgado de Primera Instancia número 3 de los de 
Barcelona, de 6 de febrero de 1984, al denegar la concesión de «exequátur» 
a la sentencia sobre reclamación de cantidad dictada a favor de aquél por 
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el Tribunal Civil del Cantón de Basilea-ciudad (Suiza) el 24 de junio de 
1980, entendiendo el Juzgado que en el proceso seguido ante el Tribunal ex-
tranjero no se produjo la «citación debida» del demandado. 
Ha de resaltarse que, en esencia, el recurso de amparo se formula en 
base a un disentimiento respecto a la aplicación que el Juez de los artícu-
los 6.2 y 8.2 del tratado con Suiza de 19 de noviembre de 1896, exclu-
yeme, el primero, de la ejecución de sentencias en tres supuestos, uno de 
los cuales hace referencia a que las partes no hayan sido debidamente 
citadas, y el segundo, a la exigencia de que las citaciones, notificaciones, 
requerimientos y demás actos de comunicación vayan acompañados de tra-
ducción certificada, si estuvieran redactadas en idioma distinto del propio 
del destinatario del acto. 
Segundo.—Conviene apuntar ya en este momento que este Tribunal, 
en una pluralidad de decisiones mediante las cuales se ponía término a 
recursos en los que se invocaba vulneración del artículo 24 de la CE, 
concretamente en lo que respecta a la obtención de una tutela judicial efec-
tiva, tiene declarado que tal derecho comprende el de obtener una resolu-
ción fundada en derecho, resolución que habrá de ser de fondo, sea o no 
favorable a las pretensiones formuladas, si concurren todos los requisi-
tos procesales para ello, y que también podrá ser de inadmisión o de 
desestimación por algún motivo formal, cuando concurra alguna causa de 
inadmisibilidad y así lo acuerde el Tribunal o Juez en aplicación razo-
nada de la misma. 
Tercero.—Ya más en concreto, esta misma Sala ha tenido oportunidad 
de pronunciarse en esta propia vía de amparo constitucional respecto de 
decisiones proferidas por órganos de Ja Jurisdicción ordinaria, denegatorias 
del reconocimiento de sentencias dictadas por Tribunales extraños, a efec-
tos de su ejecución en España, pretensiones de reconocimiento rechazadas 
—parejamente a lo que sucede en el caso actual— por entender que no 
concurrían todos los requisitos O presupuestos que en cada caso deman-
daba la normativa aplicable, y así en el auto de 8 de febrero del año 
actual (recurso número 741/1983) se puso de relieve que la parte solici-
tante del amparo no hacía otra cosa que insistir en alguno de los variados 
argumentos o motivos aducidos por la misma ante el Tribunal español 
—el principio de reciporcidad negativa—, resuelto por dicho Tribunal, 
realizando una interpretación de la legalidad ordinaria, a lo que el TC de-
bía permanecer ajeno, tesis que sin duda puede reputarse coincidente con 
la expuesta, aunque a la sazón minoritariamente, en 12 de noviembre de 
1982 (sentencia número 66/1982, en recurso número 131/1982), según la 
cual, aun reconociendo que no hay dificultad especial para entender que 
el artículo 24, al hablar de una tutela efectiva, otorga el derecho a que 
las sentencias dictadas sean cumplidas y, por consiguiente, que constituye 
violación de tal artículo la total omisión del cumplimiento de una senten-
cia judicial firme, y es posible identificar ejecución de una sentencia en 
términos generales, incluso con dotación de eficacia en el orden civil a los 
fallos de los Tribunales Canónicos, sin embargo, no hay que olvidar que 
para proceder a la ejecución de una sentencia puede ser preciso cumplir 
una serie de requisitos estatuidos por el Derecho positivo. Y —se añadió— 
la homologación del cumplimiento de tales requisitos y la interpretación 
de las normas que los establecen son cuestiones de legalidad ordinaria y 
función jurisdiccional estricta, en la cual este Tribunal no puede, ni debe 
entrar, porque no es misión suya, en la preservación del artículo 24 va-
lorar la secuencia del proceso interpretativo y de aplicación del derecho 
que hayan realizado los Jueces «a quo», ya que si esas operaciones han 
sido erróneas se producirá una infracción de la legalidad ordinaria, pero 
en modo alguno una violación de la Constitución. 
Cuarto.—En el caso actual acaece que el Juez español del orden civil 
razona con meticulosidad la decisión de adoptar, denegatoria de la eje-
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
cución de la sentencia dictada por el Tribunal extranjero, estudiando con 
detalle las vicisitudes procesales producidas en los trámites ante dicho Tri-
bunal, así como el contenido de los Tratados y Convenios internacionales 
aplicables al supuesto que se le ofrece, discurriendo con notaría amplitud 
sobre todo ello, parando especial atención en lo que afecta a si medió o 
no la «citación debida» del demandado, punto en el que se localiza la con-
troversia entre las partes, en particular el requisito referente a la traduc-
ción (artículos 6.2 y 8.3 ya citados), traducción a lo menos en idioma fran-
cés, si los documentos están redactados en cualquier otro idioma, sobre 
todo lo cual, e incluso acerca del espíritu y finalidad de las normas, razona 
el juzgador español, el cual concluye en el sentido de que los documentos 
notificados y entregados al demandado estaban redactados en idioma ale-
mán, y que de tal modo la autoridad judicial suiza no dio cumplimiento 
a lo dispuesto en el Tratado, omitiendo la traducción al español, o a lo 
menos al francés, lo que es tanto como vedar se preste aquí cumplimiento 
al fallo del Tribunal extranjero. Importa además poner de relieve que las 
normas de los Tratados internacionales invocadas no han sido cuestionadas 
en cuanto a su compatibilidad con la Constitución Española. 
Quinto.—Si la homologación del cumplimiento de los requisitos esta-
tuidos por el derecho positivo para proceder a la ejecución de una sen-
tencia —y por supuesto igualmente si lo es emanada de un Tribunal ex-
tranjero— y la interpretación de las normas que lo establecen es una 
cuestión de legalidad ordinaria y una función jurisdiccional estricta, como 
quedó ya apuntado, y en todo ello no puede ni debe entrar el Tribunal 
Constitucional (artículo 117,3 de la CE y 54 de la LOTC), la decisión de 
éste no puede ser otra, cuando se suscita un recurso de amparo con cita 
y base en el artículo 24 de la CE, que su denegación. Es inoperante la 
cita del artículo 10.2 de la CE que también realiza el recurrente, no ya 
porque al amparo constitucional esté circunscrito a otros supuestos [artícu-
los 53.2 y 161.1 b) de la CE y 41 de la LOTC], sino en atención a cuan-
to queda razonado precedentemente en orden al adecuado planteamiento y 
ámbito de la cuestión a dilucidar. 
F A L L O 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la 
autoridad que la confiere la Constitución de la nación española, 
Ha decidido: 
Denegar el amparo solicitado por don Roland Pierre Cramer. 
{B]C, 1984-43, noviembre). 
9 0 
DERECHO A JUEZ ORDINARIO.—Art. 10.2 de la Constitución. Art. 
6.1 de la Convención Europea de Derechos del Hombre. Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos de las N.U. 
Tribunal Constitucional (Sala 2.a): SENTENCIA DE 8 DE NOVIEM-
BRE DE 1984. Recurso de amparo 7 6 9 / 1 9 8 3 . Ponente: D. Francisco 
Tomás y Valiente. 
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SENTENCIA 
En el recurso de amparo número 769/1983, interpuesto por la Pro-
curadora de los Tribunales doña Esther Rodríguez Pérez, asistida por el 
Letrado don José María Ruiz Zoroa, en nombre y representación de doña 
María Rosario Rentería Larrinaga, don Santiago Quintana Cantera, don 
Juan Ramón Azcue Manterola, don José Javier Uribarri Gutiérrez y don 
Félix Alvarez Ortega, contra Resolución de la Sala de Gobierno del Tri-
bunal Supremo nombrado Juez especial para la quiebra de «Naviera Az-
nar, S. A.». Ha sido parte en el asunto como codemandado el Procurador 
don José Luis Ortiz-Cañavate en nombre y representación de don Juan 
Perona Perona, don Manuel Gómez Martín, don Emilio Alba Guerrero, 
don Antonio Martín Valiente, doña Sabina Alvarez Sáez, don Antonio 
Gregorio Alvarez Salmerón y doña María Josefa Alba Igea. 
Ha sido parte el Ministerio Fiscal y ha sido ponente el Magistrado 
don Francisco Tomás y Valiente, quien expresa el parecer de la Sala. 
I. ANTECEDENTES 
Primero.—Doña Rosario Rentería Larrinaga, don Santiago Quintana 
Cantera, don Juan Ramón Azcue Manterola, don José Javier Uribarri 
Gutiérrez y don Félix Alvarez Ortega, debidamente representados y diri-
gidos, interpusieron el 17 de noviembre de 1983 recurso de amparo con-
tra la Resolución de la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo de 28 
de julio de 1983 nombrando un Juez especial para la tramitación de la 
quiebra de la entidad mercantil «Naviera Aznar, Sociedad Anónima», así 
como contra la Resolución de la misma Sala de 14 de octubre de 1983, por 
la que acordó desestimar el recurso de reposición interpuesto por ellos 
mismos contra la primera resolución. 
Del escrito de demanda y de la documentación inicial o posteriormente 
aportada se infieren los siguientes hechos: 
Los demandantes solicitaron en interés de los trabajadores de la citada 
Sociedad, la quiebra necesaria de la misma, y el Juzgado competente, el 
número 1 de los de Primera Instancia de Bilbao, declaró la quiebra nece-
saria de «Naviera Aznar, S. A.», por auto de 7 de enero de 1983, ratifi-
cado después al resolver el incidente de oposición interpuesto por la 
Sociedad quebrada por sentencia de 28 de mayo de 1983, que fue apelada 
por la Sociedad ante la Audiencia Territorial de Bilbao, situación en la 
que se encontraba al presentarse este recurso de amparo. 
Así las cosas, la Sala de Gobierno del Tribunal Supremo acordó el nom-
bramiento de Juez especial para dicha quiebra, nombramiento que recayó 
en el titular del Juzgado de Primera Instancia número 17 de los de Ma-
drid, todo ello por acuerdo de 28 de julio de 1983. Aunque el acuerdo 
no íes fue notificado, siempre según ellos, los recurrentes interpusieron 
contra él, una vez lo conocieron por vía particular, recurso de reposición 
fundado principalmente en que dicho acuerdo se había tomado a instancia 
de algunos acreedores interesados, y no a iniciativa de la Sala, como dispone 
el artículo 1." del Decreto-ley de 17 de julio de 1947, y en que, al actuar 
así, la Sala había decidido violando el principio de contradicción y el de 
audiencia a los interesados, puesto que oyó a unos, pero no a los recurren-
tes; como tercer fundamento de su recurso alegaban la violación de su 
derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley, contenido en el 
artículo 24.1 de la Constitución; finalmente entendían que el acuerdo vio-
laba el artículo 620 de la LOPJ por no manifestar el fundamento de la 
decisión. 
Por Resolución de 14 de octubre de 1983, la Sala de Gobierno del 
Tribunal Supremo acordó desestimar el anterior recurso rechazando uno 
por uno sus fundamentos. Razona la Sala que a «la mera circunstancia» 
de que unos acreedores solicitaran el nombramiento del Juez especial y otros 
se adhirieran a tal solicitud «no puede dársele otro alcance que el de 
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excitar el celo» de la misma Sala, que no actuó «a virtud de parte, sin 
facultades para ello y sin otro elemento de juicio que el de sus propias 
alegaciones», sino que recabó informes al respecto del Ministerio Fiscal 
y de las Audiencias Territoriales de Bilbao y Madrid, todos ellos, por 
cierto, favorables al nombramiento del Juez especial civil. Tampoco puede 
entenderse violado el principio de contradicción ni el de audiencia, por-
que ni los solicitantes del nombramiento ni quienes, después, se opusieron 
a él son técnicamente partes. Tampoco, según la Sala, violó su primera 
Resolución el artículo 24 de la Constitución, pues, dice la Sala de Gobier-
no del Tribunal Supremo, de su lectura «se deduce sin género de duda 
alguna que cuando habla del derecho al Juez ordinario predeterminado por 
la Ley y lo demás consecuente, se está refiriendo clara y específicamente 
al Juez de orden penal y procedimiento de dicho orden», de donde deduce 
la Sala que «no puede hablarse de Juez predeterminado» en el Orden Civil 
ni se vulnera la Constitución con el nombramiento autorizado por el De-
creto-ley de 17 de julio de 1947, «pues de otro modo su inconstituciona-
lidad hubiese sido tenida en cuenta por esta Sala de Gobierno». Por úl-
timo, entiende que «las especiales circunstancias que concurren en la quie-
bra de «Naviera Aznar, S. A.», y lo contenido en los informes del Minis-
terio Fiscal y de las Audiencias de Bilbao y de Madrid fueron los funda-
mentos de su primer acuerdo del que «no cabe en consecuencia decir que 
es infundado». 
En su demandada de amparo los recurrentes piden la declaración de 
nulidad de los dos citados acuerdos de la Sala de Gobierno del Tribunal 
Supremo por violación del artículo 24.2 de la Constitución en su inciso 
«todos tienen derecho al Juez ordinario predeterminado por la Ley», y 
además, porque tal violación se ha cometido mediante resolución dictada 
a instancia de una parte, pero sin audiencia de la otra, y sin que en aque-
lla resolución «se haya fundamentado mínimamente la decisión adoptada». 
I I . FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
Primero.—Son distintas entre sí las cuestiones que la parte deman-
dante ha suscitado ante este Tribunal. Conviene separarlas en el momento 
lógico del planteamiento y, después, en su tratamiento y solución. La 
primera cuestión, calificada como básica por la parte actora, es si el de-
recho al Juez ordinario predeterminado por la Ley tiene o no aplicación 
en el orden civil. La segunda es la posible derogación, por la fuerza con-
junta del artículo 24.2 CE y su disposición derogatoria tercera, del De-
creto-ley de 17 de julio de 1947, al margen de la posible derogación de 
algún inicio aislado de su artículo 1." En tercer lugar los recurrentes, aun 
aceptando como hipótesis la vigencia actual del artículo 1." del citado 
Decreto-ley, consideran vulnerado no sólo el mencionado derecho funda-
mental del 24.2 CE, sino también alguna otra garantía procesal del 24.1 
como consecuencia del procedimiento seguido por la Sala de Gobierno del 
Tribunal Supremo para el nombramiento de Juez especial en este caso. 
Segundo.—Como consta en el antecedente segundo, la Sala de Gobier-
no del Tribunal Supremo entiende que el derecho fundamental al Juez or-
dinario predeterminado por la Ley no se refiere al proceso civil. Tal afir-
mación no puede admitirse. Este Tribunal ha dicho (STC 62/1982, de 15 
de octubre, Sala 1.*, JC, IV 287) que «dado el valor central que tienen 
los derechos fundamentales en nuestro sistema jurídico, toda restricción 
a los mismos no ha de estar justificada», pero no se ve cuál podría ser 
en este caso la justificación de excluir tal derecho fundamental del orden 
procesal civil, pues el único argumento aducido al efecto por la Sala de 
Gobierno del Tribunal Supremo, esto es, que los Jueces civiles tienen 
jurisdicción en todo el territorio nacional y a cualquiera de ellos pueden 
someterse las partes, no sólo es compatible con la predeterminación legal 
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del Juez ordiario civil, sino que no deja de ser también una forma de deter-
minación de la competencia permitida y establecida legalmente, con gene-
ralidad y con anticipación al caso. Frente a tan débil argumento este Tri-
bunal, en su calidad de intérprete supremo de la Constitución y de acuer-
do con la regla de remisión del artículo 10.2 de la CE, declara la plena 
vigencia del derecho fundamental en cuestión en el orden procesal civil. 
El derecho de toda persona a que su causa sea juzgada «por un Tribunal 
independiente e imparcial, establecido por la Ley» se extiende «a los liti-
gios sobre derechos y obligaciones de carácter civil» según el artículo 6.1 
del Convenio de Roma de 1950 y así ha sido interpretado por el Tribunal 
Europeo de Derechos Humanos en varias sentencias (así, la de 21 de fe-
brero de 1975, caso Golder; la de 28 de julio de 1981, caso Le Compte, 
y la de 24 de septiembre de 1982, caso Sporrong). De modo coincidente 
el artículo 14.1 del Pacto de Nueva York de 1966 sobre derechos civiles 
y políticos establece que toda persona tendrá derecho a ser oída pública-
mente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente 
e imparcial, establecido por la Ley... para la determinación de sus dere-
chos u obligaciones de carácter civil. Aunque la dicción del 24.2 no sea 
idéntica a la de las normas citadas, es obvio que las tres se refieren a unos 
mismos derechos o garantías de contenido procesal y la vigencia explícita 
en las dos primeras en el ámbito procesal civil, pauta interpretativa obli-
gada e inequívoca que fuerza a concluir que también el derecho al Juez 
ordinario preestablecido por la Ley tiene vigencia en nuestro ordenamien-
to y por imperativo constitucional en el proceso civil. Así lo ha entendido 
ya este Tribunal que, al menos en una de sus sentencaís, se ha ocupado 
de la posible violación de tal derecho fundamental en materia civil (Sala 
Segunda, ST 31/1983, de 27 de abril, JC V pp. 328 y ss.). Todo ello 
nos obliga a examinar si se ha quebrantado o no tal derecho en el caso 
presente. 
F A L L O 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la 
autoridad que le confiere la Constitución de la nación española, 
Ha decidido 
Otorgar el amparo a doña Rosario Rentería Larrinaga, don Santiago 
Quintana Cantera, don Juan Ramón Azcue Manterola, don José Javier 
Uribarri Gutiérrez y don Félix Alvarez Ortega, y en consecuencia: 
Primero.—Declarar nulos los Acuerdos de la Sala de Gobierno del 
Tribunal Supremo, de 28 de julio de 1983 y 14 de octubre del mismo año, 
relativos al nombramiento de Juez especial civil para entender en el pro-
cedimiento de quiebra de «Naviera Aznar, S. A.». 
Segundo.—Reconocer a los recurrentes su derecho al Juez ordinario, 
predeterminado por la Ley, en relación con el citado procedimiento de 
quiebra. 
Tercero.—Comunicar la presente Sentencia a la Sala de Gobierno del 
Tribunal Supremo para que adopte las medidas conducentes al cumpli-
miento de los anteriores pronunciamientos. 
(B]C, 1984-43, noviembre, pág. 1333). 
JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
9 1 
EXTRANJEROS. PERMISOS DE TRABAJO. — Denegación. Decreto 
1.870/1968, de 27 de julio. 
Tribunal Supremo (Sala 3." de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 1 2 DE NOVIEMBRE DE 1984. Ponente: D. José Garralda Val-
cárcel. 
La Sala Segunda de Barcelona dictó sentencia en 3 de noviembre de 19S2, 
estimando el recurso interpuesto por D." Ingrid S. S., contra resolución de la 
Delegación de Trabajo en Barcelona de 26 de noviembre de 1981, que le denegó 
el permiso de trabajo. El jallo de dicha Sala declara el derecho de la recurrente 
a obtener el permiso solicitado. 
CONSIDERANDO que en esta segunda instancia se ha de partir del 
pronunciamiento de la sentencia apelada meramente anulatorio del acto 
administrativo impugnado, acogedor del primer particular impetrado en el 
suplico alternativo de la demanda y que por consiguiente la parte actora 
ha acatado y es sólo el Defensor de la Administración que recurre del 
mismo y constituye la única parte personada en el rollo de apelación, lo 
cual tiene interés a los efectos de centrar la cuestión debatida. 
CONSIDERANDO que el acto impugnado funda la denegación del 
permiso de trabajo por cuenta propia solicitado por la recurrente, en «ser 
de aplicación el caso del apartado e) del art. 10 del Decreto 1870/1968 
de veintisiete de julio», que dispone cómo serán desestimadas las solicitu-
des de concesión de tales permisos, entre otros casos, en el señalado con 
la indicada letra e), referido a «cuando en la petición se omita alguno de 
los datos o documentos exigibles, mientras no sea subsanada la omisión» 
y pese a la parquedad y laconismo de ese breve fundamentó de la resolu-
ción de veintiséis de noviembre de mil novecientos ochenta y uno, del 
contenido del expediente cabe deducir que el documento aludido no puede 
ser otro que aquél para cuya aportación se requirió a la solicitante me-
diante oficio de veintidós de junio de mil novecientos ochenta y uno por 
plazo de diez días y aparece unido al expediente, con sello de entrada en 
la Delegación Provincial de Trabajo del día seis de julio siguiente, es decir 
el de cuentas en participación de la demándame con el Sr. S. con vistas al 
negocio de importación de cerveza alemana u holandesa, interesado por la 
Administración y no puede entenderse que el veintiséis de noviembre de 
ese mismo año, dijera dicho organismo que se denegaba el permiso por 
haberse omitido la presentación del referido documento, que obraba en el 
expediente desde hacía meses y si lo que se quiso decir es que no se había 
presentado en el plazo concedido y su aportación ulterior se consideró es-
téril, Se ha de replicar para rebatir tan débil argumento, que no resulta 
de lo actuado posibilidad de determinar la fecha en que llegó a poder 
de la interesada el requerimiento de aportación, que hubiera podido servir 
de punto de partida del cómputo de los diez días concedidos, pero aun 
suponiendo que lo recibiera al siguiente en que tuvo salida y efectuando 
el cómputo conforme a las prescripciones de los artículos 59 y 60 de la 
Ley de Procedimiento Administrativo, es muy posible que se presentara 
dentro del plazo concedido y sin duda de su posible prórroga, pero es que 
si apurando el rigorismo en el trámite al máximo contra el administrado, 
pudiera admitirse que la denegación se hubiera acordado inmediatamente 
del transcurso del plazo, lo que resulta sencillamente inadmisible es que 
con la situación expuesta se acordara casi cuatro meses después. 
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CONSIDERANDO que el único argumento nuevo esgrimido en el es-
crito de alegaciones carece de eficacia para el fin revocatorio de la senten-
cia pretendido; pues el local Pils-Stube señalado por la solicitante como 
lugar en el que ejercer la actividad industrial perseguida, aparece que fue 
arrendado por un tercero a los señores S. y como de ellos es el que tiene 
concertado el contrato de cuentas en participación con la recurrente para 
el indicado negocio de cerveza, con lo que a los efectos que nos ocupa, 
cabe estimar cumplida la exigencia de situar el lugar donde había de 
ejercerse la actividad indicada. 
CONSIDERANDO que por todo lo expuesto, procede desestimar el 
recurso de apelación y confirmar la sentencia apelada, sin que a efectos 
de costas sea de apreciar la concurrencia de circunstancias determinantes de 
imposición de costas. 
(RJA, 1984, n.° 5613, pág. 4382). 
9 2 
TRÁFICO DE DROGAS.—Convenio de Viena de 1971 . Convenio Úni-
co de las Naciones Unidas de 1961 . Protocolo de Ginebra de 1972. 
Tribunal Supremo (Sala 2." de lo Criminal): SENTENCIA DE 1 5 
DE NOVIEMBRE DE 1984. Ponente: D. José A. de Vega Ruiz. 
CONSIDERANDO: Que el texto penal, después de la modificación in-
troducida por la Ley Orgánica de 25 de junio de 1983, a tener en cuenta 
. en el supuesto ahora enjuiciado centra la protección penal, novedosamente, 
en la punición de los actos de cultivo, fabricación o tráfico preordenados 
a la promoción, favorecimiento o facilitación del consumo de las drogas, 
gravemente nocivas para la salud o, como base para un subtipo atenuado, 
que no causen grave daño, más con la particularidad no sólo de dar rango 
legal a la reincidencia internacional, como palpable demostración de la 
. cooperación estatal antes indicada, sino ampliando las drogas y estupe-
facientes a las sustancias psicotrópicas incluidas en el Covenio de Viena 
de 1971, con todo lo cual obligado es acudir a las leyes extrapenales para 
reunir, concentrar y resumir por pura definición, aquello que es, por su 
carácter nocivo, susceptible de condicionar el tipo penal, siendo así que 
por virtud de lo establecido en el artículo 96,1 de la Constitución en re-
. ; lación al artículo 1,5 del Código Civil, son plenamente eficaces en el 
derecho penal nacional los acuerdos o convenios reguladores de esta es-
pecífica materia, tales como las listas anexas del Convenio Único de Estu-
pefacientes de las Naciones Unidas de 30 de marzo de 1961, ratificado por 
España en Instrumento de 3 de febrero de 1966 que dio lugar, a su vez, 
a la Ley de 8 de abril de 1967, reguladora de los estupefacientes, convenio 
el referido que, de otro lado, fue enmendado por el Protocolo de Gine-
bra de 25 de marzo de 1972, ratificado igualmente por Instrumentos de 
15 de diciembre de 1976, aunque las sustancias psicotrópicas fueran reco-
gidas en el Real Decreto de 6 de octubre de 1977 que en su Anexo I 
contiene la lista completa de las mismas según el convenio de Viena de 
21 de febrero de 1971 ya también referido. 
(RJA., 1984, n.° 5490, pág. 4275) 
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EXBRANJEROS. PERMISOS DE RESIDENCIA.—Concepto jurídico in-
determinado de «motivos de orden público». 
Tribunal Supremo (Sala 4.a de lo Contencioso-Adm1'.): SENTEN-
CIA DE 19 DE NOVIEMBRE DE 1984. Ponente: D. Vicente Marín Ruiz. 
El Gobernador Civil de Las Palmas acordó en 28 de mayo de 1981 desestimar 
el recurso de reposición interpuesto por D. Moti S. M., contra la resolución de 
aquel Gobierno Civil de 29 de diciembre de 1980, por la que se disponía que por 
la Comisaría del Cuerpo Superior de Policía de Las Palmas se archivasen las 
actuaciones promovidas en solicitud de Permiso de Trabajo y Autorización de 
Residencia, la que se confirmó íntegramente. 
Interpuesto recurso contencioso-administrütivo por D. Moti S. M., la Sala de 
la Audiencia Territorial de Las Palmas, en sentencia de 11 de mayo de 1982, lo 
desestima, por encontrarse los actos administrativos impugnadas ajustados a de-
recho. 
CONSIDERANDO: Que la facultad que en el artículo 2." del Real 
Decreto de 3 de mayo de 1980 se atribuye al Gobernador Civil para dis-
poner el archivo de las actuaciones, sin sustanciar la petición conjunta 
de permiso de trabajo y autoirzación de residencia realizada por un extran-
jero, no cabe interpretarla en el sentido de que baste la invocación de 
razones de orden público para impedir la tramitación de la solicitud y la 
consiguiente decisión sobre ella; porque como ya declaró esta Sala, entre 
otras sentencias en la de 17 de octubre de 1983, el orden público, por su 
carácter de concepto jurídico indeterminado, supone la necesidad de que 
se acrediten las circunstancias que justifiquen su realidad y, cualquiera 
que pueda ser su transcendencia en orden a la resolución final sobre la 
dicha petición, del hecho de que el actor fuera expulsado del territorio 
nacional por decreto de la expresada autoridad de 28 de mayo de 1980, 
por carecer de autorización de residencia o permanencia y estar trabajando 
sin el preceptivo permiso, no se infiere a la existencia de motivos de orden 
público que amparen los actos impugnados; mas si se tiene en cuenta que 
el demandante contó con tal permiso, concedido por la dirección General 
de Empleo, del 3 de septiembre de 1978 al 30 de agosto de 1979 y que, 
en junio de 1980, la autorización y el permiso repetidos le fueron otorgados 
por el Gobernador Civil y el Delegado de Trabajo de Madrid. 
CONSIDERANDO: Que, esto sentado, procede anular los actos recu-
rridos, previa la revocación de la sentencia apelada, y reponer las actua-
ciones al momento precedente al que se dictó el primero de aquéllos para 
que se sustancie la solicitud conforme a lo dispuesto en el mencionado 
precepto. 
(RJA, 1984, n.° 6220, pág. 4927). 
94 
EXTRANJEROS. PERMISO DE TRABAJO Y AUTORIZACIÓN DE RESIDEN-
CIA.—Hispanoamericanos. Igualdad de trato entre españoles y ex-
tranjeros. 
Tribunal Constitucional (Sala 2.a): SENTENCIA DE 23 DE NOVIEM-
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BEE DE 1984. Recurso de amparo 576/1983. Ponente: D. Federico 
Rubio Llórente. 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo núm. 576/83, interpuesto por la Procuradora 
de los Tribunales doña María Soledad San Mateo García, asistida del Le-
trado don Juan Enrique Piedrabuena Ruiz-Tagle, en nombre y represen-
tación de don Leonardo Leyes Rosano, contra Sentencia de la Magistratura 
de Trabajo núm. 3 de Barcelona, dictada en procedimiento 533/82 reso-
lutoria de relación laboral. 
Han sido parte como condemandado el Procurador del Ángel Deleito 
Villa, asistido del Letrado don José Fernández Bustillo, en nombre y re-
presentación de don Vicente Bordoy Rubio, y el Fiscal General del Estado, 
ha sido ponente el Magistrado don Francisco Rubio Llórente, quien expre-
sa el parecer de la Sala. 
I. ANTECEDENTES 
Primero.—Don Leonardo Leyes Rosano, de nacionalidad uruguaya, co-
menzó el 28 de octubre de 1981 a prestar sus servicios como conserje en 
el hostal «Sant Paneras», de Barcelona, cuyo propietario era don Vicente 
Bordoy Rubio. El día 18 de febrero de 1982, como el señor Leyes Rosano 
hubiese reclamado un horario de trabajo y una remuneración adecuada, 
don Vicente Bordoy Rubio le requirió formalmente para que se proveyese 
de permiso de trabajo y de autorización de residencia en España, docu-
mentos de los que carecía. A partir de dicha fecha, don Leonardo Leyes 
Rosano no volvió a comparecer al trabajo, presentando papeleta de con-
ciliación en el Instituto de Mediación, Arbitraje y Conciliación y el 9 de 
marzo de 1982 demanda ante la Jurisdicción Laboral en solicitud de que 
se declarase nulo, o subsidiariamente improcedente, el despido y se con-
denase a la empresa a su readmisión. 
La Magistratura de Trabajo núm. 3 de Barcelona dictó Sentencia de 
17 de mayo de 1982 desestimando la demanda, declarando nulo el contrato 
de trabajo celebrado entre don Leonardo Leyes y don Vicente Bordoy y 
reconociendo el derecho del actor al abono del salario devengado durante 
el tiempo de prestación de servicios y de un mes de salario en concepto 
de preaviso. Interpuesto recurso de suplicación, fue desestimado por Sen-
tencia del Tribunal Central de Trabajo de 6 de julio de 1983. Este Tri-
bunal estimó que si bien la legislación dispensa a los hispanoamericanos 
del requisito de obtener permiso de trabajo para trabajar en España, no 
les exime de solicitar y obtener la autorización de residencia, para cuya 
obtención rigen criterios y se acomodan a normas de carácter gubernativo, 
totalmente extraños a la legislación laboral. El actor carecía, pues, del re-
quisito esencial y primero que legalizase su estancia en nuestro país y le 
permitiese válidamente formalizar un contrato de trabajo. 
Segundo.—El día 3 de agosto de 1983, don Lenonardo Leyes Rosano 
presenta escrito en el Tribunal Constitucional anunciando su propósito de 
interponer recurso de amparo contra las resoluciones judiciales recaídas por 
presunta vulneración de los arts. 13, 14 y 35 de la Constitución Española 
y solicitando el nombramiento de Abogado y Procurador de oficio. 
Tras la tramitación del oportuno procedimiento, la Sección Tercera 
acordó tener por nombrado por el propio recurrente al Abogado don Juan 
Enrique Piedrabuena Ruiz-Tagle y designada de oficio a la Procuradora 
doña María Soledad San Mateo García, a quien se otorgó por providencia 
de 14 de diciembre un plazo de veinte días para la formalización de la 
demanda. 
En su demanda de exponer los hechos relatados, alega que la norma-
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tiva en vigor excluye la necesidad de permiso de trabajo y de residencia 
para los ciudadanos hispanoamericanos y, en concreto, para los uruguayos. 
Así el Tratado de Reconocimiento de Paz y Amistad celebrado entre España 
y Uruguay el 19 de julio de 1870 dispone en su art. 8 que los subditos 
de una y otra nación pueden ejercer libremente sus oficios y profesiones 
en los mismos términos y bajo iguales condiciones y adeudos que usan o 
usaren los de la nación más favorecida; el Convenio Internacional de Coo-
peración Social celebrado entre España y Uruguay el 27 de abril de 
1970 establece en el art. 1 que los Estados contratantes acuerdan mante-
ner el principio de igualdad y reciprocidad en materia laboral, de mane-
ra que los uruguayos que trabajen en España y los españoles que trabajen 
en Uruguay gocen de los mismos derechos sociales y laboraíes que los 
nacionales respectivos. Por fin, la Ley 118/1969, de 30 de diciembre, y 
su Orden de desarrollo de 15 de enero de 1970 expresamente eximen a 
los subditos hispanoamericanos que trabajan en territorio español o pre-
tendan trabajar en él, por cuenta propia o ajena, de la obligación de pro-
veerse del permiso de trabajo que con carácter general y para todos los 
extranjeros que realizan una actividad laboral en España preceptúa el art. 4." 
del Decreto 1870/1968, de 27 de julio. De esta forma, el Real Decreto 
1874/1978, de 2 de junio, y el posterior Real Decreto 1031/1980, de 3 de 
mayo, no resultan aplicables a los extranjeros hispanoamericanos que que-
dan fuera de dicha regulación general por estar sometidos a su legisla-
ción especial. 
La Sentencia del Tribunal Central de Trabajo señala que si los his-
panoamericanos se encuentran exentos de permiso de trabajo, ello no ex-
cluye que para trabajar en España soliciten y obtengan la pertinente auto-
rización de residencia. Esta interpretación es errónea y condena al actor 
a la imposibilidad de regularizar su estancia legal en el país, por lo que 
se le discrimina a nivel social y laboral. 
Desde que don Leonardo Leyes ingresó en el hostal «Sant Paneras» la 
Autoridad gubernativa y labora} ha aplicado a los hispanoamericanos el 
Real Decreto 1031/1980, de 3 de mayo, en el que la autorización de resi-
dencia está condicionada a la concesión del permiso de trabajo por la 
Autoridad laboral, de forma que la decisión del Tribunal Central supone 
imponer un requisito imposible de cumplimentar, pues la Autoridad guber-
nativa exige el previo permiso de trabajo para otorgar la autorización de 
residencia. La aplicación a los hispanoamericanos de esta normativa puede 
comprobarse en la jurisprudencia del Tribunal Supremo y debió conducir 
a una Resolución conjunta de los Subsecretarios de Trabajo e Interior no 
publicada en el «Boletín Oficial del Estado» que dispuso su exención del 
permiso de trabajo y residencia. 
El demandante concluye solicitando que se declare la nulidad de las 
resoluciones judiciales impugnadas y se reconozca expresamente su derecho 
a ser considerado en igualdad de condiciones laborales y sociales con los 
trabajadores españoles y exento de permiso de trabajo y autorización gu-
bernativa de residncia para trabajar en España. 
Mediante otrosí solicita la práctica de prueba de documental concretada 
en la incorporación a los autos de recortes de prensa sobre el tema objeto 
del recurso, y en solicitud a la Jefatura Superior de Policía de Barcelona 
y a la Dirección General de Policía para que certifiquen sobre la exigen-
cia del permiso de trabajo para poder conceder la autorización de residen-
cia y su aplicación a los hispanoamericanos hasta la Resolución conjunta 
de los Subsecretarios de Trabajo e Interior. Igualmente se pide el reque-
rimiento al Ministerio de Trabajo para que remita dicha Resolución. 
Tercero.—La Sección acordó por providencia de 18 de enero de 1984 
admitir a trámite el recurso, así como solicitar de la Magistratura de Tra-
bajo núm. 3 de Barcelona y del Tribunal Central de Trabajo la remisión 
de las actuaciones y el emplazamiento de las partes. Una vez cumplido 
ello y personado el Procurador don Ángel Deleito Villa, en nombre y re-
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presentación de don Vicente Bordoy Rubio, titular del hostal «Sant Pan-
eras», la Sección dictó providencia de 11 de abril dando vistas de las ac-
tuaciones a las partes y al Ministerio Fiscal para la formulación de sus ale-
gaciones en el plazo de veinte días. Exceptuando las alegaciones del actor, 
que se limitó a ratificar íntegramente el contenido de su escrito de re-
curso, las restantes se resumen a continuación. 
Cuarto.—El Ministerio Fiscal expone que el art. 14 de la Constitución, 
al consagrar el principio de igualdad, se refiere de forma expresa a los 
españoles, precisándose en el art. 13.1 que «los extranjeros gozarán en 
España de las libertades públicas que garantiza el presente título en los 
términos que establezcan los tratados y la ley». En el primer aspecto, el 
Convenio para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, hecho en Roma el 4 de noviembre de 1950, precisa en su 
art. 14 que «el goce de los derechos y libertades reconocidas en el pre-
sente Convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna por razones de 
sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, origen na-
cional o social, pertenencia a una minoría nacional, nacimiento o cualquier 
otra situación». Ello es cierto, pues ciertas facultades, como son el derecho 
a la vida, a no ser torturado, a la libertad, etc., son aplicables a nacionales 
y extranjeros por estar basados en la común condición humana. 
Pero en otros aspectos la situación no es igual. La distinción entre 
subditos y no subditos existe en mayor o menor medida en todos los países 
que promulgan normas internas para reglamentar el régimen de los ex-
tranjeros, y a las que se refiere el citado art. 13.1 de la Constitución. En 
virtud de ellas los extranjeros suelen quedar excluidos del derecho a ocu-
par cargos públicos, del derecho a ejercer el voto, así como de la facultad 
de desempeñar determinadas profesiones o de disfrutar de ciertas presta-
ciones sociales. 
Las limitaciones que las leyes internas imponen a los extranjeros suelen 
ser mayores cuando pretenden establecerse en un país de forma perma-
nente con intención de vivir y trabajar en él, como sucede con el Real 
Decreto 1031/1980, de 3 de mayo, al exigir el permiso de residencia y 
trabajo. La posibilidad de supeditar la legal actividad laboral de un extran-
jero en España a la obtención del permiso de residencia está prevista en 
el ordenamiento y no se opone a los tratados, por lo que se atiene al art. 
13.1 de la Constitución. 
Las Sentencias impugnadas que declaran la nulidad del contrato de 
trabajo del recurrente por carecer del oportuno permiso de residencia, no 
vulneran el art. 14 de la Constitución Española, pues si se compara con 
la situación de los demás extranjeros no resulta acreditado que a ninguno 
de ellos, cualquiera que sea su nacionalidad, se le admita la validez del 
contrato sin estar previsto de la autorización de residencia, y si se com-
para con la situación de los españoles, al estar basada la diferencia de trato 
en leyes internas justificadas por razones de orden público, generalmente 
aceptadas en todos los países, que no limitan derechos nacidos de la co-
mún condición humana, resulta justificada y razonable. 
Quinto.—La parte demandada, tras señalar que ni el art. 35 de la 
Constitución Española son susceptibles de amparo, expone en relación al 
art. 14 que el principio de igualdad ante la ley se refiere a «los españoles» 
y ello se hace porque sólo respecto de los españoles es posible predicar 
la igualdad absoluta de todos los preceptos de la Constitución, ya que 
sólo a ellos son de aplicación todas las normas de la Constitución, entre 
otras el art. 35 que señala como titulares del derecho al trabajo exclusi-
vamente a los españoles. 
Por ello no se trata aquí de un asunto de desigualdad o discrimina-
ción, sino puramente de aplicación de la Ley, que es cuestión de la exclu-
siva competencia de los Tribunales sin que el demandante pueda acceder 
a una tercera instancia por la vía extraordinaria del recurso de amparo. 
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Pero aunque no se entendiera así, habría de denegarse el amparo, pues 
el Tribunal Central examinó en profundidad el tema planteado dando la 
solución correcta al caso. La equiparación de los hispanoamericanos a efec-
tos laborales se hace a aquellos «que residen y se encuentran legalmente 
en territorio español» y el actor, al no tener autorización de residencia, 
se encontraba en situación ilegal, por lo que no podía disfrutar del 
principio de equiparación. Al no estar regularizada su situación le faltaba 
al trabajador la capacidad legal necesaria para contratar regulada en el art. 7 
del Estatuto de los Trabajadores, que establece que la de los extranjeros 
estará «de acuerdo con lo dispuesto en la legislación específica sobre la 
materia», siendo evidente que tal capacidad requiera la estancia legal en 
España a través de la autorización de residencia y del permiso de trabajo. 
Sexto.—Por providencia del 13 de junio, la Sección acordó unir a los 
autos la prueba documental privada aportada por el actor y recabar los 
documentos interesados por él, librando los oportunos despachos para ello. 
En el certificado remitido por la Dirección General de la Policía se 
hace constar que de acuerdo con el Real Decreto 1031/1980, de 3 de mayo, 
los subditos de otros países que quieran realizar en España alguna activi-
dad lucrativa necesitan obtener permiso de trabajo y autorización de resi-
dencia hasta la Resolución conjunta del Ministerio de Trabajo e Interior 
de 27 de mayo de 1983. 
En dicha Resolución, remitida por el Ministerio del Interior, se da 
nueva redacción al párrafo 1 de la Instrucción núm, 31, de las dictadas 
en desarrollo del Real Decreto de 3 de mayo de 1980, disponiendo que 
«las trabajadores hispanoamericanos, portugueses, brasileños, andorranos y 
filipinos amparados por la Ley 118/1969, de 30 de diciembre, y en virtud 
de lo establecido en su Orden de desarrollo de 15 de enero de 1970, que-
dan exentos de la sujeción a las normas y requisitos que para la coloca-
ción de trabajadores extanjeros en España establece el Decreto 1870/1968, 
de 27 de julio, y el Real Decreto 1031/1980, de 3 de mayo. En conse-
cuencia y de conformidad con lo dispuesto en la indicada Orden de 15 de 
enero de 1970, las Empresas que empleen a trabajadores de las referidas 
nacionalidades vienen obligadas, a efectos estadísticos y de control y antes 
de que el trabajador inicie su actividad laboral, a registrar tales contra-
taciones en la Dirección Provincial de Trabajo y Seguridad Social correspon-
diente, que expedirá a los trabajadores extranjeros de referencia un justi-
ficante de su inscripción en el registro. Dicho justificante, de acuerdo con 
lo previsto en el art. 24 del Decreto 522/1974, de 14 de febrero, deberá 
ser presentado en las Jefaturas Superiores o Comisarías Provinciales de 
Policía para la obtención de la correspondiente autorización de residencia 
o permiso de permanencia». 
Puesta de manifiesto esta documentación a las partes a efectos de que 
alegasen lo que estimaren pertinente, el actor expone que no existe norma 
alguna que condicione el principio de equiparación de los hispanoamerica-
nos con los españoles a efectos laborales, a la obtención previa de la auto-
rización de residencia. La certificación de la Dirección General de la Po-
licía muestra, por el contrario, cómo se les vino exigiendo en la práctica 
el permiso de trabajo y el de residencia, de manera que la Sentencia del 
Tribunal Central de Trabajo impone un requisito legalmente no exigible y 
de imposible cumplimiento, pues el permiso de residencia se condiciona 
a la expedición del de trabajo. Aun cuando teóricamente hubiese podido 
el actor solicitar la autorización de residencia acompañando el justifi-
cante de inscripción en el Registro de trabajadores extranjeros exentos de 
permiso de trabajo, no hubiera podido obtener el referido justificante, pues 
la inscripción debió ser efectuada por la empresa. 
El titular de la Empresa demandada afirma, por su parte, que la docu-
mentación remitida demuestra que el problema no es de aplicación del 
art. 14 de la Constitución, sino de aplicación de la ley ordinaria. Se trata 
simplemente de determinar si un determinado extranjero reúne o no los 
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requisitos para su asentamiento y relación laboral en España. El Ministe-
rio Fiscal, por fin, estima que dicha documentación no modifica sus con-
clusiones, que mantiene íntegramente. 
Séptimo.—Paralelamente al desarrollo del procedimiento, el Tribunal 
tramitó pieza incidental de concesión de beneficio de pobreza solicitado 
por el demandante conjuntamente con su escrito de demanda. Con las 
alegaciones favorables a la concesión del Ministerio Fiscal y Abogado del 
Estado, el incidente concluyó con Auto de 8 de febrero de 1984 por el que 
la Sección Tercera acordó habilitar de pobreza a don Leonardo Leyes Ro-
sano al considerarle incluido en el supuesto previsto en el núm. 1 del art. 
15 de la Ley de Enjuiciamiento Civil. 
Octavo.—Por providencia de 19 de septiembre de 1984 se señaló para 
deliberación y votación del recurso el día 7 de noviembre en curso, que-
dando concluida el día 21. 
I I . FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
Primero.—Las resoluciones judiciales que el actor considera vulnera-
doras del principio de igualdad consagrada en el art. 14 de la Constitu-
ción Española, así como de los arts. 13 y 35, consisten en unas Sentencias 
dictadas por la Magistratura de Trabajo núm. 3 de Barcelona y por el Tri-
bunal Central de Trabajo, como consecuencia de una acción de despido 
ejercida por el demandante, que declaran la nulidad del contrato de trabajo 
que celebró con el titular del hostal «Sant Paneras», por carecer del requi-
sito de autorización de residencia exigible para trabajar en España a todo 
extranjero, incluso cuando es ciudadano de un país hispanoamericano que 
está exento de la necesidad de proveerse de permiso de trabajo. 
En opinión del demandante, subordinar la validez del contrato de tra-
bajo a la previa obtención de la autorización de residencia supone una 
exigencia contraria a la legalidad y de imposible cumplimiento, pues la 
Autoridad gubernativa condiciona el otorgamiento de dicha autorización 
al previo permiso de trabajo dispensado por la Autoridad laboral, por 
más que dicho permiso no fuera exigible, en su caso. Esta fue, en efecto, 
según demuestran las certificaciones remitidas en virtud de la prueba prac-
ticada, la situación real durante el período de tiempo en que el actor 
prestó sus servicios en el hostal «Sant Paneras», situación que, por vulne-
rar la legalidad, hubo de ser corregida por Resolución conjunta de los Mi-
nisterios de Interior y Trabajo de 27 de mayo de 1983, que declaró que 
los subditos hispanoamericanos estaban exentos de la sujeción a las nor-
mas que se les venían aplicando. 
Ahora bien, cuál fuera la situación real en relación a la concesión de 
autorizaciones de residencia para los subditos hispanoamericanos que pre-
tendían trabajar en España durante los años 1980 a 1983, es algo que 
carece de toda incidencia en el presente recurso de amparo. En él no se 
ha suscitado el ejuiciamiento de un determinado régimen jurídico o de 
hecho referido al tratamiento de la situación de los extranjeros, o, más 
en concreto, de los hispanoamericanos, en España, sino de una específica 
vulneración constitucional producida por unas determinadas resoluciones 
judiciales que se limitan a declarar la nulidad de un contrato de trabajo 
por carecer el trabajador hispanoamericano de la correspondiente autoriza-
ción de residencia. 
Quiere decirse con ello que la materia que puede ser objeto del pro-
nunciamiento de este Tribunal en el recurso de amparo se reduce a la cons-
titucionalidad o inconstitucionalidad —desde la perspectiva del derecho de 
igualdad, que es el derecho presuntamente vulnerado— de la exigencia 
del previo requisito de la autorización de residencia para reconocer a un 
hispanoamericano la capacidad para formalizar válidamente un contrato de 
trabajo, y no alcanza al modo y condiciones de obtención de dicha auto-
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rización, pues no se enjuicia un acto administrativo de denegación de una 
autorización, que ni siquiera fue solicitada por el actor, aunque es claro 
que quien pretende ser amparado en el ejercicio de los derechos que el 
ordenamiento español le concede ha de satisfacer también las obligaciones 
que de él dimanan. En la medida, pues, en que la actuación administra-
tiva no ha sido instada por el demandante, ninguna influencia posee el 
sentido que hipotéticamente hubiera tenido dicha actuación o, incluso, el 
sentido que efectivamente tuvo en casos similares; por ello, el resultado 
de la prueba practicada carece de toda trascendencia para la resolución del 
recurso. 
Segundo.—Partiendo de una interpretación de la legalidad que mani-
fiestamente no es arbitraria, las resoluciones judiciales impugnadas han en-
tendido que, si bien los subditos de países hispanoamericanos, junto a 
otros con los que España ha mantenido unas muy especiales relaciones, 
están exentos de la necesidad de proveerse del permiso de trabajo exigido 
a los restantes extranjeros, no lo están en cambio de la autorización de 
residencia, por aquella exención recae sobre los hispanoamericanos «que 
residan y se encuentran legalmente en territorio español», circunstancia 
que requiere la obtención de dicha autorización. Es pues, a tales sujetos 
y en tal circunstancia, a quienes, según la interpretación judicial, se reco-
noce la equiparación con los ciudadanos españoles para el trabajo. 
Aunque el demandante cuestiona tal interpretación, estimando que la 
legislación vigente no exige autorización de residencia para reconocer la 
capacidad laboral de los hispanoamericanos en España, en cuanto que sus 
razones se mueven en el plano de la pura legalidad no suscitan cuestión 
alguna sobre la que este Tribunal haya de pronunciarse. Es al Juez ordinario 
al que compete la interpretación de la legalidad ordinaria y su decisión 
debe ser asumida por este Tribunal y no puede ser sustituida por otra di-
ferente en un recurso de amparo cuando ello no viene reclamado por 
la necesidad de ajustaría a la Constitución. 
Siendo ello así, el objeto del recurso de amparo y del pronunciamiento 
de este Tribunal queda ya correctamente delimitado: Se trata de saber si 
la exigencia de un requisito administrativo como es la obtención de la 
autorización de residencia a unos determinados sujetos —los ciudadanos de 
países hispanoamericanos— para el reconocimiento de su capacidad de 
formalizar válidamente contratos de trabajo, vulnera o no el principio de 
igualdad. Estando, obviamente, constituido el término de comparación por 
los ciudadanos españoles, lo que interesa es determinar si, desde el punto 
de vista constitucional, los ciudadanos extranjeros —y, en concreto, los 
hispanoamericanos— deben ser tratados igual que los españoles en rela-
ción a la contratación laboral. Conectado con ello es como debe entenderse 
la invocación por el demandante de los arts. 13 y 35 de la Constitución 
que, en sí mismos considerados, no pueden, obviamente, fundamentar un 
recurso de amparo. 
Tercero.—Cuando el art. 14 de la Constitución proclama el principio 
de igualdad, lo hace refiriéndose con exclusividad a «los españoles». Son 
éstos quienes, de conformidad con el texto constitucional, «son iguales 
ante la ley», y no existe prescripción ninguna que extienda tal igualdad 
a los extranjeros. 
La inexistencia de declaración constitucional que proclame la igualdad 
de los extranjeros y españoles no es, sin embargo, argumento bastante para 
considerar resuelto el problema, estimando que la desigualdad de trato 
entre extranjeros y españoles resulta constitucionalmente admisible, o, in-
cluso, que el propio planteamiento de una cuestión de igualdad entre ex-
tranjeros y españoles está constitucionalmente excluido. Y no es argumento 
bastante, porque no es únicamente el artículo 14 de la Constitución el que 
debe ser contemplado, sino que, junto a él, es preciso tener en cuenta 
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otros preceptos sin los que no resulta posible determinar la posición jurí-
dica de los extranjeros en España. 
A tenor del art. 13 de la Constitución, «los extranjeros gozarán 
en España de las libertades públicas que garantiza el presente título en 
los términos que establezcan los tratados y la ley». EUo supone que el 
disfrute de los derechos y libertades —el término «libertades públicas» 
no tiene obviamente un significado restrictivo— reconocidos en el título 
primero de la Constitución se efectuará en la medida en que lo determi-
nen los tratados internacionales y la ley interna española, y de conformi-
dad con las condiciones y el contenido previsto en tales normas, de modo 
que la igualdad o desigualdad en la titularidad y ejercicio de tales dere-
chos y libertades dependerá, por propia previsión constitucional, de la li-
bre voluntad del tratado o la ley. 
No supone, sin embargo, tal previsión que se haya querido desconstitu-
cionalizar la posición jurídica de los extranjeros relativa a los derechos y 
libertades públicas, pues la Constitución no dice que los extranjeros gozarán 
en España de las libertades que les atribuyan los tratados y la ley, sino 
de las libertades «que garantiza el presente título en los términos que es-
tablezcan los tratados y la ley», de modo que los derechos y libertades 
reconocidos a los extranjeros siguen siendo derechos constitucionales y, por 
tanto, dotados —dentro de su específica regulación— de la protección 
constitucional, pero son todos ellos sin excepción en cuanto a su contenido, 
derechos de configuración legal. Esta configuración puede prescindir de 
tomar en consideración, como dato relevante para modular el ejercicio del 
derecho, la nacionalidad o ciudadanía del titular, produciéndose así una 
completa igualdad entre españoles y extranjeros, como la que efectivamente 
se da respecto de aquellos derechos que pertenecen a la persona en cuanto 
tal y no como ciudadano, o, si se rehuye esta terminología, ciertamente 
equívoca, de aquellos que son imprescindibles para la garantía de la dig-
nidad humana, que, conforme al art. 10.1 de nuestra Constitución, cons-
tituye fundamento del orden político español. Derechos tales como el de-
recho a la vida, a la integridad física y moral, a la intimidad, la libertad 
ideológica, etc., corresponden a los extranjeros por propio mandato cons-
titucional, y no resulta posible un tratamiento desigual respecto a ellos en 
relación a los españoles. 
Puede también, sin embargo, introducir la nacionalidad como elemento 
para la definición del supuesto de hecho al que ha anudarse la consecuen-
cia jurídica establecida y en tal Caso, como es obvio, queda excluida a 
priori la aplicación del principio de igualdad como parámetro al que han 
de ajustarse en todo caso las consecuencias jurídicas anudadas a situaciones 
que sólo difieren en cuanto al dato de la nacionalidad, aunque tal principio 
haya de ser escrupulosamente respetado en la regulación referida a todos 
aquellos situados en identidad de relación con el dato relevante. 
Cuarto.—El problema de la titularidad y ejercicio de los derechos y, 
más en concreto, el problema de la igualdad en el ejercicio de los dere-
chos, que es el tema aquí planteado, depende, pues, del derecho afectado. 
Existen derechos que corresponden por igual a españoles y extranjeros y 
cuya regulación ha de ser igual para ambos; existen derechos que no per-
tenecen en modo alguno a los extranjeros (los reconocidos en el artículo 23 
de la Constitución según dispone el art. 13.2 y con la salvedad que con-
tienen); existen otros que pertenecerán o no a los extranjeros según lo 
dispongan los tratados y las leyes, siendo entonces en cuanto a su ejer-
dispongan los tratados y las leyes, siendo entonces admisible la diferencia 
de trato con los españoles en cuanto a su ejercicio. 
En el presente caso, la igualdad pretendida por el demandante lo es 
para la contratación laboral, es decir, para el ejercicio del derecho al tra-
bajo. Y tanto porque no existe tratado ni ley que establezcan la igualdad 
de trato entre nacionales y extranjeros para el acceso a un puesto de tra-
ba jo— lo hay para la titularidad y ejercicio de los derechos laborales una 
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vez producida la contratación, con excepciones—, como porque la propia 
Constitución sólo reconoce el derecho al trabajo para los españoles, no 
resulta posible la estimación del recurso. 
Constitucionalmente no resulta exigible la igualdad de trato entre los 
extranjeros —incluidos los hispanoamericanos, pues no hay diferencia nin-
guna en favor de ellos— y los españoles en materia de acceso al trabajo y 
no existe tratado que así lo imponga, ya sea multilateral o bilateral, pues 
los Convenios entre España y Uruguay que invoca el demandante no tienen 
el significado de excluir el permiso de residencia como se pretende. La 
existencia de una legislación que, según la interpretación de ios Tribu-
nales, exige el requisito administrativo de la autorización de residencia para 
reconocer la capacidad de celebrar válidamente un contrato de trabajo, 
no se opone, pues, a la Constitución. La desigualdad resultante en relación 
a los españoles no es, en consecuencia, inconstitucional y no porque se 
encuentre justificada en razones atendibles, sino, más sencillamente, por-
que en esta materia nada exige que debe existir la igualdad de trato. 
F A L L O 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la auto-
ridad que le confiere la Constitución de la nación española, 
Ha decidido: 
Desestimar el presente recurso de amparo. 
(B/C, 1984-44; noviembre pág. 1400). 
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COMPETENCIA JUDICIAL INTERNACIONAL DE LOS TRIBUNALES ESPA-
ÑOLES.—Servicios prestados por subdito español en buque extran-
jero, mediando contrato celebrado en España con empresa ex-
tranjera. 
Tribunal Supremo (Sala 6.a de lo Social): SENTENCIA DE 24 
de noviembre de 1984. Ponente: D. Enrique Ruiz Vadillo. 
El T. S. anula la sentencia de la Mag. Trab. y declara la competencia de la 
jurisdicción española para conocer de la demanda promovida por Camilo L. M. 
contra Euroatlántica de Navegación y Rafael P. G., sobre reclamación de can-
tidad. 
CONSIDERANDO: Que el tema objeto de debate se refiere, en de-
finitiva, a decidir si es o no la jurisdicción española, es decir, sus Jueces 
y Tribunales, la que ha de conocer del proceso iniciado por demanda ante 
la Magistratura de Trabajo de Pontevedra y dado que se está en presen-
cia de un problema de orden público procesal tiene la Sala amplias facul-
tades para conocer de todas las actuaciones practicadas, sin las limitaciones 
inherentes al recurso de casación para descubrir primero y precisar después, 
los hechos fundamentales sobre los que hayan de incidir las normas jurí-
dicas procedentes, y en este sentido hay que señalar lo siguiente: 1). El 
actor presentó demanda de reclamación de 1.086.400.— pesetas contra la 
empresa «Euroatlántica de Navegación» y D. Rafael P. el 15 de junio de 
1979 que dio lugar al corespondiente proceso que terminó por desistimiento 
del actor el 7 de diciembre del mismo año, «sin perjuicio de reproducir 
la demanda en espera de concretar determinados datos». 2) El 9 de mayo 
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de 1980 el actor, hoy recurrente, presentó nueva demanda en reclamación 
de 1.194.600,— pesetas contra las mismas personas, que terminó por sen-
tencia dictada el 14 de mayo de 1981 en la que se desestimaba la demanda 
tal como venía formulada, anulando lo actuado a partir de la providencia 
de admisión a trámite, quedando por consiguiente imprejuzgada la acción 
razonando que al no constar la fecha en que quedó resuelto el contrato 
ni el lugar en que se produjo la baja médica, conculcándose así lo dispuesto 
en el artículo 71 de la Ley Procesal Laboral, era necesaria la declaración 
de nulidad de lo actuado, «pudiendo reproducirse la demanda una vez 
subsanadas las deficiencias observadas».—3). Que el 1 de julio de 1981 
el mismo actor presenta otra nueva demanda de reclamación de 972.000,— 
pesetas, más el 10 % anual de indemnización por demora, también contra 
las mismas personas, proceso que finalizó por sentencia de 4 de febrero de 
1982 en la que por incumplimiento del requisito previo de conciliación 
ante el IMAC que exige imperativamente el artículo 80 de la Ley Procesal 
Laboral anuló lo actuado declarando imprejuzgada la acción que podría re-
producirse, decía la resolución judicial, una vez subsanado el trámite omi-
tido, y finalmente, 4). El 3 de marzo de 1984 se presenta la demanda ori-
gen de estas actuaciones contra los mismos demandados en reclamación de 
972.000,— pesetas más el 10 % de demora, en cuya sentencia se declara 
la Magistratura incompetente «sin entrar en el fondo de la cuestión plan-
teada». 
CONSIDERANDO: Que así las cosas y a los solos efectos de resolver 
la cuestión planteada hay que tener en cuenta: 1), que el actor prestó 
sus servicios por cuenta y orden de la empresa «Euroatlántica de Nave-
gación», dedicada a la actividad de marina mercante, domiciliada en Panamá, 
con la antigüedad que en la sentencia se señala y con la categoría profe-
sional de Capitán, representando a dicha empresa el codemandado; y 
2), que el contrato se suscribió con «Euroatlántica» para prestar sus servi-
cios de Capitán, a bordo del buque de bandera panameña «Merlin II». 
CONSIDERANDO: Que en estas circunstancias el tema ha de cen-
trarse sobre los artículos 51 y 70 de la Ley de Enjuiciamiento Civil a fin 
de precisar si en este caso es procedente que conozca o no la jurisdicción 
española, debiéndose afirmar que según el primero de los artículos citados 
serán los Tribunales españoles los únicos competentes para conocer de los 
negocios civiles (y por supuesto dentro de la expresión han de incluirse 
los laborales) que se susciten en territorio español entre españoles, entre 
extranjeros y entre españoles y extranjeros, norma esta última que por 
consiguiente y claramente atribuye a la jurisdicción de España, sin pre-
juzgar para nada el tema de la Ley aplicable a la relación jurídica con-
trovertida, el conocimiento de las controversias suscitadas en territorio es-
pañol a través del proceso correspondiente que siempre e incondicional-
mente habrá de regularse por las normas del Estado a que pertenece el 
órgano jurisdiccional ante el que el conflicto se dirime y si, como en este 
caso, el actor es español, aunque la empresa sea extranjera y el buque lleve 
bandera también extranjera, si la controversia se suscita en España sobre 
la aplicación de un contrato celebrado también en territorio nacional, fir-
mado por el trabajador español y el codemandado que actuaba sólo como 
agente, es evidente que del litigio han de conocer los tribunales españoles, 
debiéndose entender que el «negocio» al que se refiere el artículo 51 de 
la Ley de Enjuiciamiento Civil tiene evidente conexión con el territorio 
español, pues el contrato, como ya se ha dicho, se celebró en España aun-
que el empleador fuera extranjero, mucho más cuando expresamente en 
el citado acuerdo de voluntades celebrado en Huelva (España) el 14 de 
septiembre de 1977, en su cláusula 7.* se establece que en todo momento 
este contrato estará sujeto a las leyes de la Marina Mercante española y 
en su defecto de la panameña, con lo que, a mayor abundamiento, resulta 
clara la determinación de la jurisdicción que ha de conocer del conflicto, 
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pues incluso así se deduce de la voluntad concordada, pese a los limitados 
o nulos efectos que en este orden de cosas puede producir el acuerdo 
mutuo de las partes atribuyendo competencia a Tribunales extranjeros por 
afectar a la soberanía inherente al Estado español, con apoyo de las 
Sentencias de esta Sala de 15 y 20 de junio de 1968 (R. 2731 y 3031), 
8 de octubre de 1973, 4 y 11 de octubre de 1974 citadas por el Minis-
terio Fiscal en su acertado y preceptivo informe, principio de soberanía 
que no puede ceder frente a consideraciones de otro tipo que son abso-
lutamente inoperantes frente a un mandato tan expreso y categórico como 
el contenido en el citado artículo 51 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, que 
por no haber sido modificado en la reforma llevada a cabo recientemente 
por la Ley de 6 de agosto de 1984, ha de desplegar toda su eficacia y 
significación, consolidadas por una numerosa jurisprudencia en el sentido 
señalado, sin que el artículo 1.4 del Estatuto de los Trabajadores en el 
que se apoya la sentencia del Magistrado «a quo» que resuelve el tema, 
en la instancia, tenga incidencia en el tema jurisdiccional planteado, al re-
ferirse a un problema distinto, cual es el de la Ley material aplicable, al 
ordenar que sea la española, al trabajo que presten los trabajadores espa-
ñoles contratados en España al servicio de empresas españolas en el ex-
tranjero, sin perjuicio de las normas de orden público aplicables al lugar 
de trabajo, anteponiendo por tanto, la Ley del lugar de celebración del 
contrato a la Ley del lugar de la prestación de servicios, salvo que esta 
última afecte al llamado «orden público» o sea más favorable al trabajador 
que la española, teniendo en cuenta el principio general que inspira el 
Derecho Laboral de favorecimiento al trabajador, criterio favorable a la 
Jurisdicción española que además, implícitamente admitió la Magistratura de 
Trabajo al entrar a conocer sucesivamente, como con anterioridad se ha 
visto, de las demandas propuestas, aunque no se llegara en ellas a resolver 
definitivamente la cuestión debatida por razones ajenas al problema juris-
diccional, por lo que procede decretar la nulidad de la sentencia de ins-
tancia, sin necesidad de dictar otra segunda, declarando la competencia 
de la jurisdicción española para conocer de la demanda presentada, devol-
viendo las actuaciones a la Magistratura de origen, a fin de que con 
reconocimiento de su competencia pero con libertad de criterio en cuanto 
al fondo, resuelva lo que en derecho sea procedente. 
(RJA., 1984, n.° 5887, pág. 4.629). 
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EXTRANJEROS. PERMISOS DE RESIDENCIA.—Discrecionalidad de la 
Administración. Decretos de 27 de julio de 1968 y 3 de mayo 
de 1980. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 26 DE NOVIEMBRE DE 1984. Ponente: D. José Pérez Fernández. 
La Sala de Valencia dictó sentencia en 14 julio 1984, estimando el recurso 
interpuesto por don Jairo Q. G., contra resolución del Excmo. Sr. Gobernador 
Civil de Alicante de 28 noviembre 1983, que denegó el permiso de trabajo y la 
autorización de residencia al actor. El jallo de dicha Sala declara contrario a 
derecho el acuerdo recurrido restableciendo al recurrente en su derecho fundamen-
tal de obtener los indicados permisos. 
CONSIDERANDO: Que el proceso sumario y preferential a que hace 
referencia la Ley 67/78 de 26 de diciembre está configurada por la tutela 
y protección de los derechos fundamentales de la persona reconocidos en 
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la Constitución en cuanto que de alguna manera hayan sido infringidos o 
desconocidos y no es posible apreciar esa contingencia infractora en el 
supuesto a que se refiere el recurso interpuesto por el subdito colombiano 
Jairo Q. G., pero lo cierto es que una vez más habrá de repetirse que 
no es posible el cauce procesal elegido, para en él, discutir la legalidad de 
los actos administrativos —tesis propia del proceso contencioso-adminis-
trativo ordinario— si no si en la aplicación de esos actos se ha incurrido 
0 se ha producido alguna lesión a esos derechos objeto de la protección 
jurisdiccional a que se refiere el artículo 53 de la Constitución (R. 1978, 
2836) y partiendo de estas ideas de obligado planteamiento habrá de recha-
zarse toda concepción agravatoria para el principio de presunción de ino-
cencia a la que de pasada se hace referencia en el recurso y que viene 
inspirada en la supuesta falta de motivación del acto administrativo con 
el eco favorable que ha podido tener en la sentencia apelada y a este fin 
habrá de recordarse que si el n.° del artículo 43 de la Ley de Procedi-
miento Administrativo se contrae a una sucinta referencia de hechos y 
fundamentos de derechos lo cierto es, que cuando en infinidad de ocasio-
nes los particulares esgrimen el argumento de la falta de motivación para 
provocar la nulidad del acto, la jurisprudencia les sale al paso exponiendo 
que no se puede pretender que el reconocimiento alcance precisamente 
la extensión y profundidad que la parte afectada pueda calificar de sufi-
ciente para decidir sus pretensiones —Sentencias de 4 de julio de 1953 
y 24 de junio de 1972—, habiendo proclamado igualmente que en las 
resoluciones administrativas no es necesario ajustarse a unos cánones for-
males como ocurre en los jurisdiccionales —Sentencias de 28 de septiembre 
de 1957 y 17 de abril de 1963— pues aquéllas no participan del rigor 
procesal que formalmente imponen las normas a enjuiciar —Sentencia de 
1 de octubre de 1962—, de todo lo cual se infiere que el acto adminis-
trativo, a que obligado es referirse, cumple razonadamente esa exigencia 
motivadora para venir a fortalecer la idea y concepción discrecional de que 
vienen asistidas las autoridades intervinientes en la adopción del acuerdo, 
recurrido. 
CONSIDERANDO: Que cuando la Sentencia apelada consecuente can 
el criterio del Ministerio Fiscal en no estimar suficientemente la motiva-
ción de Orden Público para justificar el Acuerdo denegatorio, habrá de 
razonarse que si bien tanto la normativa del artículo 4 del Decreto de 
2 de junio de 1968 (R. 1721), como en aquellas otras que regulan los 
permisos de trabajo de extranjeros cuales son el anterior Decreto de 
27 de julio de 1968 y el posterior de 3 de mayo de 1980, vienen inspirados 
por la idea de la discrecionalidad resolutiva tanto por las autoridades 
gubernativas en lo que a los permisos de residencia se contrae como a los 
Delegados de Trabajo en lo relativo a los permisos de trabajo, es lo cierto 
que en manera alguna cabe confundir como se viene afirmando por la 
doctrina de esa Sala en sentencias entre otras las de 10 de febrero y 
11 de abril de 1984 la discrecionalidad con el libre arbitrio por cuanto 
que éste puede ser fruto de una decisión carente de la necesaria motiva-
ción y fundamento, lo discrecional es resultado de una libertad decisoria 
que se produce en el ánimo del órgano resolutivo y decisorio como re-
sultado de un proceso razonado e intelectivo en el que sin duda habrán 
de ser valoradas las circunstancias que puedan dar lugar y contribuir a 
que esa decisión sea adoptada con la mejor voluntad y buen criterio y 
es así, que si la Interpol en su informe de 29 de junio de 1983 se refiere 
a la detención del recurrente en 1 de mayo de 1983 en Barcelona, incoán-
dose diligencias que fueron ciertamente sobreseídas; si fue detenido en 
Zurich en 16 de septiembre de 1982 por carterista; reseñado en Roma 
en 1 de febrero de 1975 por robo bajo identidad de Hugo C. R.; reseñado 
en Turin en 7 de febrero de 1976 por carterista bajo la identidad de 
Q. G.; en 19 de marzo de 1980 en Piazenza (Italia) por violación y el 
13 de julio de 1976 en Imperia (Italia) por identificación bajo identidad de 
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Jairo Q., no es dable desconocer las motivaciones del acto administrativo 
de 28 de noviembre de 1983 —Resolución del Gobernador Civil de la 
Provincia de Alicante—. por cuanto que en él se alude a los antecedentes 
desfavorables del interesado, facilitados por la Comisaría de Policía; a la 
audiencia dada, formulando alegaciones que no consiguen desvirtuar la mo-
tivación de la paralización del expediente; circunstancias todas que de 
conformidad con el artículo 2 del Real Decreto 1.301 de 30 de mayo dan 
lugar al archivo de las actuaciones por estimar improcedente por razones 
de Orden Público el otorgamiento del permiso solicitado y que no están 
en manera alguna en desacuerdo con la interpretación ofrecida por la Juris-
prudencia de este Tribunal y de manera concreta con la contenida en la 
Sentencia de 31 de octubre de 1975 (R. 4193); evidenciando todo ello que 
la discrecionalidad de la Administración para adoptar el acuerdo referido 
se fundamentó en los presupuestos enunciados y es consecuencia de los 
mismos, la necesidad de ratificar el acto administrativo recurrido.. 
(RJA., 1984, n.° 5685, pág. 4457). 
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DERECHO A LA INTIMIDAD.—Investigación de operaciones en en-
tidades bancarias y de crédito. Art. 12 de la Declaración Univer-
sal de los Derechos del Hombre. Art. 8.2 de la Convención Euro-
pea de Derechos del Hombre. Art. 17.1 del Pacto de Derechos Ci-
viles y Políticos. 
Tribunal Constitucional (Sala 1.a): SENTENCIA DE 26 DE NOVIEM-
BRE DE 1984. Recurso de amparo 575/1983. Ponente: D. Ángel La-
torre Segura. 
, SENTENCIA 
En el recurso de amparo núm. 575/1983, promovido por don Fernan-
do Garrido Falla, representado por el Procurador don Francisco Sánchez 
Sanz, asumiendo la dirección letrada el propio recurrente, contra acuerdo 
de la Dirección General de Inspección Financiera y Tributaria y Senten-
cia del Tribunal Supremo que la confirmó. En el recurso han comparecido 
el Ministro Fiscal y el Abogado del Estado. Ha sido ponente el Magistrado 
don Ángel Latorre Segura, quien expresa el parecer de la Sala. 
I . ANTECEDENTES 
1. Con fecha 3 de agosto de 1983 el Procurador de los Tribunales 
don Francisco Sánchez Sanz, en nombre y representación de don Fernando 
Garrido Falla, presenta demanda de amparo constitucional en que suplica 
que anule la resolución de 10 de marzo de 1983 de la Dirección General 
de Inspección Financiera y Tributaria autorizando la investigación de las 
operaciones activas y pasivas del recurrente en determinadas entidades 
bancarias y de crédito, así como la Sentencia del Tribunal Supremo de 29 
de julio de 1983, que declara conforme a Derecho tal resolución. Suplica 
igualmente se impongan las costas en todo el procedimiento seguido a la 
• Administración demandada. Por escrito de 5 de septiembre de 1983 soli-
cita la suspensión del acto administrativo impugnado. 
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Basa su pretensión en los hechos que, resumidamente, se exponen: 
A) Con fecha 10 de marzo de 1983 la Dirección General de Inspec-
ción Financiera y Tributaria dictó una resolución por la que acordaba 
estimar procedente la investigación de las operaciones activas y pasivas 
que afectasen a determinadas entidades bancarias y de ahorro y de las que 
figurase como titular el hoy, demandante de amparo, don Fernando Ga-
rrido Falla. 
B) Contra el referido acuerdo, interpuso el demandante, conforme 
al procedimiento especial y sumario previsto en la Ley 62/1978, de 26 
de diciembre, recurso contencioso-administrativo en el que, con fecha 18 
de junio de 1983, la Sala de lo Contencioso-Administrativo de la Audien-
cia Nacional dictó Sentencia por la que declaró la nulidad de la resolu-
ción impugnada, considerando que las cuentas corrientes bancarias forman 
parte del ámbito de la intimidad personal y familiar que protege el art. 18.1 
de la Constitución, por lo que la Ley 50/1977, de 14 de noviembre, que 
permitía sin limitación la investigación de las cuentas corrientes, siempre 
que fuese ordenada por considerarse derogada por la Constitución, sin que 
sirviera para rehabilitarla la posterior promulgación de la Ley Orgánica 
1/1982, de 5 de mayo, sobre protección civil del derecho al honor, a la 
intimidad personal y familiar y a la propia imagen. 
C) Recurrida en apelación por el Abogado del Estado la anterior 
Sentencia, ésta fue revocada por la Sala Tercera del Tribunal Supremo, 
mediante Sentencia de fecha 29 de julio de 1983, en la que concluye afir-
mando una premisa contraria a la de la Audiencia Nacional, esto es, que 
no cabe incluir la reserva de las cuentas bancarias en el ámbito de pro-
tección del derecho constitucional a la intimidad, por lo que no podía en-
tenderse que la habilitación legal que permitía a la Administración la inves-
tigación de las cuentas hubiera quedado abrogada. 
2. Fundamenta su pretensión el recurrente en los argumentos que si-
guen: 
A) La referida resolución de la Dirección General; de Investigación 
Financiera y Tributaria, así como la Sentencia del Tribunal Supremo, en 
cuanto la confirma, vulneran el derecho a la intimidad personal y familiar 
reconocido en el art. 18.1 de la Constitución Española al permitir dicha 
resolución sin habilitación legal suficiente, una intromisión en aspectos 
de la vida profesional, personal y familiar que se reflejan en las cuentas 
sometidas a investigación. Se señala igualmente que se ha vulnerado el 
derecho a la presunción de inocencia, reconocido por el art, 24.2 y el de-
recho a la igualdad, reconocido por el art. 14, ambos del texto consti-
tucional. 
B) Por lo que se refiere a la vulneración del derecho a lá intimidad 
personal y familiar, señala el recurrente que la Sentencia de la Audiencia 
Nacional de 18 de julio de 1983, que estimó su pretensión, reconoce acer-
tadamente que por la extensión del uso de los depósitos bancarios en 
cuenta corriente en la vida moderna, en la marcha de éstos pueden refle-
jarse todas a gran parte de las peculiaridades de la vida económica, per-
sonal o familiar, por lo que debe considerarse que tales cuentas forman 
parte del ámbito de la intimidad personal o familiar. En consecuencia, y 
en lo que se refiere al tema de que se trata, si bien el recurrente no niega 
que la Inspección Tributaria puede exigir al contribuyente certificación 
de los saldos medios de sus cuentas bancarias y de los intereses perci-
bidos, sí mantiene que la Ley 50/1977, que permitía sin limitación alguna 
el examen de los movimientos de la cuenta corriente de cualquier ciuda-
dano, ha de entenderse derogada por la Constitución, a tenor de lo dis-
puesto en su disposición derogatoria. De lo que se deriva que el acto 
administrativo impugnado carece de cobertura legal, pues no resulta apli-
cable el art. 2.1 de la Ley Orgánica 1/1982 (en el sentido de que no 
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apreciará la existencia de intromisión ilegal en el ámbito protegido por 
dicha Ley cuando tal intromisión estuviera expresamente autorizada por 
la Ley), ya que este precepto no puede devolver la vida a otro ya dero-
gado. Las facultades que concede la Ley 50/1977 son ilimitadas y no res-
petan el contenido esencial del derecho, por lo que tal precepto ni si-
quiera sería válido aunque la Ley 50/1977 fuese una Ley Orgánica de fecha 
posterior a la Constitución. 
Por el contrario, no son admisibles los razonamientos del Tribunal 
Supremo al revocar la Sentencia de la Audiencia Nacionnal. Pues la pro-
tección constitucional se extiende no sólo a la revelación de datos, sino 
al conocimiento de los mismos; además, al ser la Constitución fuente de 
derechos, no es necesario un reconocimiento legal de la intimidad econó-
mica y, finalmente, el principio de igualdad de los administrados en el 
sostenimiento de los gastos públicos no es cobertura suficiente para jus-
tificar una vulneración de un derecho constitucional, pues el fin no justi-
fica los medios. 
C) De la comparación entre ambas Sentencias deduce el recurrente 
que el Tribunal habrá de declarar si la intimidad económica forma o no 
parte de la intimidad personal y familiar y si las facultades exorbitantes de 
la ley 50/1977 confiere a los servicios inspectores de la Administración 
Tributaria pueden llegar, aunque sea potencialmente, a invadir la intimi-
dad económica como parte de la intimidad personal. En el caso aquí plan-
teado, estamos ante un ejemplo típico de invasión de la intimidad perso-
nal y familiar, al tratarse las cuentas bancarias cuya investigación se auto-
riza de cuentas de carácter marcadamente familiar, que además, refleja 
también los ingresos profesionales, de forma que la explicación de los in-
gresos y salidas en esa cuenta al Inspector de Hacienda puede suponer 
romper el secreto profesional a que el recurrente, como Abogado, está 
obligado. Sin que, por otro lado, resulte aceptable lo afirmado por la 
Sentencia del Supremo, en el sentido de que la Inspección de las cuentas 
corrientes sea uno de los medios más eficaces para la dterminación, a 
efectos tributarios, de la situación económica de los contribuyentes. 
D) En cuanto a la vulneración de la presunción de inocencia, señala 
que, frente a tal presunción, establecida por la Constitución en su art. 24, 
la Administración presume que las declaraciones de la renta presentadas 
por el recurrente son falsas y, además, le obliga a buscar pruebas contra 
sí mismo. Respecto a la vulneración del art. 14 de la Constitución, si 
bien el argumento jurídico parece aquí escaparse, lo más irritante para 
el recurrente es sentirse injustamente discriminado, ya que se le exige la 
presentación de documentos que, en términos generales, no se solicitan del 
resto de los contribuyentes, especiamente de profesionales en situación si-
milar a la suya. 
E) Por todo ello suplica la anulación de la resolución de 10 de marzo 
de 1983 de la Dirección General de Inspección Financiera y Tributaria 
impugnada, así como de la Sentencia del Tribunal Supremo de 20 de julio 
de 1983, y que se impongan las costas en todo el procedimiento seguido 
a la Administración demandada. Mediante escrito posterior, de 2 de sep-
tiembre, solicita se acuerde la suspensión de la resolución impugnada. 
5. El Abogado del Estado, por su parte, manifiesta en su escrito de 
alegaciones que es necesario partir como consideración previa de que el 
derecho a la intimidad personal concierne a elementos más profundos y 
de mayor relevancia para el desarrollo de la persona que su aparato o 
instrumentación de flujo económico, materializado en sus depósitos ban-
carios. El recurrente identifica el ámbito del derecho a la intimidad con 
el ámbito privado, esto es, todas las relaciones de derecho privado y con-
cernientes al tráfico privado de los derechos y obligaciones. Ello supondría 
la construcción de una esfera de secreto en la vida económica que im-
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posibilitaría cualquier instrumento de intervención pública en tal ámbito, 
con imposibilidad efectiva de que se cumplieran las tareas que la misma 
Constitución asigna a los poderes públicos en orden a la efectiva cons-
trucción del Estado social y democrático de Derecho. 
Teniendo todo ello en cuenta, procede considerar que el derecho a la 
intimidad personal proscribe las intromisiones e injerencias arbitrarias, 
como se deriva, entre otros, del art. 12 de la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, y del art. 8.2 del Convenio para la protección de los 
Derechos Humanos y Libertades Fundamentales. En cualquier caso habrá 
que exigir que la injerencia en la intimidad personal y familiar no sea 
arbitraria; que persiga una finalidad legítima, sea proporcionada la misma 
y esté debidamente fundada. 
I I . FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
, 8. No existen, pues, esas facultades ilimitadas de la Administración 
en materia fiscal que denuncia el recurrente ni puede decirse que el con-
tenido esencial del derecho a la intimidad quede anulado o afectado por 
la LRF. Es posible que la actuación inspectora pueda en alguna ocasión, 
a través de la investigación de documentos o antecedentes relativos a los 
movimientos de las cuentas bancarias, interferirse en aspectos concretos del 
derecho a la intimidad. Pero, como ya se ha advertido, este derecho, al 
igual que los demás, tiene sus límites que, en este caso, vienen marcados 
por el deber de todos de contribuir al sostenimiento de las cargas pú-
blicas de acuerdo con su capacidad económica mediante un sistema tribu-
tario justo, como dispone el ya citado art. 31.1 de la Constitución, deber 
para cuyo efectivo cumplimiento es evidentemente necesaria la inspección 
fiscal. La injerencia que para exigir el cumplimiento de ese deber pudiera 
producirse en el derecho a la intimidad no podría calificarse de «arbi-
traria». Y el art. 18,1 de la Constitución hay que entender que impide 
las injerencias en la intimidad «arbitrarias o ilegales», como dice clara-
mente el art. 17,1 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos (Pacto de 
Nueva York) ratificado por España y con arreglo al cual, de acuerdo con 
el art. 10.3 de la Constitución, hay que interpretar las normas relativas 
a los derechos fundamentales que la Constitución reconoce y entre ellos 
el derecho a la intimidad personal y familiar. Es de señalar que con arre-
gló a estos criterios de la Ley Orgánica 1/1982, de 5 de mayo, de protec-
ción civil del derecho al honor, a la intimidad personal y familiar y a la 
propia imagen, que no se refiere expresamente a las cuestiones planteadas 
en el presente recurso, establece que no se considerarán con carácter ge-
neral intromisiones ilegítimas las actuaciones autorizadas o acordadas por 
la autoridad competente de acuerdo con la Ley )art. 8.1). Entiéndase que 
la ley sólo puede autorizar esas intromisiones por «imperativos de interés 
público», circunstancia qué se da en los supuestos aquí contemplados. 
F A L L O 
En atención a todo o expuesto, el Tribunal Constitucional, por al 
autoridad que le confiere la Constitución de la nación española, 
Ha decidido: 
Denegar el amparo solicitado. ; 
(BJC,, 1984-44, noviembre,pág. 1421). 
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DERECHO AL JUEZ ORDINARIO.—Art. 10.2 de la Constitución. Re-
solución del Comité de Ministros del Consejo de Europa de 1 2 
de noviembre de 1972. 
Tribunal Constitucional (Sala 2.a): SENTENCIA DE 2 8 DE NOVIEM-
BRE DE 1984. Recurso de amparo 7 5 1 / 1 9 8 3 . Ponente: D . Jerónimo 
Arozamena Sierra. 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo promovido por doña Asunción Mancebo Ló-
pez, representada por la Procuradora doña María Luis Ubeda de los Co-
bos, y bajo la dirección del Abogado don Joaquín Ruiz-Giménez Aguilar 
respecto a resolución del Teniente General de la Primera Región Aérea 
de Madrid, en la causa número 19/83, y en el que ha comparecido el 
Ministerio Fiscal, siendo ponente el Presidente don Jerónimo Arozamena 
Sierra, quien expresa el parecer de la Sala. 
I. ANTECEDENTES 
Primero.—El 15 de noviembre de 1983, la Procuradora doña María 
Luisa Ubeda de los Cobos, en nombre de doña Asunción Mancebo López, 
presentó demanda de amparo contra resolución del Teniente General de 
la Primera Región Aérea, de fecha 24 de octubre anterior, que funda 
en los siguientes hechos y fundamentos de derecho: a) contra la señora 
Mancebo López se sigue causa penal ante la jurisdicción militar, en la 
que, al amparo y dentro del plazo establecido en el art. 667 de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal (en lo sucesivo L.E.Cr.) y en el art. 788 del 
Código de Justicia Militar (en lo sucesivo CJM), su Abogado promovió 
artículo de previo y especial pronunciamiento, según lo prevenido en el 
art. 666, 1." L-E.Cr. por falta de jurisdicción, que fue desestimado por la 
citada resolución de la Autoridad Militar; b) esta resolución, vulnera el 
derecho a un trato igual ante la ley al de los demás civiles (art. 14 de 
la Constitución, en lo sucesivo CE.) , sinque pueda prevalecer discrimi-
nación, pues la recurrente no pertenece al estamento militar, que presta 
sus servicios Jaborales, como Ayudante Técnico Sanitario, merece un trato 
igual al de los demás civiles en el enjuiciamiento de sus relaciones con 
los miembros del estamento militar en asuntos que no afecten a la vida 
de los Ejércitos ni a la defensa nacional y que no guarden relación directa 
con el servicio de armas; c) la resolución recurrida viola un derecho a 
mantener y defender su honor, garantizado por el artículo 18 de la CE. , 
pues en el fondo de la cuestión debatida en la causa seguida contra la 
demandante se esconde una cuestión relativa al honor o moralidad de la 
misma en relación con los hechos enjuiciados por la contradicción fáctica 
de los que intervienen en tales hechos; d) la resolución impugnada viola 
:.i el derecho de la demandante a obtener la tutela efectiva judicial y a que 
tal tutela le venga dada por el Juez ordinario predeterminado; por la ley, 
partiendo de la presunción de inocencia (art. . 24.1 y 2 ; de la CE. ) ; se 
funda este recurso, al igual que todos los anteriores, en que el conocimiento 
de la causa seguida contra la recurrente corresponde a la jurisdicción or-
dinaria, ya que a la militar compete cuando ! los hechos afectan a la De-
fensa Nacional, o al buen nombre de los Ejércitos, o a la seguridad na-
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cional, que no es el caso. Con base en estos hechos y fundamentos solicita 
que: a) se declare la nulidad de la resolución recurrida que conculca uno 
de los derechos a la igualdad, al honor, a la tutela efectiva que correspon-
de al Juez ordinario civil sin que se produzca indefensión y bajo la pre-
sunción de inocencia; b) se ordena al Juez Togado Militar de Instrucción 
número 1 decline la competencia en favor de la jurisdicción ordinaria. 
I I . FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
En el Derecho español el problema de la prueba ilícitamente obte-
nida sigue abierto por la carencia de disposición expresa. El recurso a la 
vía interpretativa impuesta por el art. 10.2 de la CE no resulta conclu-
yeme, por no existir pronunciamiento al respecto por parte del Tribunal 
Europeo de Derechos del Hombre. Existe, sin embargo, una resolución en 
este ámbito que debe mencionarse, por más que un sentido no resulte 
de necesaria consideración en nuestro derecho sobre la base del citado art. 
10.2 de la Constitución. Se trata de la resolución adoptada por el Comité 
de Ministros del Consejo de Europa el 12 de noviembre de 1971, resol-
viendo el caso Scheichelbauer, a partir de demanda formulada contra el 
Estado austríaco. En esta decisión, se acordó que no había implicado vio-
lación del art. 6.1 de la Convención (derecho a la jurisdicción) la utili-
zación por un Tribunal nacional de un registro fonográfico como medio 
de prueba, que fue tachado en cuanto a su procedimiento de obtención 
por el recurrente. Con independencia de que la interpretación relevante, 
de acuerdo con el art. 10.2 de la Constitución, es sólo la jurisdiccional 
del Tribunal Europeo, y no la del Comité de Ministros, lo cierto es que, 
en el presente caso, este órgano no entró a conocer, en su breve resolu-
ción, acerca de si la grabación controvertida constituyó o no un atentado 
a la intimidad (art. 8 de la Convención), sino que, considerándose sólo 
llamado a decidir sobre la vulneración o no el art. 6 del mismo texto, 
limitó a este objeto específico su acuerdo. 
F A L L O 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la 
autoridad que le confiere la Constitución de la nación española, 
Ha decidido: 
I . Otorgar el amparo solicitado por doña Asunción Mancebo López, 
con el alcance siguiente: 
Primero.—Declarar la nulidad de la resolución de la autoridad judicial 
militar de la 1.* Región Aérea, de fecha 24 de octubre de 1983, en cuanto 
declara que es «resolución inapelable» y ordena la continuación de la 
causa 19/1983. 
Segundo.—Reconocer que doña Asunción Mancebo López tiene dere-
cho a recurrir en casación, ante el Tribunal Supremo (Sala Segunda), el 
acto resolutorio de la declinatoria. 
Tercero.—Restablecer el procedimiento en la indicada causa penal al 
momento inmediato siguiente a la notificación del acto resolutorio de la 
declinatoria, para que pueda interponer el recurso de casación. 
I I . Alzar la suspensión que fue acordada por Auto de esta Sala del 8 
de febrero de 1984. 
Comuniqúese esta sentencia, mediante testimonio de la misma, a la 
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autoridad judicial militar de la 1." Región Aérea, para su cumplimiento por 
quien corresponda en la jurisdicción militar. 
(B]C, 1984 44, noviembre, pág. 1430). 
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PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y FIANZA.—Declaración Universal de 
los Derechos del Hombre. Pacto Internacional de Derechos Ci-
viles y Políticos (Art. 9.3). Convención Europea de Derechos Hu-
manos (Art. 5.3). 
Tribunal Constitucional (Sala 2.a): SENTENCIA DE 2 8 DE NOVIEM-
BRE DE 1984. Recurso de amparo 4 5 9 / 1 9 8 3 . Ponente: D. Rafael 
Gómez-Ferrer Morant. 
SENTENCIA 
En el recurso de amparo núm. 459/1983, formulado por el Procurador 
don Eduardo Morales Price, en nombre y represetnación de don Joaquín 
Nasarre Guiral, bajo la dirección del Letrado don Enrique Lassala Bauza 
de Mirabó, contra la providencia de 11 de abril y el Auto de 14 de junio, 
ambos de 1983, dictados por la Sección Tercera de la Audiencia Provin-
cial de Barcelona. En el recurso ha comparecido el Ministerio Fiscal y ha 
sido ponente el Magistrado don Rafael Gómez-Ferrer Morantj quien ex-
presa el parecer de la Sala. 
I. ANTECEDENTES 
1. En 1 de julio de 1983 el Procurador don Eduardo Morales Price, 
en nombre de don Joaquín Nasarre Guiral, formula demanda de amparo 
contra la providencia de 11 de abril de 1983 y contra el Auto de 14 de 
junio de 1983, que resuelve el recurso de súplica interpuesto contra la an-
terior, dictadas en el sumario 62/80, del Juzgado de Instrucción núm. 2 
de Sabadell, rollo núm. 3770, por la Sección Tercera de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona, con la súplica de que se dicte Sentencia que deberá 
contener los siguientes pronunciamientos: 
a) Declaración de nulidad de las resoluciones recurridas. 
b) Reconocimiento del derecho del actor a la plena igualdad de los 
españoles ante la Ley y a la presunción de inocencia. 
c) Restablecimiento al actor de tales derechos por medio de la de-
volución de la fianza personal carcelaria de un millón de pesetas a tenor 
de lo imperado en el art. 861 bic, a), de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, 
con declaración expresa de que la interpretación correcta del último párrafo 
del art. 861 bis a) de la Ley de Enjuiciamiento Criminal en relación con 
el núm. 3 del art. 541 del mismo cuerpo legal, debe hacerse en sentido 
de que las fianzas carcelarias deberán ser devueltas cuando se produzcan 
Sentencias absolutorias, aunque se hallen pendientes de resolución los opor-
tunos recursos de casación, si los hubiere; para así hacer efectivos los 
principios de igualdad ante la Ley y el derecho a la presunción de ino-
cencia. 
4 8 5 
JOSE ANTONIO CORRIENTE CORDOBA 
2. Los hechos que se exponen en la demanda son los siguientes: 
a) Por Auto de 7 de enero de 1917, recaído en el sumario 62/80, 
el Juzgado de Instrucción núm. 2 de Sabadell acordó decretar la prisión 
provisional del procesado Joaquín Nasarre Guiral, eludible mediante la 
prestación de fianza metálica y personal de un millón de pesetas, fianza 
que fue consignada según consta en autos. 
b) En 5 de marzo de 1983 la Sección Tercera de la Audiencia Pro-
vincial de Barcelona dictó Sentencia por la que absolvió libremente al actor 
del delito de estafa del que venía siendo acusado. 
c) Por escrito de 25 de marzo de 1983, a la vista de la Sentencia 
absolutoria, la representación del actor solicitó la cancelación de la fianza, 
dicha petición fue resuelta por providencia de 11 de abril de 1983, en el 
sentido de que no había lugar a la misma, por haberse interpuesto recurso 
de casación por la parte acusadora. 
d) El actor interpuso recurso de súplica contra la anterior providen-
cia, aduciendo como fundamento de la petición lo dispuesto en el art. 
861 bis, a), de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, precepto qué en su 
párrafo tercero dice literalmente que si la Sentencia recurrida fuere abso-
lutoria y el reo estuviere preso, será puesto en libertad. La Audiencia Pro-
vincial por Auto de 14 de junio de 1983 denegó la súplica confirmando, 
por sus propios fundamentos, la resolución recurrida. 
3. En cuanto a los fundamentos jurídicos de la demanda, el solicitan-
te del amparo considera que las resoluciones impugnadas han vulnerado 
los arts. 14 y 24.2 de la Constitución,: si bien antes de entrar en el exa-
men de las vulneraciones alegadas expone algunas ideas acerca de la ma-
yor presunción de certeza de la Sentencia —•no firme por haber sido 
recurrida en casación— que del Auto que señaló la fianza, y del carácter 
temporal y esencialmente modificable de todas las medidas cautelares, de 
donde deriva • la posibilidad de que, si la primera apariencia justificó la 
adopción de la medida cautelar de prisión, eludible mediante la constitu-
ción de fianza personal carcelaria, dicha medida puede desvirtuarse en el 
transcurso del proceso, como aquí sucede, no existiendo entonces justifi-
cación alguna para mantener la medida cautelar. 
Al no ajustarse a las ideas expuestas, que encuentran su apoyo en el 
art. 3.1 del Código Civil y en los artículos 528, 529 y 531 de la Ley de 
• Enjuiciamiento Criminal, las resoluciones impugnadas han vulnerado los 
derechos consagrados por los arts. 1 4 , 2 4 y concordantes de la Constitución. 
a) En concreto, la vulneración del principio de igualdad se habría 
producido por las resoluciones impugnadas al no tomar en consideración 
el art. 861 bis, a), de la LECr, el cual impone la puesta en libertad del 
procesado preso cuando la Sentencia recurrida en casación fuese absolu-
toria, sin que se haga referencia alguna a la constitución de fianza carce-
laria. La parte actora entiende que el mencinoado precepto exige la devo-
lución de la fianza, y ello porque cualquier otra interpretación conduciría 
al contrasentido de que, una vez dictada Sentencia absolutoria, durante la 
tramitación del posterior recurso de casación Se produciría una desigualdad 
fáctica o material en razón a que el procesado absuelto y en libertad en 
virtud de haber constituido fianza, se hallaría en situación desigual y más 
perjudicial que aquel que no habiendo constituido fianza continuara en 
prisión y medíante la Sentencia hubiera sido igualmente absuelto y puesto 
en libertad, en virtud del último párrafo del art. 861 bis, a), de la LECr; 
entiendo que, dado el valor de la Constitución como norma de eficacia 
directa e inmediata, procede corregir la práctica de los Tribunales, que tie-
ne su base en la interpretación y aplicación del art. 861 bis, a), de la 
Ley de Enjuiciamiento Criminal en relación con lo dispuesto en el núm. 3 
del art. 541 del mismo cuerpo legal. 
b) El actor sostiene también que las resoluciones impugnadas han vul-
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nerado el derecho fundamental a la presunción de inocencia reconocido 
en el art. 24.2 de la Constitución que, a partir de las Sentencias de 28 de 
julio de 1981 y de las de 26 de julio de 1982, ha de entenderse como el 
derecho de que está investida toda persona acusada de un delito consisten-
te en desplazar sobre la parte acusadora la carga de la prueba de los 
hechos de acusación, viniendo obligado el juzgador a declarar la inocencia 
si tal prueba no tiene lugar. 
En el presente supuesto —prosigue la demanda— el actor, que se halla 
amparado por tal derecho fundamental, ha sido declarado, a mayor abun-
damiento, libremente absuelto del delito que se le imputaba, careciendo 
por ello de soporte jurídico cualquier tipo de decisión, como la retención 
de la fianza carcelaria que en su día depositó, que pudiera implicar una 
sanción o el aseguramiento de una responsabilidad de la cual ha quedado 
absuelto libremente, debiendo por tanto precederse a restituir al recu-
rrente la fianza carcelaria, cuyo fundamento jurídico ha dejado de existir. 
11. FUNDAMENTOS JURÍDICOS 
1. Los derechos fundamentales que el actor estima vulnerados por 
las resoluciones impugnadas son la presunción de inocencia —art. 24.2 de 
la Constitución-r- y el principio de igualdad —art, •14-—. For su parte el 
Ministerio Fiscal entiende que puede haberse, ¡ producido también una vio-
lación del derecho a la libertad personal —art. 17—•. A continuación nos 
referimos separadmente a cada una de las infracciones alegadas. 
2. El art. 24.2 de la Constitución establece que todos tienen derecho 
a la presunción de inocencia; este derecho habría, sido vulnerado al no 
accederse a la cancelación de la fianza de 1.000.000 de pesetas, que fue 
constituida por el actor en su día para eludir la prisión provisional una 
vez que sé ha dictado Sentencia absolutoria. ¡ 
Para solucionar la cuestión planteada es' necesario referirse, en primer 
lugar, a la interpretación del artículo 24 .2 de la Constitución, al objeto 
de concretar los límites del derecho a la presunción de inocencia, lo que 
permitirá, en una segunda fase, determinar si,se ha producido la vulnera-
ción alegada. , , , 
a) A tal defecto es necesario partir de lo dispuesto en el art. 10.2 
de la Constitución, de acuerdo con lo cual «las normas relativas a los 
derechos fundamentales y a las libertades que la Constitución reconoce 
se interpretarán de conformidad con la Declaración Universal tie Derechos 
Humanos y los tratados y acuerdos internacionales sobre las mismas ma-
terias ratificados por España». ••.<-• 
Pues bien, debe señalarse que el derecho a la presunción de inocen-
cia está reconocido, con formulaciones de análoga significación, en el 
art. 11 de la Declaración Universal de Derechos Humanos, en el art. 14.2 
del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos y en el art. 6.2 
del Convenio de Roma, el cual establece que toda persona acusada de una 
infracción se presume inocente hasta que su culpabilidad haya' sido legal-
mente declarada. 
El derecho a la presunción de inocencia, es compatible, sin embargo, 
con la adopción de medidas cautelares, entre Tas cuales los pactos indicados 
se refieren específicamente a la detención preventiva —dada su trascen-
dencia por afectar a la libertad personal—, que se conecta con el derecho 
a ser juzgado en un plazo razonable o a ser puesto en libertad durante 
el procedimiento, si bien la puesta en libertad puede ser condicionada a 
una garantía que asegure la comparecencia del interesado en juicio (art. 
5.3 del Convenio de Roma) o en cualquier otro momento de las diligen-
cias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo, como especifica 
el art.. 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, el cual 
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señala también que la prisión preventiva de las personas que hayan de ser 
juzgadas no puede ser la regla general. 
Por otra parte, en relación con la interpretación del artículo 5.3 del 
Convenio de Roma, citado, el Tribunal Europeo de Derechos Humanos 
ha distinguido entre el derecho a ser juzgado en un plazo razonable y el 
carácter también razonable que ha de tener la prisión preventiva, en cuan-
to afecto a los principios de libertad individual y presunción de inocencia 
(Sentencias de 27 de junio de 1968, casos Wemhoff y Neumeister, y de 10 
de noviembre de 1969, casos Stógmüller y Matznetter). 
b) En definitiva, la presunción de inocencia es compatible con la 
aplicación de medidas cautelares siempre que se adopten por resolución 
fundada en Derecho que, cuando no es reglada, ha de basarse en un juicio 
de razonabilidad acerca de la finalidad perseguida y las circunstancias con-
currentes, pues una medida desproporcionada o irrazonable no sería propia-
mente cautelar sino que tendría un carácter punitivo en cuanto al exceso. 
Por otra parte, la necesidad de que la resolución sea fundada en De-
recho, en los términos vistos, viene a proyectar en el art. 24.2 de la Cons-
titución la exigencia que deriva del derecho a la tutela judicial efectiva 
(art. 24.1) que, como ha declarado el Tribunal en muy reiteradas ocasio-
nes, comprende el de obtener una resolución fundada en Derecho. 
4. A partir de estos datos la Sala no va a efectuar un juicio de le-
galidad, coincidente o no con las resoluciones impugnadas, pues el objeto 
del recurso, al que hemos de circunscribirnos, es el de determinar si tales 
resoluciones vulneran el derecho a la presunción de inocencia. 
A tal efecto debemos señalar que el mantenimiento de la fianza ya no 
tiene el mismo sentido inicial, puesto que la Ley de Enjuiciamiento Cri-
minal establece en caso de Sentencia absolutoria —no firme— la puesta 
en libertad del imputado que estuviera preso y no prevé la cancelación 
de la fianza cuando el reo estuviera ya en libertad por haberla prestado. 
Es decir, que la fianza ya no puede tener el sentido de permitir eludir 
la prisión provisional, pero, caso de no cancelarse, cumple la misma fun-
ción que contemplan el art. 5.3 del Convenio de Roma y 9.3 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, antes mencionados, en espe-
cial la de constituir una garantía en orden a la comparecencia para la 
ejecución del fallo que pueda dictarse eventualmente en casación, si se 
estimara el recurso. 
Planteadas así las cosas, desde la perspectiva constitucional la fianza si-
gue siendo, como lo fue desde el primer momento, una medida cautelar 
con las finalidades contempladas por los mencionados preceptos, aunque 
ha dejado de poder sustituirse por la prisión provisional. Por ello la cues-
tión que debemos resolver es, siguiendo las pautas establecidas por el Tri-
bunal Europeo, si resulta razonable o proporcionado el mantener una fian-
za con estas finalidades cuando ha recaído la Sestencia absolutoria. 
La Sala no estima que la cuestión suscitada sea susceptible de una so-
lución unívoca, pues para llegar a ella es necesario valorar las circunstan-
cias concurrentes en cada caso, con objeto de determinar en qué medida 
tales riesgos permiten calificar de razonable la permanencia de la misma. 
Según ha quedado ya justificado sobre la base de los arts. 861 bis, a); 
541 y 539 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, ni la cancelación es una 
consecuencia legal necesaria cuando la sentencia es absolutoria, como parece 
sostener el actor, ni el recurso de casación hace improcedente la cancela-
ción de la fianza cuando ha sido constituida por el propio procesado —te-
sis reflejada en las resoluciones recurridas—. El Tribunal ordinario ha de 
hacer un juicio de razonabilidad para tomar su decisión, teniendo en cuen-
ta, de una parte, la finalidad perseguida y, de otra, las circunstancias con-
currentes, como la existencia de la Sentencia absolutoria, que —como ha 
señalado el Tribunal— goza en principio de una presunción de validez y 
otras que puedan apreciarse en relación al imputado, como la profesión 
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u oficio, recursos, lazos familiares, tiempo de prisión provisional, antece-
dentes y demás que puedan Conducir a fundamentar el juicio de propor-
cionalidad. 
En el presente caso^ las resoluciones impugnadas han denegado la can-
celación de la fianza solicitada, cuyo mantenimiento supone una restricción 
a la libre disponibilidad de los bienes del actor, restricción que sólo puede 
ser compatible con la presunción de inocencia en cuanto sea una medida 
cautelar razonable, en atención a las circunstancias concurrentes, para la 
consecución de las finalidades contempladas en el artículo 5.3 del Con-
venio de Roma, 9.3 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Polí-
ticos y 539, párrafo 2." de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. 
F A L L O 
En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional, por la 
autoridad que le confiere la Constitución de la nación española, 
Ha decidido: 
1. Estimar en parte el recurso de amparo y a tal efecto: 
a) Declarar la nulidad de las resoluciones impugnadas. 
b) Reconocer el derecho del actor a que se dicte una resolución fun-
dada en Derecho acerca de su petición de cancelación de la fianza, de 
acuerdo con lo expuesto en el fundamento jurídico último, quedando 
restablecido en la integridad de su derecho mediante la nueva decisión 
que ha de dictarse. 
2. Desestimar el recurso en . todo lo demás. 
(J3/C, 1984-44, noviembre, pág. 1406). 
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EXTRANJEROS.—Convalidación de títulos. Convenio hispano-
argentino de Corporación Cultural de 23 de marzo de 1971. 
Tribunal Supremo (Sala 3.a de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 3 DE DICIEMBRE DE 1984. Ponente: D. José Garralda Val-
cárcel. 
La Sección Segunda de la Sala de lo Contencioso-Administraíivo de la Audiencia 
Nacional, dictó sentencia en 28 de junio de 1982, estimando el recurso interpues-
to por don Héctor C. C, contra resolución de la Secretaría General Técnica del 
Ministerio de Educación v Ciencia, por la que se le denegó la convalidación del 
tíulo de Odontólogo obtenido en Argentina por su equivalente español. El jallo 
de dicha Sala declara el derecho del actor a que le sea convalidado el men-
cionado titulo. 
CONSIDERANDO: Que se exponen en la sentencia que se revisa, pro-
fusas y atinadas razones determinantes del fallo dictado, estimativo de las 
peticiones del recurrente y entre las que destaca como argumento básico, 
el de que el Convenio de Cooperación Cultural concertado con la República 
Argentina de 23 de marzo de 1971, ratificado en 17 de noviembre de 1972, 
publicado en el Boletín Oficial del Estado de 3 de abril de 1973 y que 
forma parte de nuestro ordenamiento jurídico conforme a lo dispuesto en 
el artículo 1." del Código Civil, establece el reconocimiento mutuo de los 
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títulos académicos de todo orden y grado tal como los otorga o reconoce 
el otro país oficialmente y por tanto lo que se hace es extender a cada 
territorio nacional de las partes contratantes, la validez de los títulos aca-
démicos de la otra nación, sin ninguna clase de condicionamientos, requi-
sitos o limitaciones, pues como ya se expuso en Sentencias de esta Sala de 
30 de junio y 27 de octubre de 1982 y 24 de enero y 10 de marzo de 1983, 
en casos iguales, «si se hubiera querido que los títulos expedidos por una 
nación, para que valieran en la otra contratante, deberían ajustarse en cuan-
to a su obtención, a los requisitos y misma temática de sus homónimos en 
la otra, así se hubiera expresado gráficamente, no püdiendo olvidarse que 
admitir que el aludido Convenio impone esta exigencia, implicaría el dejar 
un vacío de contenido a la citada estipulación, que tiene fuerza de Ley en 
España a través del mecanismo de la ratificación antes aludida y a mayor 
abundamiento, tampoco se puede olvidar el Reglamento de Odontólogos y 
Estomatólogos de España de 13 de noviembre de 1950, con arreglo al cual, 
además de recoger en su seno a los Odontólogos, concretamente en su ar-
tículo 39 prescribe que pertenecerán obligatoriamente a él todos los Esto-
matólogos y Odontólogos españoles o habilitados para ejercer la Estomato-
logía y Odontología en territorio nacional, con lo que se razona que se 
está interpretando el título de Odontología y la habilitación para ejercer 
tal profesión en territorio nacional». 
CONSIDERANDO: Que por todo ello procede desestimar el recurso 
de apelación y confirmar la sentencia apelada, sin que a efectos de costas 
sea de apreciar la concurrencia de circunstancias determinantes de su impo-
sición. 
{RJA, 1984, n." 6306, pág. 5006). 
101 
CONTRATO DE TRANSPORTE TERRESTRE INTERNACIONAL.—Convenio 
Internacional de 7 de febrero de 1970. Transporte de Mercancías 
por Ferrocarril. 
Tribunal Supremo (Sala 1."'de lo Civil): SENTENCIA DE 5 DE 
DICIEMBRE DE 1984. Ponente: D. José M.a de la Barcena y López. 
La representación de la Compañía Anónima Vasco Europea de Exportación, 
S. A. (CAVEXSA) y Nartransil, S. A:, formuló ante el, Juzgado de Primera ins-
tancia n.° 2 de los de San Sebastián, demanda de juicio declarativo de mayor 
cuantía, contra depósitos de comercio exterior de (CAVEXSA), sobre reclama-
ción de cantidad. 
. El Juez de Primera Instancia dictó sentencia^ por la que, desestimando la 
demanda interpuesta por CAVEXSA y NARTRANSIL, S. A., contra DECOEXSA, 
absolvió a la empresa demandada de todas las peticiones contenidas en la de-
manda, sin hacer especial condena en costas. Apelada la sentencia por la repre-
sentación de los demandantes Compañía Anónima Vasco-Europea de Exportación, 
S. A. .y NARTRANSIL, S. A., la Audiencia desestimó el recurso y confirmó ínte-
gramente la sentencia apelada, sin especial imposición de costas causadas en 
la apelación. 
La representación de las Entidades adoras, interpusieron recurso de casación 
por infracción de ley. 
CONSIDERANDO: Que las dos entidades actoras, hoy recurrentes, 
deducen su demanda contra Depósitos de Comercio Exterior S. A., con 
la pretensión de que sea condenada esta última, a abonarle la suma de 
ciento dieciséis mil ochocientos noventa y cuatro francos franceses, o su 
equivalencia en pesetas según el tipo de cambio oficial para-la fecha que 
resulte probado que la compañía Sofrasid se resarció de tal cantidad a cos-
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ta de Cavexsa, pronunciamiento condenatorio al que estima es acreedora 
la interpelada, dado que fue la porteadora de una partida de mercancía, 
consistente en un total de ciento treinta y cuatro mil novecientos dieciséis 
kilos de acero laminado, desde la Villa de Hernani, San Sebastián, hasta 
la localidad francesa de Les Molineaux Billancourt, que resultó damnifi-
cada en el transporte, como se acredita con las diligencias de proceso verbal, 
operadas en Francia, de las que resulta el importe del perjuicio reclamado, 
amparando tal pronunciamiento de condena, en los artículos 361, 362, 364, 
373 y 379 del Código de Comercio; demanda que fue desestimada en am-
bas instancias, asentándose la repulsa, en la aquí impugnada, en tres con-
sideraciones sustanciales, cuyo alcance procede destacar, a efectos de la re-
solución del recurso de casación por infracción de Ley interpuesto contra 
la misma por las empresas codemandantes, y que son las siguientes: Pri-
mera, que la mercancía entregada al porteador demandado, rio venía pro-
tegida con el embalaje apropiado, y que los peligros de una posible oxi-
dación eran conocidos por el cargador remitente, el que «ni siquiera advir-
tió a la demandada el que por circunstancias especiales tornase precaucio-
nes, también especiales», por lo que «no puede achacarse falta de diligen-
cia a la demandada DÉCOEXSA, que siguió la conducta normal en las 
Operaciones que efectuó»; Segunda, que se acusa la falta de ejercicio de 
lo previsto en el artículo 367 del Código de Comercio, regulador de las 
relaciones entré porteador y consignatario, resultando que la empresa de-
mandada «tuvo conocimiento de las averías cuando éstas fueron repara-
das», privándola así de poder intervenir en las diligencias practicadas para 
la determinación del supuesto perjuicio, lo que aboca, de acuerdo con la 
sentencia de este Tribunal, que cita, de 24 de mayo de 1977, a que no 
se haya precisado «la evidencia real de los daños», al no actuarse de 
acuerdo con lo que el citado artículo establece, sin que tampoco «los Pro-
cesos legales» que figuran en los autos «puedan constituir a lo dispuesto 
en el artículo 367 del Código de Comercio, al regular qué, en caso de 
duda sobre las averías, «éstas tienen que precisarse con la concurrencia de 
ambas partes, y para ello se debía haber dado cuenta a la demandada con 
la debida antelación, cosa que no se hizo»; y, como colofón de tales de-
claraciones de orden fáctico, concluye que, «la demandada actuó con la 
misma diligencia, y aún mayor, al no conocer, respecto del material trans-
portado las particularidades que debía conocer el remitente y no las dio 
a conocer a la demandada», por lo que no pudo actuar en la forma pre-
vista por el antes citado artículo, «pues conoció las averías una vez repara-
das las mismas». ' 
CONSIDERANDO: Que inatacadas tales conclusiones de orden fáctico 
establecidas en la instancia, utilizando el único cauce idóneo para ello, el 
del ordinal séptimo del artículo 1.692 de la Ley de Enjuiciamiento civil, 
las mismas permanecen incólumes en este trámite de casación, ya que los 
tres motivos articulados en el recurso, se amparan en el número primero 
de tal precepto procesal, acusando la infracción, por el concepto de viola-
ción por no aplicación, del artículo primero, ordinal cinco del Código civil, 
que previene la aplicabilidad de los Tratados internacionales, en las mate-
rias en ellos convenidas, conforme esta Sala tiene establecido en las senten-
cias que cita, lo que deterínina que a la cuestión sometida a debate haya 
de aplicarse el Convenio Internacional sobre transporte de Mercancías por 
Ferrocarril, C. I. M., ratificado por España en 19 de noviembre de 1974, 
en cuyo artículo primero se establece, que tal Convenio se aplicará a todas 
las remesas de mercancías entregadas al transporte con una carta de porte 
para recorridos que afectan a los territorios de dos, por lo menos, de los 
estados contratantes, lo que se cumple en el caso que nos ocupa —motivo 
primero—, la del artículo 12, párrafo segundo del dicho Tratado, al dis-
poner que, cuando por su naturaleza la mercancía exija un especial emba-
laje, el expedidor la embalará de tal suerte que la preserve de pérdida total 
o parcial y de avería durante el transporte —motivo segundo—, y la del 
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párrafo cuarto del mismo artículo 12, al prevenir que el expedidor será 
responsable de todas las consecuencias de la falta de embalaje o de su 
estado defectuoso, preceptos que son de aplicación al caso enjuiciado, según 
entienden las entidades recurrentes, y que, a su juicio, determinan la ca-
sación de la sentencia impugnada. 
CONSIDERANDO: Que los tres motivos que se dejan enunciados han 
de perecer, en razón a lo siguiente: a) no puede por menos de destacarse 
que las impugnantes, olvidando totalmente la fundamentación jurídica en 
la que asentaron su demanda, los preceptos contenidos en el Código de 
Comercio, reguladores del contrato de transporte mercantil, cuya aplica-
bilidad a la controversia fue lo discutido en la instancia, y en base a los 
cuales se razona, en la sentencia recurrida, el rechazo de la pretensión 
actora, invocan por primera vez en este trámite casacional, unos preceptos 
cuya aplicabilidad no se adujo en todo el desarrollo del proceso, implican-
do tales denuncias, el planteamiento de una cuestión nueva no sometida 
a enjuiciamiento en la instancia, sin que tal aplicabilidad pueda ampararse 
en el principio «iura novit curia», dado que es reiterada la doctrina de 
este Alto Tribunal, que ha venido manteniendo que, no pueden plan-
tearse en casación, «problemas jurídicos, que dejaron de plantearse en el 
pleito, ni puntos o cuestiones no invocados en él, y consiguientemente, 
no comprendidos dentro de los términos del debate», sentencia de 13 de 
junio de 1963, que «la cita de preceptos legales que se suponen infrin-
gidos, sin que se esgrimieran por las partes en el proceso, son cuestiones 
nuevas, que no pueden promoverse en casación», sentencia de 9 de enero 
de 1968 que «no habiéndose aducido oportunamente durante el período 
expositivo del pleito los preceptos legales que en el recurso se dicen vio-
lados, su invocación en esta fase del procedimiento, constituye una cues-
tión nueva» sentencia de 15 de junio de 1970, constituyéndola también 
«establecer en este trámite la aplicabilidad de preceptos distintos, a la 
cuestión debatida, que los propios invocados en la instancia», sentencia 
de 17 de julio de 1982, así como el cambio de «razonamientos», en casa-
ción, sentencia de 20 de diciembre de 1982; y b) que aun superando tal 
planteamiento inadmisible, para que los tales preceptos fueran aplicables, 
como las impugnantes pretenden, era necesario que el perjuicio cuya repa-
ración y abono se reclama estuviera acreditado, extremo que, como se 
deja dicho, es negado en la instancia, al establecer que no puede admitirse 
como documento que lo justifique, los «procesos legales» unidos a los 
autos, carentes de eficacia, al haberse tramitado sin intervención del de-
mandado, declaraciones de orden fáctico que inalteradas en este trámite, 
al no haberse destruido por vía idónea, no pueden ser invalidadas por las 
recurrentes sustituyéndolas por otras, lo que apareja hacer supuesto de 
la cuestión; determinando los razonamientos que anteceden, el pereci-
miento de los motivos examinados, por incidir en los casos previstos en 
los números quinto y noveno del artículo 1.729 de la Ley Rituaria, incu-
rriendo en causas de inadmisión, que en este trance lo son de desestimación. 
CONSIDERANDO: Que produce por ello la desestimación del recur-
so en su totalidad, con las secuelas previstas en el artículo 1.748 de la Ley 
Procesal, en orden a las costas y el depósito constituido. 
(RJA, 1984, n.° 6032, pág. 4746). 
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JURISPRUDENCIA ESPAÑOLA DE DERECHO INTERNACIONAL 
Tribunal Supremo (Sala 4.a de lo Contencioso-Adm".): SENTEN-
CIA DE 10 DE DICIEMBRE DE 1984. Ponente: D. Paulino Martín Mar-
tín. 
La Dirección General de Política Interior del Ministerio del Interior acordó 
en 19 de julio de 1979 desestimar el recurso de alzada interpuesto por D." Odile R., 
contra resolución del Gobierno Civil de Avila por la que se decretó su expulsión 
del territorio nacional. 
Interpuesto recurso contencioso-administrativo por D." Odile R., ta Sala de la 
Audiencia Nacional, en sentencia de 12 de junio de 1982, lo estima, declarando 
la nulidad de la resolución impugnada. 
CONSDERANDO: Que el motivo básico en que apoya la pretensión 
de apelación reitera la tesis mantenida por la Administración en instan-
cia al aducir la corrección jurídica de los acuerdos de 11 de mayo de 1979 
(del Gobierno Civil de Avila) y de 19 de julio siguiente (de la Dirección 
General al desestimar la alzada por los que se decreta la expulsión del 
territorio nacional, por dos años, a la recurrente de nacionalidad francesa) 
por estar implicada en actividades contrarias al orden público —supuesto 
previsto en el apartado 2.° del artículo 29 del D. 522/74—, ya que está 
probado que la Srta. R. el 5 de abril de 1979 conduciendo su propio 
vehículo, provisto de altavoces, recorrió calles de la ciudad de Avila lla-
mando a los ciudadanos a que concurrieran a una manifestación, por razo-
nes escolares o docentes, no autorizada. 
CONSIDERANDO: Que frente a lo argumentado por el representante 
de la Administración debe, al contrario, sostenerse que los hechos impu-
tados (participación en el llamamiento a una manifestacin no autorizada, 
pero pacífica y estrictamente académica) no encajan razonablemente en el 
supuesto de infracción previsto en el apartado 2 del artículo 29 del De-
creto citado, ya que el derecho de reunión está reconocido en el artículo 
21 de la Constitución y en los artículos 11, 20 y 21 del Convenio Europeo, 
de la Declaración Universal y del Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, respectivamente, ratificados por España, sin que pueda igno-
rarse que el artículo 13 de la Constitución garantiza a los extranjeros el 
goce de las libertades públicas que garantiza el título I, de la Constitución 
en los términos que establezcan los tratados y la ley y sin que pueda 
sostenerse que por el mero hecho de haber participado en el llamamiento 
a una manifestación estudiantil no autorizada (no se acreditan más extre-
mos, falta toda referencia a incidentes e incluso a la celebración misma de 
la manifestación, etc.) pero de carácter pacífico se estaban realizando actos 
graves contra el orden público que pudiesen justificar la medida de expul-
sión temporal decretada sin cumplir trámite alguno al no haber sido oída 
la interesada, en cuanto que la decisión fue adoptada de plano. En este 
caso pues (la declaración no tiene mayor trascendencia, al haber transcu-
rrido el plazo de expulsión y no haberse planteado cuestión alguna re-
ferente a la responsabilidad o indemnización) la medida es desproporcio-
nada por excesiva al rebasar lo necesario en una sociedad democrática para 
mantener la seguridad pública, la defensa del orden público, o la protección 
de los derechos o libertades ajenos; y por ello debe desestimarse el recur-
so con la subsiguiente confirmación de la sentencia apelada al decretar, por 
no conformes a Derecho, la nulidad de los acuerdos recurridos, en armo-
nía con lo dicho por la Sala en supuestos análogos —sentencias de 23-9-81 
y 18-4-81, etc.— y tal coom se preceptúa en los Reales Decretos 1031/80 
de 3 de mayo en relación el D. de 2 de junio de 1978 y preceptos con-
cordantes. 
(RJA, 1984, n.° 6527, pág. 5152). 
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